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Nota de entrada 
 
Como parte de una serie de publicaciones el presente texto, preparado por funcionarios 
de la Dirección General de Apoyo Fiscal del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, ha 
sido cedido por esa institución para ser utilizado como material de apoyo al Diplomado 
GERENCIA DE LAS ENTIDADES TERRITORIALES EN TIEMPOS DE CAMBIO Y 
AJUSTES INSTITUCIONALES  que ejecuta el Proyecto Sistema Nacional de 
Capacitación Municipal, PSNCM.   
 
Para enriquecer el debate académico sobre aspectos polémicos de la Administración 
Pública, la serie de publicaciones contiene no pocas veces la opinión de sus autores. Con 
todo, el contenido de los documentos los compromete sólo a ellos y no representan 
posición alguna del Proyecto. 
 
Se hace la edición en hipertexto para facilitar su consulta y mejorar la utilidad a las 
administraciones municipales.  Con la versión en hipertexto, el PSNCM  asume el desafío 
de adaptarse a las tecnologías modernas y acercarlas a los servidores públicos 
municipales, quienes, dicho sea de paso, son los principales destinatarios de esta serie de 
publicaciones. 
 
La misión del Proyecto está descrita en su nombre: construir un sistema de capacitación 
municipal.  La labor de capacitación demanda apoyos didácticos y pedagógicos. Justo a 
ello quiere obedecer la serie de publicaciones del Proyecto.  Por tanto sus pretensiones 
no son las de un “tratado” sino mas bien las de una guía, un manual o una cartilla. 
 
El Proyecto Sistema Nacional de Capacitación Municipal es adelantado por el Gobierno 
Colombiano con el apoyo de la Cooperación Técnica de la Unión Europea.  Sus 
operadores son la Escuela Superior de Administración Pública -ESAP- y la Federación 
Colombiana de Municipios -FCM- en coordinación y concurrencia con entidades de los 
ordenes nacional, departamental y municipal.  
 
 
 

ROBERTO PRIETO LADINO 
Codirector Nacional 

 
THEODOR WERNERUS 

                        Codirector Europeo 
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I.  NORMAS CONSTITUCIONALES RELACIONADAS CON LOS 
MUNICIPIOS 

 
 
 

TITULO I - DE LOS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES 
 
ARTICULO 1.- Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de 
República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, 
democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, 
en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del 
interés general. 
 

TITULO II - DE LOS DERECHOS, LAS GARANTIAS Y LOS DEBERES. 
 

CAPITULO 1. DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES 
 
ARTICULO 15.-  . . . 
 
Para efectos tributarios o judiciales y para los casos de inspección, vigilancia e 
intervención del Estado podrá exigirse la presentación de libros de contabilidad y 
demás documentos privados, en los términos que señale la ley. 
... 

 
CONSTITUCION POLITICA DE COLOMBIA – 1991 

 
TITULO II 

DE LOS DERECHOS, LAS GARANTIAS Y LOS DEBERES 
 

CAPITULO III 
DE LOS DERECHOS COLECTIVOS Y DEL AMBIENTE 

 
ARTICULO 82.-  Es deber del Estado velar por la protección de la integridad del 
espacio público  y por su destinación al uso común, el cual prevalece sobre el 
interés particular. 
 
Las entidades públicas participarán en la plusvalía que genere su acción 
urbanística y regularán la utilización del suelo y del espacio aéreo urbano en 
defensa del interés común. 

 
 

CAPITULO 5. DE LOS DEBERES Y OBLIGACIONES  
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ARTICULO 95. ... 
 
9.- Contribuir al financiamiento de los gastos e inversiones del estado dentro de los 
conceptos de justicia y equidad. 

 
TITULO VI - DE LA RAMA LEGISLATIVA 

 
 

CAPITULO 3. DE LAS LEYES 
 
 

ARTICULO 150.- Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas 
ejerce las siguientes funciones: 
... 
12. Establecer contribuciones fiscales y, excepcionalmente, contribuciones 
parafiscales en los casos y bajo las condiciones que establezca la ley. 
… 
 
ARTICULO 154.- Las leyes pueden tener origen en cualquiera de las Cámaras a 
propuesta de sus respectivos miembros, del Gobierno Nacional, de las entidades 
señaladas en el artículo 156, o por iniciativa popular en los casos previstos en la 
Constitución. 
 
No obstante, sólo podrán ser dictadas o reformadas por iniciativa del Gobierno las 
leyes a que se refieren los numerales 3, 7, 9, 11 y 22 y los literales a, b y e, del 
numeral 19 del artículo 150; las que ordenen participaciones en las rentas nacionales 
o transferencias de las mismas; las que autoricen aportes o suscripciones del Estado 
a empresas industriales o comerciales y las que decreten exenciones de impuestos, 
contribuciones o tasas nacionales. 
 
Las Cámaras podrán introducir modificaciones a los proyectos presentados por el 
Gobierno. 
 
Los proyectos de ley relativos a los tributos iniciarán su trámite en la Cámara de 
Representantes y los que se refieran a relaciones internacionales, en el Senado. 
 
 
 
 
 
 

TITULO XI  - DE LA ORGANIZACION TERRITORIAL 
 

CAPITULO 1. DE LAS DISPOSICIONES GENERALES 

 5 



 
 
ARTICULO 286.- Son entidades territoriales los departamentos, los distritos, los 
municipios y los territorios indígenas. 
 
La ley podrá darles el carácter de entidades territoriales a las regiones y provincias 
que se constituyan en los términos de la Constitución y de la ley. 
 
ARTICULO 287.- Las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de 
sus intereses, y dentro de los límites de la Constitución y la ley.  En tal virtud tendrán 
los siguientes derechos: 
 
1. Gobernarse por autoridades propias. 
 
2. Ejercer las competencias que les correspondan. 
 
3. Administrar los recursos y establecer los tributos necesarios para el cumplimiento 
de sus funciones. 
 
4. Participar en las rentas nacionales. 
... 
 
ARTICULO 294.- La ley no podrá conceder exenciones ni tratamientos 
preferenciales en relación con los tributos de propiedad de las entidades territoriales. 
Tampoco podrá imponer recargos sobre sus impuestos salvo lo dispuesto en el 
artículo 317. 
 

 
CAPITULO 3 

DEL REGIMEN MUNICIPAL 
 

 
ARTICULO 311.- Al Municipio como entidad fundamental de la división político 
administrativa del Estado le corresponde prestar los servicios públicos que determine 
la ley, construir las obras que demande el progreso local, ordenar el desarrollo de su 
territorio, promover la participación comunitaria, el mejoramiento social y cultural de 
sus habitantes y cumplir las demás funciones que le asignen la Constitución y las 
leyes. 
... 
 
 
ARTICULO 313.- Corresponde a los concejos: 
 
1. Reglamentar las funciones y la eficiente prestación de los servicios a cargo del 
municipio. 
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... 
 
3. Autorizar al alcalde para celebrar contratos y ejercer pro témpore precisas 
funciones de las que corresponden al concejo. 
 
4. Votar de conformidad con la Constitución y la ley los tributos y los gastos locales. 
 
5. Dictar las normas orgánicas del presupuesto y expedir anualmente el presupuesto 
de rentas y gastos. 
 
6. Determinar la estructura de la administración municipal y las funciones de sus 
dependencias; las escalas de remuneración correspondientes a las distintas 
categorías de empleos; crear a iniciativa del alcalde establecimientos públicos y 
empresas industriales o comerciales y autorizar la constitución de sociedades de 
economía mixta. 
 
7. Reglamentar los usos del suelo y, dentro de los límites que fije la ley, vigilar y 
controlar las actividades relacionadas con la construcción y enajenación de 
inmuebles destinados a vivienda. 
... 
10. Las demás que la Constitución y la ley le asignen. 
 
 
ARTICULO 315.- Son atribuciones del alcalde: 
 
1. Cumplir y hacer cumplir la Constitución, la ley, los decretos del gobierno, las 
ordenanzas, y los acuerdos del concejo. 
... 
6. Sancionar y promulgar los acuerdos que hubiere aprobado el concejo y objetar los 
que considere inconvenientes o contrarios al ordenamiento jurídico. 
... 
10. Las demás que la Constitución y la ley le señalen. 
 
 
ARTICULO 317.- Solo los municipios podrán gravar la propiedad inmueble. Lo 
anterior no obsta para que otras entidades impongan contribución de valorización. 
 
La ley destinará un porcentaje de estos tributos, que no podrá exceder del promedio 
de las sobretasas existentes, a las entidades encargadas del manejo y conservación 
del ambiente y de los recursos naturales renovables, de acuerdo con los planes de 
desarrollo de los municipios del área de su jurisdicción. 
 
 
ARTICULO 319.- Cuando dos o más municipios tengan relaciones económicas, 
sociales y físicas, que den al conjunto características de un área metropolitana, 
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podrán organizarse como entidad administrativa encargada de programar y 
coordinar el desarrollo armónico e integrado del territorio colocado bajo su autoridad; 
racionalizar la prestación de servicios públicos a cargo de quienes la integran y, si es 
el caso, prestar en común algunos de ellos; y ejecutar obras de interés 
metropolitano. 
 
La ley de ordenamiento territorial adoptará para las áreas metropolitanas un régimen 
administrativo y fiscal de carácter especial; garantizará que en sus órganos de 
administración tengan adecuada participación las respectivas autoridades 
municipales; y señalará la forma de convocar y realizar las consultas populares que 
decidan la vinculación de los municipios. 
 
Cumplida la consulta popular, los respectivos alcaldes y los concejos municipales 
protocolizarán la conformación del área y definirán sus atribuciones, financiación y 
autoridades, de acuerdo con la ley. 
 
Las áreas metropolitanas podrán convertirse en Distritos conforme a la ley. 
 
 
 

TITULO XII - DEL REGIMEN ECONOMICO Y DE LA HACIENDA PUBLICA 
 

CAPITULO 1. DE LAS DISPOSICIONES GENERALES 
 
 
ARTICULO 336.- Ningún monopolio podrá establecerse sino como arbitrio rentístico, 
con una finalidad de interés público o social y en virtud de la ley. La ley que 
establezca un monopolio no podrá aplicarse antes de que hayan sido plenamente 
indemnizados los individuos que en virtud de ella deban quedar privados del ejercicio 
de una actividad económica lícita. 
 
La organización, administración, control y explotación de los monopolios rentísticos 
estarán sometidos a régimen propio, fijado por la ley de iniciativa gubernamental. 
 
Las rentas obtenidas en el ejercicio de los monopolios de suerte y azar estarán 
destinadas exclusivamente a los servicios de salud. 
 
Las rentas obtenidas en el ejercicio del monopolio de licores, estarán destinadas 
preferentemente a los servicios de salud y educación. 
 
La evasión fiscal en materia de rentas provenientes de monopolios rentísticos será 
sancionada penalmente en los términos que establezca la ley. 
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El Gobierno enajenará o liquidará las empresas monopolísticas del Estado y otorgará 
a terceros en desarrollo de su actividad cuando no cumplan los requisitos de 
eficiencia, en los términos que determine la ley. 
 
En cualquier caso se respetarán los derechos adquiridos por los trabajadores. 
 
ARTICULO 338.- En tiempos de paz, solamente el Congreso, las asambleas 
departamentales y los concejos distritales y municipales podrán imponer 
contribuciones fiscales o parafiscales. La ley, las ordenanzas y los acuerdos deben 
fijar directamente, los sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases gravables y 
las tarifas de los impuestos. 
 
La ley, las ordenanzas y los acuerdos pueden permitir que las autoridades fijen las 
tarifas y las contribuciones que cobren a los contribuyentes, como recuperación de 
los costos de los servicios que les presten o participación en los beneficios que les 
proporcionen; pero el sistema y el método para definir tales costos y beneficios, y la 
forma de hacer su reparto, deben ser fijados por la ley, las ordenanzas o los 
acuerdos. 
 
Las leyes, ordenanzas o acuerdos que regulen contribuciones en las que la base sea 
el resultado de hechos ocurridos durante un período determinado, no pueden 
aplicarse sino a partir del período que comience después de iniciar la vigencia de la 
respectiva ley, ordenanza o acuerdo. 
 
 
CAPITULO 4. DE LA DISTRIBUCION DE RECURSOS Y DE LAS COMPETENCIAS 
 
 
ARTICULO 360.-. La ley determinará las condiciones para la explotación de los 
recursos naturales no renovables así como los derechos de las entidades territoriales 
sobre los mismos. 
 
La explotación de un recurso natural no renovable causará a favor del Estado, una 
contraprestación económica a título de regalía, sin perjuicio de cualquier otro 
derecho o compensación que se pacte. 
 
Los departamentos y municipios en cuyo territorio se adelanten explotaciones de 
recursos naturales no renovables, así como los puertos marítimos y fluviales por 
donde se transporten dichos recursos o productos derivados de los mismos, tendrán 
derecho a participar en las regalías y compensaciones. 
 
ARTICULO 361.- Con los ingresos provenientes de las regalías que no sean 
asignados a los departamentos y municipios, se creará un Fondo Nacional de 
Regalías cuyos recursos se destinarán a las entidades territoriales en los términos 
que señale la ley. Estos fondos se aplicarán a la promoción de la minería, a la 
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preservación del ambiente y a financiar proyectos regionales de inversión definidos 
como prioritarios en los planes de desarrollo de las respectivas entidades 
territoriales. 
 
ARTICULO 362.- Los bienes o rentas tributarias o no tributarias o provenientes de la 
explotación de monopolios de las entidades territoriales, son de su propiedad 
exclusiva y gozan de las mismas garantías que la propiedad y renta de los 
particulares. 
 
Los impuestos departamentales y municipales gozan de protección constitucional y 
en consecuencia la ley no podrá trasladarlos a la Nación, salvo temporalmente en 
caso de guerra exterior. 
 
ARTICULO 363.- El sistema tributario se funda en los principios de equidad, 
eficiencia y progresividad. 
 
Las leyes tributarias no se aplicarán con retroactividad. 
 

 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

 
 
Articulo Transitorio 56.- Mientras se expide la ley a que se refiere el artículo 329, el 
Gobierno podrá dictar las normas fiscales necesarias y las demás relativas al 
funcionamiento de los territorios indígenas y su coordinación con las demás 
entidades territoriales. 
 
Nota:  El artículo 329 de la Constitución Política se refiere a la Ley Orgánica de 
Ordenamiento Territorial. 
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II.  NORMAS GENERALES APLICABLES A LOS MUNICIPIOS 

 
 
 

DECRETO 1333 DEL 25 DE ABRIL DE 1986 
Por el cual se expide el Código de Régimen Municipal. 

 
 

Capítulo II De los impuestos municipales 
 
 
ARTICULO 171.- En tiempo de paz solamente el congreso, las asambleas 
Departamentales y los Concejos Municipales podrán imponer contribuciones. 
 
ARTICULO 172.- Además de las existentes hoy legalmente los municipios y el 
Distrito Especial de Bogotá pueden crear los impuestos y contribuciones a que se 
refieren los artículos siguientes. 
 
ARTICULO 258.-  Los municipios y el Distrito Especial de Bogotá sólo podrán 
otorgar exenciones de impuestos municipales por plazo limitado, que en ningún 
caso excederá de diez años, todo de conformidad con los planes de desarrollo 
municipal. 
 
ARTICULO 259.-  No obstante lo dispuesto en el artículo anterior continuarán 
vigentes: 
 
1. Las obligaciones contraídas por el Gobierno en virtud de tratados o convenios 

internacionales que haya celebrado o celebre en el futuro, y las contraidas por 
la Nación, los departamentos o los municipios, mediante contratos celebrados 
en desarrollo de la legislación anterior. 

 
2. Las prohibiciones que consagra la ley 26 de 1904.  Además subsisten para los 

departamentos y municipios las siguientes prohibiciones: 
 

a) La de imponer gravámenes de ninguna clase o denominación a la 
producción primaria, agrícola, ganadera y avícola, sin que se incluyan 
en esta prohibición las fábricas de productos alimenticios o toda 
industria donde haya un proceso de transformación por elemental que 
éste sea; 

b) La de gravar los artículos de producción nacional destinados a la 
exportación; 

c) La de gravar con el impuesto de industria y comercio la explotación de 
canteras y minas diferentes de sal, esmeraldas y metales preciosos, 
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cuando las regalías o participaciones para el municipio sean iguales o 
superiores a lo que corresponderá pagar por concepto del impuesto de 
industria y comercio. 

 
d) La de gravar con el impuesto de industria y comercio los 

establecimientos educativos públicos, las entidades de beneficencia, las 
culturales y deportivas, los sindicatos, las asociaciones de profesionales 
y gremiales sin ánimo de lucro, los partidos políticos y los hospitales 
adscritos o vinculados al sistema nacional de salud, salvo lo dispuesto 
en el artículo 201 de este código; 

 
 

e) La de gravar la primera etapa de transformación realizada en predios 
rurales cuando se trate de actividades de producción agropecuaria, con 
excepción de toda industria donde haya una transformación por 
elemental que ésta sea; y 

f) La de gravar las actividades del Instituto de Mercadeo Agropecuario, 
IDEMA. 

 
 
ARTICULO 261.-  Para los efectos de liquidación y control de impuestos 
nacionales, departamentales o municipales, podrán intercambiar información 
sobre los datos de los contribuyentes, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
y las Secretarías de Hacienda Departamentales y Municipales. 
  
 
 
 
 

DECRETO 624 DEL 30 DE MARZO DE 1989 
Por el cual se expide el Estatuto Tributario de los impuestos administrados por la 

Dirección General de Impuestos Nacionales 
 
 
ARTICULO 634. Sanción por mora en el pago de impuestos, anticipos y 
retenciones. Los contribuyentes o responsables de los impuestos administrados 
por la Dirección General de Impuestos Nacionales, incluidos los agentes de 
retención, que no cancelen oportunamente los impuestos, anticipos y retenciones 
a su cargo, deberán liquidar y  pagar intereses moratorios, por cada mes o 
fracción de mes calendario de retardo en el pago. 
 
Para tal efecto, la totalidad de los intereses de mora se liquidarán con base en la 
tasa de interés vigente en el momento del respectivo pago, calculada de 
conformidad con lo previsto en el artículo siguiente.  Esta tasa se aplicará por 
cada mes o fracción de mes calendario de retardo. 
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Los mayores valores de impuestos, anticipos o retenciones, determinados por la 
Administración de impuestos en las liquidaciones oficiales, causarán interés de 
mora, a partir del vencimiento del término en que debieron haberse cancelado por 
el contribuyentes, responsable, agente retenedor o declarante, de acuerdo con los 
plazos del respectivo año o período gravable al que se refiera la liquidación oficial. 
  
ARTICULO 634-1 Suspensión de los intereses moratorios. Después de dos 
años contados a partir de la fecha de admisión de la demanda ante la jurisdicción  
Contenciosa Administrativa, se suspenderán los intereses moratorios a cargo del 
contribuyente hasta la fecha en que quede ejecutoriada la providencia definitiva  
(Ley 383/97 art. 69). 
  
ARTICULO 635.- Determinación de la tasa de interés moratorio. Para efectos 
tributarios la tasa de interés moratorio será el equivalente a la tasa de interés 
moratorio -DTF- efectivo anual, certificada por el banco de la República, 
aumentada dicha tasa en un cincuenta 50% . El Gobierno publicará para cada 
trimestre la tasa de interés moratorio que regirá durante el mismo, con base en la 
tasa -DTF- promedio vigente efectivo anual para el segundo mes del trimestre 
inmediatamente anterior. Hasta tanto el Gobierno no publique la tasa que se 
refiere este artículo el interés moratorio será del cuarenta y cinco por ciento (45%) 
anual. 
 
Parágrafo.- La tasa de interés de mora aplicable a partir de la fecha de vigencia 
de la presente Ley y durante el primer trimestre de 1999, será del veintiocho por 
ciento (28%). 
 
 

DECRETO 2591 DEL 23 DE DICIEMBRE DE 1999 
Por el cual se determina la tasa de interés moratorio para efectos tributarios 

 
 
 
ARTICULO 1.- Tasa de interés moratorio para efectos tributarios. De 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 635 del Estatuto Tributario y con base 
en la certificación expedida por el Banco de la República, la tasa de interés 
moratorio para efectos tributarios que regirá entre el 1 de enero del 2000 y el 31 
de marzo del 2000, será del veintisiete punto trece por ciento (27.13%) anual, la 
cual se liquidará por cada mes o fracción de mes calendario de retardoen el pago 
de los impuestos, anticipos y retenciones administrados por la Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales . 
 
Para efectos de lo dispuesto en el artículo 634 del estatuto tributario, la totalidad 
de los intereses de mora que se paguen durante este mismo periodo, se 
liquidarán a la tasa antes mencionada. 
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FACULTAD    DOCTRINARIA 
 

LEY 60 DEL 12 DE AGOSTO DE 1993 
Por la cual se dictan normas orgánicas sobre la distribución de competencias de 

conformidad con los artículos 151 y 288 de la Constitución Política y se distribuyen 
recursos según los artículos 356 y 357 de la Constitución Política y se dictan otras 

disposiciones 
 
 
ARTICULO 40.- Autoridad doctrinaria. La Dirección General de Apoyo Fiscal del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público será autoridad doctrinaria en materia de 
interpretación de las normas sobre tributación territorial y sobre los demás temas que 
son objeto de su función asesora. En desarrollo de tal facultad emitirá concepto con 
carácter general y abstracto para mantener la unidad en la interpretación y aplicación 
de tales normas. 
 
 

 LEY 136 DEL 2 DE JUNIO DE 1994 
Por la cual se dictan normas tendientes a modernizar la organización y 

funcionamiento de los municipios  
 

 
I. PRINCIPIOS GENERALES SOBRE LA ORGANIZACIÓN Y EL 

FUNCIONAMIENTO DE LOS MUNICIPIOS 
 
 

ARTICULO 1.- Definición. El municipio es la entidad territorial fundamental de la 
división político administrativa del Estado, con autonomía política, fiscal y 
administrativa, dentro de los límites que le señalen la Constitución y la ley y cuya 
finalidad es el bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la 
población en su respectivo territorio. 
 
ARTICULO 2.- Régimen de los municipios. El régimen municipal estará definido 
por lo dispuesto en la Constitución Política, por lo establecido en la ley y  por las 
siguientes disposiciones: 
 
... 
d) En relación con los regímenes de distribución de recursos entre la Nación y los 
municipios, de los tributos propios de éstos, de los servicios públicos a su cargo, del 
personal, del régimen contractual y del control interno y electoral, se sujetarán a las 
normas especiales que dicten sobre dichas materias de acuerdo con lo dispuesto, 
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entre otros, por los artículos 125 y transitorio 21, 152 literal c), 269,313 numeral 4, 
356,357,365 y transitorio 48 de la Constitución Política. 
 
 

 
III.  CONCEJOS MUNICIPALES 

 
 
ARTICULO 21.  Concejos Municipales.  En cada municipio habrá una 
corporación administrativa, cuyos miembros serán elegidos popularmente para 
períodos de tres (3) años y que se denominará Concejo Municipal, integrada por 
no menos de siete (7) ni más de veintiún (21) miembros. 
 
ARTICULO 32.- Atribuciones. Además de las funciones que se le señalan en la 
Constitución y la Ley, son atribuciones de los concejos las siguientes: 
 
7) Establecer, reformar o eliminar tributos, contribuciones, impuestos y 

sobretasas, de conformidad con la Ley. 
... 
10) Dictar las normas orgánicas de presupuesto y expedir anualmente el 

presupuesto de rentas y gastos, el cual deberá corresponder al Plan 
Municipal o Distrital de Desarrollo, de conformidad con las normas 
orgánicas de planeación. 

... 
 
Parágrafo 2.-  Aquellas funciones normativas del municipio para las cuales no se 
haya señalado si la competencia corresponde a los Alcaldes o a los Concejos, se 
entenderá asignada a estas corporaciones, siempre y cuando no contraríe la 
Constitución y la Ley. 
 
Parágrafo 3.- A  través de las facultades concedidas en el numeral siete,  no se 
autoriza a los municipios para gravar las rentas que el sector exportador haga al 
exterior. 
 
 
ARTICULO 41.-  Prohibiciones.  Es prohibido a los concejos: 
... 
 
2) Aplicar o destinar los bienes y rentas municipales a objetos distintos del 

servicio público. 
... 

IV.  CONCEJALES 
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ARTICULO  46.- Excepciones.  Lo dispuesto en los artículos anteriores no obsta 
para que los concejales puedan ya directamente o por medio de apoderado, 
actuar en los siguientes asuntos: 
... 
 
b) Formular reclamos por el cobro de impuestos, contribuciones, tasas y de 

multas que graven a las mismas personas; 
... 
 
d) Ser apoderados o defensores en los procesos que se ventilen ante la Rama 

Jurisdiccional del Poder Público. Sin embargo, los concejales durante su 
período Constitucional no podrán ser apoderados ni  peritos en los procesos 
de toda clase que tengan por objeto gestionar intereses fiscales o 
económicos del respectivo municipio, los establecimientos públicos, las 
empresas industriales  y comerciales del orden municipal y las sociedades 
de economía mixta en las cuales las mismas entidades tengan más del 
cincuenta por ciento (50%) del capital. 

 
 

V.  ACUERDOS 
 
 
ARTICULO 71.- Iniciativa. Los proyectos de acuerdo pueden ser presentados por 
los concejales, los alcaldes y en materias relacionadas con sus atribuciones por 
los personeros, los contralores y las Juntas Administradoras Locales. También 
podrán ser de iniciativa popular de acuerdo con la Ley Estatutaria correspondiente. 
 
Parágrafo 1.- Los acuerdos a los que se refieren los numerales 2, 3, y 6 del 
artículo 313 de la Constitución Política, sólo podrán ser dictados a iniciativa del 
alcalde. 
... 
 
 
 

VI.  ALCALDES 
 
 
ARTICULO 91.- Funciones:  Los alcaldes ejercerán las funciones que les 
asigna la Constitución, la Ley, las ordenanzas, los acuerdos y las que le fueren 
delegadas por el Presidente de República o Gobernador respectivo. 
 
Además de las funciones anteriores, los alcaldes tendrán las siguientes: 
 
A) En relación con el Concejo: 
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1) Presentar los proyectos de acuerdo que juzgue convenientes para la buena 
marcha del municipio. 
... 
 
4) Colaborar con el Concejo para el buen desempeño de sus funciones; 
presentarles informes generales sobre su administración en la primera sesión 
ordinaria de cada año, y convocarlo a sesiones extraordinarias en las que solo se 
ocupará de los temas y materias para los cuales fue citado. 
 
5) Sancionar y promulgar los acuerdos que hubiere aprobado el Concejo y objetar 
los que considere inconvenientes o contrarios al ordenamiento jurídico. 
 
6) Reglamentar los acuerdos municipales. 
 
7)  Enviar al Gobernador, dentro de los cinco (5) días siguientes a su sanción o 
expedición los acuerdos del Concejo, los decretos de carácter general que expida, 
los actos mediante los cuales se reconozca y decrete honorarios a los concejales 
y los demás de carácter particular que el gobernador le solicite. 
... 
 
 
C) En relación con la Nación, al Departamento y a las autoridades  

jurisdiccionales: 
... 
 
4) Ejercer las funciones que le delegue el Gobernador. 
... 

 
 

E)  Con relación a la ciudadanía: 
 
1) Informar sobre el desarrollo de su gestión a la ciudadanía de la siguiente 
manera:  En los municipios de 3ª.4ª.5ª. y 6ª. categoría, a través de bandos y 
medios de comunicación local de que dispongan. En los municipios de la categoría 
1ª.2ª.,y Especial, a través de las oficinas de prensa de la Alcaldía 
... 
 
3) Difundir de manera amplia y suficiente el plan de desarrollo del municipio a los 
gremios, a las organizaciones sociales y comunitarias y a la ciudadanía en 
general. 
... 
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ARTICULO 93.-  Actos del Alcalde.  El alcalde  para la debida ejecución de los 
acuerdos y para las funciones que le son propias, dictará decretos, resoluciones y 
las órdenes necesarias. 
 

VII. COMUNAS Y CORREGIMIENTOS 
 

ARTICULO 131.-  Funciones.  Las Juntas Administradoras Locales, además de 
las que les asigna el artículo 318 de la Constitución Política ejercerán las 
siguientes funciones: 
 
1. Presentar proyectos de acuerdo al Concejo Municipal relacionados con el 

objeto de sus funciones 
 
2. Recomendar la aprobación de determinados impuestos y contribuciones 
 
 
 

XII. DISPOSICIONES VARIAS 
 

 
ARTICULO 187.-  Vigilancia y control de las actividades de construcción y 
enajenación de inmuebles destinados a vivienda.  Los Concejos Municipales 
ejercerán la vigilancia y control de las actividades de construcción  y enajenación de 
inmuebles destinados a vivienda de que trata el numeral 7º del artículo 313 de la 
Constitución Política, dentro de los límites señalados al respecto por las 
disposiciones legales y reglamentarias vigentes. 
 
 
 

LEY 223 DEL 20 DE DICIEMBRE DE 1995 
Por la cual se expiden normas sobre racionalización tributaria y se dictan otras 

disposiciones 
 

 
ARTICULO 155.-  La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales conformará un 
Centro Unificado de Información económica para la fiscalización dentro del año 
siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley.   
 
El Centro Unificado de Información Económica contendrá la información del propio 
contribuyente, la de terceros, bancos y otras fuentes que reciba de acuerdo con las 
normas legales y la que requiera por parte de organismos o personas privadas u 
oficiales, tales como:  Oficinas de Catastro Departamentales o Municipales, 
Tesorerías, Cámara de Comercio, Notarías, Instituciones Financieras, Fondos, 
Instituto de los Seguros Sociales y demás entidades, quienes deberán entregarla de 
acuerdo con las especificaciones que se establezcan. 
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El Centro Unificado de Información Económica deberá suministrar a cada una de las 
entidades territoriales los resultados de los cruces de información que obtenga en lo 
que a cada uno corresponda. 
 
ARTICULO 156.-  Acción conjunta.  Las autoridades tributarias nacionales y las 
municipales o distritales podrán adelantar conjuntamente los programas de 
fiscalización.  Las pruebas obtenidas por ellas podrán ser trasladadas sin requisitos 
adicionales. 
 
ARTICULO 179.- Fusión de impuestos. Introdúcense las siguientes modificaciones 
a los impuestos territoriales: 
... 
b) Los Concejos Municipales podrán adoptar las normas sobre administración, 

procedimientos y sanciones que rigen para los tributos del Distrito Capital.  
 
Nota:  Lo subrayado fue subrrogado por el artículo 66 de la Ley 383 de 1997 

 
 

LEY 242 DEL 28 DE DICIEMBRE DE 1995 
 

Por la cual se modifican algunas normas que consagran el Crecimiento del Indice 
de Precios al Consumidor del año anterior como valor de reajuste de valores y se 

dictan otras disposiciones. 
 
 
ARTICULO 1.-  Objeto.  Esta Ley modifica las normas legales  que tienen en cuenta 
el comportamiento pasado del Indice de Precios al Consumidor como factor de 
reajuste de multas, valores catastrales, rangos, cuantías y cánones, y en su lugar 
establecer criterios que hacen referencia a la meta de inflación, con el objeto de 
ajustar la legislación de manera que sirva de instrumento para la desindización de la 
economía, de conformidad con el Pacto Social de Productividad, Precios y Salarios.  
Además determina la forma como deberá tenerse en cuenta la meta de inflación en 
la expedición de normas por parte del Gobierno Nacional y las Administraciones 
Distritales,  Municipales y Departamentales. 
 
.... 
 
ARTICULO 3.-  Disposiciones aplicables a la expedición de normas que tomen 
en cuenta la inflación. El Gobierno Nacional así como las Administraciones 
Departamentales, Distritales y Municipales, al expedir normas que dispongan la 
actualización de valores sujetos a su determinación por disposición legal, tendrán en 
cuenta la meta de inflación como estimativo del comportamiento de los precios del 
año en que se aplican dichos valores.  Lo anterior no excluye la posibilidad de tener 
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en cuenta, adicionalmente factores diferentes al mantenimiento del valor real en la 
determinación del reajuste, factores éstos que deben ser expresados en la norma. 
 
Para los cálculos que además involucren reajustes para años anteriores, al hacer la 
actualización del valor, se empleará la inflación correspondiente registrada por el 
Dane para el reajuste en cada uno de esos años, y se usará la meta de inflación 
para el reajuste del año en curso.  Si el cálculo debe hacerse cada año se empleará 
cada vez la meta de inflación correspondiente, la cual se aplicará al valor 
determinado el año anterior sin corregir las diferencias entre la meta adoptada en 
ese año y la inflación registrada. 
... 
 
ARTICULO 5.-  Modificación de las normas que usan la inflación del año 
anterior como factor para el reajuste de cuantías o rangos.  A partir de la 
vigencia de la presente Ley modifícanse todas aquellas que consagran la variación 
del índice de precios al consumidor del año anterior como factor de actualización de 
cuantías o rangos de valores que definan la aplicación diferencial de una disposición, 
en el sentido de que se reajustarán anualmente en un porcentaje igual a la meta de 
la inflación fijada para el año que se proceda al reajuste. 
 

 
LEY 310 DEL 6 DE AGOSTO DE 1996 

Por medio de la cual  se modifica la ley 86 de 1989 
 
ARTICULO 3.-  La  Nación solamente podrá otorgar su garantía a los créditos 
externos que se contraten para los proyectos de los Sistemas de Servicio Público 
Urbano de Transporte Masivo de Pasajeros, cuando se hayan pignorado a su 
favor rentas en cuantías suficientes que cubran el pago de la participación de las 
entidades territoriales.  
 
ARTICULO 4.-  Cuando las rentas propias de las entidades territoriales y la 
sobretasa a los combustibles, no sean suficientes para cubrir la pignoración de los 
recursos previstos en el artículo anterior, quedan facultadas para: 
 
1)  Aumentar hasta un 20% las tarifas de operación y las tarifas de los 
gravámenes de su competencia 
... 
 
 
 
 
 
 

LEY 383 DEL 10 DE JULIO DE 1997 
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Por la cual se expiden normas tendientes a fortalecer la lucha contra la evasión y el 
contrabando, y se dictan otras disposiciones 

 
 
ARTICULO 66.-  Administración y control.  Los municipios y distritos para efectos 
de las declaraciones tributarias y los procesos de fiscalización, liquidación oficial, 
imposición de sanciones, discusión y cobro relacionados con los impuestos 
administrados por ellos aplicarán los procedimientos establecidos en el Estatuto 
Tributario para los impuestos del orden nacional. 
 

LEY 550 DEL 30 DE DICIEMBRE DE 1999 
Por la cual se establece un régimen que promueva y facilite la reactivación 

empresarial y la reestructuración de los entes territoriales para asegurar la función 
social de las empresas y lograr el desarrollo armónico de las regiones y se dictan 
disposiciones para armonizar el régimen legal vigente con las normas de esta ley. 

 
TITULO V 

DE LA REESTRUCTURACION DE LOS PASIVOS DE LAS ENTIDADES 
TERRITORIALES 

 
 
ARTICULO 58.- Acuerdos de reestructuración aplicables a las entidades  
territoriales. Las disposiciones sobre acuerdos de reestructuración e instrumentos 
de intervención a que hace referencia esta ley serán igualmente aplicables a las 
entidades territoriales, tanto en su sector central como descentralizado, con el fin de 
asegurar la prestación de los servicios a cargo de las mismas y  el desarrollo de las 
regiones, teniendo en cuenta la naturaleza y las características de tales entidades, 
de conformidad con las siguientes reglas especiales... 
 
 
ARTICULO 59.-  Cruce de cuentas con entidades Departamentales y 
Municipales. Previa autorización de la asamblea o Concejo, los acreedores de una 
entidad del orden departamental o municipal, podrán efectuar el pago de sus 
impuestos, tasas y contribuciones administradas por éstas, mediante el cruce de 
cuentas contra las deudas a su favor que tengan con dichas entidades. 
 
Los créditos en contra de la entidad territorial y a favor del acreedor podrán ser por 
cualquier concepto, siempre y cuando su origen sea una disposición legal  o 
contractual. 
 

TITULO VII 
 

VIGENCIA 
 

 21 



ARTICULO 79.- Vigencia. Esta ley regirá durante cinco (5) años, contados a partir 
de la fecha de su publicación en el Diario Oficial, y durante el mismo plazo se 
aplicará de preferencia sobre cualquier norma legal, incluida las tributarias, que le 
sean contrarias.... 
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III. IMPUESTOS MUNICIPALES 
 
 

1.  IMPUESTO PREDIAL 
 
 

LEY 56 DEL 1° DE SEPTIEMBRE DE 1981 
Por la cual se dictan normas sobre obras públicas de generación eléctrica, y 
acueductos, sistemas de regadío y otras y se regulan las expropiaciones y 

servidumbres de los bienes afectados por tales obras 
 

TITULO I 
De las relaciones y obligaciones entre los municipios y las entidades propietarias 

de obras 
 

ARTICULO 1.-  Las relaciones que surjan entre las entidades propietarias de las 
obras públicas que se construyan para generación y transmisión de energía 
eléctrica, acueductos, riegos y regulación de ríos y caudales y los municipios 
afectados por ellas, así como las compensaciones y beneficios que se originen por 
esas relaciones se regirán por la presente ley. 
 
Las que por la misma causa se generan entre esas entidades y los particulares en 
lo no regulado por la presente ley, se seguirán rigiendo por las disposiciones del 
Código Civil y demás normas complementarias. 
 
 

CAPITULO II 
Impuestos, Compensaciones y beneficios 

 
ARTICULO 4.-  La entidad propietaria de las obras reconocerá anualmente a los 
municipios de que trata el artículo 1°  de esta ley. 
 
a) Una suma de dinero que compense el impuesto predial que dejen de percibir 

por los inmuebles adquiridos; 
 
b) El impuesto predial que corresponda a los edificios y a las viviendas 

permanentes de su propiedad, sin incluir las presas, estaciones generadoras u 
otras obras públicas ni sus equipos. 
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Parágrafo.-  La compensación de que trata el literal a) del presente artículo se 
calculará aplicando a toda el área adquirida por la entidad propietaria –avaluada 
por el valor catastral promedio por hectárea rural en el resto del municipio- una 
tasa igual al 150%  de la que corresponde al impuesto predial vigente para todos 
los predios en el municipio. 
 
ARTICULO 5.- Los municipios en cuyo territorio se construyan las obras a que se 
refiere esta ley, constituirán fondos especiales cuyos recursos estarán destinados 
a inversión, en los programas y  obras que el estudio socio-económico de que 
trata el artículo 6° de esta ley, recomiende. 
 
Los recursos de estos fondos provendrán del pago que las entidades propietarias 
deberán hacer a los municipios de un valor igual a la suma de los avalúos 
catastrales de todos los predios que dichas entidades adquieran y programen 
adquirir a cualquier título en la zona y que pagarán, por una sola vez, a los 
respectivos municipios, independientemente del pago del precio de compraventa a 
sus propietarios. El avalúo catastral, base para este pago será el último hecho por 
el Instituto Geográfico Agustín Codazzi o por las entidades regionales autorizadas 
para  ello, a la fecha en que la zona de las obras a que esta ley se refiere sea 
declarado de utilidad pública. 
 
Parágrafo 1.- Dicha suma será pagada así: 
 
a) A más tardar en la fecha de apertura de la licitación de las obras civiles 

principales, un primer contado equivalente al 50% de la suma total de los 
avalúos catastrales de los predios que haya adquirido y programe adquirir la 
entidad propietaria según el estudio socio-económico  de que trata el artículo 
6° de esta ley. 

 
b) El 50% restante se irá pagando a medida que se registre la escritura de cada 

uno de los predios que se adquieran. 
 
Parágrafo 2.- Los recursos a que se refiere este artículo se destinarán 
exclusivamente a gastos de inversión en los programas y obras recomendadas en 
el respectivo estudio socio-económico y bajo el control de la Contraloría 
Departamental correspondiente. 
 
Sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar, la destinación de los 
recursos de los fondos a finalidades diferentes de las que por esta ley se señalan, 
constituirán causal de destitución de los tesoreros y demás funcionarios que 
resultaren responsables. 
 
ARTICULO 7.-  Las entidades propietarias pagarán a los municipios los 
impuestos, tasas, gravámenes o contribuciones de carácter municipal diferentes 
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del impuesto predial, únicamente a partir del momento en que las obras entren en 
operación o funcionamiento y dentro de las siguientes limitaciones: 
 
a) Las entidades propietarias de obras para generación de energía eléctrica, 

podrán ser gravadas con el impuesto de industria y comercio, limitada a cinco 
pesos ($5.00) anuales por cada kilovatio instalado en la respectiva central 
generadora. 
El Gobierno Nacional fijará mediante decreto la proporción en que dicho 
impuesto debe distribuirse entre los diferentes municipios afectados en donde 
se realicen las obras y su monto se reajustará anualmente en un porcentaje 
igual  al índice nacional de incremento del costo de vida certificado por el 
DANE correspondiente al año inmediatamente anterior. 

 
b) Las entidades públicas que realicen obras de acueductos, alcantarillados, 

riegos, o simple regulación de caudales no asociada a generación eléctrica, no 
pagarán impuesto de industria y comercio. 

 
c) Las entidades propietarias de explotaciones de canteras o minas diferentes de 

sal, esmeraldas y metales preciosos, podrán ser gravadas con impuesto de 
industria y comercio, por los respectivos municipios, limitado al 3%  del valor 
del mineral en boca de mina, determinado actualmente por el Ministerio de 
Minas y Energía. 

 
Parágrafo.-  Las entidades públicas propietarias de las obras de que aquí se trata 
no estarán obligadas a pagar compensaciones o beneficios adicionales a los que 
esta ley establece con motivo de la ejecución de dichas obras.  
 
 

 
DECRETO 1333 DEL 25 DE ABRIL DE 1986 

Por el cual se expide el Código de Régimen Municipal. 
 

 
I. Impuesto Predial 

 
ARTICULO 173.-  Las autoridades catastrales tendrán a su cargo las labores de 
formación, actualización y conservación de los catastros, tendientes a la correcta 
identificación física, jurídica, fiscal y económica de los inmuebles. 
 
ARTICULO 174.- Para los fines de la formación y conservación del catastro, el 
avalúo de cada predio se determinará por la adición de los avalúos parciales 
practicados independientemente para los terrenos y para las edificaciones en él 
comprendidas. 
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Los terrenos y las edificaciones, o las fracciones de área de unos y otros, en el 
caso que no fueren del todo homogéneos respecto a su precio, se clasificarán de 
acuerdo con las categorías de precio que defina el Gobierno Nacional en todo el 
país. 
 
ARTICULO 175.-  Tomado del artículo 5º de la Ley 14 de 1983, el cual fue 
modificado por el artículo 79 parágrafo 1º de la Ley 223 de 1995, que dice: 
 
“Parágrafo 1.  Formación y actualización de catastros.  El artículo 5º de la Ley 14 
de 1983 y el artículo 74 de la Ley 75 de 1986 quedarán así: 
 
Las autoridades catastrales tienen la obligación de formar los catastros o 
actualizarlos en todos los municipios del país dentro de períodos máximos de 
cinco (5) años con el fin de revisar los elementos físicos o jurídicos del catastro 
originados en mutaciones físicas, variaciones de uso o de productividad, obras 
públicas o condiciones locales del mercado inmobiliario.” 
 
ARTICULO 176.-  Modificado por el artículo 8º de la Ley 44 de 1990 
 
ARTICULO 177.-  Modificado por el artículo 8º de la Ley 44 de 1990 
 
ARTICULO 178.- Los avalúos establecidos de conformidad con los artículos 174, 
175, 176 y 177 de este Decreto entrarán en vigencia el 1o. de enero del año 
siguiente a aquel en que fueron ejecutados. 
 
ARTICULO 179.- El propietario o poseedor podrá obtener la revisión del avalúo en 
la oficina de catastro correspondiente, cuando demuestre que el valor no se ajusta 
a las características y condiciones del predio. Dicha revisión se hará dentro del 
proceso de conservación catastral y contra la decisión procederán por la vía 
gubernativa los recursos de reposición y apelación. 
 
ARTICULO 180.- El Gobierno Nacional, de oficio o por solicitud fundamentada de 
los Concejos Municipales, debido a especiales condiciones económicas o sociales 
que afecten a determinados Municipios o zonas de éstos, podrá aplazar la 
vigencia de los catastros elaborados por formación o actualización, por un período 
hasta de un (1) año. Si subsisten las condiciones que originaron el aplazamiento 
procederá a ordenar una nueva formación o actualización de estos catastros. 
 
Igualmente, por los mismos hechos y bajo las mismas condiciones del inciso 
anterior, el Gobierno podrá, para determinados Municipios o zonas de éstos, 
deducir  (Sic) el porcentaje de ajuste establecido en los artículos 176 y 177 del 
presente Decreto. 
 
La reducción a que se refiere el inciso anterior podrá ser inferior al límite mínimo 
del incremento porcentual del índice de precios al consumidor señalado en el 
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artículo 177. (Lo subrayado fue modificado por el artículo 5° de la Ley 242 de 
1995) 
 
ARTICULO 181.- En ningún caso los inmuebles por destinación harán parte del 
avalúo catastral. 
 
ARTICULO 182.- Las labores catastrales de que tratan los artículos anteriores se 
sujetarán en todo el país a las normas técnicas establecidas por el Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi. 
 
En cumplimiento de lo anterior el Instituto Geográfico Agustín Codazzi ejercerá las 
labores de vigilancia y asesoría de las demás entidades catastrales del país. 
 
ARTICULO 183.- Antes del 30 de junio de cada año, los propietarios o poseedores 
de inmuebles o de mejoras podrán presentar ante la correspondiente oficina de 
catastro la estimación del avalúo catastral. En los Municipios donde no hubiere 
oficina de catastro, su presentación se hará ante el Tesorero Municipal. 
 
Dicha estimación no podrá ser inferior al avalúo vigente y se incorporará al 
catastro con fecha 31 de diciembre del año en el cual se haya efectuado, si la 
autoridad catastral la encuentra justificada por mutaciones físicas, valorización o 
cambio de uso. 
 
 
ARTICULO 185.- Las autoridades catastrales podrán considerar como indicadores 
del valor real de cada predio las hipotecas, las anticresis o los contratos de 
arrendamiento y traslaticios de dominio a él referidos. Las entidades crediticias 
sometidas a la vigencia de la Superintendencia Bancaria, las encargadas del 
registro de instrumentos públicos y las notarías quedan obligadas a suministrar a 
los encargados del catastro, las informaciones correspondientes cuando éstos lo 
soliciten. 
 
 
ARTICULO 186.-  Derogado tácitamente por el artículo 4º de la Ley 44 de 1990 
 
 
ARTICULO 187.- Los propietarios o poseedores de predios o mejoras no 
incorporados al catastro, tendrán obligación de comunicar a las oficinas 
seccionales del Instituto "Geográfico Agustín Codazzi", o a las oficinas del 
Catastro de Bogotá, Cali, Medellín y Antioquia o a las tesorerías municipales en 
donde no estuvieren establecidas dichas oficinas, tanto el valor como la fecha de 
adquisición o posesión de estos inmuebles así como también la fecha de 
terminación y el valor de las mejoras con el fin de que dichas entidades incorporen 
estos valores con los ajustes correspondientes como avalúos del inmueble. 
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A los propietarios de predios y mejoras que dentro del término de un (1) año 
contado a partir de la fecha de promulgación de la ley 14 de 1983, no hubieren 
cumplido con la obligación prescrita en este artículo se les establecerá de oficio el 
avalúo catastral tomando en cuenta el valor de la escritura, el cual se reajustará 
anualmente en un ciento por ciento (100%) del incremento del índice de precios al 
consumidor para empleados que determine el Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística (DANE) desde la fecha de la correspondiente escritura de 
adquisición.  (Lo subrayado fue modificado por el artículo 6º de la Ley 242 de 
1995). 
 
Cuando las mejoras no estén incorporadas en la escritura se tendrá en cuenta 
para el avalúo el valor fijado por la oficina de catastro, previa una inspección 
ocular. 
 
 
ARTICULO 190.- Los avalúos elaborados con los procedimientos señalados en 
este Decreto, no se aplicarán para la determinación del valor de los bienes 
inmuebles en casos de compraventa, permuta o donación en que sena parte las 
entidades públicas, eventos en los cuales se aplicarán las disposiciones sobre el 
particular contenidas en el Decreto Ley 222 de 1983. 
   
ARTICULO 191.- A los impuestos dejados de pagar, según la liquidación que 
establece el artículo 187, causados desde la fecha en que el propietario actual 
adquirió el inmueble, se les cobrará la sanción moratoria a que se refiere el 
artículo 261 de este Decreto. 
 
La sanción prevista en este artículo no se aplicará a los predios rurales cuando el 
avalúo catastral de oficio, de que trata el artículo 187, no excede de $200.000. 
 
ARTICULO 192.- ... 
 
 
... el catastro del Distrito Especial de Bogotá se regirá por las disposiciones de 
este Decreto. 
 
ARTICULO 193.-  Derogado tácitamente por el artículo 1 de la Ley 44 de 1990 
 
ARTICULO 194.- Los bienes inmuebles de propiedad de los establecimientos 
públicos, empresas industriales y comerciales del Estado y sociedades de 
economía mixta del orden nacional podrán ser gravados con el impuesto predial 
en favor del correspondiente Municipio. 
 
ARTICULO 260.-  En caso de mora en el pago de los impuestos predial, de 
industria y comercio al sector financiero y de circulación y tránsito de vehículos 
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automotores se aplicarán las sanciones que para el mismo efecto están 
establecidas respecto del impuesto de renta y complementarios. 

 
 
 

DECRETO 3496 DEL 26 DE DICIEMBRE DE 1983 
Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 14 de 1983 y se dictan otras 

disposiciones. 
 
 
Nota:  Este Decreto debe entenderse como reglamentario del Decreto 1333 de 
1986, por cuanto incorporó las normas de la Ley 14 de 1983. 
 
ARTICULO 1.- Objetivos de las entidades catastrales. Las autoridades 
catastrales tendrán a su cargo las labores de formación, actualización y 
conservación de los catastros, tendientes a la correcta identificación física, 
jurídica, fiscal y económica de los inmuebles. 
 
ARTICULO 2.- Definición de catastro. El catastro es el inventario o censo, 
debidamente actualizado y clasificado, de los bienes inmuebles pertenecientes al 
Estado y a los particulares, con el objeto de lograr su correcta identificación física, 
jurídica, fiscal y económica. 
 
ARTICULO 3.- Aspecto físico. El aspecto físico consiste en la identificación de 
los linderos del terreno y edificaciones del predio sobre documentos gráficos o 
fotografías aéreas u ortofotografías y la descripción y clasificación de las 
edificaciones y del terreno. 
 
ARTICULO 4.- Aspectos jurídicos. El aspecto jurídico consiste en indicar y 
anotar en los documentos catastrales la relación entre el sujeto activo del derecho, 
o sea el propietario o poseedor, y el objeto o bien inmueble, mediante la 
identificación ciudadana o tributaria del propietario o poseedor, y de la escritura y 
registro o matrícula inmobiliaria del predio respectivo. 
 
ARTICULO 5.- Aspecto fiscal. El aspecto fiscal consiste en la preparación y 
entrega a los Tesoreros Municipales y a las Administraciones de Impuestos 
Nacionales respectivas, de los listados de los avalúos sobre los cuales ha de 
aplicarse la tasa correspondiente al impuesto predial y demás gravámenes que 
tengan como base el avalúo catastral, de conformidad con las disposiciones 
legales vigentes. 
 
ARTICULO 6.- Aspectos económicos. El aspecto económico consiste en la 
determinación del avalúo catastral del predio, obtenido por la adición de los 
avalúos parciales practicados independientemente para los terrenos y para las 
edificaciones en él comprendidos. 
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ARTICULO 7.- Avalúo catastral. El avalúo catastral consiste en la determinación 
del valor de los predios, obtenido mediante investigación y análisis estadístico del 
mercado inmobiliario. El avalúo catastral de cada predio se determinará por la 
adición de los avalúos parciales practicados independientemente para los terrenos 
y para las edificaciones en él comprendidos. 
 
Las autoridades catastrales realizarán los avalúos para las áreas geoeconómicas, 
dentro de las cuales determinarán los valores unitarios para edificaciones y para 
terrenos. 
 
Parágrafo. Conforme al artículo 11 de la Ley 14 de 1983, en ningún caso los 
inmuebles por destinación constituirán base para la determinación del avalúo 
catastral. 
 
Nota:  El artículo 11 de la Ley 14 de 1983 fue incorporado por el artículo 181 del 
Decreto 1333 de 1986 
 
ARTICULO 8.- Avalúo de la formación. El avalúo de la formación catastral se 
obtendrá por zonas homogéneas geoeconómicas teniendo en cuenta los valores 
unitarios que las autoridades catastrales determinen para edificaciones y terrenos, 
los cuales se clasificarán dentro de las categorías de precios unitarios que 
establezca el Gobierno Nacional por intermedio del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público. 
 
ARTICULO 9.- Avalúo de la actualización de la formación catastral. El avalúo 
de la actualización de la formación es el avalúo catastral corregido para eliminar 
disparidades provenientes de cambios físicos, variaciones de uso o de 
productividad, obras públicas o condiciones locales del mercado inmobiliario. 
 
ARTICULO 10.- Avalúo en la conservación. Una vez formado el catastro o 
actualizada la formación del catastro, las autoridades catastrales están obligadas a 
conservarlo o mantenerlo al día en todos sus aspectos. 
 
Los avalúos provenientes de cambios originados por conservación serán los que 
determinen las autoridades catastrales, para cuyo efecto tendrán en cuenta el 
valor de las transacciones inmobiliarias que aparezcan en las escrituras públicas 
registradas, o en su defecto, podrán considerar las certificaciones expedidas por el 
Alcalde Municipal o Corregidor Intendencial o Comisarial del lugar, o harán los 
avalúos cuando el propietario o poseedor no presente ninguna de las pruebas 
enumeradas, o si de las presentadas no puede deducirse el avalúo 
correspondiente. Cuando en las escrituras figure un valor menor al avalúo 
catastral vigente, éste se mantendrá para efectos catastrales y fiscales. (Lo 
subrayado fue modificado por el artículo 309 de la Constitución Política, y debe 
entenderse como Alcaldes de los municipios de los nuevos departamentos) 
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ARTICULO 11.- Formación catastral. La formación catastral consiste en el 
conjunto de operaciones destinadas a obtener la información sobre los terrenos y 
edificaciones en los aspectos físico, jurídico, fiscal y económico de cada predio. 
 
La información obtenida se anotará en la ficha predial y en los documentos 
gráficos, listados y formatos de control estadístico que diseñen las autoridades 
catastrales. 
 
El proceso de formación termina con la resolución por medio de la cual las 
autoridades catastrales, a partir de la fecha de dicha providencia, ordenan la 
inscripción en el catastro de los predios que han sido formados y establecen que 
el proceso de conservación se inicia al día siguiente, a partir del cual, el propietario 
o poseedor podrá solicitar la revisión del avalúo de acuerdo con el artículo 9º de la 
Ley 14 de 1983. 
 
Nota:  El artículo 9º de la Ley 14 de 1983 fue compilado en el artículo 179 del 
Decreto 1333 de 1986 
 
ARTICULO 12.- Conservación catastral. La conservación catastral consiste en el 
conjunto de operaciones destinadas a mantener al día los documentos catastrales 
de conformidad con los cambios que experimente la propiedad raíz en sus 
aspectos físico, jurídico, fiscal y económico. 
 
La conservación se inicia al día siguiente en el cual se inscribe la formación o la 
actualización de la formación en el catastro, y se formaliza con la resolución que 
ordena la inscripción en los documentos catastrales de los cambios que se hayan 
presentado en la propiedad raíz. 
 
ARTICULO 13.- Actualización de la formación catastral. La actualización de la 
formación catastral consiste en el conjunto de operaciones destinadas a renovar 
los datos de la formación catastral, revisando los elementos físico y jurídico del 
catastro y eliminando en el elemento económico las disparidades originadas por 
cambios físicos, variaciones de uso o de productividad, obras públicas, o 
condiciones locales del mercado inmobiliario. 
 
La actualización de la formación catastral se debe realizar dentro de un período 
máximo de cinco (5) años, a partir de la fecha en la cual se termina la formación 
de un catastro, de conformidad con lo establecido en el artículo 5º de la Ley 14 de 
1983 y el artículo 11 del presente Decreto. 
 
La información obtenida y los cambios encontrados se anotarán en los 
documentos catastrales pertinentes. El proceso de actualización termina con la 
resolución por medio de la cual las autoridades catastrales, a partir de la fecha de 
dicha providencia, ordenan la renovación de la inscripción en el catastro de los 
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predios que han sido actualizados y establecen que el proceso de conservación se 
inicia el día siguiente a partir del cual, el propietario o poseedor podrá solicitar la 
revisión del avalúo de acuerdo con el artículo 9 de la Ley 14 de 1983. 
 
Nota:  Los artículos 5º y 9º  de la Ley 14 de 1983 fueron compilados en los 
artículos 175 y 179 del Decreto 1333 de 1986 respectivamente. 
 
ARTICULO 14.- Ciclos de formación o actualización. Las autoridades 
catastrales tendrán la obligación de formar los catastros o actualizarlos en el curso 
de períodos de cinco (5) años en todos los municipios del país, con el fin de 
revisar los elementos físico y jurídico del catastro y eliminar las posibles 
disparidades en el avalúo catastral originadas en mutaciones físicas, variaciones 
de uso o de productividad, obras públicas o condiciones locales del mercado 
inmobiliario. 
 
Concluido el período de cinco (5) años desde la formación o actualización del 
catastro, no se podrá hacer un nuevo reajuste y continuará vigente el último 
avalúo catastral hasta tanto se cumpla un nuevo acto de formación o actualización 
del avalúo del respectivo predio. 
 
ARTICULO 15.- Reajuste de los avalúos en los intervalos entre formación y 
actualización. En el intervalo entre los actos de formación o actualización del 
catastro, las autoridades catastrales reajustarán los avalúos catastrales para 
vigencias anuales. 
 
Para calcular la proporción de tal reajuste se establecerá un índice de precios de 
unidad de área para cada categoría de terrenos y construcciones tomando como 
base los resultados de un investigación estadística representativa del mercado 
inmobiliario, cuya metodología deberá ser aprobada por el Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística. 
 
ARTICULO 16.- Determinación del reajuste. El Instituto Geográfico “Agustín 
Codazzi” someterá a la aprobación del Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística la metodología que escoja para la investigación estadística del 
mercado inmobiliario y una vez aprobada, las entidades catastrales deberán 
proceder a las investigaciones respectivas. 
... 
... 
 
ARTICULO 19.- Inscripción catastral. El catastro de los predios elaborado por 
formación o por actualización de la formación y los cambios individuales que 
sobrevengan en la conservación catastral, se inscribirán en los registros 
catastrales en la fecha de la resolución que lo ordena. 
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Las autoridades catastrales, a solicitud de los propietarios o poseedores, 
certificarán sobre la inscripción catastral del predio, indicando la fecha de la 
vigencia fiscal del avalúo. 
 
ARTICULO 21.- Avalúos de oficio para predios o mejoras no inscritos. Las 
autoridades catastrales, a partir de un (1) año de vigencia de la Ley 14 de 1983, 
establecerán de oficio los avalúos catastrales para los predios o mejoras que no 
estén inscritos en el catastro. 
 
El valor con el cual se inscribirán en el catastro dichos inmuebles será el que 
aparezcan en la escritura reajustándolo para cada año, a partir de la fecha de 
adquisición o posesión y hasta la fecha de inscripción, en el ciento por ciento 
(100%) del índice anual de precios al consumidor para empleados, determinado 
por el DANE.    (Lo subrayado fue modificado por los artículos 1º y 3º   de la Ley 
242 de 1995.) 
 
Cuando en la escritura o documento privado no figuren las edificaciones y su 
valor, el propietario o poseedor de ellas, deberá presentar las pruebas 
correspondientes ante las Oficinas de Catastro, y si no lo hiciere, el Catastro fijará 
el avalúo previa inspección ocular. 
 
ARTICULO 22.- Vigencia fiscal. Los avalúos establecidos de conformidad con los 
artículos 4, 5, 6, y 7 de la Ley 14 de 1983, entrarán en vigencia el 1º  de enero del 
año siguiente a aquél en que fueron ejecutados. 
 
Las autoridades catastrales ordenarán por resolución la vigencia de los avalúos 
resultantes de los procesos de formación y de la actualización de la formación y de 
los cambios individuales debidamente ajustados que sobrevengan en la 
conservación catastral. 
 
Nota:  Los artículos 4, 5, 6 y 7 de la Ley 14 de 1983 fueron compilados en los 
artículos 174, 175, 176 y 177 del Decreto 1333 de 1986 respectivamente 
 
ARTICULO 23.- Comunicación entidades públicas sobre los predios no 
inscritos en el catastro. Las autoridades catastrales comunicarán a las 
Administraciones de Impuestos respectivas y a los Tesoreros Municipales el 
avalúo resultante de la formación, actualización de la formación, conservación y de 
la inscripción en el catastro de los predios o mejoras que no estaban incorporadas 
en él. 
 
ARTICULO 24.- Aplazamiento de vigencia y reducción de los índices de 
ajuste del avalúo catastral. El Gobierno Nacional de oficio o por solicitud 
fundamentada de los Concejos Municipales, debido a especiales condiciones 
económicas o sociales que afecten a determinados municipios o zonas de éstos, 
podrá aplazar la vigencia de los catastros elaborados por formación o 
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actualización, por un período hasta de un (1) año. Si subsisten las condiciones que 
originaron el aplazamiento procederá a ordenar una nueva formación o 
actualización de estos catastros. 
 
Igualmente, por los mismos hechos y bajo las mismas condiciones del inciso 
anterior, el Gobierno podrá para determinados municipios o zonas de éstos, 
reducir el porcentaje de ajuste establecido en los artículos 6º y 7º de la Ley 14 de 
1983. 
 
La reducción a que se refiere el inciso anterior podrá ser inferior al límite mínimo 
del incremento porcentual del índice de precios al consumidor señalado en el 
artículo 7º de la Ley 14 de 1983. 
 
En el evento de que la vigencia fiscal de los avalúos elaborados por formación o 
actualización de la formación fuera aplazada por el Gobierno, en los términos y 
condiciones señalada en el artículo 10 de la Ley 14 de 1983, continuarán vigentes 
los avalúos anteriores y por lo tanto, se seguirán aplicando los índices anuales de 
ajuste correspondientes hasta que termine el aplazamiento o se pongan en 
vigencia fiscal los avalúos aplazados, o se realice y ponga en vigencia una nueva 
formación o actualización de la formación. 
 
Nota:  Los artículos 6, 7 y 10 de la Ley 14 de 1983 fueron compilados en los 
artículos 176, 177 y 180 del Decreto 1333 de 1986 respectivamente. 
 
ARTICULO 25.- Autoestimación del avalúo. Antes del 30 de junio de cada año, 
los propietarios o poseedores de inmuebles o de mejoras podrán presentar ante la 
correspondiente Oficina de Catastro, la estimación del avalúo catastral. En los 
municipios donde no hubiere Oficina de Catastro, su presentación se hará ante el 
Tesorero Municipal. 
 
Dicha estimación no podrá ser inferior al avalúo vigente y se incorporará al 
catastro con fecha 31 de diciembre del año en el cual se haya efectuado, si la 
autoridad catastral la encuentra justificada por mutaciones físicas, valorización o 
cambio de uso.  
 
En la declaración de estimación del avalúo, el propietario o poseedor suministrará 
los datos que solicite la autoridad catastral correspondiente. 
 
Esta declaración se presentará personalmente mostrando el documento de 
identidad, o en su defecto, enviándola previa autenticación de la firma ante notario, 
o presentándola por intermedio de apoderado o representante legal. 
 
 
ARTICULO 26.- Remisión de la estimación por los tesoreros municipales. Los 
tesoreros municipales que reciban de los propietarios o poseedores la estimación 
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del avalúo de sus terrenos y edificaciones, deben enviar dicha estimación a las 
Oficinas de Catastro correspondientes dentro de los tres (3) días calendario 
siguientes a su recibo. 
 
ARTICULO 27.- Aceptación de la estimación. Las autoridades catastrales, a 
partir de la fecha de recibo de la estimación del avalúo, aceptarán dicha 
estimación dentro de un plazo de treinta (30) días calendario. 
 
Si las autoridades catastrales consideran que la autoestimación del avalúo no 
debe ser aceptada por no estar fundamentada en cambios físicos, valorización o 
cambios de uso, deberán pronunciarse al respecto dentro del plazo de treinta (30) 
días anteriormente señalado. 
 
Parágrafo. Las autoridades catastrales dentro de los treinta (30) días siguientes a 
la fecha de rechazo de la estimación, informarán a la Administración de Impuestos 
respectiva el nombre o identificación de la persona natural o jurídica a la cual se le 
haya rechazado la auto-estimación, el valor de esta última y el avalúo catastral 
correspondiente. 
 
ARTICULO 29.- Información de los avalúos catastrales. Las autoridades 
informarán por los medios usuales de comunicación, sobre la fecha de inscripción 
catastral y de vigencia fiscal de los avalúos obtenidos por formación o por 
actualización de la formación. 
 
ARTICULO 30.- Revisión de los avalúos. El propietario o poseedor podrá 
obtener la revisión del avalúo en la Oficina de Catastro correspondiente, cuando 
demuestre que el valor no se ajusta a las características y condiciones del predio. 
Dicha revisión se hará dentro del proceso de conservación catastral. 
 
El propietario o poseedor podrá presentar la correspondiente solicitud de revisión 
del avalúo de su predio o mejora a partir del día siguiente al de la fecha de la 
resolución mediante la cual se inscribe el predio o la mejora en el Catastro 
acompañándola de las pruebas que la justifiquen. 
 
Parágrafo. Las características y condiciones del predio se refiere a: límites, 
tamaño, uso, clase y número de construcciones, ubicación, vías de acceso, clases 
de terrenos y naturaleza de la producción, condiciones locales del mercado 
inmobiliario y demás informaciones pertinentes. 
 
ARTICULO 31.- Notificación de los cambios en la conservación catastral. Los 
cambios individuales ocurridos durante la conservación catastral se notificarán 
personalmente dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la fecha de 
expedición de la correspondiente resolución. Si el propietario no concurriere, se 
notificará por edicto que durará fijado en la Oficina de Catastro respectiva, por el 
término de cinco (5) días hábiles. 

 35 



 
En el texto de la notificación se indicarán los recursos que legalmente proceden 
contra la providencia de que se trata. 
 
Copia de la providencia se remitirá a la Tesorería Municipal respectiva para que 
mantenga al día la inscripción predial e informe a los propietarios sobre los 
cambios ocurridos. 
 
ARTICULO 32.- Instancias en el Catastro. El procedimiento gubernativo en 
Catastro tendrá dos instancias en los casos de revisión de los avalúos de los 
catastros formados o actualizados o de las modificaciones del avalúo en 
conservación. En los demás casos, y siempre que no haya modificaciones del 
avalúo, tales como cambio de nombre, identificación de las personas, y análogas, 
las autoridades catastrales actuarán en única instancia. 
 
ARTICULO 33.- Recursos de reposición y apelación en la revisión. Contra la 
resolución que desata la solicitud de revisión proceden los recursos de reposición 
y de apelación; el de reposición, ante el mismo funcionario que pronunció la 
providencia, y el de apelación, ante el inmediato superior; en ambos casos con el 
objeto de que se aclare, modifique o revoque. 
 
ARTICULO 34.- Forma y términos de los recursos. De uno u otro recurso ha de 
hacerse uso, por escrito, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes al de la 
notificación personal o al de la desfijación del edicto, según el caso. 
 
Transcurridos estos plazos sin que se hubiere interpuesto el recurso, la 
providencia quedará ejecutoriada. 
 
ARTICULO 35.- El recurso de reposición y la acción contencioso 
administrativa. El recurso de reposición no es obligatorio para el ejercicio de las 
acciones contencioso administrativas. 
 
ARTICULO 36.- Recurso de apelación subsidiario. El recurso de apelación 
puede interponerse directamente, o como subsidiario del de reposición, y ambos 
se resuelven de plano. 
 
ARTICULO 37.- Agotamiento de vía gubernativa. Para todos los efectos legales 
a que haya lugar, se entenderá agotada la vía gubernativa, cuando las 
providencias no son susceptibles de ninguno de los recursos establecidos en el 
artículo 33 del presente Decreto, o cuando estos recursos se han decidido. 
 
Parágrafo.- También se entenderá agotada la vía gubernativa cuando 
interpuestos algunos de los recursos señalados en los artículos anteriores, se 
consideran negados por haber transcurrido un plazo de un (1) mes sin que recaiga 
decisión resolutoria sobre ellos. 
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ARTICULO 38.- Plazos para resolver sobre las solicitudes de revisión. Las 
autoridades catastrales tendrán un plazo de quince (15) días hábiles para resolver 
sobre la revisión del avalúo; de quince (15) días hábiles para resolver sobre el 
recurso de reposición, y de treinta (30) días hábiles para decidir sobre el recurso 
de apelación. Estos plazos se contarán desde el día siguiente al de la fecha de 
recibo de la respectiva solicitud. 
 
ARTICULO 39.- Sitio de presentación de la solicitud de revisión. El propietario 
o poseedor presentará la solicitud de revisión ante la autoridad catastral de la 
jurisdicción de ubicación del inmueble, y donde esta autoridad no exista, la 
solicitud se podrá presentar ante el tesorero municipal del lugar de ubicación del 
predio. 
 
ARTICULO 40.- Obligación de los tesoreros municipales. Los tesoreros 
municipales están obligados a enviar a las autoridades catastrales 
correspondientes la solicitud de revisión de los avalúos que presenten los 
propietarios o poseedores, dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a su 
recibo. 
 
ARTICULO 41.- Normas catastrales. Las labores catastrales de que trata la Ley 
14 de 1983 se sujetarán en todo el país a las normas técnicas establecidas por el 
Instituto Geográfico “Agustín Codazzi”. 
 
En cumplimiento de lo anterior el Instituto Geográfico “Agustín Codazzi” ejercerá 
las labores de vigilancia y asesoría de las demás entidades catastrales del país. 
 
Nota:  Debe entenderse que se está haciendo referencia al Decreto 1333 de 1986 
 
ARTICULO 42.- Vigilancia de los procesos catastrales. Para dar cumplimiento 
a las funciones asignadas al Instituto Geográfico “Agustín Codazzi”, en el artículo 
12 de la Ley 14 de 1983 relativas a la vigilancia sobre la adecuada aplicación de 
las normas técnicas en los procesos catastrales de formación, actualización de la 
formación y conservación que lleven a cabo las autoridades catastrales en todo el 
territorio nacional, esta entidad adelantará oportuna y periódicamente la revisión, 
análisis y verificación de esos procesos en todas las Oficinas de Catastro de todo 
el país. 
 
En el caso de incumplimiento, contravención o error sobre la aplicación de las 
normas técnicas en los procedimientos catastrales señalados en el inciso anterior, 
el Instituto Geográfico “Agustín Codazzi” formulará por escrito las observaciones 
pertinentes para que la entidad catastral correspondiente de cumplimiento, 
modifique o haga la corrección pertinente en los respectivos procesos del catastro, 
dando para ello un término que se fijará para cada caso según las circunstancias, 
pero que no podrá exceder de treinta (30) días calendario. 
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Si la entidad catastral correspondiente no hace las modificaciones o correcciones 
respectivas, el Instituto Geográfico “Agustín Codazzi” mediante providencia 
motivada, ordenará las modificaciones o correcciones necesarias. 
 
Nota:  El artículo 12 de la Ley 14 de 1983 fue incorporado en el artículo 182 del 
Decreto 1333 de 1986. 
 
ARTICULO 43.- Asesoría en catastro. El Instituto Geográfico “Agustín Codazzi”, 
en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley 14 de 1983, de oficio o 
a solicitud de parte dará asesoría a las demás entidades catastrales del país. 
 
Para tal objeto ilustrará a las autoridades catastrales en la planeación, 
programación y ejecución de los trabajos catastrales, en investigaciones 
estadísticas del mercado inmobiliario, en la aplicación de los sistemas técnicos 
operativos y en el manejo de la documentación, archivos y sistematización 
catastrales, y las asesorará en los asuntos relacionados con la interpretación y 
ejecución de las normas técnicas que deberán aplicarse en los procesos de 
formación, conservación y actualización de la formación del catastro y en los 
trámites gubernativos reconocidos por la ley a favor de los propietarios. 
 
Nota:  El artículo 12 de la Ley 14 de 1983 fue incorporado en el artículo 182 del 
Decreto 1333 de 1986 
 
ARTICULO 44.- Entidades crediticias, notarías y oficinas de registro de 
instrumentos públicos. Las autoridades catastrales podrán considerar como 
indicadores del valor real de cada predio las hipotecas, las anticresis y los 
contratos de arrendamiento y traslaticios de dominio a él referidos. Las entidades 
crediticias sometidas a la vigilancia de la Superintendencia Bancaria, las 
encargadas del registro de instrumentos públicos y las notarías quedan obligadas 
a suministrar a los encargados del catastro, las informaciones correspondientes 
cuando éstos las soliciten. 
 
Las entidades señaladas en el presente artículo tendrán un plazo de diez (10) días 
hábiles a partir de la fecha de recibo de la solicitud para suministrar las 
informaciones solicitadas por las entidades catastrales. 
 
El incumplimiento de lo aquí señalado dará lugar a las sanciones que la 
Superintendencia Bancaria o la Superintendencia de Notariado y Registro tengan 
establecidas en las normas vigentes respectivas. 
 
ARTICULO 45.- Registradores.  Los registradores de instrumentos públicos están 
obligados a enviar a la Oficina de Catastro correspondiente, dentro de los diez (10) 
primeros días de cada mes, la información completa sobre modificaciones de la 
propiedad inmueble ocurridas durante el mes anterior. 
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El incumplimiento de esta disposición ocasionará la aplicación de las sanciones 
establecidas o que establezca la Superintendencia de Notariado y Registro. 
 
ARTICULO 46.- Certificados catastrales y paz y salvo municipal. Para 
protocolizar actos de transferencias, constitución o limitación de dominio de 
inmuebles, el notario o quien haga sus veces, exigirá e insertará en el instrumento 
el certificado catastral y el paz y salvo municipal expedidos por la Oficina de 
Catastro o por el Tesorero Municipal según el caso. 
 
Cuando se trate de inmuebles procedentes de la segregación de uno de mayor 
extensión, el certificado catastral exigido podrá ser el del inmueble del cual se 
segrega. 
 
Cuando las escrituras de enajenación total del inmueble se corran por valores 
inferiores a los avalúos catastrales vigentes, se tendrá en cuenta para todos los 
efectos fiscales y catastrales, el avalúo catastral vigente en la fecha de la 
respectiva escritura. 
 
Cuando se trate de protocolizar escrituras que contengan contratos de compra-
venta de inmuebles que se vayan a construir o se estén construyendo, el notario 
exigirá copia debidamente sellada y radicada, de la solicitud del avalúo del 
correspondiente inmueble acompañada del certificado de paz y salvo del lote 
donde se va a adelantar o se está adelantando la construcción. 
 
Parágrafo. Cuando el paz y salvo municipal contenga el avalúo catastral del 
inmueble y el número predial, no se exigirá el certificado catastral. 
 
ARTICULO 47.- Avalúos administrativos. Los avalúos elaborados con los 
procedimientos señalados en la Ley 14 de 1983, no se aplicarán para la 
determinación del valor de los bienes inmuebles en casos de compra-venta, 
permuta o donación en que sean parte las entidades públicas, eventos en los 
cuales se aplicarán las disposiciones sobre el particular contenidas en el Decreto-
Ley 222 de 1983 o las que en el futuro las modifiquen o sustituyan. 
 
En la negociación de inmuebles rurales, para programas de reforma agraria, el 
precio máximo de adquisición será el que determine para tal efecto el Instituto 
Geográfico “Agustín Codazzi” mediante avalúo administrativo. 
 
Nota:  Los procedimientos de que trata la Ley 14 de 1983 fueron compilados en el 
artículo 190 del Decreto 1333 de 1986. 
 
La Ley 222 de 1983 fue derogada por la Ley 80 de 1993 
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ARTICULO 48.- Expropiación de inmuebles. (Subrogado por el artículo 67 de 
la Ley 388 de 1997). 
 
 
ARTICULO 67.- Indemnización y forma de pago. En el mismo acto que 
determine el carácter administrativo de la expropiación, se deberá indicar el valor 
del precio indemnizatorio, que se reconocerá a los propietarios, el cual será igual 
al avalúo comercial que se utiliza para los efectos previstos en el artículo 61 de la 
presente Ley. Igualmente se precisarán las condiciones para el pago del precio 
entre un cuarenta (40%) y un sesenta por ciento (60%) del valor al momento de la 
adquisición voluntaria y el valor restante en cinco (5) contados anuales sucesivos 
o iguales, con un interés anual igual al interés bancario vigente en el momento de 
la adquisición voluntaria. 
 
Parágrafo 1.- El pago del precio indemnizatorio se podrá realizar  en dinero 
efectivo o títulos valores, derechos de construcción y desarrollo, de participación 
en el proyecto o permuta. En todo caso el pago se hará siempre en su totalidad de 
contado cuando el valor de la indenminzación sea inferior a doscientos (200) 
salarios mínimos legales mensuales al momento de la adquisición voluntaria o de 
expropiación. 
 
Parágrafo 2.- El ingreso obtenido por la enajenación de inmuebles a los cuales se 
refiere el presente capítulo no constituye, para fines tributarios, renta gravable ni 
ganancia ocasional, siempre y cuando la negociación se realice por vía de la 
enajenación voluntaria. 
 
 ARTICULO 49.- Vivienda popular. Para efectos de la aplicación de las normas 
establecidas en la Ley 14 de 1983, entiéndase como vivienda popular, los predios 
cuyas construcciones están destinadas a habitaciones, se encuentran ubicadas 
dentro del perímetro urbano de cada municipio y están clasificadas dentro de la 
estratificación de manzanas establecidas por el Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística DANE en estratos bajo-bajo, bajo y medio-bajo y cuyas 
características son las siguientes: 
 

Estrato bajo-bajo 
Las viviendas que pertenecen a este estrato están construidas sin un plan 
determinado y generalmente con materiales de desecho tanto en las paredes 
como en los techos. Pertenecen a este tipo los ranchos, chozas, carpas, cuevas, 
viviendas de desechos y en general cualquier recinto de carácter provisional o 
permanente, construido o acondicionado como alojamiento aunque no reúna las 
condiciones sanitarias indispensables; generalmente carecen de dos o más 
servicios públicos (agua, luz, alcantarillado, teléfono). Están ubicadas en zonas 
marginales no urbanizadas, ni urbanizables, siendo generalmente de invasión y 
careciendo casi por completo de vías de comunicación y transporte urbano. 
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Estrato bajo 
Esta constituido por viviendas en obra negra, generalmente entregadas para ser 
terminadas por auto-esfuerzo del propietario. Pueden ser casas independientes, 
viviendas en construcción, o cuartos con alto grado de hacinamiento. Pueden 
disponer de algunos servicios públicos como agua y alcantarillado y en ocasiones 
luz eléctrica. Los barrios que constituyen estas viviendas están situados por lo 
general en la periferia urbana y disponen de algunas vías públicas sin pavimentar 
y escasos medios de transporte. 
 

Estrato medio-bajo 
Está constituido por viviendas técnicamente planeadas, semiterminadas, con 
fachada revocada generalmente sin pintar. Corresponde por lo general al tipo casa 
independiente con muros de ladrillo o bloques de cemento y techo de placa de 
cemento o teja de zinc. Tienen conexión con todos los servicios públicos excepto 
quizá el teléfono, aunque es posible encontrar en el barrio redes de teléfonos 
públicos. Los barrios que conforman estas viviendas pueden estar ubicados en la 
periferia urbana, alrededor de zonas industriales o inclusive en las zonas más 
centrales, sin llegar a constituir conjuntos residenciales técnicamente diseñados. 
Poseen vías de comunicación pavimentadas y medios de transporte urbano. 
 
Nota:  Las normas a que se está haciendo referencia son  las contenidas en el 
Decreto 1333 de 1986. 
 
ARTICULO 50.- Pequeña propiedad rural. Se entiende como pequeña propiedad 
rural a los predios ubicados en los sectores rurales de cada municipio, destinados 
a agricultura o ganadería y que por razón de su tamaño y el uso de su suelo sólo 
sirvan para producir a niveles de subsistencia y en ningún caso sean de usos 
recreativos. 
 
ARTICULO 51.- Criterios sobre vivienda popular y pequeña propiedad rural. 
El respectivo Concejo Municipal, en la fijación de tarifas del impuesto predial y en 
cumplimiento de lo establecido en la Ley 14 de 1983, tendrá en cuenta las 
definiciones establecidas en los Artículos 49 y 50 del presente Decreto para 
vivienda popular y pequeña propiedad rural y las zonificaciones hechas por el 
Departamento Administrativo Nacional de Estadística DANE para las principales 
zonas urbanas del país, por la respectiva Oficina de Planeación Municipal o 
Distrital en los planes de desarrollo urbano vigentes, o por las autoridades 
municipales competentes en donde no exista Oficina de Planeación Municipal. 
 
Nota:  Debe entenderse que se hace referencia al Decreto 1333 de 1986 y no a la 
Ley 14 de 1983 
 
 
ARTICULO 52.- Sanción moratoria. En caso de mora en el pago de los 
impuestos de que trata la Ley 14 de 1983, se aplicarán las sanciones que para el 
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mismo efecto están establecidas respecto del impuesto de renta y 
complementarios. 
 
Nota:  Debe entenderse que se hace referencia al Decreto 1333 de 1986 y no a la 
Ley 14 de 1983 
 

 42 



 
 

LEY 75 DEL 23 DE DICIEMBRE DE 1986 
"Por la cual se expiden normas en materia tributaria, de catastro, de 

fortalecimiento y democratización del mercado de capitales, se conceden unas 
facultades extraordinarias y se dictan otras disposiciones" 

 
 

Capítulo XII Avalúos Catastrales 
 
 
ARTICULO 73.- Modificado por el artículo del 72 del Estatuto tributario. 
 
ARTICULO 72.- Avalúo como costo fiscal. El avalúo declarado para los fines del 
Impuesto Predial Unificado, en desarrollo de lo dispuesto por los artículo 13 y 14 
de la Ley 44 de 1990 y 155 del Decreto 1421 de 1993, y los avalúos formados o 
actualizados por las autoridades castastrales, en los términos del artículo 5º de la 
Ley 14 de 1983, podrán ser tomados como costo fiscal para la determinación de la 
renta o ganancia ocasional que se produzca por la enajenación de inmuebles que 
constituyan activos fijos para el contribuyente. Para éstos fines, el autoavalúo 
aceptable como costo fiscal, será el que figure en la declaración del Impuesto 
Predial Unificado y/o declaración de renta, según el caso, correspondiente al año 
anterior al de la enajenación. Para este propósito no se tendrán en cuenta las 
correcciones o adiciones a las declaraciones tributarias ni los avalúos no formados 
a los cuales se refiere el artículo 7° de la ley 14 de 1983. 
      
 A partir de la vigencia de la presente ley, el sesenta por ciento (60%) del avalúo 
catastral de cada predio urbano o rural que se haya hecho o se haga de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 5o. de la Ley 14 de 1983, se denominará avalúo 
fiscal y sustituye el avalúo catastral para efecto de los impuestos de orden 
nacional. 
 
Parágrafo 1.- En el caso de los predios rurales, si no se ha establecido el avalúo 
fiscal a que se refiere el inciso anterior, para efectos de los literales b), c), y d) del 
artículo 23 de la Ley 14 de 1983, se tomará el setenta y cinco por ciento (75%) del 
avalúo catastral vigente. 
 
Parágrafo 2.- El impuesto predial y sobretasas se cobrarán sobre la totalidad del 
avalúo catastral. 
 
Nota:  El artículo 5º de la Ley 14 de 1983 fue compilado en el artículo 175 del 
Decreto 1333 de 1986. 
 
ARTICULO 74.-   Modificado por el parágrafo 1º del artículo 79 de la Ley 223 de 
1995 que dice: 
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“Parágrafo 1.  Formación y actualización de catastros.  El artículo 5º de la Ley 14 
de 1983 y el artículo 74 de la Ley 75 de 1986 quedarán así: 
 
Las autoridades catastrales tienen la obligación de formar los catastros o 
actualizarlos en todos los municipios del país dentro de períodos máximos de 
cinco (5) años con el fin de revisar los elementos físicos o jurídicos del catastro 
originados en mutaciones físicas, variaciones de uso o de productividad, obras 
públicas o condiciones locales del mercado inmobiliarios” 
 
ARTICULO 77.- Los concejos municipales podrán, por determinadas condiciones 
económicas o sociales que existan en el municipio y mediante acuerdo, utilizar 
como base del impuesto predial y sus complementarios el valor del avalúo fiscal. 
 
En el evento de que ello ocurra, de todas maneras la magnitud utilizable no podrá 
ser inferior al setenta y cinco por ciento (75%) del avalúo catastral correspondiente 
y tal valor será el que se tome para la aplicación del artículo 4 de la Ley 12 de 
1986.  
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LEY 44 DEL 18 DE DICIEMBRE DE 1990 

Por la cual se dictan normas sobre catastro e impuestos sobre la propiedad raíz, 
se dictan otras disposiciones de carácter tributario, y se conceden unas facultades 

extraordinarias. 
 
 

CAPITULO I 
 

DEL IMPUESTO PREDIAL UNIFICADO 
 
ARTICULO 1.- Impuesto Predial Unificado. A partir del año de 1990, fusiónanse 
en un solo impuesto denominado “Impuesto Predial Unificado”, los siguientes 
gravámenes: 
 
a)  El impuesto predial regulado en el Código de Régimen Municipal adoptado por 
el Decreto 1333 de 1986 y demás normas complementarias, especialmente las 
Leyes 14 de 1983, 55 de 1985 y 75 de 1986; 
 
b) El impuesto de parques y arborización, regulado en el Código de Régimen 
Municipal adoptado por el Decreto 1333 de 1986; 
 
c) El impuesto de estratificación socio-económica creado por la Ley 9 de 1989; 
 
d) La sobretasa de levantamiento catastral a que se refieren las Leyes 128 de 
1941, 50 de 1984 y 9 de 1989. 
 
ARTICULO 2.- Administración y recaudo del impuesto. El impuesto Predial 
unificado es un impuesto del orden municipal. 
 
La administración, recaudo y control de este tributo corresponde a los respectivos 
municipios. 
 
Los municipios no podrán establecer tributos cuya base gravable sea el avalúo 
catastral y cuyo cobro se efectúe sobre el universo de predios del municipio, salvo 
el impuesto Predial Unificado a que se refiere esta Ley. 
 
ARTICULO 3.- Base Gravable. La base gravable del Impuesto Predial Unificado 
será el avalúo catastral, o el autoavalúo cuando se establezca la declaración anual 
del impuesto predial unificado. 
 
ARTICULO 4.- Tarifa del impuesto.  La tarifa del Impuesto Predial Unificado, a 
que se refiere la presente Ley, será fijada por los respectivos concejos y oscilará 
entre el 1 por mil y el 16 por mil del respectivo avalúo. 
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Las tarifas deberán establecerse en cada municipio de manera diferencial y 
progresiva, teniendo en cuenta: 
 
a) Los estratos socioeconómicos;  
b)  Los usos del suelo, en el sector urbano; 
c)  La antigüedad de la formación o actualización del catastro. 
 
A la vivienda popular y a la pequeña propiedad rural destinada a la producción 
agropecuaria se les aplicarán las tarifas mínimas que establezca el respectivo 
Concejo. 
 
Las tarifas aplicables a los terrenos urbanizables no urbanizados teniendo en 
cuenta lo estatuido por la Ley 09 de 1989, y a los urbanizados no edificados, 
podrán ser superiores al límite señalado en el primer inciso de este artículo, sin 
que excedan del 33 por mil. 
 
ARTICULO 5.- Formación parcial.  En los municipios donde los predios se hayan 
formado catastralmente de conformidad con lo dispuesto en la Ley 14 de 1983, 
sólo en una parte del municipio, se deberán adoptar en una proporción adecuada 
tarifas diferenciales mas bajas para los predios formados, en relación con los 
correspondientes no formados. 
 
Nota:  La Ley 14 de 1983 fue compilada por el Decreto 1333 de 1986 
 
ARTICULO 6.-  Límites del Impuesto.  A partir del año en el cual entre en 
aplicación la formación catastral de los predios, en los términos de la Ley 14 de 
1983, el Impuesto Predial Unificado resultante con base en el nuevo avalúo, no 
podrá exceder del doble del monto liquidado por el mismo concepto en el año 
inmediatamente anterior, o del impuesto predial, según el caso. 
 
La limitación prevista en este artículo no se aplicará para los predios que se 
incorporen por primera vez al catastro, ni para los terrenos urbanizables no 
urbanizados o urbanizados no edificados.  Tampoco se aplicará para los predios 
que figuraban como lotes no construidos y cuyo nuevo avalúo se origina por la 
construcción o edificación en él realizada. 
 
Nota:  La Ley 14 de 1983 fue compilada por el Decreto 1333 de 1986 
 
ARTICULO 7.-  Destinación del Impuesto. Declarado inexequible mediante  
Sentencia No. C-495 de septiembre 15 de 1998. 
 
ARTICULO 8.-  Modificado por el artículo 6º de la Ley 242 de 1995, que dice: 
 
“ARTICULO 6.-  Modificación del artículo 8º de la Ley 44 del 18 de diciembre de 
1990. 
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El artículo 8 de la Ley 44 de 1990 quedará de la siguiente forma: 
 
“Ajuste anual de la base.  El valor de los avalúos catastrales se ajustará 
anualmente a partir del 1º de enero de cada año, en un porcentaje determinado 
por el Gobierno Nacional previo concepto del Consejo Nacional de Política 
Económica y Social (Conpes). El porcentaje de incremento no podrá ser superior a 
la meta de inflación para el año en que se define el incremento. 
 
En el caso de los predios no formados el porcentaje de incremento a que se 
refiere el inciso anterior, podrá ser hasta el 130% de la mencionada meta. 
 
Parágrafo 1.- Este reajuste no se aplicará a aquellos predios cuyo avalúo catastral 
haya sido formado o reajustado durante ese año. 
 
Parágrafo 2.- Si se presentan diferencias entre la meta de la inflación registrada 
por el Dane, que acumulen más de cinco puntos porcentuales en un solo año, el 
Gobierno Nacional podrá autorizar, previo concepto del Conpes un incremento 
adicional extraordinario” 
 
ARTICULO 9.-  Para los efectos de lo dispuesto en la presente Ley, cuando se 
haga referencia a los municipios, se entenderá incluido el Distrito Especial de 
Bogotá.  Así mismo, cuando se refiera a concejos, se entiende incluido el Concejo 
del Distrito Especial de Bogotá. 
 
 
 

CAPITULO III 
Opción para los municipios de establecer la declaración anual del 

Impuesto predial unificado a partir de 1991 
 
 
 

ARTICULO 12.- Declaración del Impuesto Predial Unificado. A partir del año  
1991, los municipios podrán establecer la declaración anual del Impuesto Predial 
Unificado, mediante decisión del respectivo concejo  municipal. La declaración 
tributaria se regirá por las normas previstas en el presente capítulo. 
 
ARTICULO 13.- Contenido de la declaración. Cuando el respectivo municipio 
adopte la decisión de establecer la declaración del Impuesto Predial Unificado, los 
propietarios o poseedores de predios deberán presentar anualmente dicha 
declaración en los formularios que prescriba el Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi, indicando como mínimo los siguientes datos: 
 
a) Apellidos y nombre o razón social y NIT del propietario del Predio; 
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b) Número de identificación y dirección, del predio; 
 
c) Número de metros de área y de construcción del predio; 
 
d) Autoavalúo del predio; 
 
e) Tarifa aplicada; 
 
f) Impuesto predial autoliquidado por el contribuyente; 
 
g) Impuesto para la corporación regional respectiva, cuando sea del caso. 
 
 
ARTICULO 14.- Base mínima para el autoavalúo.  El valor del autoavalúo 
catastral, efectuado por el propietario o poseedor en la declaración anual, no 
podrá ser inferior al resultado de multiplicar el número de metros cuadrados de 
área y/o de construcción, según el caso, por el precio del metro cuadrado que por 
vía general fijen como promedio inferior, las autoridades catastrales, para los 
respectivos sectores y estratos de cada municipio. En el caso del sector rural, el 
valor mínimo se calculará con base en el precio mínimo por hectáreas u otras 
unidades de medida, que señalen las respectivas autoridades catastrales, 
teniendo en cuenta las adiciones y mejoras, los cultivos y demás elementos que 
formen parte del valor del respectivo predio. 
 
En todo caso, si al aplicar lo dispuesto en los incisos anteriores se obtiene un 
autoavalúo inferior al último avalúo efectuado por las autoridades catastrales, se 
tomará como autoavalúo este último. De igual forma, el autoavalúo no podrá ser 
inferior al último autoavalúo hecho para el respectivo predio, aunque hubiere sido 
efectuado por un propietario o poseedor distinto al declarante. El autoavalúo 
liquidado de conformidad con lo previsto en este artículo, servirá como costo fiscal, 
para determinar la renta o ganancia ocasional, que se produzca al momento de la 
enajenación.      
 
Parágrafo. Los actos administrativos por cuyo efecto las autoridades catastrales 
fijen, por vía general, el valor del metro cuadrado a que se refiere el inciso primero 
del presente artículo podrán ser revisados a solicitud del contribuyente, en los 
términos establecidos en el artículo 9 de la ley 14 de 1983. 
 
Nota:  El artículo 9 de la Ley 14 de 1983 fue compilada en el artículo 179 del 
Decreto 1333 de 1986 
 
 
ARTICULO 15.- Autoavalúo base para la adquisición del predio. Los 
municipios que opten por establecer la declaración anual del impuesto predial 
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unificado podrán adquirir los predios que hayan sido objeto de autoavalúo, por un 
valor equivalente al declarado por el propietario para efectos del Impuesto Predial 
Unificado, incrementado en un 25%. 
 
Al valor así obtenido se le sumarán las adiciones y mejoras que se demuestre 
haber efectuado, durante el lapso transcurrido  entre la fecha a la cual se refiere el 
avalúo y la fecha en la cual se pretende efectuar la adquisición por parte del 
municipio. Igualmente se sumará el valor que resulte de aplicar al autoavalúo, la 
variación del índice de precios al consumidor para empleados registrada en el 
mismo período, según las cifras publicadas por el DANE.  (Lo subrayado fue 
modificado por el artículo 5 de la Ley 242 de 1995, que habla de la meta de 
inflación). 
 
ARTICULO 16.- Facultad de eliminar el paz y salvo. Cuando los municipios 
adopten la declaración anual del Impuesto Predial Unificado, podrán eliminar el 
certificado de Paz y Salvo y establecer mecanismos de recaudo total o parcial a 
través de la red bancaria para dicho impuesto, así como para los impuestos de las 
corporaciones regionales a que se refiere el Capítulo II de la presente Ley. 
 
Asimismo, el cobro de dichos impuestos podrá efectuarse conjuntamente con los 
correspondientes a servicios públicos. 
 
Los concejos podrán establecer los plazos para la presentación de la declaración 
del Impuesto Predial Unificado y para cancelar las cuotas del respectivo impuesto. 
 
 
ARTICULO 24.-  Modificado por el artículo 184 de la Ley 223 de 1995 
 
“ARTICULO 184.  Compensación a resguardos indígenas.  El artículo 24 de la Ley 
44 de 1990 quedará así: 
 
Con cargo al Presupuesto Nacional, la Nación girará anualmente, a los municipios 
en donde existan resguardos indígenas, las cantidades que equivalgan a lo que 
tales municipios dejen de recaudar según certificación del respectivo Tesorero 
Municipal, por concepto del impuesto predial unificado, o no hayan recaudado por 
el impuesto y las sobretasas legales. 
 
Parágrafo.-  El  Instituto Geográfico Agustín Codazzi, formará los catastros de los 
resguardos indígenas en el término de un año a partir de la vigencia de esta ley, 
únicamente para los efectos de la compensación de la Nación a los municipios”. 
 
 
ARTICULO 25.-  Adiciónase el artículo 4º de la Ley 12 de 1986 con el siguiente 
parágrafo: 
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La distribución del porcentaje adicional para las poblaciones de que trata el literal 
b) del artículo 2º de la presente Ley se hará entre los municipios en proporción a la 
población, cuando tengan resguardos indígenas, sin consideración al esfuerzo 
fiscal de cada uno de ellos. 
 
 
ARTICULO 26.-  Conforme al artículo 4º de la Ley 12 de 1986 los recaudos por 
concepto del impuesto predial unificado serán la base para establecer la tarifa 
efectiva promedio y la tarifa  efectiva del municipio. 
 
 
 

DECRETO 2388 DEL 21 DE OCTUBRE DE 1991 
Por el cual se reglamentan los Capítulos I de la Ley 14 de 1983, II Título X del 

Decreto Extraordinario 1333 de 1986, y la Ley 44 de 1990. 
 
 
ARTICULO 1.- El impuesto predial unificado de que trata el artículo 1º de la Ley 44 
de 1990 está conformado por los impuestos predial, parques y arborización, 
estratificación socio-económica y la sobretasa de levantamiento catastral. 
 
Para el cobro de este impuesto se requiere que el respectivo Concejo Municipal o 
Distrital haya fijado, mediante Acuerdo, las tarifas correspondientes antes de la 
iniciación del año al cual corresponda el cobro. 
 
ARTICULO 2.- Para el año 1991, el impuesto predial unificado está conformado 
por la suma de los impuestos indicados en el artículo anterior, o de los que de 
ellos existieren en el Municipio o Distrito. En todo caso no podrá exceder los 
límites establecidos por el artículo 4º de la Ley 44 de 1990. 
 
ARTICULO 3.- Para el cobro del impuesto predial unificado correspondiente a los 
años de 1992 y posteriores, el respectivo Concejo Municipal o Distrital, deberá fijar 
tarifas diferenciales y progresivas teniendo en cuenta los siguientes criterios 
establecidos por el artículo 4º de la Ley 44 antes citada: 
 
1.  Los estratos socio-económicos. 
 
2.  Los usos del suelo en el sector urbano. 
 
3.  La antigüedad de la formación o actualización del catastro. 
 
 
ARTICULO 4.- El impuesto predial unificado con los diferentes conceptos que lo 
integran, que se liquide con base en el nuevo avalúo de la formación catastral, 
realizado conforme a los artículos 5º de la Ley 14 de 1983 y 175 del Decreto 1333 
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de 1986, no podrá exceder del doble del monto liquidado por el mismo concepto o 
conceptos en el año inmediatamente anterior. 
 
El límite de que trata el inciso anterior no se aplicará a: 
 
1. Los predios que se incorporen por primera vez al catastro. 
 
2.  Los terrenos urbanizables no urbanizados, o urbanizados no edificados 
 
3.  Los predios que figuraban como lotes no construidos cuyo nuevo avalúo se 
origine por la construcción o edificación en él realizada. 
 
ARTICULO 5.- El ajuste de que trata el artículo 8º de la Ley 44 de 1990 no se 
aplicará para el año en que entren en vigencia el avalúo catastral de que tratan los 
artículos 5º de la Ley 14 de 1983 y 175 del Decreto 1333 de 1986. 
 
 
ARTICULO 6.- Los avalúos catastrales determinados de conformidad con los 
artículos 19 de la Ley 14 de 1983 y 187 del Decreto 1333 de 1986, se aplicarán a 
las vigencias respectivas. 
 
ARTICULO 7.- En caso de pago extemporáneo del impuesto predial unificado, se 
aplicarán los intereses moratorios que para el mismo efecto están establecidos 
respecto del impuesto de renta y complementarios. 
 
ARTICULO 8.- Para efectos de la asignación y giro de los recursos de que trata el 
artículo 24 de la Ley 44 de 1990, la base para calcular el impuesto predial 
unificado que dejen de recaudar, o no hayan recaudado los municipios donde 
existen resguardos indígenas será el valor de los avalúos catastrales de los 
predios propiedad de los resguardos indígenas, certificados por el Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi o la entidad catastral competente. A este avalúo se le 
aplicará la tarifa efectiva del respectivo municipio, cuando ésta sea superior a la 
tarifa efectiva promedio nacional para los municipios menores de 100.000 
habitantes de que trata el parágrafo 1º del artículo 4º de la Ley 12 de 1986.  
Cuando esta tarifa sea inferior a dicho promedio se tomará la tarifa efectiva del 
promedio nacional.   (Lo subrayado fue modificado por el artículo 184 de la Ley 
223 de 1995). 
 
Nota:  El artículo 24 de la Ley 44 de 1990 fue modificado por el artículo 184 de la 
Ley 223 de 1995 
 
 
ARTICULO 9.- Para efectos de lo establecido en el artículo 4º de la Ley 12 de 
1986, y artículos 24 y 25 de la Ley 44 de 1990, la División de Asuntos Indígenas 
del Ministerio de Gobierno, o la entidad que haga sus veces, indicará al Instituto 
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Geográfico Agustín Codazzi los límites de los resguardos indígenas conforme 
aparecen en los títulos o documentos pertinentes y certificará en qué municipio 
existe cada uno de éstos. 
 
El Instituto Geográfico Agustín Codazzi o la entidad catastral competente, 
certificarán ante el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el avalúo de los 
resguardos indígenas. 
 
Nota:  El artículo 24 de la Ley 44 de 1990 fue modificado por el artículo 184 de la 
Ley 223 de 1995. 
 
El Ministerio de Gobierno corresponde hoy al Ministerio del Interior 
 
 
 
 

LEY 101 DEL 23 DE DICIEMBRE DE 1993 
Ley General de Desarrollo Agropecuario y Pesquero 

 
 
 
ARTICULO 9.-  Cuando las normas municipales sobre el uso de la tierra no 
permitan aprovechamientos diferentes de los agropecuarios, los avalúos 
catastrales  no podrán tener en cuenta ninguna consideración distinta a la 
capacidad productiva y la rentabilidad de los predios, así como sus mejoras, 
excluyendo, por consiguiente, factores de valorización tales como el influjo del 
desarrollo industrial o turístico, la expansión urbanizadora y otros similares. 
 
 
Parágrafo.- Para el ajuste anual de los avalúos catastrales de los predios rurales 
dedicados a las actividades agropecuarias dentro de los porcentajes mínimo y 
máximo previstos en el artículo 8º de la Ley 44 de 1990, el gobierno deberá aplicar 
el índice de precios al productor agropecuario cuando su incremento porcentual 
anual resulte inferior al del índice de precios al consumidor.  (Lo subrayado fue 
modificado por el artículo 5 de la Ley 242 de 1995) 
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LEY 223 DEL 20 DE DICIEMBRE DE 1995 
Por la cual se expiden normas sobre racionalización tributaria y se dictan otras 

disposiciones 
 
 
 
ARTICULO 79.- ... 
 
Parágrafo 1.-  Formación y Actualización de Catastros.  (Ver artículo 74 Ley 75 
de 1986) 
 
Parágrafo 2.-  El avalúo catastral de los bienes inmuebles urbanos no podrá ser 
inferior al cuarenta por ciento (40%) de su valor comercial. 
 
Establécese un período de transición de cuatro (4) años (1996, 1997, 1998 y 
1999) para dar cumplimiento total a la presente norma. 
 
 
 
 

LEY 242 DEL 28 DE DICIEMBRE DE 1995 
Por la cual se modifican algunas normas que consagran el Crecimiento del Indice 
de Precios al Consumidor del año anterior como valor de reajuste de valores y se 

dictan otras disposiciones. 
 
 
 
ARTICULO 6.-  Modificación del artículo 8º de la Ley 44 del 18 de diciembre 
de 1990. 
 
 
El artículo 8 de la Ley 44 de 1990 quedará de la siguiente forma:  (ver artículo 8 
Ley 44 de 1990) 
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DECRETO 2150 DEL 5 DE DICIEMBRE DE 1995 

Por el cual se suprimen y reforman regulaciones, procedimientos o trámites 
innecesarios, existentes en la Administración Pública. 

 
 
 
ARTICULO 27.- Avalúo de bienes inmuebles. Los avalúos de bienes inmuebles 
que deban realizar las entidades públicas o que se realicen en actuaciones 
administrativas, podrán ser adelantados por el Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi o por cualquier persona natural o jurídica de carácter privado, que se 
encuentre registrada y autorizada por la lonja de propiedad raíz del lugar donde 
esté ubicado el bien para adelantar dichos avalúos. 
 
Parágrafo. Si la entidad pública escoge la opción privada, corresponderá a la 
lonja, determinar en cada caso, la persona natural o jurídica que adelante el 
avalúo de bienes inmuebles.  
 
 
 
 
 

LEY 383 DEL 10 DE JULIO DE 1997 
Por la cual expiden normas tendientes a fortalecer la lucha contra la evasión y el 

contrabando, y se dictan otras disposiciones 
 
 
 
ARTICULO 55.-  Aplazamiento de la estratificación socioeconómica de las 
zonas rurales.  Aplázase hasta el 31 de diciembre de 1998 la fecha para adoptar 
la estratificación socioeconómica de las zonas rurales, y hasta el 30 de junio de 
1999 la aplicación de las estratificaciones rurales adoptadas en desarrollo de la ley 
142 de 1994. 
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LEY 428 DEL 16 DE ENERO DE 1998 

Por la cual se adiciona y reglamenta lo relacionado con las unidades inmobiliarias 
cerradas sometidas al régimen de propiedad horizontal 

 
 
ARTICULO 3.-  Definición de unidades inmobiliarias cerradas.  Las unidades 
inmobiliarias cerradas son conjuntos de edificios, casas y demás construcciones 
integradas arquitectónica y funcionalmente, que comparten elementos 
estructurales y constructivos, áreas comunes de circulación, recreación, reunión, 
instalaciones técnicas, zonas verdes y de disfrute visual; cuyos propietarios 
participan proporcionalmente en el pago de las expensas comunes, tales como los 
servicios públicos comunitarios, vigilancia, mantenimiento y mejoras. 
 
El acceso a tales conjuntos inmobiliarios se encuentra restringido por un 
cerramiento y controles de ingreso. 
 
Parágrafo.-  Las áreas de circulación, de recreación, de uso social, zonas verdes, 
de servicios y los espacios públicos son de dominio inalienable e imprescriptible 
de la persona jurídica que integra la copropiedad. 
 
ARTICULO 41.-  Impuesto predial y contribuciones de valorización.  Las 
unidades inmobiliarias cerradas pagarán el impuesto predial y las contribuciones 
de valorización correspondientes a las zonas comunes y al espacio público interno 
conforme a tarifas diferenciales menores a las tarifas de las áreas privadas. 

 
 

LEY 488 DEL 24 DE DICIEMBRE DE 1998 
Por la cual se expiden las normas Tributarias y se dictan otras disposiciones 

fiscales de las Entidades Territoriales 
 
 
ARTICULO 137.-  Los predios que se encuentran definidos legalmente como 
parques naturales o como parques públicos de propiedad de las entidades 
estatales, no podrán ser gravados con impuesto ni por la Nación ni por las 
entidades territoriales. 
 
 
 
 
 
 
 

DECRETO 378 DEL 23 DE FEBRERO DE 1998 
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Por el cual se reglamenta parcialmente el Estatuto Tributario y se dictan otras 
disposiciones 

 
 

ARTICULO 6.-  Tasa  de interés moratorio para efectos tributarios.  De 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 635 del Estatuto Tributario y con base 
en la certificación expedida por la Superintendencia Bancaria, la tasa de interés 
moratorio para efectos tributarios que regirá entre el 1º de marzo de 1998 y el 28 
de febrero de 1999 será del 32,49% anual, la cual se liquidará por cada mes o 
fracción de mes calendario  de retardo en el pago de los impuestos, anticipos y 
retenciones administrados por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales. 
 
Para efectos de lo dispuesto en el artículo 634 del Estatuto Tributario, la totalidad 
de los intereses de mora que se paguen durante este mismo período, se liquidarán 
a la tasa antes mencionada. 

 
 

DECRETO 2655 DEL 24 DE DICIEMBRE DE 1999 
Por el cual se determinan los porcentajes de incremento de los avalúos catastrales 

para el año 2000 
 

 
ARTICULO 1.-  Los avalúos catastrales de los predios urbanos y rurales  
formados o actualizados durante 1999, regirán a partir del 1 de enero del 2000, en 
los municipios o zonas donde se hubieren realizado. 
 
ARTICULO 2.- Los avalúos catastrales de los predios urbanos formados con 
anterioridad a 1999 no tendrán reajuste para el año 2000. Sin embargo, las 
autoridades locales podrán determinar, con base en estudios que muestren que el 
precio de la vivienda en su jurisdicción ha aumentado, un porcentaje de reajuste 
mayor, siempre y cuando no supere el diez por ciento (10%). 
 
Los estudios mencionados deberán ser enviados para su aprobación a la Unidad 
de Planeación Regional y Urbana del departamento Nacional de Planeación. 
 
ARTICULO 3.-  Tratándose de predios dedicados a las actividades agropecuarias, 
no tendrán ajuste para el año 2000. Sin embargo, las autoridades locales podrán 
determinar el porcentaje de reajuste mayor, siempre y cuando no supere el cinco 
punto veintiseis por ciento (5.26%). 
 
ARTICULO 4.- En los predios no formados, rurales o urbanos de uso distinto al 
agropecuario, los avalúos catastrales se ajustarán a partir del 1 de enero del 2000 
en un trece por ciento (13%). 
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2.  SOBRETASAS DEL IMPUESTO PREDIAL 
 
 

2.1. SOBRETASA DEL IMPUESTO PREDIAL PARA LAS AREAS 
METROPOLITANAS 

 
 
 

LEY 14 DEL 6 DE JULIO DE 1983 
Por la cual se fortalecen los fiscos de las entidades territoriales y se dictan otras 

disposiciones 
 
 
 
ARTICULO 17.- ... 
 
Parágrafo. Con el fin de dotar a las áreas metropolitanas de los recursos 
permanentes que les permitan atender los diversos programas en favor de los 
municipios que las integran, créase una sobretasa del 1 x 1.000 sobre el avalúo 
catastral, para las propiedades situadas dentro de la jurisdicción de cada área 
metropolitana. 
 
Esta sobretasa será aplicable durante el primer año. Para los años subsiguientes 
podrá ser incrementada hasta un tope máximo de 2 x 1.000. 
 
 
 
 

LEY 128 DEL 23 DE FEBRERO DE 1994 
Por la cual se expide la Ley Orgánica de las Areas Metropolitanas 

 
 
ARTICULO 22.- Patrimonio. El patrimonio y renta del Area Metropolitana estará 
constituido por: 
 
a)  El producto de la sobretasa del dos por mil  (2x1000) sobre el avalúo catastral 

de las propiedades situadas dentro de la jurisdicción de cada Area 
Metropolitana. 
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2.2. SOBRETASA DEL IMPUESTO PREDIAL CON DESTINO A LAS 
CORPORACIONES AUTONOMAS REGIONALES 

 
 

LEY 44 DEL 18 DE DICIEMBRE DE 1990 
Por la cual se dictan normas sobre catastro e impuestos sobre la propiedad raíz, 

se dictan otras disposiciones de carácter tributario, y se conceden unas facultades 
extraordinarias 

 
 
 

CAPITULO II 
DE LAS CORPORACIONES AUTONOMAS REGIONALES 

 
 
ARTICULO 10.- Límite del Impuesto. El impuesto que se liquide con destino a 
las corporaciones regionales, correspondientes a los predios formados de acuerdo 
con las disposiciones de la Ley 14 de 1983, no podrá exceder del doble del 
impuesto liquidado por el mismo concepto en el año inmediatamente anterior. 
 
Nota:  La Ley 14 de 1983 fue compilada en el decreto 1333 de 1986 
 
 
ARTICULO 11.- Sistema de cobro. Los tesoreros municipales cobrarán y 
recaudarán el impuesto con destino a las corporaciones regionales, 
simultáneamente con el Impuesto Predial Unificado, en forma conjunta e 
inseparable, dentro de los plazos señalados por el municipio para el pago de dicho 
impuesto. 
 
El Impuesto recaudado será mantenido en cuenta separada y los saldos serán 
entregados mensualmente por los tesoreros a las corporaciones respectivas. 
 
 

CAPITULO III 
Opción para los municipios de establecer la declaración anual del Impuesto 

predial unificado a partir de 1991 
 
 
 

ARTICULO 17.- Declaración del impuesto de las corporaciones. Cuando en un 
municipio se adopte la declaración anual del Impuesto Predial Unificado, ésta 
deberá incluir la autoliquidación del impuesto a la corporación regional, a que se 
refiere el Capítulo II  de la presente Ley, siempre que corresponda a municipios 
comprendidos en la jurisdicción de una de tales corporaciones regionales. 
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LEY 99 DEL 22 DE DICIEMBRE DE 1993 
Por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector Público 

encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos 
naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental, SINA, y se 

dictan otras disposiciones. 
 
 
 
ARTICULO 44.-  Porcentaje Ambiental de los Gravámenes a la Propiedad 
Inmueble.  Establécese, en desarrollo de lo dispuesto por el inciso 2º del artículo 
317 de la Constitución Nacional, y con destino a la protección del medio ambiente 
y los recursos naturales renovables, un porcentaje sobre el total del recaudo por 
concepto de impuesto predial, que no podrá ser inferior al 15% ni superior al 
25.9%. El porcentaje de los aportes de cada municipio o distrito con cargo al 
recaudo del impuesto predial será fijado anualmente por el respectivo Concejo a 
iniciativa del alcalde municipal. 
 
Los municipios y distritos podrán optar en lugar de lo establecido en el inciso 
anterior por establecer, con destino al medio ambiente, una sobretasa que no 
podrá ser inferior al 1.5 por mil, ni superior al 2.5 por mil sobre el avalúo de los 
bienes que sirven de base para liquidar el impuesto predial. 
 
Los municipios y distritos podrán conservar las sobretasas actualmente vigentes, 
siempre y cuando éstas no excedan el 25.9% de los recaudos por concepto de 
impuesto predial. 
 
Dichos recursos se ejecutarán conforme a los planes ambientales regionales y 
municipales, de conformidad con las reglas establecidas por la presente ley. 
 
Los recursos que transferirán los municipios y distritos a las Corporaciones 
Autónomas Regionales por concepto de dichos porcentajes ambientales y en los 
términos de que trata el numeral 1º. del artículo 46, deberán ser pagados a éstas 
por trimestres, a medida que la entidad territorial efectúe el recaudo y, 
excepcionalmente, por anualidades antes del 30 de marzo de cada año 
subsiguiente al período de recaudación. 
 
Las Corporaciones Autónomas Regionales destinarán los recursos de que trata el 
presente artículo a la ejecución de programas y proyectos de protección o 
restauración del medio ambiente y los recursos naturales renovables, de acuerdo 
con los planes de desarrollo de los municipios del área de su jurisdicción. Para la 
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ejecución de las inversiones que afecten estos recursos se seguirán las reglas 
especiales sobre planificación ambiental que la presente ley establece. 
 
Parágrafo 1.- Los municipios y distritos que adeudaren a las Corporaciones 
Autónomas Regionales de su jurisdicción, participaciones destinadas a protección 
ambiental con cargo al impuesto predial, que se hayan causado entre el 4 de julio 
de 1991 y la vigencia de la presente Ley, deberán liquidarlas y pagarlas en un 
término de seis meses contados a partir de la vigencia de la presente Ley, según 
el monto de la sobretasa existente en el respectivo municipio o distrito al 4 de julio 
de 1991. 
 
Parágrafo 2.- El 50% del producto correspondiente al recaudo del porcentaje o de 
la sobretasa del impuesto predial y de otros gravámenes sobre la propiedad 
inmueble, se destinará a la gestión ambiental dentro del perímetro urbano del 
municipio, distrito, o área metropolitana donde haya sido recaudado el impuesto, 
cuando la población municipal, distrital o metropolitana, dentro del área urbana, 
fuere superior a 1.000.000 habitantes. Estos recursos se destinarán 
exclusivamente a inversión. 
 
ARTICULO 46.-  Patrimonio y Rentas de las Corporaciones Autónomas 
Regionales.  Constituyen el patrimonio y rentas de las Corporaciones Autónomas 
Regionales: 
 
1)  El producto de las sumas que por concepto de porcentaje ambiental del 
impuesto predial, les transferirán los municipios y distritos, de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 44 de la presente ley. 
 
 
 
 

DECRETO 1339 DEL 27 DE JUNIO DE 1994 
Por el cual se reglamenta el porcentaje del impuesto predial a favor de las 

Corporaciones Autónomas Regionales en desarrollo de lo previsto en el artículo 44 
de la Ley 99 de 1993 

 
 
ARTICULO. 1.- Porcentaje del impuesto predial. Los Concejos Municipales y 
Distritales deberán destinar anualmente a las Corporaciones Autónomas 
Regionales o de Desarrollo Sostenible del territorio de su jurisdicción, para la 
protección del medio ambiente y los recursos naturales renovables, el porcentaje 
ambiental del impuesto predial de que trata el artículo 44 de la Ley 99 de 1993, 
que se podrá fijar de cualesquiera de las dos formas que se establecen a 
continuación: 
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1. Como sobretasa que no podrá ser inferior al 1.5 por mil ni superior al 2.5 por 
mil sobre el avalúo de los bienes que sirven de base para liquidar el impuesto 
predial y, como tal, cobrada a cada responsable del mismo, discriminada en los 
respectivos documentos de pago. 

 
2. Como porcentaje del total del recaudo por concepto del impuesto predial, que 

no podrá ser inferior al 15% ni superior al 25.9% de tal recaudo. 
 
 
ARTICULO 2.-  Sobretasa.  En el evento de optar el respectivo Concejo Municipal 
o Distrital por el establecimiento de una sobretasa a favor de las Corporaciones 
Autónomas Regionales o de Desarrollo Sostenible, los recaudos correspondientes 
efectuados por los tesoreros municipales y distritales se mantendrán en cuenta 
separada y los saldos respectivos serán girados trimestralmente a tales 
Corporaciones, dentro de los diez días hábiles siguientes a la terminación de cada 
período. 
 
Los tesoreros distritales y municipales no podrán otorgar paz y salvos a quienes 
no hayan cancelado la totalidad del impuesto predial y la sobretasa. 
 
Los intereses que se causen por mora en el pago del impuesto predial se 
causarán en el mismo porcentaje por la mora en el pago de la sobretasa y serán 
transferidos a las Corporaciones, en los mismos términos y períodos señalados 
anteriormente. 
 
ARTICULO 3.-  Porcentaje del total del recaudo.  En el caso de optar el 
respectivo Concejo Municipal o Distrital por el establecimiento de una porcentaje 
del total del recaudo por concepto del impuesto predial, deberán destinar entre el 
15% y el 25.9% de éste para las Corporaciones con jurisdicción en su territorio. 
 
En este evento, los municipios y distritos a través de sus respectivos tesoreros o 
del funcionario que haga sus veces, deberán, al finalizar cada trimestre, totalizar 
los recaudos efectuados en el período por concepto de impuesto predial y girar el 
porcentaje establecido a la Corporación respectiva, dentro de los diez días hábiles 
siguientes a la terminación de cada trimestre. 
 
Parágrafo.-  De manera excepcional, previo concepto del Ministerio del Medio 
Ambiente y teniendo en cuenta condiciones especiales de los municipios, 
calificadas por el Conpes, los municipios podrán realizar los giros a las 
Corporaciones, del porcentaje a que se refiere el presente artículo anualmente, a 
más tardar el 30 de marzo del año siguiente a la respectiva vigencia fiscal. 
 
ARTICULO 4.-  Adopción por los municipios y distritos.  Los alcaldes 
municipales o distritales deberán presentar oportuna y anualmente a 
consideración de sus respectivos Concejos, el proyecto de Acuerdo en el cual se 
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establece el porcentaje ambiental del impuesto predial a favor de las 
Corporaciones Autónomas Regionales o de desarrollo sostenible, con la 
determinación de su cuantía y forma en cualquiera de las modalidades a que se 
refiere el artículo 1º. 
 
ARTICULO 5.-  Intereses moratorios.  A partir de la vigencia del presente 
decreto, la no transferencia oportuna de la sobretasa o del porcentaje ambiental 
en cualquiera de sus modalidades, por parte de los municipios y distritos a través 
de sus tesoreros o quienes hagan sus veces, causa a favor de las Corporaciones 
Autónomas Regionales o de Desarrollo Sostenible los intereses moratorios 
establecidos en el Código Civil. 
 
ARTICULO 6.-  Asistencia técnica.  Sin perjuicio de la asistencia que pueden 
otorgar otras entidades, las Corporaciones Autónomas Regionales o de Desarrollo 
Sostenible podrán prestar asistencia técnica a los municipios, para la capacitación 
de los funcionarios encargados del recaudo del impuesto predial y apoyo logístico 
para el recaudo del mismo y para el levantamiento, sistematización y actualización 
de las bases de datos a que haya lugar para el efecto. 
 
ARTICULO 7.-  Pago de las sobretasas adeudadas.  Los municipios y distritos 
que no hubieren transferido el gravamen sobre la propiedad inmueble, que de 
conformidad con las leyes de creación o las normas que las modificaron o 
adicionaron se estableció a favor de las Corporaciones Autónomas Regionales o 
de Desarrollo Sostenible y cuyo recaudo estaba a cargo de los tesoreros 
municipales y distritales, causado a partir del 4 de julio de 1991 y por las vigencias 
de 1992 y 1993 y en cumplimiento de lo dispuesto en el parágrafo primero del 
artículo 44 de la Ley 99 de 1993, deberán efectuar el pago de la siguiente forma: 
 
1. Se determinará el valor del gravamen que corresponde a las Corporaciones 

según sus leyes de creación y las que las modificaron o adicionaron, sobre la 
totalidad de los predios que pagaron el impuesto predial, hasta la fecha de 
vigencia de la Ley 99 de 1993, en el respectivo municipio o distrito para las 
vigencias de 1992 y 1993. 

 
2. Los municipios y distritos deberán pagar a las Corporaciones la diferencia entre 

la suma resultante de la operación anterior y las transferencias que por 
concepto de participaciones del predial, impuestos o sobretasas sobre la 
propiedad inmueble hayan realizado los municipios y distritos a favor de las 
respectivas Corporaciones. 

 
El incumplimiento de tal obligación será exigible por vía ejecutiva mediante el 
procedimiento de ejecución singular regulado en el Código de Procedimiento 
Civil. 
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Parágrafo.-  Sobre los pagos del impuesto predial que efectúen los propietarios de 
predios con posterioridad a la fecha de vigencia de la Ley 99 de 1993 
correspondientes a las anualidades de 1992 y 1993, los municipios y distritos 
deberán girar a las respectivas Corporaciones Autónomas Regionales o de 
Desarrollo Sostenible el porcentaje que corresponde al gravamen sobre la 
propiedad inmueble según sus leyes de creación y las normas que las modificaron 
o adicionaron. 

 
ARTICULO 8.-  Conformidad con los planes ambientales.  Las Corporaciones 
Autónomas Regionales o de Desarrollo Sostenible ejecutarán los recursos 
provenientes del porcentaje ambiental que le destinen los municipios y distritos, de 
conformidad con los planes ambientales regionales, distritales y municipales. 

 
ARTICULO 9.-  Porcentaje para ciudades de más de 1.000.000 de habitantes.  
Cuando se trate de ciudades con más de 1.000.000 de habitantes, de acuerdo con 
los datos del último censo registrados en el Dane, el cincuenta por ciento (50%) 
del producto correspondiente al porcentaje del impuesto predial a que se refiere el 
presente Decreto, será destinado exclusivamente a gastos de inversión ambiental 
por tales ciudades de acuerdo con sus planes ambientales. 
 
La ejecución de tales recursos estará a cargo de la dependencia o entidad 
municipal que se cree o modifique para tal fin. (Lo subrayado fue declarado nulo 
sentencia del 13 de diciembre de 1997 del Consejo de Estado, Sección Cuarta, 
expediente No. 7437) 
 
ARTICULO 10.-  Disposición transitoria.  Para la vigencia de 1994, se entenderá 
que los municipios y distritos que han recaudado gravámenes sobre la propiedad 
inmueble a favor de las Corporaciones Autónomas Regionales o de Desarrollo 
Sostenible, han conservado las sobretasas vigentes con anterioridad a la Ley 99 
de 1993, de acuerdo con el inciso tercero del artículo 44 de la misma Ley, siempre 
y cuando no excedan el 25.9% de los recaudos por concepto del impuesto predial 
o hasta este límite. 

 
Los municipios que en virtud de la Ley 99 de 1993 entren a formar parte de una 
Corporación Autónoma Regional, establecerán mediante acuerdo el porcentaje del 
total del recaudo del impuesto predial de la vigencia de 1994 que destinarán a las 
Corporaciones Autónomas Regionales, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 3º del presente Decreto. Las Corporaciones Autónomas Regionales 
respectivas asumirán en tales municipios y a partir de la actual vigencia los 
programas y proyectos que le competan en el ejercicio de sus funciones. 

 
De manera excepcional y atendiendo la disponibilidad de las partidas 
presupuestales en materia ambiental, tales municipios podrán establecer que la 
transferencia del porcentaje ambiental se efectuará a partir de la vigencia de 1995. 
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Parágrafo.-  En el evento que las Corporaciones Autónomas Regionales o de 
Desarrollo Sostenible que por virtud de la nueva distribución jurisdiccional hayan 
perdido competencia sobre un municipio pero continúen la ejecución de proyectos, 
de acuerdo con lo establecido (Sic)  el parágrafo 6º del artículo 31 de la Ley 99 de 
1993, continuarán recibiendo el porcentaje del impuesto predial de que trata el 
presente Decreto hasta tanto entre en funcionamiento la Corporación que le 
corresponda asumir dicha jurisdicción. 
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3.  IMPUESTO DE INDUSTRIA Y COMERCIO 

 
 

LEY 56 DEL 1 DE SEPTIEMBRE DE 1981 
Por la cual se dictan normas sobre obras públicas de generación eléctrica y 
acueductos, sistemas de regadío y otras y se regulan las expropiaciones y 

servidumbres de los bienes afectados por tales obras 
 
 

TITULO I 
De las relaciones y obligaciones entre los municipios y las entidades propietarias 

de obras 
 
 

ARTICULO 1.-  Las relaciones que surjan entre las entidades propietarias de las 
obras públicas que se construyan para generación y transmisión de energía 
eléctrica, acueductos, riegos y regulación de ríos y caudales y los municipios 
afectados por ellas, así como las compensaciones y beneficios que se originen por 
esas relaciones se regirán por la presente ley. 
 
Las que por la misma causa se generan entre esas entidades y los particulares en 
lo no regulado por la presente ley, se seguirán rigiendo por las disposiciones del 
Código Civil y demás normas complementarias. 
 
ARTICULO 2.-  Para los efectos de esta ley se entiende por entidad propietaria, 
entidades tales como la nación, los departamentos, los municipios y sus 
establecimientos públicos, empresas industriales y comerciales del Estado, 
sociedades de economía mixta y las empresas privadas que, a cualquier título, 
exploten o sean propietarias de las obras públicas señaladas en el artículo 
anterior. 
 

CAPITULO II 
Impuestos, compensaciones y beneficios 

 
ARTICULO 7.-  Las entidades propietarias pagarán a los municipios los 
impuestos, tasas, gravámenes o contribuciones de carácter municipal diferentes 
del impuesto predial, únicamente a partir del momento en que las obras entren en 
operación o funcionamiento y dentro de las siguientes limitaciones: 
 
a) Las entidades propietarias de obras para generación de energía eléctrica, 

podrán ser gravadas con el impuesto de industria y comercio, limitada a cinco 
pesos ($5.00) anuales por cada kilovatio instalado en la respectiva central 
generadora. 
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El Gobierno Nacional fijará mediante decreto la proporción en que dicho 
impuesto debe distribuirse entre los diferentes municipios afectados en donde 
se realicen las obras y su monto se reajustará anualmente en un porcentaje 
igual  al índice nacional de incremento del costo de vida certificado por el 
DANE correspondiente al año inmediatamente anterior.  (Lo subrayado fue 
modificado por los artículos 5 de la Ley 242 de 1995) 
 

b) Las entidades públicas que realicen obras de acueductos, alcantarillados, 
riegos, o simple regulación de caudales no asociada a generación eléctrica, no 
pagarán impuesto de industria y comercio. 

 
c) Las entidades propietarias de explotaciones de canteras o minas diferentes de 

sal, esmeraldas y metales preciosos, podrán ser gravadas con impuesto de 
industria y comercio, por los respectivos municipios, limitado al 3%  del valor 
del mineral en boca de mina, determinado actualmente por el Ministerio de 
Minas y Energía. 

 
Parágrafo.-  Las entidades públicas propietarias de las obras de que aquí se trata 
no estarán obligadas a pagar compensaciones o beneficios adicionales a los que 
esta ley establece con motivo de la ejecución de dichas obras.  
 

 
 
 
 

DECRETO 1333 DEL 25 DE ABRIL DE 1986 
Por el cual se expide el Código de Régimen Municipal 

 
 

II Impuesto de Industria y Comercio y de Avisos y Tableros 
 
 
ARTICULO 195.- El impuesto de industria y comercio recaerá, en cuanto a 
materia imponible, sobre todas las actividades comerciales, industriales y de 
servicios que se ejerzan o realicen en las respectivas jurisdicciones municipales, 
directa o indirectamente, por personas naturales, jurídicas o por sociedades de 
hecho, ya sea que se cumplan en forma permanente u ocasional, en inmuebles 
determinados, con establecimientos de comercio o sin ellos. 
 
ARTICULO 196.- El impuesto de industria y comercio se liquidará sobre el 
promedio mensual de ingresos brutos del año inmediatamente anterior, 
expresados en moneda nacional y obtenidos por las personas y sociedades de 
hecho indicadas en el artículo anterior, con exclusión de: devoluciones -ingresos 
provenientes de venta de activos fijos y de exportaciones-, recaudo de impuestos 

 66 



de aquellos productos cuyo precio esté regulado por el Estado y percepción de 
subsidios. 
 
Sobre la base gravable definida en este artículo se aplicará la tarifa que 
determinen los Concejos Municipales dentro de los siguientes límites: 
 
1.  Del dos al siete por mil (2 - 7%o) mensual para actividades industriales, y 
 
2.  Del dos al diez por mil (2 - 10%o) mensual para actividades comerciales y de 
servicios. 
 
Los Municipios que tengan adoptados como base del impuesto los ingresos brutos 
o ventas brutas podrán mantener las tarifas que en la fecha de la promulgación de 
la Ley 14 de 1983 habían establecido por encima de los límites consagrados en el 
presente artículo. 
 
Parágrafo 1.- Las agencias de publicidad, administradoras y corredoras de bienes 
inmuebles y corredores de seguro, pagarán el impuesto de que trata este artículo 
sobre el promedio mensual de ingresos brutos entendiendo como tales el valor de 
los honorarios, comisiones y demás ingresos propios percibidos para sí. 
 
Parágrafo 2.- Los distribuidores de derivados del petróleo pagarán el impuesto de 
que trata el presente artículo sobre el margen bruto fijado por el Gobierno para la 
comercialización de los combustibles. 
 
Nota:  El Parágrafo 2 fue modificado por el artículo 67 de la Ley 383 de 1997 
 
ARTICULO 197.- Para los fines aquí previstos se consideran actividades 
industriales las dedicadas a la producción, extracción, fabricación, confección, 
preparación, transformación, reparación, manufactura y ensamblaje de cualquier 
clase de materiales o bienes. 
 
ARTICULO 198.- Se entienden por actividades comerciales, las destinadas al 
expendio, compraventa o distribución de bienes o mercancías, tanto al por mayor 
como al por menor, y las demás definidas como tales por el Código de Comercio 
siempre y cuando no estén consideradas por el mismo Código o por este Decreto, 
como actividades industriales o de servicios. 
 
ARTICULO 199.- Son actividades de servicios las dedicadas a satisfacer 
necesidades de la comunidad mediante la realización de una o varias de las 
siguientes o análogas actividades: expendio de bebidas y comidas; servicio de 
restaurante, cafés, hoteles, casas de huéspedes, moteles, amoblados, transporte 
y aparcaderos, formas de intermediación comercial, tales como el corretaje, la 
comisión,  los mandatos y la compraventa y administración de inmuebles; servicios 
de publicidad, interventoría, construcción y urbanización, radio y televisión, clubes 
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sociales, sitios de recreación, salones de belleza, peluquería, portería, servicios 
funerarios, talleres de reparaciones eléctricas, mecánicas, automoviliarias y afines, 
lavado, limpieza y teñido, salas de cine y arrendamiento de películas y de todo tipo 
de reproducciones que contenga (sic) audio y video, negocios de montepíos y los 
servicios de consultoría profesional prestados a través de sociedades regulares o 
de hecho. 
 
ARTICULO 201.- Cuando las entidades a que se refiere el artículo 259, numeral 2, 
literal d), del presente Decreto realicen actividades industriales o comerciales, 
serán sujetos del impuesto de industria y comercio en lo relativo a tales 
actividades. 
 
ARTICULO 202.- El impuesto de industria y comercio a que se refieren los 
artículos anteriores se entenderá sin perjuicio de la vigencia de los impuestos a los 
espectáculos públicos, incluidas las salas de cine, consagrados y reglados en las 
disposiciones vigentes. 
 
ARTICULO 203.- Para efectos de la correcta liquidación y pago del impuesto de 
industria y comercio, los concejos municipales expedirán los acuerdos que 
garanticen el efectivo control y recaudo del mencionado impuesto. 
 
ARTICULO 204.- Los Municipios podrán solicitar a la Dirección General de 
Impuestos Nacionales, copia de las investigaciones existentes en materia de los 
impuestos sobre la renta y sobre las ventas, las cuales podrán servir como prueba, 
en lo pertinente, para la liquidación y cobro del impuesto de industria y comercio. 
 
A su turno, la Dirección General de Impuestos Nacionales podrá solicitar a los 
Municipios, copia de las investigaciones existentes en materia de impuesto de 
industria y comercio, las cuales podrán servir como prueba, en lo pertinente, para 
la liquidación y cobro de los impuestos sobre la renta y sobre las ventas. 
 
ARTICULO 205.- Las normas sobre impuestos de industria y comercio y avisos y 
tableros se aplicarán también al Distrito Especial de Bogotá.  
 
Nota:  Donde se haga referencia al Distrito Especial de Bogotá entiéndase Distrito 
Capital (Artículo 322 Constitución Política) 
 
 

III.  Impuesto de Industria y Comercio al Sector Financiero 
 
ARTICULO 206.- Los bancos, corporaciones de ahorro y vivienda, corporaciones 
financieras, almacenes generales de depósito, compañías de seguros generales, 
compañías reaseguradoras, compañías de financiamiento comercial, sociedades 
de capitalización y los demás establecimientos de crédito que definan como tales 
la Superintendencia Bancaria e instituciones financieras reconocidas por este 
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decreto son sujetos del impuesto municipal de industria y comercio de acuerdo 
con lo prescrito en el mismo. 
 
ARTICULO 207.- La base impositiva para la cuantificación del impuesto regulado 
en el artículo anterior se establecerá por los Concejos Municipales o por el 
Concejo del Distrito Especial de Bogotá, de la siguiente manera: 
 
1) Para los bancos, los ingresos operacionales anuales representados en los 

siguientes rubros: 
 
A. Cambios.  

posición y certificado de cambio. 
B. Comisiones.  

de operaciones en moneda nacional  
de operaciones en moneda extranjera. 

C. Intereses. 
de operaciones con entidades públicas  
de operaciones en moneda nacional  
de operaciones en moneda extranjera. 

D. Rendimiento de inversiones de la Sección de Ahorros. 
E. Ingresos en operaciones con tarjetas de crédito. 
 
2) Para las corporaciones financieras, los ingresos operacionales anuales 

representados en los siguientes rubros: 
 
A. Cambios.  

posición y certificados de cambio. 
B. Comisiones.  

de operaciones en moneda nacional  
de operaciones en moneda extranjera. 

C. Intereses. 
de operaciones en moneda nacional  
de operaciones en moneda extranjera  
de operaciones con entidades públicas. 

D. Ingresos varios.  
 
3) Para las corporaciones de ahorro y vivienda, los ingresos operacionales 
anuales representados en los siguientes rubros: 
 
A. Intereses. 
B. Comisiones 
C. Ingresos varios. 
D. Corrección monetaria, menos la parte exenta. 
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4) Para compañías de seguros de vida, seguros generales y compañías 
reaseguadoras, los ingresos operacionales anuales representados en el monto de 
las primas retenidas. 
 
5)  Para compañías de financiamiento comercial, los ingresos operacionales 
anuales representados en los siguientes rubros: 
 
A. Intereses. 
B. Comisiones. 
C. Ingresos varios. 
 
6) Para almacenes generales de depósito, los ingresos operacionales 
representados en los siguientes rubros: 
 
A. Servicio de almacenaje en bodegas y silos. 
B. Servicios de aduana. 
C. Servicios varios. 
D. Intereses recibidos. 
E. Comisiones recibidas. 
F. Ingresos varios. 
 
7) Para sociedades de capitalización, los ingresos operacionales anuales 
representados en lo siguientes rubros: 
 
A. Intereses. 
B. Comisiones. 
C. Dividendos. 
D. Otros rendimientos financieros. 
 
8) Para los demás establecimientos de crédito, calificados como tales por la 
Superintendencia Bancaria y entidades financieras definidas por la ley, diferentes 
a las mencionadas en los numerales anteriores, la base impositiva será la 
establecida en el numeral 1º de este artículo en los rubros pertinentes. 
 
9) Para el Banco de la República los ingresos operacionales anuales señalados en 
el numeral 1º de este artículo, con exclusión de los intereses recibidos por los 
cupos ordinarios y extraordinarios de crédito concedidos a los establecimientos 
financieros, otros cupos de crédito autorizados por la Junta Monetaria, líneas 
especiales de crédito de fomento y préstamos otorgados al Gobierno Nacional. 
 
Nota:  De acuerdo con el artículo 372 de la Constitución Política la Junta Directiva 
del Banco de la República, ejerce la autoridad monetaria, cambiaria y crediticia. 
 
ARTICULO 208.- Sobre la base gravable definida en el artículo anterior, las 
corporaciones de ahorro y vivienda pagarán el tres por mil (3%o) anual y las 
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demás entidades reguladas por el presente Código el cinco por mil (5%o) sobre 
los ingresos operacionales anuales liquidados el 31 de diciembre del año 
inmediatamente anterior al del pago. 
 
ARTICULO 209.- Los establecimientos de crédito, instituciones financieras y 
compañías de seguros y reaseguros de que tratan los artículos anteriores, que 
realicen sus operaciones en Municipios cuya población sea superior a 250.000 
habitantes, además del impuesto que resulte de aplicar como base gravable los 
ingresos previstos en el artículo 207 pagarán por cada oficina comercial adicional 
la suma de diez mil pesos ($10.000.) anuales. 
 
En los Municipios con una población igual o inferior a 250.000 habitantes, tales 
entidades pagarán por cada oficina comercial adicional la suma de cinco mil pesos 
($5.000.). 
 
Los valores absolutos en pesos mencionados en este artículo se elevarán 
anualmente en un porcentaje igual a la variación del índice general de precios 
debidamente certificado por el DANE, entre el 1º de octubre del año anterior y el 
30 de septiembre del año en curso. (Lo subrayado fue modificado por el artículo 5°  
de la Ley 242 de 1995) 
 
ARTICULO 210.- Ninguno de los establecimientos de crédito, instituciones 
financieras, compañías de seguros y reaseguros, pagarán en cada Municipio o en 
el Distrito Especial de Bogotá como impuesto de industria y comercio una suma 
inferior a la válida y efectivamente liquidada como impuesto de industria y 
comercio durante la vigencia presupuestal de 1982. 
 
ARTICULO 211.- Para la aplicación de las normas contenidas en los artículos 
anteriores, los ingresos operacionales generados por los servicios prestados a 
personas naturales o jurídicas se entenderán realizados en el Distrito Especial de 
Bogotá o en el Municipio según el caso, donde opere la principal, sucursal, 
agencia u oficinas abiertas al público. Para estos efectos las entidades financieras 
deberán comunicar a la Superintendencia Bancaria el movimiento de sus 
operaciones discriminadas por las principales, sucursales, agencias u oficinas 
abiertas al público que operen en los Municipios o en el Distrito Especial de 
Bogotá. 
 
ARTICULO 212.- La Superintendencia Bancaria informará a cada Municipio y al 
Distrito Especial de Bogotá, dentro de los cuatro (4) primeros meses de cada año, 
el monto de la base descrita en el artículo 207 de este decreto, para efectos de su 
recaudo. 
 
ARTICULO 213.- La totalidad del incremento que logre cada Municipio en el 
recaudo del impuesto de industria y comercio por la aplicación de las normas del 
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presente capítulo, se destinará a gastos de inversión, salvo que el plan de 
desarrollo municipal determine otra asignación de estos recursos. 
 
ARTICULO 258.-  Los municipios y el Distrito Especial de Bogotá sólo podrán 
otorgar exenciones de impuestos municipales por plazo limitado, que en ningún 
caso excederá de diez años, todo de conformidad con los planes de desarrollo 
municipal. 
 
ARTICULO 259.  No obstante lo dispuesto en el artículo anterior continuarán 
vigentes: 
 
1. Las obligaciones contraídas por el Gobierno en virtud de tratados o 

convenios internacionales que haya celebrado o celebre en el futuro, y las 
contraidas por la Nación, los departamentos o los municipios, mediante 
contratos celebrados en desarrollo de la legislación anterior. 

2.  Las prohibiciones que consagra la ley 26 de 1904.  Además subsisten para 
los departamentos y municipios las siguientes prohibiciones: 

 
a) La de imponer gravámenes de ninguna clase o denominación a la 

producción primaria, agrícola, ganadera y avícola, sin que se incluyan en 
esta prohibición las fábricas de productos alimenticios o toda industria 
donde haya un proceso de transformación por elemental que éste sea; 

b) La de gravar los artículos de producción nacional destinados a la 
exportación; 

c) La de gravar con el impuesto de industria y comercio la explotación de 
canteras y minas diferentes de sal, esmeraldas y metales preciosos, 
cuando las regalías o participaciones para el municipios sean iguales o 
superiores a lo que corresponderá pagar por concepto del impuesto de 
industria y comercio. 

d) La de gravar con el impuesto de industria y comercio los 
establecimientos educativos públicos, las entidades de beneficencia, las 
culturales y deportivas, los sindicatos, las asociaciones de profesionales 
y gremiales sin ánimo de lucro, los partidos políticos y los hospitales 
adscritos o vinculados al sistema nacional de salud, salvo lo dispuesto 
en el artículo 201 de este código; 

e) La de gravar la primera etapa de transformación realizada en predios 
rurales cuando se trate de actividades de producción agropecuaria, con 
excepción de toda industria donde haya una transformación por 
elemental que ésta sea; y 

f) La de gravar las actividades del Instituto de Mercadeo Agropecuario, 
IDEMA. 

 
ARTICULO 260.-  En caso de mora en el pago de los impuestos predial, de 
industria y comercio al sector financiero y de circulación y tránsito de vehículos 
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automotores se aplicarán las sanciones que para el mismo efecto están 
establecidas respecto del impuesto de renta y complementarios. 

 
 
 
 

DECRETO 3070 DEL 3 DE NOVIEMBRE DE 1983 
Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 14 de 1983 y se dictan otras 

disposiciones 
 
 
 
Nota:  Este decreto se entiende como reglamentario del Decreto 1333 de 1986 
 
ARTICULO 1.- Los contribuyentes que realicen actividades industriales, 
comerciales o de servicios en más de un municipio, a través de sucursales o 
agencias, constituidas de acuerdo con lo definido en los artículos 263 y 264 del 
Código de Comercio o de establecimientos de comercio debidamente inscritos, 
deberán registrar su actividad en cada municipio y llevar registros contables que 
permitan la determinación del volumen de ingresos obtenidos por las operaciones 
realizadas en dichos municipios. Tales ingresos constituirán la base gravable. 
 
El gravamen sobre la actividad industrial se pagará en el municipio donde se 
encuentre ubicada la fábrica o planta industrial, teniendo como base gravable los 
ingresos brutos provenientes de la comercialización de la producción.  (Lo 
subrayado fue declarado nulo en Sentencia del Consejo de Estado de junio 24 de 
1994.  Expediente 5474) 
 
ARTICULO 2.-  Los distribuidores de combustibles derivados del petróleo, que 
ejerzan paralelamente otras actividades de comercio o de servicios, deberán 
pagar por éstas de conformidad con la base ordinaria establecida en el artículo 33 
de la Ley 14 de 1983. 
 
Nota:  El artículo 33 de la Ley 14 de 1983 fue compilado en el artículo 196 del 
Decreto 1333 de 1986 
 
ARTICULO 3.-  A la persona que desarrolle las actividades de extracción y 
transformación de los derivados del petróleo se les aplicará el numeral 1 del inciso 
2º del artículo 33 de la Ley 14 de 1983 en cuanto a liquidación del impuesto se 
refiere, y a las personas que compren al industrial para vender al distribuidor que 
comercializa al público se les aplicará el numeral 2º del inciso 2º del artículo 33 de 
la misma ley. 
 
Nota:  El artículo 33 de la Ley 14 de 1983 fue compilado en el artículo 196 del 
Decreto 1333 de 1986 
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ARTICULO 4.-  Para los efectos de excluir de la base gravable los ingresos 
provenientes de la venta de artículos de producción nacional destinados a la 
exportación a que se refiere el literal b) del numeral 2º del artículo 39 de la Ley 14 
de 1983, al contribuyente se le exigirá el formulario único de exportación y una 
certificación de la respectiva Administración de Aduana en el sentido de que las 
mercancías incluidas en dicho formulario, para las cuales solicita su exclusión de 
los ingresos brutos, han salido realmente del país. 
 
 
Nota:  El artículo 39 de la Ley 14 de 1983 fue compilado en el artículo 259 del 
Decreto 1333 de 1986 
 
ARTICULO 5.-  Para efectos de la exclusión de los ingresos brutos 
correspondientes al recaudo de impuestos de aquellos productos cuyo precio esté 
regulado por el Estado, de que trata el artículo 33 de la ley que se reglamenta, el 
contribuyente deberá demostrar que tales impuestos fueron incluidos en sus 
ingresos brutos.  Las administraciones municipales regularán la manera de hacer 
tal demostración. 
 
Nota:  El artículo 33 de la Ley 14 de 1983 fue compilado en el artículo 196 del 
Decreto 1333 de 1986 
 
 
ARTICULO 6.-  Para que las entidades sin ánimo de lucro previstas en el literal d) 
del numeral 2º del artículo 39 de la ley 14 de 1983 puedan gozar del beneficio a 
que el mismo se refiere, presentarán a las autoridades locales la respectiva 
certificación con copia auténtica de sus estatutos. 
 
Cuando dichas entidades desarrollen actividades industriales, comerciales o de 
servicio se causará el impuesto de industria y comercio sobre los ingresos brutos 
del establecimiento correspondientes a tales actividades liquidado como establece 
el artículo 33 de la Ley 14 de 1983. 
 
Nota:  Los artículos 39 y 33 de la Ley 14 de 1986 fueron compilados en los 
artículos 259 y 196 del Decreto 1333 de 1986 respectivamente 
 
ARTICULO 7.-  Los sujetos del impuesto de industria y comercio deberán cumplir 
las siguientes obligaciones: 
 
1. Registrarse ante las respectivas Secretarías de Hacienda o, cuando no existan, 

ante las Tesorerías Municipales dentro de los treinta (30) días siguientes a la 
fecha de iniciación de la actividad gravable. 
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2. Presentar anualmente, dentro de los plazos que determinen las respectivas 
entidades territoriales, una declaración de industria y comercio junto con la 
liquidación privada del gravamen. 

3. Llevar un sistema contable que se ajuste a lo previsto en el Código de 
Comercio y demás disposiciones vigentes. 

4. Efectuar los pagos relativos al impuesto de industria y comercio, dentro de los 
plazos que se estipulen por parte de cada municipio. 

5. Dentro de los plazos establecidos por cada municipio, comunicar a la autoridad 
competente cualquier novedad que pueda afectar los registros de dicha 
actividad, y 

6. Las demás que establezcan los Concejos, dentro de los términos de la Ley 14 
de 1983 y normas que la adicionen o reglamenten. 

 
ARTICULO 8.-  Los sujetos del impuesto de industria y comercio tendrán los 
siguientes derechos: 
 
1. Obtener de la Administración todas las informaciones y aclaraciones relativas 

al cumplimiento de su obligación de pagar el impuesto de industria y comercio. 
2. Impugnar por la vía gubernativa los actos de la Administración, conforme a los 

procedimientos establecidos en las disposiciones legales vigentes. 
3. Obtener los certificados de paz y salvo que requieran, previo al pago de los 

derechos correspondientes. 
 
ARTICULO 9.-  De conformidad con la Ley 1ª de 1983, la Dirección General de 
Impuestos Nacionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, a través de 
sus oficinas regionales, suministrará la información que sobre las declaraciones de 
renta soliciten los municipios a través de sus Secretarios de Hacienda o de 
quienes hagan sus veces.  De igual manera los municipios suministrarán la 
información que requiera el Ministerio de Hacienda y Crédito Público sobre las 
declaraciones de industria y comercio. 
 
ARTICULO 10.-  El impuesto de avisos y tableros de que trata el artículo 37 de la 
Ley 14 de 1983 se aplica a toda modalidad de aviso, valla y comunicación al 
público.  (Lo subrayado fue declarado nulo, Sentencia del Consejo de Estado de 
junio 22 de 1990) 
 
Este impuesto será el único gravamen municipal para los avisos del contribuyente; 
lo anterior sin perjuicio del impuesto de industria y comercio que deben tributar las 
agencias de publicidad por su actividad.  Las respectivas entidades territoriales 
determinarán a través de sus oficinas competentes, los lugares, dimensión, 
calidad, número y demás requisitos de los avisos.(La parte subrayada fue 
derogada tácitamente por el artículo 14 de la Ley 140/94) 
 
Nota:  El artículo 37 de la Ley 14 de 1983 fue compilado por el artículo 200 del 
Decreto 1333 de 1986 
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LEY 43 DEL 30 DE NOVIEMBRE DE 1987 
Por la cual se regulan varios aspectos de la hacienda pública en materia de 

presupuesto, crédito público interno y externo, impuestos directos e indirectos, se 
conceden y precisan unas facultades extraordinarias, se establece una inversión 

forzosa y se dictan otras disposiciones. 
 
 
 
ARTICULO 47.- Autorízase a los Concejos Municipales y al Concejo del Distrito 
Especial de Bogotá para establecer a título de anticipo del impuesto de industria y 
comercio, una suma hasta de cuarenta por ciento (40%) del monto del impuesto 
determinado por los contribuyentes en la liquidación privada, la cual deberá 
cancelarse dentro de los mismos plazos establecidos para el pago del respectivo 
impuesto. 
 
Este monto será descontable del impuesto a cargo del contribuyente en el año o 
período gravable siguiente. 
 
 
 
 
 
 

LEY 49 DEL 28 DE DICIEMBRE DE 1.990 
Por la cual se reglamenta la repatriación de capitales, se estimula el mercado 

accionario, se expiden normas en materia tributaria, aduanera y se dictan otras 
disposiciones. 

 
 
ARTICULO   77.-   Impuesto Industria y Comercio.  Para el pago del  Impuesto  
de Industria y Comercio  sobre las actividades industriales,  el gravamen sobre la 
actividad industrial  se pagará en el municipio  donde se encuentre  ubicada la 
fábrica  o planta industrial, teniendo como base gravable  los ingresos brutos  
provenientes de la  comercialización  de la producción. 
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LEY 142 DEL 11 DE JUNIO DE 1994 
Por la cual se establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios y se 

dictan otras disposiciones. 
 
 
 
ARTICULO 24.- Régimen Tributario.  Todas las entidades prestadoras de 
servicios públicos están sujetas al régimen tributario nacional y de las entidades 
territoriales, pero se observarán estas reglas especiales: 
 
 
24.1.- Los departamentos y los municipios no podrán gravar a las empresas de 
servicios públicos con tasas, contribuciones o impuestos que no sean aplicables a 
los demás contribuyentes que cumplan funciones industriales o comerciales. 
 
 
 
 

DECRETO 2291 DEL 26 DE DICIEMBRE DE 1995 
Por el cual se fija la proporción en que debe distribuirse entre los municipios 
afectados, el impuesto de industria y comercio que le corresponde pagar a la 

Central Hidroeléctrica El Guavio 
 
 
 

ARTICULO 1.-  Fíjase la proporción en que debe distribuirse el Impuesto de 
Industria y Comercio a la capacidad instalada en la Central Hidroeléctrica El 
Guavio entre los municipios afectados por esta obra, así: 
 
 
Municipio   Factor de    Equivalente en 
Afectado   Proporcionalidad   kilovatios 
 
Gachalá   53.168%    531.680 
Ubalá    27.186%    271.860 
Gachetá     2.226%      22.260 
Gama    17.417%    174.170 
Junín      0.003%        0.030 
                   ___________       ____________ 
             100%      1.000.000 
 

LEY 383 DEL 10 DE JULIO DE 1997 
Por la cual se expiden normas tendientes a fortalecer la lucha contra la evasión y 

el contrabando, y se dictan otras disposiciones 
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ARTICULO 51.- Para efectos del artículo 24-1 de la Ley 142 de 1994, el impuesto 
de industria y comercio en la prestación de los servicios públicos domiciliarios, se 
causa en el municipio en donde se preste el servicio al usuario final sobre el valor 
promedio mensual facturado. 
 
En los casos que a continuación se indica, se tendrán en cuenta las siguientes 
reglas: 
 
1. La generación de energía eléctrica continuará gravada de acuerdo con lo 

previsto en el artículo 7 de la Ley 56 de 1981. 
2. En las actividades de transmisión y conexión de energía eléctrica, el impuesto 

se causa en el municipio en donde se encuentre ubicada la subestación y, en 
la de transporte de gas combustible, en puerta de ciudad.  En ambos casos, 
sobre los ingresos promedios obtenidos en dicho municipio. 

3. En la compraventa de energía eléctrica realizada por empresas no 
generadoras y cuyos destinatarios no sean usuarios finales, el impuesto se 
causa en el municipio que corresponda al domicilio del vendedor, sobre el 
valor promedio mensual facturado. 

 
Parágrafo 1.-  En ningún caso los ingresos obtenidos por la prestación de los 
servicios públicos aquí mencionados, se gravará más de una vez por la misma 
actividad. 
 
Parágrafo 2.-  Cuando el impuesto de industria y comercio causado por la 
prestación de los servicios públicos domiciliarios a que se refiere este artículo, se 
determine anualmente, se tomará el total de los ingresos mensuales promedio 
obtenidos en el año correspondiente.  Para la determinación del impuesto por 
períodos inferiores a un año, se tomará el valor mensual promedio del respectivo 
período. 
 
ARTICULO 67.-   Para efectos del impuesto de industria y comercio, los 
distribuidores de derivados del petróleo y demás combustibles, liquidarán dicho 
impuesto, tomando como base gravable el margen bruto de comercialización de 
los combustibles. 
 
Se entiende por margen bruto de comercialización de los combustibles, para el 
distribuidor mayorista, la diferencia entre el precio de compra al productor o al 
importador  y el precio de venta al público o al distribuidor minorista.   Para el 
distribuidor minorista, se entiende por margen bruto de comercialización, la 
diferencia entre el precio de compra al distribuidor mayorista o al intermediario 
distribuidor, y el precio de venta al público.  En ambos casos, se descontará la 
sobretasa y otros gravámenes adicionales que se establezcan sobre la venta de 
los combustibles. 
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4.  IMPUESTO DE AVISOS, TABLEROS Y VALLAS 
    
 
 

LEY 97 DEL 24 DE NOVIEMBRE DE 1913 
Que da autorizaciones especiales a ciertos Concejos Municipales 

 
 
 
ARTICULO 1.- El Concejo Municipal de la Ciudad de Bogotá puede crear 
libremente los siguientes impuestos y contribuciones, además de los existentes 
hoy legalmente; organizar su cobro y darles el destino que juzgue más 
conveniente para atender a los servicios municipales, ... 
... 
k) Impuesto por colocación de avisos en la vía pública, interior y exterior de 
coches, de tranvías, estaciones de ferrocarriles, cafés y cualquier establecimiento 
público. 
 
 
 

LEY 84 DEL 30 DE NOVIEMBRE DE 1915 
Por la cual se reforman y adicionan las leyes 4° y 97 de 1913 

 
 
 
ARTICULO 1.- Los Concejos Municipales tendrán las siguientes atribuciones, 
además de las que les confiere el artículo 169 de la Ley 4ª de 1913: 
 
Las que le fueron conferidas al Municipio de Bogotá por el artículo 1º de la Ley 97 
de 1913, excepto la de que trata el inciso b) del mismo artículo,... 
 
 
 

DECRETO 1333 DEL 25 DE ABRIL DE 1986 
Por el cual se expide el Código de Régimen Municipal 

 
 
ARTICULO 200.- El impuesto de avisos y tableros, autorizado por la ley 97 de 
1913 y la ley 84 de 1915 se liquidará y cobrará a todas las actividades 
comerciales, industriales y de servicios como complemento del impuesto de 
industria y comercio, con una tarifa de un quince por ciento (15%) sobre el valor de 
éste, fijada por los Concejos Municipales. 
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DECRETO 3070 DEL 3 DE NOVIEMBRE DE 1983 
Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 14 de 1983 y se dictan otras 

disposiciones 
 
 
Nota:  Este decreto debe entenderse como reglamentario del Decreto 1333 de 
1986 
 
ARTICULO 10.-  El impuesto de avisos y tableros de que trata el artículo 37 de la 
Ley 14 de 1983 se aplica a toda modalidad de aviso, valla y comunicación al 
público.  (Lo subrayado fue declarado nulo, Sentencia del Consejo de Estado de 
junio 22 de 1990) 
 
Este impuesto será el único gravamen municipal para los avisos del contribuyente; 
lo anterior sin perjuicio del impuesto de industria y comercio que deben tributar las 
agencias de publicidad por su actividad.  Las respectivas entidades territoriales 
determinarán a través de sus oficinas competentes, los lugares, dimensión, 
calidad, número y demás requisitos de los avisos. 
 
Nota:  El artículo 37 de la Ley 14 de 1983 fue compilado por el artículo 200 del 
Decreto 1333 de 1986 
 
 

LEY 75 DEL 23 DE DICIEMBRE DE 1986 
Por la cual se expiden normas en materia tributaria, de catastro, de fortalecimiento 

y democratización del mercado de capitales, se conceden unas facultades 
extraordinarias y se dictan otras disposiciones 

 
 
 
ARTICULO 78.- Adiciónanse los artículos 37 de la Ley 14 de 1983 y 200 del 
Decreto 1333 de 1986, en el sentido de que al sector financiero, al cual hacen 
referencia los Artículos 41 y 48 de la Ley 14 de 1983, también se le liquidará y 
cobrará el impuesto de avisos y tableros, autorizado por las Leyes 97 de 1913 y 84 
de 1915. 
 
Nota:  Los artículos 41 y 48 de la Ley 14 de 1983 fueron compilados en los 
artículos 206 y 207 del Decreto 1333 de 1986 
 
 
 
 

LEY 09 DEL 11 DE ENERO DE 1989  

 80 



Por la cual se dictan normas sobre planes de desarrollo municipal, compraventa y 
expropiación de bienes y se dictan otras disposiciones 

 
 

ARTICULO 5.-  Entiéndese por espacio público el conjunto de inmuebles públicos 
y los elementos arquitectónicos y naturales de los inmuebles privados, destinados 
por su naturaleza, por su uso o afectación, a la satisfacción de necesidades 
urbanas colectivas que trascienden, por tanto, los límites de los intereses 
individuales de los habitantes. 
 
Así, constituyen el espacio público de la ciudad las áreas requeridas para la 
circulación, tanto peatonal como vehicular, las áreas para la recreación pública, 
activa o pasiva, para la seguridad y tranquilidad ciudadana, las franjas de retiro de 
las edificaciones sobre las vías, fuentes de agua, parques, plazas, zonas verdes y 
similares, las necesarias para la instalación y mantenimiento de los servicios 
públicos básicos, para la instalación y uso de los elementos constitutivos del 
amoblamiento urbano en todas sus expresiones, para la preservación de las obras 
de interés público y de los elementos históricos, culturales, religiosos, recreativos y 
artísticos, para la conservación y preservación del paisaje y los elementos 
naturales del entorno de la ciudad, los necesarios para la preservación y 
conservación de las playas marinas y fluviales, los terrenos de bajamar, así como 
de sus elementos vegetativos, arenas y corales y, en general, por todas las zonas 
existentes o debidamente proyectadas en las que el interés colectivo sea 
manifiesto y conveniente y que constituyan, por consiguiente, zonas para el uso o 
el disfrute colectivo. 
 
 

LEY 140 DEL 23 DE JUNIO DE 1994 
Por la cual se reglamenta la publicidad exterior visual en el territorio nacional. 

 
ARTICULO 1.- Campo de aplicación. La presente Ley establece las condiciones 
en que puede realizarse Publicidad Exterior Visual en el Territorio Nacional. 
 
Se entiende por Publicidad Exterior Visual, el medio masivo de comunicación 
destinado a informar o llamar la atención del público a través de elementos 
visuales como leyendas, inscripciones, dibujos, fotografías, signos o similares, 
visibles desde las vías de uso o dominio público, bien sean peatonales o 
vehiculares, terrestres, fluviales, marítimas o aéreas. 
 
No se considera Publicidad Exterior Visual para efectos de la presente Ley, la 
señalización vial, la nomenclatura urbana o rural, la información sobre sitios 
históricos, turísticos y culturales, y aquella información temporal de carácter 
educativo, cultural o deportivo que coloquen las autoridades públicas u otras 
personas por encargo de éstas, que podrá incluir mensajes comerciales o de otra 
naturaleza siempre y cuando éstos no ocupen más del 30% del tamaño del 
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respectivo mensaje o aviso. Tampoco se considera Publicidad Exterior Visual las 
expresiones artísticas como pinturas o murales, siempre que no contengan 
mensajes comerciales o de otra naturaleza. 
 
ARTICULO 12.- Remoción o modificación de la Publicidad Exterior Visual. Sin 
perjuicio de la acción popular consagrada en el artículo 1005 del Código Civil y el 
artículo 8º. De la Ley 9ª. De 1989 y de otras acciones populares, cuando se 
hubiese colocado Publicidad Exterior Visual, en sitio prohibido por la Ley o en 
condiciones no autorizadas por ésta, cualquier persona podrá solicitar su remoción 
o modificación a la alcaldía municipal o distrital respectiva. La solicitud podrá 
presentarse verbalmente o por escrito, de conformidad con el artículo 5º. Del 
Decreto 01 de 1984 (Código Contencioso Administrativo). 
 
De igual manera y sin perjuicio del ejercicio de la acción popular, los alcaldes 
podrán iniciar una acción administrativa de oficio, para determinar si la Publicidad 
Exterior Visual se ajusta a la Ley. 
 
Recibida la solicitud o iniciada de oficio la actuación, el funcionario verificará si la 
publicidad se encuentra registrada de conformidad con el artículo anterior y si no 
se ha solicitado su registro dentro del plazo señalado por la Ley, se ordenará su 
remoción. De igual manera el funcionario debe ordenar que se remueva o 
modifique la Publicidad Exterior Visual que no se ajuste a las condiciones legales, 
tan pronto tenga conocimiento de la infracción, cuando ésta sea manifiesta o para 
evitar o para remediar una perturbación del orden público en los aspectos de 
defensa nacional, seguridad, tranquilidad, salubridad y circulación de personas y 
cosas o graves daños al espacio público. 
 
En los casos anteriores, la decisión debe adoptarse dentro de los diez (10) días 
hábiles siguientes al día de recepción de la solicitud o de la iniciación de la 
actuación. Si la decisión consiste en ordenar la remoción o modificación de una 
Publicidad Exterior Visual, el funcionario fijará un plazo no mayor de tres (3) días 
hábiles para que el responsable de la publicidad, si es conocido, la remueva o la 
modifique. Vencido este plazo, ordenará que las autoridades de policía la 
remuevan a costa del infractor. 
 
Cuando la Publicidad Exterior Visual se encuentre registrada y no se trate de los 
eventos previstos en el inciso tercero de este artículo, el Alcalde, dentro de los 
veinte (20) días hábiles siguientes al día de recepción de la solicitud o de la 
iniciación de la actuación, debe promover acción popular antes los jueces 
competentes para solicitar la remoción o modificación de la publicidad. En estos 
casos acompañará a su escrito copia auténtica del registro de la Publicidad. 
 
Parágrafo.- En las entidades territoriales indígenas los consejos de gobierno 
respectivos o la autoridad que haga sus veces, serán los responsables del 
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cumplimiento de las funciones que se asignan a las Alcaldías distritales y 
municipales en el presente artículo. 
 
ARTICULO 14.- Impuestos. Autorízase a los Concejos Municipales, Distritales y 
de las entidades territoriales indígenas que se creen, para que a partir del año 
calendario siguiente al de entrada en vigencia de la presente Ley, adecúen el 
impuesto autorizado por las Leyes 97 de 1913 y 84 de 1915, al cual se refieren la 
Ley 14 de 1983, el Decreto-Ley 1333 de 1986 y la Ley 75 de 1986, de suerte que 
también cubra la colocación de toda Publicidad Exterior Visual, definida de 
conformidad con la presente Ley. En ningún caso, la suma total de impuestos que 
ocasione cada valla podrá superar el monto equivalente a cinco (5) salarios 
mínimos mensuales por año. 
 
Las autoridades municipales tomarán las medidas necesarias para que los 
funcionarios encargados del cobro y recaudo del impuesto reciban los nombres y 
número del Nit de las personas que aparezcan en el registro de Publicidad Exterior 
Visual de que trata el artículo 12 de la presente Ley. 
 
ARTICULO 15.- Toda Valla instalada en el territorio nacional cuya publicidad que 
por mandato de la ley requiera un mensaje específico referente a salud, medio 
ambiente, cultura y cívico, no podrá ser superior a 10% del área total de la valla. 
 
La Publicidad Exterior Visual de que trata la presente Ley son aquellas que tienen 
una dimensión igual o superior a 8 metros cuadrados. 
 
No estarán obligadas a lo dispuesto en este artículo las vallas de propiedad de: la 
Nación, los Departamentos, el Distrito Capital, los Municipios, organismos 
oficiales, excepto las empresas industriales y comerciales del Estado y las de 
economía mixta, de todo orden, las entidades de beneficencia o de socorro y la 
Publicidad Exterior Visual de partidos, movimientos políticos y candidatos, durante 
las campañas electorales. 
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5.  IMPUESTO DE CIRCULACION Y TRANSITO 
 
 
Nota:  Con la expedición de la Ley 488 de diciembre 24 de 1998, únicamente está 
vigente para vehículos de servicios públicos. 
 
 
 

LEY 48 DEL 16 DE DICIEMBRE DE 1968 
Por la cual se adoptan como legislación permanente algunos decretos legislativos, 

se otorgan facultades al Presidente de la República y a las Asambleas, se 
introducen reformas al Código Sustantivo del Trabajo y se dictan otras 

disposiciones 
 
 
ARTICULO 1.- ...  
 
El Distrito Especial de Bogotá y los municipios continuarán autorizados para 
gravar con el impuesto de circulación y tránsito los vehículos de tracción 
mecánica. 
 
Los tractores y demás máquinas agrícolas no pagarán impuesto de tránsito por las 
vías públicas, siempre que lo hagan con sujeción a las disposiciones sobre 
transporte por carreteras. 
 
 
 

DECRETO 1333 DEL 25 DE ABRIL DE 1986 
Por el cual se expide el Código de Régimen Municipal 

 
 

IV Impuesto de Circulación y Tránsito 
 
 
ARTICULO 214.-... ( A partir de la vigencia de la ley 488 de 1998 no existe este 
gravamen municipal para los vehículos de servicio público particular). 
 
Parágrafo.  Quedan vigentes las normas expedidas por los Concejos Municipales 
que regulan este impuesto respecto de vehículos de servicio público, así como las 
que hubieren decretado exenciones del mismo. 
 
ARTICULO 215.-  Para la determinación del valor comercial de los vehículos 
automotores, el Instituto Nacional del Transporte, INTRA, establecerá anualmente 
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una tabla con los valores correspondientes. Para vehículos no contemplados en 
esta tabla, el propietario deberá solicitar el valor comercial al INTRA. 
 
Nota:  Las funciones del INTRA fueron asumidas por la Dirección General de 
Tránsito y Transporte Terrestre Automotor, del Ministerio de Transporte, de 
acuerdo con el decreto 2171 de 1992.  
 
ARTICULO 216-.  Cuando el vehículo entre en circulación por primera vez, 
conforme a las regulaciones vigentes, pagará por el impuesto de que trata el 
artículo 214 del presente estatuto, una suma proporcional al número de meses o 
fracción que reste del año. 
 
 
ARTICULO 217.  El impuesto de circulación y tránsito sobre vehículos tendrá un 
límite mínimo anual de doscientos pesos ($200).  A partir de 1984, esta suma se 
reajustará anualmente en el porcentaje señalado por el Gobierno Nacional en el 
año inmediatamente anterior para el impuesto sobre la renta y complementarios.  
(Lo subrayado fue modificado por los artículos 1º y  3º  de la Ley 242 de 1995) 
 
 
ARTICULO 218.- El revisado de que trata el Decreto 1344 de 1970 se realizará 
anualmente y su comprobante no podrá ser expedido sin la cancelación previa del 
impuesto a que se refiere el artículo 214.  (Derogado parcialmente por el artículo 
140 del Decreto 2150 de 1995 respecto a los vehículos particulares)  
 
 
ARTICULO 219.-  Los Municipios en donde no existan secretarías de tránsito 
clase A, recaudarán el impuesto municipal de circulación y tránsito a que se refiere 
el artículo 214 de este Decreto por intermedio de sus tesorerías. 
 
Parágrafo 1.-  Es requisito para matricular en las inspecciones departamentales 
de tránsito los vehículos de que trata este artículo, además de la documentación 
exigida por otras normas, acreditar la vecindad del propietario y la inscripción del 
vehículo en la respectiva tesorería municipal. 
 
Parágrafo 2.-  Tanto para traspasar la propiedad de los vehículos a que se refiere 
este artículo, como para su revisado, es menester acompañar el paz y salvo por 
concepto del impuesto municipal de circulación y tránsito. ( Lo subrayado fue 
derogado por el artículo 140 del Decreto 2150 de 1995 para los vehículos 
particulares). 
 
 
ARTICULO 260.- En caso de mora en el pago de los impuestos predial, de 
industria y comercio al sector financiero y de circulación y tránsito de vehículos 
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automotores se aplicarán las sanciones que para el mismo efecto están 
establecidas respecto del impuesto de renta y complementarios. 
 
 

DECRETO 1095 DEL 10 DE MAYO DE 1984 
Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 14 de 1983 y se dictan otras 

disposiciones 
 
Nota:  Debe entenderse que este Decreto es reglamentario del Decreto 1333 de 
1986 
 
ARTICULO 1.- Los municipios podrán convenir con los respectivos departamentos 
el recaudo del impuesto de circulación y tránsito de que trata la ley 48 de 1968 
 
ARTICULO 2.- El Intra elaborará cada año las tablas con los valores 
correspondientes de que trata el artículo 53 de la Ley 14 de 1983, dentro de los 
tres (3) primeros meses de cada año.  Cuando en la tabla no figuraren vehículos 
de una marca o modelo determinado, la solicitud de tasación del valor comercial 
deberá ser respondido dentro de los quince (15) días siguientes a su radicación. 
 
Las tablas que elabore el Intra en desarrollo de este artículo, regirán para el 
mismo año. 
 
Nota:  El artículo 53 de la Ley 14 de 1983 fue retomado por el artículo 215 del 
Decreto 1333 de 1986. 
 
Las funciones del INTRA fueron asumidas por la Dirección General de Tránsito y 
Transporte Terrestre Automotor del Ministerio de Transporte, de acuerdo con el 
decreto 2171 de 1992.  
 
 

LEY 44 DEL 18 DE DICIEMBRE DE 1990 
Por la cual se dictan normas sobre catastro e impuestos sobre la propiedad raíz, 

se dictan otras disposiciones de carácter tributario, y se conceden unas facultades 
extraordinarias. 

 
 

CAPITULO IV 
OTROS IMPUESTOS TERRITORIALES 

 
 
ARTICULO 19.- Impuesto de Vehículos. Los municipios, los departamentos y las 
Intendencias y Comisarías, podrán establecer sistemas de autodeclaración, por 
parte de los propietarios o poseedores de vehículos, para cancelar los impuestos 
de circulación y tránsito, de timbre nacional y demás impuestos o derechos que se 
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deban cobrar sobre el valor de los vehículos, y que son de su competencia.  
Asimismo podrán establecer sistemas de recaudo de tales gravámenes a través 
de la red bancaria. 
 
Los formularios de autodeclaración que se utilicen serán los prescritos por el 
Instituto Nacional de Transporte, (INTRA).  El Instituto señalará por vía general el 
precio mínimo de los vehículos, para todos los efectos fiscales. 
 
Nota:  Las Intendencias y Comisarías se erigieron como departamentos de 
acuerdo con el artículo 309 de la Constitución Política 
 
El impuesto de circulación sólo aplica a vehículos de servicio público y el impuesto 
de Timbre ya no existe a partir de la Ley 488 de 1998. 
  
Las funciones del INTRA fueron asumidas por la Dirección General de Tránsito y 
Transporte Terrestre Automotor, del Ministerio de Transporte, de acuerdo con el 
decreto 2171 de 1992.  
 
 
ARTICULO 20.- Facultad para establecer descuentos. Los municipios, los 
departamentos y las intendencias y comisarías, podrán decretar descuentos 
tributarios hasta del 20% en el valor de los impuestos de vehículos que sean de su 
competencia, en aquellos casos en que se demuestre que cumplen con 
dispositivos que disminuyan la contaminación, cumpliendo con las características 
mínimas señaladas por el INDERENA, o quien haga sus veces. 
 
Nota:  Las intendencias y comisarías, por disposición del artículo 309 de la 
Constitución Política de 1991 se erigieron como departamentos 
 
 

DECRETO 2150 DEL 5 DE DICIEMBRE DE 1995 
Por el cual se suprimen y reforman regulaciones, procedimientos o trámites 

innecesarios, existentes en la administración pública 
 
 
ARTICULO 140.-  Eliminación del certificado de movilización.  Elimínese en 
todo el territorio nacional el trámite de la revisión técnico-mecánica y la expedición 
del certificado de movilización para todos los vehículos automotores, con 
excepción de aquellos que cumplen el servicio público de transporte de pasajeros, 
carga o mixto. 
 
Parágrafo.-  En todo caso es obligación del propietario de cada vehículo 
mantenerlo en óptimas condiciones mecánicas y de seguridad y pagar los 
impuestos de timbre y rodamiento previstos en la ley.  Las autoridades de tránsito 
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impondrán las sanciones previstas en la ley por el incumplimiento de las normas 
de tránsito y transporte. 
 
 
 

LEY 223 DEL 20 DE DICIEMBRE DE 1995 
Por la cual se expiden normas sobre Racionalización Tributaria y se dictan otras 

disposiciones 
 
ARTICULO 272.-  El Gobierno Nacional podrá autorizar la internación temporal de 
vehículos automotores, motocicletas y embarcaciones fluviales menores con 
matrícula del país vecino, a los residentes en los departamentos que tienen zona 
de frontera, cuando sea solicitado por éstos previa comprobación de su domicilio 
en el respectivo departamento.  El Gobierno reglamentará el procedimiento para la 
internación. 
 
Estos vehículos automotores, motocicletas y embarcaciones fluviales menores 
internadas temporalmente, sólo podrán circular en el departamento donde está 
ubicada la zona de frontera respectiva. 
 
Para circular en el resto del territorio nacional, estos vehículos deberán cumplir las 
disposiciones que regulan la importación de este tipo de bienes. 
 
Cuando la internación sea superior a seis meses, contando las renovaciones, 
estos vehículos deberán pagar el impuesto de timbre y el impuesto de rodamiento 
o circulación y tránsito.  Los municipios podrán exigir el registro de estos 
vehículos, para garantizar el cumplimiento de esta obligación. 
 
 
 

LEY 488 DEL 24 DE DICIEMBRE DE 1998 
Reforma Tributaria 

 
 
ARTICULO 138. Impuesto sobre vehículos automotores. Créase el impuesto 
sobre vehículos automotores el cual sustituirá a los impuestos de timbre nacional 
sobre vehículos automotores, cuya renta se cede, de circulación y tránsito y el 
unificado de vehículos del Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá, y se regirá por 
las normas de la presente Ley. 
 
El Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá podrá mantener el gravamen a los 
vehículos de servicio público que hubiere establecido antes de la vigencia de esta 
Ley. 
ARTICULO 145.- Tarifas ... 
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PARAGRAFO 4. Los municipios que han establecido con base en normas 
anteriores a la sanción de esta ley el impuesto de circulación y transito o 
rodamiento a los vehículos de servicio público podrán mantenerlo vigente. 
 
ARTICULO 146. Declaración y pago. El impuesto de vehículos automotores se 
declarará y pagará anualmente, ante los departamentos o el Distrito Capital según 
el lugar donde se encuentre matriculado el respectivo vehículo... 
 
ARTICULO 148. Traspaso de propiedad y traslado del registro. Las 
autoridades de tránsito se abstendrán de autorizar y registrar el traspaso de la 
propiedad de los vehículos gravados, hasta tanto se acredite que se está al día en 
el pago del impuesto sobre vehículos automotores y se haya pagado el seguro 
obligatorio de accidentes de tránsito. 
 
PARAGRAFO. El traslado y rematrícula de los vehículos no genera ningún costo o 
erogación.  
 
ARTICULO 149. Calcomanías. Todos los vehículos deberán portar en lugar 
visible la calcomanía que demuestre el pago oportuno del impuesto sobre 
vehículos automotores y del seguro obligatorio de accidentes de tránsito. Los 
períodos para el pago del impuesto y el seguro se unificarán para hacer operativo 
el mecanismo. El Gobierno Nacional reglamentará los requisitos y condiciones 
para su expedición, funcionamiento y entrega. 
 
Todas las autoridades de tránsito en el país y la Policía Nacional deberán 
inmovilizar los vehículos que no porten la calcomanía establecida en el presente 
artículo, hasta que se demuestre el pago del impuesto sobre vehículos 
automotores y del seguro obligatorio de accidentes de tránsito.  
 
Además de la inmovilización, por el hecho de no portar la calcomanía a que se 
refiere el presente artículo, los municipios, departamentos y distritos podrán 
establecer multas de hasta cinco (5) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
 
ARTICULO 150. Distribución del recaudo. 
 
Del total recaudado por concepto de impuesto, sanciones e intereses, en su 
jurisdicción, al departamento le corresponde el ochenta por ciento (80%). El veinte 
por ciento (20 por ciento) corresponde a los municipios a que corresponda la 
dirección informada en la declaración. 
 
El Gobierno Nacional determinará el máximo número de días que podrán exigir las 
entidades financieras como reciprocidad por el recaudo del impuesto, entrega de 
las calcomanías y el procedimiento mediante el cual estas abonarán a los 
respectivos entes territoriales y a los Corpes el monto correspondiente. 
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PARAGRAFO 1. Al Distrito Capital le corresponde la totalidad del impuesto 
recaudado en su jurisdicción... 
 
 
 

DECRETO 2654 DEL 29 DE DICIEMBRE DE 1.998 
 

Por medio del cual se reglamenta el impuesto de vehículos automotores de que 
trata el Capítulo VI de la ley 488 del 24 de diciembre de 1.998 

 
ARTICULO 2.- Declaración y pago del impuesto. Los propietarios o 
poseedores de los vehículos automotores gravados, incluidas las motocicletas 
de más de 125 C.C. de cilindrada, deberán declarar y pagar el impuesto 
anualmente ante el departamento o el Distrito Capital de Santafé de Bogotá, 
según la jurisdicción donde se encuentre matriculado el respectivo vehículo. 
 
Los departamentos y el Distrito Capital de Santafé de Bogotá, como 
administradores del impuesto, determinarán los plazos y las entidades 
financieras, ubicadas dentro de su jurisdicción, para la presentación y pago de 
la declaración del impuesto.  
 
 
 
ARTICULO 5.- Beneficiarios de las rentas. Son beneficiarios de las rentas 
recaudadas por concepto del Impuesto sobre Vehículos Automotores, incluidos los 
intereses y sanciones, los departamentos en cuya jurisdicción se encuentre 
matriculado el vehículo gravado, y los municipios a los que corresponda la 
dirección informada en la declaración. 
 
ARTICULO 6.- Distribución del Recaudo. Las rentas recaudadas por concepto 
del Impuesto sobre Vehículos Automotores, incluidos los intereses y sanciones, 
serán distribuidas directamente por la institución financiera con la cual el 
departamento haya celebrado el convenio de recaudo, según los valores 
determinados por el declarante en el formulario de la declaración del impuesto, 
dentro de los veinte (20) días siguientes a la fecha del recaudo, conforme se 
señale en dicho convenio. 
 
Parágrafo 1. Las instituciones financieras deberán remitir a los departamentos y 
municipios beneficiarios de los recursos, la respectiva copia de las declaraciones 
presentadas sobre las cuales se realizó la liquidación del monto de la 
transferencia, dentro del mes siguiente a su presentación. 
Parágrafo  2. Antes del 31 de diciembre del año anterior a la vigencia fiscal que se 
va a declarar, los departamentos, los municipios y los CORPES, beneficiarios del 
impuesto, deberán informar a las instituciones financieras con la cual el 
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departamento haya celebrado el convenio económico de recaudo, el número de la 
cuenta corriente a la cual se les debe girar lo recaudado mensualmente. 
 
ARTICULO 7.- Vigencia del Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito. 
Para efectos de la presentación de la declaración del impuesto, la póliza del 
Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito deberá tener una vigencia que cubra 
hasta el 31 de diciembre, como mínimo. 
 
ARTICULO 8.- Traslado y unificación del Registro Terrestre Automotor. Los 
departamentos, como administradores del impuesto, deberán unificar el "Registro 
Terrestre Automotor" en sus respectivas jurisdicciones, de tal forma que les 
permita ejercer un control directo sobre las obligaciones fiscales relativas al 
mismo, causadas antes y en vigencia de la Ley 488 del 24 de diciembre de 1998. 
 
Para efectos de la actualización y unificación del registro por parte de los 
departamentos, los municipios, antes del 31 de mayo de 1999 deberán 
suministrarles la información de los registros de su jurisdicción, que hayan 
administrado, incluyendo el de las obligaciones de los vehículos registrados en los 
mismos. 
 
Parágrafo.- Para los vehículos automotores que se internen temporalmente en el 
territorio nacional, los departamentos y el Distrito Capital de Santafé de Bogotá 
deberán constituir un "Registro Terrestre Automotor" independiente, para efectos 
de la administración y control de este impuesto. 
 
ARTICULO 9.- Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de la 
fecha de su expedición y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 
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6.  IMPUESTO DE ESPECTACULOS PUBLICOS 
 
 
 

LEY 12 DEL 23 DE SEPTIEMBRE DE 1932 
Sobre autorizaciones al Gobierno para obtener recursos extraordinarios 

 
ARTICULO 7.- Con el objeto de atender al servicio de los bonos del empréstito 
patriótico que emita el Gobierno establécense los siguientes gravámenes: 
 
1) Un impuesto del diez por ciento (10 por 100) sobre el valor de cada boleta de 

entrada personal a espectáculos públicos de cualquier clase,... 
 
Estos gravámenes desaparecerán tan pronto como se haya amortizado el 
empréstito. 
 
 

DECRETO 1558 DEL 27 DE SEPTIEMBRE DE 1932 
Reglamentación de los impuestos fijados por la Ley 12 de 1932 

 
 
ARTICULO 1.- A partir del 1o. de octubre de 1932 y con la excepción consignada 
en el numeral 2o. de este artículo, se harán efectivos los siguientes impuestos 
establecidos por la Ley 12 del año en curso: 
 
1) Un impuesto del diez por ciento (10 por 100) sobre el valor de cada boleta 

personal a espectáculos públicos de cualquier clase, ... 
 
Para los efectos de este Decreto entiéndese por espectáculos públicos, entre 
otros, los siguientes: exhibiciones cinematográficas, compañías teatrales, circos, 
exhibiciones y demás espectáculos de esta índole, corridas de toros, carreras de 
caballos y exhibiciones deportivas, etc. 
... 
 
ARTICULO 2.-  Para el recaudo de los anteriores impuestos se procederá de la 
manera siguiente: 
 
a) Espectáculos Públicos 

 
Todo individuo o entidad que quiera llevar a cabo un espectáculo público de 
cualquiera naturaleza deberá presentar a la oficina de Hacienda Nacional 
respectiva las boletas que vaya a dar al expendio, junto con una relación 
pormenorizada de ellas, en la cual se exprese su número, clase y precio.  De esta 
relación se tomará nota en un libro de registro especial.  Las boletas serán 
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selladas por la oficina recaudadora y devueltas al interesado, para que al día 
siguiente útil de verificado el espectáculo, exhiba el saldo no vendido, con el objeto 
de hacer la liquidación y el pago del impuesto que corresponda a las boletas 
vendidas. 
 
La empresa o persona que diere a la venta boletas para espectáculos públicos sin 
el requisito antes expresado, incurrirá en una multa de cincuenta pesos ($50) a 
quinientos pesos ($500), y en caso de reincidencia se prohibirá continuar la 
representación o espectáculo respectivo por la primera autoridad política del lugar. 
 
Si las boletas de que se habla se hubieren ya sellado por alguna autoridad 
municipal, con ocasión del cobro o control de impuestos municipales, bastará que 
el Recaudador de Hacienda la registre en el libro respectivo. 
 
 
Parágrafo 1.-  Ningún empleado de Hacienda Nacional podrá sellar o registrar 
boletas para espectáculos públicos, sin que el interesado haya constituido una 
garantía a satisfacción del Recaudador, para responder del valor del impuesto 
correspondiente al total de las boletas selladas o registradas.  En caso de que por 
cualquier causa no se pagare el impuesto causado en todo o en parte, y que la 
garantía exigida no fuere suficiente o eficaz, será de cargo del Recaudador el 
impuesto dejado de pagar. 
 
 
Parágrafo 2.-  Los Alcaldes no podrán conceder permiso para llevar a cabo 
ningún espectáculo, sin que se les presente una certificación o aviso del empleado 
de Hacienda Nacional respectivo, en que conste que las boletas han sido selladas 
o registradas, según el caso, y que se ha constituido la garantía para responder 
por el pago del impuesto. 
 
Nota:  A partir de la cesión de este impuesto a los municipios, debe entenderse 
que la función que cumplía Hacienda Nacional la cumplirá la Tesorería Municipal o 
la dependencia que haga sus veces. 
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DECRETO 1333 DEL 25 DE ABRIL DE 1986 
Por el cual se expide el Código de Régimen Municipal. 

 
  

VI.  Impuesto de Espectáculos Públicos 
 
 
ARTICULO 223.-  Es propiedad exclusiva de los Municipios y del Distrito Especial 
de Bogotá, el impuesto denominado "espectáculos públicos", establecido por el 
artículo 7º de la ley 12 de 1932 y demás disposiciones complementarias. 

 
 
 

DECRETO 057 DEL 27 DE ENERO DE 1969 
Por el cual se reglamenta la Ley 33 de 1968 

 
 
Nota:  En lo referente al Impuesto a espectáculos públicos, la ley 33 de 1968 fue 
incorporada en el artículo 223 del Decreto 1333 de 1986 
  
ARTICULO 6.- A partir del 1o. de febrero de 1969 corresponde al Distrito Especial 
de Bogotá y a los Municipios, la administración, recaudo y control de los impuestos 
nacionales que fueron declarados de propiedad exclusiva suya, de conformidad 
con el artículo 3o. de la Ley 33 de 1968. 
 
ARTICULO 7.- El Distrito Especial de Bogotá, y los Municipios que se beneficiarán 
con la cesión de los impuestos aludidos organizarán su administración y recaudo 
en tal forma que las tarifas sean las mismas actuales y que los procedimientos 
para percibirlos se ciñan a las leyes y decretos que los crearon y reglamentaron. 
 
En consecuencia, al efectuar los recaudos por conducto de la Tesorería Distrital y 
de las Municipales deberán observarse los sistemas establecidos, así: 
 
a) El impuesto creado por el artículo 7o. de la Ley 12 de 1932, que grava toda 
boleta de entrada personal a espectáculos públicos con un 10% sobre su valor, se 
seguirá liquidando, recaudando y controlando en la forma prevista por el Decreto 
1558 de 1932 o por el procedimiento establecido o que se establezca en el Distrito 
o Municipio para el cobro del impuesto sobre espectáculos públicos; 
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7.  IMPUESTO DE ESPECTACULOS PUBLICOS CON DESTINO AL DEPORTE Y 
A LA CULTURA 

 
 

LEY 1ª DEL 25 DE ENERO DE 1967 
Por la cual se provee a la reconstrucción  de las zonas devastadas por el incendio 

de Quibdó, y la ayuda de los damnificados por este mismo suceso. 
 
 
ARTICULO 8.-  Con destino exclusivo a la reconstrucción de la ciudad de Quibdó, 
establécese en todo el país por el término de cuatro (4) meses, contados a partir 
de la fecha que el Gobierno señale, una cuota de recargo "Pro Ciudad Quibdó", 
del 10% sobre el valor de cada boleta personal de entrada a espectáculos públicos 
de cualquier clase.  Su producido será consignado en la Tesorería General de la 
República, a órdenes del “Comité de Coordinación Ciudadana.” 
 
 

LEY 49 DEL 7 DE DICIEMBRE DE 1967 
Por la cual la Nación Coopera a la Celebración de los VI Juegos 

Deportivos Panamericanos y se dictan otras disposiciones 
 
 
ARTICULO 4.-  El Gobierno y la Contraloría General de la República tendrán la 
fiscalización y vigilancia de la inversión de los recursos de que tratan los artículos 
anteriores. 
 
ARTICULO 5.-   El recargo del 10% sobre el valor de cada boleta de entrada a los 
espectáculos públicos, establecido por el artículo 8º  de la Ley 1ª  de 1967, 
continuará cobrándose en el territorio del Valle del Cauca durante los años de 
1968 a 1972, inclusive y su producto total se destinará a la preparación de 
deportistas y a la realización de los VI Juegos Panamericanos.  El producto de 
dicho recargo se consignará en la Tesorería General de la República, a órdenes 
del Comité Organizador de dicho evento deportivo, y el control y fiscalización de 
su inversión se hará en los términos del artículo cuarto de esta Ley 
 
 
 
 
 
 
 
 

LEY 47 DEL 7 DE DICIEMBRE DE 1968 

 95 



Por la cual la Nación coopera a la Celebración de los IX Juegos 
Nacionales, se dan facultades extraordinarias al Presidente de la 

República y se dictan otras disposiciones 
 
 
ARTICULO 4.-  El impuesto de que trata el artículo 5º  de la ley 49 de 1967, se 
hace extensivo a todo el territorio nacional y el producido del mismo será 
destinado en el Distrito Especial, los Departamentos, Intendencias y Comisarías, 
exclusivamente al fomento del deporte, a la preparación de los deportistas, a la 
construcción de instalaciones deportivas y adquisición de equipos e implementos, 
en la proporción que se recaudare en cada una de las secciones del país 
enunciadas"  (Lo subrayado fue modificado por los artículos 70 y 77  de la Ley 181 
de 1995 y este a su vez por el artículo 26 de la Ley 508 de 1999) 
 
 

LEY 30 DEL 20 DE DICIEMBRE DE 1971 
Por la cual la Nación contribuye a la realización de los primeros 
Juegos deportivos de los Territorios Nacionales y de los X y XI 

Juegos Deportivos Nacionales, y se dictan medidas relacionadas con  
El fomento del Deporte y la Cultura 

 
 
ARTICULO 9.-  El impuesto de que trata el artículo quinto de la ley 49 de 1967 
hecho extensivo a todo el territorio nacional en desarrollo del artículo cuarto de la 
ley 47 de 1968, continuará cobrándose indefinidamente con posterioridad al 31 de 
diciembre de 1972 . 
 
Parágrafo.-  El Gobierno Nacional por medio de Decreto reglamentará la forma 
como debe recaudarse y entregarse a las Juntas Administradoras de Deportes, el 
producido del impuesto a que se refiere el presente artículo. 
 
 

LEY 2ª DEL 21 DE ENERO  DE 1976 
Por la cual se reorganizan los impuestos de papel sellado y de 

Timbre y se dictan otras disposiciones en materia de impuestos indirectos 
 

 
ARTICULO 75.-  Estarán exentas del impuesto de espectáculos contemplado en 
los Artículos 8º de la ley 1ª de 1967 y 9ª de la ley 30 de 1971, las presentaciones 
de los siguientes: 
 
 
a) Compañías o conjuntos de ballet clásico y moderno; 
b) Compañías o conjuntos de ópera, opereta y zarzuela; 
c) Compañías o conjuntos de teatro en sus diversas manifestaciones; 
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d) Orquestas y conjuntos musicales de carácter clásico; 
e) Grupos corales de música clásica; 
f) Solistas e instrumentistas de música clásica 
 
Para gozar de esta exención deberá acreditarse el concepto del Instituto 
Colombiano de Cultura acerca de la calidad cultural del espectáculo.  Dicha 
entidad podrá exigir, como requisito para disfrutar la exención, una función gratuita 
en cada departamento, intendencia o comisaría donde se autorice el espectáculo 
para ser presentado a obreros o estudiantes u otros grupos de personas, de 
conformidad con los planes de cultura del Instituto. 
 
 

LEY 06 DEL 30 DE JUNIO DE 1992 
Por la cual se expiden normas en materia tributaria, se otorgan facultades para 
emitir títulos de deuda pública interna, se dispone un ajuste de pensiones del 

sector público y se dictan otras disposiciones 
 

ARTICULO 125.-  Exención del impuesto de la Ley 30 de 1971 para el cine.  A 
partir del 1º de enero de 1993, la exhibición cinematográfica en salas comerciales, 
estará exenta del gravamen contemplado en la Ley 30 de 1971. 
 
 
 

LEY 181 DEL 18 DE ENERO DE 1995 
Por la cual se dictan disposiciones para el fomento del deporte, 

La recreación, el aprovechamiento del tiempo libre y la educación física 
Y se crea el Sistema Nacional del Deporte 

 
ARTICULO 70.-  Los municipios, en cumplimiento de la Ley 12 de 1986, el 
Decreto 77 de 1986, y la Ley 60 de 1993, tendrán a su cargo la construcción, 
administración y adecuación de los respectivos escenarios deportivos.  El Instituto 
Colombiano del Deporte, Coldeportes, dará la asistencia técnica correspondiente. 
 
ARTICULO 77.- Impuesto a espectáculos públicos. El impuesto a los espectáculos 
públicos a que se refieren la Ley 47 de 1968 y la Ley 30 de 1971, será el 10% del 
valor de la correspondiente entrada al espectáculo, excluidos los demás impuestos 
indirectos que hagan parte de dicho valor. La persona natural o jurídica 
responsable del espectáculo será responsable del pago de dicho impuesto. La 
autoridad municipal o distrital que otorgue el permiso para la realización del 
espectáculo, deberá exigir previamente el importe efectivo del impuesto o la 
garantía bancaria o de seguros correspondiente, la cual será exigible dentro de las 
24 horas siguientes a la realización del espectáculo. El valor efectivo del impuesto, 
será invertido por el municipio o distrito de conformidad con lo establecido en el 
artículo 70 de la presente ley. 
 

 97 



Parágrafo.- Las exenciones del impuesto a espectáculos públicos son las 
taxativamente enumeradas en el artículo 75 de la Ley 2a. de 1976. Para gozar de 
tales exenciones, el Instituto Colombiano de Cultura, Colcultura, expedirá actos 
administrativos motivados con sujeción al artículo citado. Todo lo anterior se 
entiende sin perjuicio de lo establecido en el artículo 125 de la Ley 6a. de 1992. 
 
ARTICULO 79.- Sanciones. La mora en el pago por el responsable o entrega por 
el funcionario recaudador de los gravámenes a que se refieren los Artículos 
precedentes, causará intereses moratorios a favor del ente correspondiente, a la 
misma tasa vigente para la mora en el pago del impuesto de renta en Colombia, 
sin perjuicio de las causales de mala conducta en que incurran los funcionarios 
responsables del hecho. 
 
ARTICULO 80.- Facultades de fiscalización y control. Los entes territoriales 
beneficiarios de los gravámenes regulados en los artículos precedentes para los 
efectos de su control y recaudo, tienen las facultades de inspeccionar los libros y 
papeles de comercio de los responsables, verificar la exactitud de las liquidaciones 
y pagos de los impuestos, ordenar la exhibición y examen de libros, comprobantes 
y documentos de los responsables o de terceros, tendientes a verificar el 
cumplimiento de las obligaciones tributarias correspondientes. 
 
En ejercicio de tales facultades, podrán aplicar las sanciones establecidas en el 
artículo 79 de esta ley  y ordenar el pago de los impuestos pertinentes, mediante 
la expedición de los actos administrativos a que haya lugar, los cuales se 
notificarán en la forma establecida en los Artículos 44 y siguientes del Código 
Contencioso Administrativo. Contra estos actos procede únicamente el recurso de 
reposición en los términos de los Artículos 50 y siguientes del mismo código. 
 
 
 

LEY 397 DEL 7 DE AGOSTO DE 1997 
Por la cual se desarrollan los artículos 70, 71 y 72 y demás artículos concordantes 
de la Constitución Política y se dictan normas sobre patrimonio cultural, fomentos 
y estímulos a la cultura, se crea el Ministerio de la Cultura y se trasladan algunas 

dependencias. 
 
 
ARTICULO 39.-  Impuestos de espectáculos públicos e impuestos sobre ventas.  
A las exenciones consagradas en el artículo 75 de la ley 2ª de 1976, se le 
adicionan las siguientes: 
 
a) Compañías o conjuntos de danza folclórica; 
b) Grupos corales de música contemporánea; 
c) Solistas e instrumentistas de música contemporánea y de expresiones 

musicales colombianas; 
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d)  Ferias artesanales. 
 

LEY 508 DEL 29 DE JULIO DE 1999 
 

Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo para los años 1999-2002 
 

ARTICULO 26.- Espectáculos Públicos y Cultura.- Para el financiamiento de los 
programas culturales prioritarios definidos en esta Ley, los recursos recaudados 
por el pago del impuesto de espectáculos públicos, con exclusión de aquellos que 
sena de carácter deportivo, serán destinados al financiamiento de actividades 
artísticas y culturales, en coordinación con el Ministerio de Cultura 
 
 
8.  IMPUESTO DE EXTRACCION DE ARENA, CASCAJO Y PIEDRA 

 
 
 
 

DECRETO 1333 DEL 25 DE ABRIL DE 1986  
Por el cual se expide el Código de Régimen Municipal 

 
 

XIII Otros Impuestos 
 
 
 
ARTICULO 233.-  Los Concejos Municipales y el Distrito Especial de Bogotá, 
pueden crear los siguientes impuestos, organizar su cobro y darles el destino que 
juzguen más conveniente para atender a los servicios municipales: 
 
a) Impuesto de extracción de arena, cascajo y piedra del lecho de los cauces de 

ríos y arroyos, dentro de los términos municipales, sin perjudicar el laboreo y el 
aprovechamiento legítimos de las minas  y de las aguas. 

 
 
Nota: Mediante sentencia No. C-221 de enero 29 de 1997 la Corte Constitucional 
estableció que este impuesto estará vigente hasta el año 2002 o hasta la fecha en 
que el Congreso regule las regalías a la extracción, si ésta es anterior. 
 

9.  IMPUESTO DE DEGUELLO DE GANADO MENOR 
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LEY 20 DE AGOSTO 24 DE1908 
Que adiciona y reforma la Ley 149 de 1888, sobre régimen político 

Y Municipal 
 
 
 
ARTICULO 17.-  Serán Rentas Municipales: 
... 
 
3. La renta de degüello de ganado menor. 
 
 
 
 

DECRETO 1333 DE ABRIL 25 DE 1986 
 Por el cual se expide el Código de Régimen Municipal 

 
 
 

 IX Impuesto de Degüello de Ganado Menor 
 
 
 
ARTICULO 226.-  Las rentas sobre degüello de ganado menor no podrán darse 
en arrendamiento.   
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10.  DELINEACION URBANA 
 
 
 
 

DECRETO 1333 DEL 25 DE ABRIL DE 1986  
Por el cual se expide el Código de Régimen Municipal 

 
 
 

XIII Otros Impuestos 
 
 
ARTICULO 233.- Los Concejos Municipales y el Distrito Especial de Bogotá, 
pueden crear los siguientes impuestos, organizar su cobro y darles el destino que 
juzguen más conveniente para atender a los servicios municipales: 
 
b) Impuesto de delineación en los casos de construcción de nuevos edificios o de 
refacción de los existentes. 
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11.  SOBRETASA A LA GASOLINA 
 
 
 

LEY 86 DEL 29 DE DICIEMBRE DE 1989 
Por la cual se dictan normas sobre sistemas de servicio público urbano de 

transporte masivo de pasajeros y se proveen recursos para su financiamiento 
 
 
 

CAPITULO II 
De la financiación de los sistemas de transporte masivo 

 
 
 
ARTICULO 2.-  Para efectos de la presente Ley se define como sistema de 
servicio público urbano de transporte masivo de pasajeros el conjunto de predios, 
equipos, señales, paraderos, estaciones e infraestructura vial utilizados para 
satisfacer la demanda de transporte en un área urbana por medios de transporte 
sobre rieles u otro modo de transporte. 
 
ARTICULO 3.-  El área de influencia de un sistema de servicio público urbano de 
transporte masivo de pasajeros estará comprendida por el Distrito Especial de 
Bogotá o los municipios servidos directamente por el sistema y los conectados a 
ése y éste por otros servicios de transporte colectivo urbano o metropolitano y por 
la red vial urbana. 
 
De conformidad con lo previsto en el inciso anterior, el Gobierno Nacional señalará 
el área de influencia con base en los estudios técnicos elaborados por la 
respectiva empresa pública que ejecute el proyecto. 
 
ARTICULO 5.-   Cuando las rentas propias de los municipios, incluido el   Distrito 
Especial de Bogotá, no sean suficientes para garantizar la pignoración de los 
recursos prevista en el artículo anterior, quedan facultados para: 
... 
b) Cobrar una sobretasa al consumo de la gasolina motor hasta del 20% de su 

precio al público sobre las ventas de Ecopetrol en la planta o plantas que den 
abasto a la zona de influencia del respectivo sistema, previo concepto del 
Consejo de Política  Económica  y Social, Conpes. 

 
Los incrementos a que se refiere el presente artículo se destinarán exclusivamente 
a la financiación de sistemas de servicio público urbano de transporte masivo de 
pasajeros y se cobrarán a partir del 1º de  enero del año siguiente a aquel en que 
se perfeccione el contrato para su desarrollo. 
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CAPITULO III 

Del sistema de transporte masivo del Valle del Aburrá 
 

ARTICULO 6.- Para atender las erogaciones causadas por la construcción del 
sistema de transporte masivo de pasajeros del Valle de Aburrá, y  prioritariamente  
el servicio de la deuda,  se cobrará una sobretasa  al consumo  de la gasolina 
motor del 10% de su precio al público  sobre las ventas de Ecopetrol  en la planta 
de abastecimiento  ubicada en  el Valle de Aburrá  a partir del   1º  de enero  de 
1990. 
 
 

LEY 128 DEL 23 DE FEBRERO DE  1994 
Por la cual se expide la Ley Orgánica de las Areas Metropolitanas. 

 
 
ARTICULO 22.-  Patrimonio.  El patrimonio y renta del Area Metropolitana estará 
constituído por: 
...... 
 
j)  La sobretasa a la gasolina que se cobre dentro de la jurisdicción de cada Area 
Metropolitana acorde con lo establecido por la Ley 86 de 1989; 
.....  
 
 
 

 
LEY 223 DEL 20 DE DICIEMBRE 1995 

Por la cual se expiden normas sobre racionalización tributaria y se dictan otras 
disposiciones 

 
ARTICULO 259.- Sobretasa a los combustibles  La sobretasa a los 
combustibles, de que tratan las leyes 86 de 1989 y 105 de 1993 y el artículo 156 
del decreto 1421 de 1.993, se aplicará únicamente a las gasolinas motor, extra y 
corriente. 
 
 

LEY 488 DEL 24 DE DICIEMBRE DE 1998 
Reforma Tributaria 

 
 
ARTICULO 117. Sobretasa a la Gasolina Motor y al ACPM. Autorízase a los 
municipios, distritos y departamentos, para adoptar la sobretasa a la gasolina 
motor extra y corriente, en las condiciones establecidas en la presente Ley. 
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Crease como contribución nacional la sobretasa al ACPM. La sobretasa al ACPM 
será del seis por ciento (6%). Será cobrada por la Nación y distribuida en un 
cincuenta por ciento (50%) para el mantenimiento de la red vial nacional y otro 
cincuenta por ciento (50%) para los departamentos incluido el Distrito Capital con 
destino al mantenimiento de la red vial. La base gravable, el hecho generador, la 
declaración, el pago, la causación y los otros aspectos técnicos serán iguales a los 
de la sobretasa de la gasolina".  
 
ARTICULO 118. Hecho generador. Está constituido por el consumo de gasolina 
motor extra y corriente nacional o importada, en la jurisdicción de cada municipio, 
distrito y departamento. 
 
Para la sobretasa al ACPM, el hecho generador está constituido por el consumo 
de ACPM nacional o importado, en la jurisdicción de cada departamento o en el 
Distrito Capital de Santafé de Bogotá. 
 
No generan la sobretasa las exportaciones de gasolina motor extra y corriente o 
de ACPM.  
 
ARTICULO 119. Responsables. Son responsables de la sobretasa, los 
distribuidores mayoristas de gasolina motor extra y corriente y del ACPM, los 
productores e importadores. Además son responsables directos del impuesto los 
transportadores y expendedores al detal, cuando no puedan justificar debidamente 
la procedencia de la gasolina que transporten o expendan y los distribuidores 
minoristas en cuanto al pago de la sobretasa de la gasolina y el ACPM a los 
distribuidores mayoristas, productores o importadores, según el caso. 
 
ARTICULO 120. Causación. La sobretasa se causa en el momento en que el 
distribuidor mayorista, productor o importador enajena la gasolina motor extra o 
corriente o ACPM, al distribuidor minorista o al consumidor final.  
 
Igualmente se causa en el momento en que el distribuidor mayorista, productor o 
importador retira el bien para su propio consumo. 
 
ARTICULO 121. Base gravable. Está constituida por el valor de referencia de 
venta al público de la gasolina motor tanto extra como corriente y del ACPM, por 
galón, que certifique mensualmente el Ministerio de Minas y Energía.  
 
Parágrafo .- El valor de referencia será único para cada tipo de producto. 
 
ARTICULO 122. Tarifa municipal y distrital. El Concejo municipal o distrital, 
dentro de los noventa (90) días siguientes a la vigencia de esta Ley, fijará la tarifa 
de la sobretasa a la gasolina motor extra o corriente aplicable en su jurisdicción, la 
cual no podrá ser inferior al catorce por ciento (14%) ni superior al quince por 
ciento (15%). 
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ARTICULO 123. Tarifa departamental. La Asamblea Departamental, fijará la 
tarifa de la sobretasa a la gasolina motor extra o corriente aplicable en su 
jurisdicción, la cual no podrá ser inferior al cuatro por ciento (4%) ni superior al 
cinco por ciento (5%).  
 
Parágrafo.- Para los fines de este artículo, el Departamento de Cundinamarca no 
incluye al Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá. La tarifa aplicable a la sobretasa 
a la gasolina motor extra o corriente en el Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá, 
podrá continuar siendo hasta del veinte por ciento (20%).  
 
ARTICULO 124. Declaración y pago. Los responsables mayoristas cumplirán 
mensualmente con la obligación de declarar y pagar las sobretasas, en las 
entidades financieras autorizadas para tal fin, dentro de los quince (15) primeros 
días calendario del mes siguiente al de causación.  
 
La declaración se presentará en los formularios que para el efecto diseñe u 
homologue el Ministerio de Hacienda y Crédito Público a través de la Dirección de 
Apoyo Fiscal y en ella se deberá distinguir el monto de la sobretasa según el tipo 
de combustible, que corresponde a cada uno de los entes territoriales, a la Nación 
y al Fondo de Compensación. 
 
Parágrafo 1. Los distribuidores minoristas deberán cancelar la sobretasa a la 
gasolina motor corriente o extra y al ACPM al responsable mayorista, dentro de los 
siete (7) primeros días calendario del mes siguiente al de la causación. 
 
Parágrafo 2. Para el caso de las ventas de gasolina o ACPM que no se efectúen 
directamente a las estaciones de servicio, la sobretasa se pagará en el momento 
de la causación. En todo caso se especificará al distribuidor mayorista el destino 
final del producto para efectos de la distribución de la sobretasa respectiva."  
 
 
ARTICULO 125. Responsabilidad penal por no consignar los valores 
recaudados por concepto de sobretasa a la gasolina y al ACPM. El 
responsable de las sobretasas a la gasolina motor y al ACPM que no consigne las 
sumas recaudadas por concepto de dichas sobretasas, dentro de los quince (15) 
primeros días calendario del mes siguiente al de la causación, queda sometido a 
las mismas sanciones previstas en la ley penal para los servidores públicos que 
incurran en el delito de pecúlado por apropiación. Igualmente se le aplicarán las 
multas, sanciones e intereses establecidos en el Estatuto Tributario para los 
responsables de la retención en la fuente. 
 
Tratándose de sociedades u otras entidades, quedan sometidas a esas mismas 
sanciones las personas naturales encargadas en cada entidad del cumplimiento 
de dichas obligaciones. Para tal efecto, las empresas deberán informar a la 
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administración municipal, departamental, distrital o nacional de la cual sean 
contribuyentes, con anterioridad al ejercicio de sus funciones, la identidad de la 
persona que tiene la autonomía suficiente para realizar tal encargo y la constancia 
de su aceptación. De no hacerlo las sanciones previstas en este artículo recaerán 
en el representante legal.  
 
En caso de que los distribuidores minoristas no paguen el valor de la sobretasa a 
los distribuidores mayoristas dentro del plazo estipulado en la presente Ley, se 
harán acreedores a los intereses moratorios establecidos en el Estatuto Tributario 
para los responsables de retención en la fuente y a la sanción penal contemplada 
en este artículo. 
 
Parágrafo .- Cuando el responsable de la sobretasa a la gasolina motor y/o al 
ACPM extinga la obligación tributaria por pago o compensación de las sumas 
adeudadas, no habrá lugar a responsabilidad penal. 
 
ARTICULO 126. Características de la sobretasa. Los recursos provenientes de 
las sobretasas a la gasolina y al ACPM podrán titularizarse y tener en cuenta 
como ingreso para efecto de la capacidad de pago de los municipios, distritos y 
departamentos. Solo podrán realizarse en moneda nacional, dentro del respectivo 
período de gobierno y hasta por un ochenta por ciento (80%) del cálculo de los 
ingresos que se generarán por la sobretasa en dicho período, y solo podrá ser 
destinada a los fines establecidos en las leyes que regulan la materia. 
 
Las asambleas departamentales al aprobar los planes de inversión deberán dar 
prioridad a las inversiones en infraestructura vial en municipios que no tengan 
estaciones de gasolina. 
 
Parágrafo .- Los departamentos podrán destinar hasta un cuarenta por ciento (40 
por ciento) de los ingresos por concepto de las sobretasas a la gasolina y al 
ACPM, para prepagar deuda interna, contraída antes de la vigencia de la presente  
Ley y cuyos recursos se hubieren destinado a financiar proyectos o programas de 
inversión.  
 
Nota: En sentencia C-897 del 10 de noviembre de 1999 de la Corte 
Connstitucional se declara exequible, pero exclusivamente, por no encontrar 
vulnerados los principios de unidad de materia y de coherencia normativa (arts. 
158 y 164 C.P.), el primer inciso del artículo 126 de la Ley 488 de 1998. 
 
Declarar exequible la expresión "solo podrá ser destinada a los fines que regulan 
la materia" del primer inciso del artículo 126 de la Ley 488 de 1998, pero, 
exclusivamente, si se refiere a las rentas provenientes de la sobretasa al ACPM 
cedidas a las entidades territoriales. No obstante la mencionada disposición, es 
inexequible en cuanto se refiere a los recursos propios de las entidades 

 106 



territoriales, obtenidas en virtud de la titularización de la sobretasa a la gasolina 
motor extra y corriente, de que trata el artículo 117 de la misma Ley. 
 
ARTICULO 127. Administración y control. La fiscalización, liquidación oficial, 
discusión, cobro, devoluciones y sanciones, de las sobretasas a que se refieren 
los artículos anteriores, así como las demás actuaciones concernientes a la 
misma, es de competencia del municipio, distrito o departamento respectivo, a 
través de los funcionarios u organismos que se designen para el efecto. Para tal 
fin se aplicarán los procedimientos y sanciones establecidos en el Estatuto 
Tributario Nacional. 
 
Parágrafo. Con el fin de mantener un control sistemático y detallado de los 
recursos de la sobretasa, los responsables del impuesto deberán llevar registros 
que discriminen diariamente la gasolina y el Acpm facturado y vendido y las 
entregas del bien efectuadas para cada municipio, distrito y departamento, 
identificando el comprador o receptor. Asimismo deberá registrar la gasolina o el 
ACPM que retire para su consumo propio.  
 
El incumplimiento de esta obligación dará lugar a la imposición de multas 
sucesivas de hasta cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes.  
 
ARTICULO 128. Sobretasa nacional. Establécese una sobretasa nacional del 
veinte por ciento (20%) sobre el precio al público de la gasolina motor extra o 
corriente y del seis por ciento (6%) sobre el precio al público del ACPM. Esta 
sobretasa nacional se cobrará únicamente en los municipios, distritos o 
departamentos, donde no se haya adoptado la sobretasa municipal, distrital, o 
departamental, según el caso, o cuando la sumatoria de las sobretasas adoptadas 
para la gasolina motor extra o corriente fuere inferior al veinte por ciento (20%). 
Para la sobretasa a la gasolina motor extra o corriente, la sobretasa nacional será 
igual a la diferencia entre la tarifa del veinte por ciento (20%) y la sumatoria de las 
tarifas adoptadas por el respectivo Concejo y Asamblea, según el caso.  
 
En ningún caso, la suma de las sobretasas sobre la gasolina motor extra o 
corriente, podrá ser superior al veinte por ciento (20%) del valor de referencia de 
dicha gasolina. 
 
ARTICULO 129. Competencia para administrar la sobretasa nacional. Las 
sobretasas a que se refiere el artículo anterior, serán administradas por la 
Dirección de Apoyo Fiscal del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Para el 
efecto, les serán aplicables todas las normas que regulan los procedimientos y 
competencias de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales. 
 
ARTICULO 130. Fondo de subsidio de la sobretasa a la gasolina. Créase el 
fondo de subsidio de la sobretasa a la gasolina el cual se financiará con el 5% de 
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los recursos que recaudan los departamentos por concepto de la sobretasa a que 
se refiere la presente Ley. 
 
Los recursos de dicho fondo se destinarán a los siguientes departamentos: Norte 
de Santander, Amazonas, Chocó, Guainía, Guaviare, Vaupés y Vichada, San 
Andrés y Providencia y Santa Catalina. El Fondo de Subsidio de la Sobretasa a la 
Gasolina será administrado por el Ministerio de Transporte y la distribución de los 
recursos se realizará previa consulta a los departamentos interesados. 
 
Parágrafo. El departamento que supere el cero punto setenta y cinco por ciento 
(0.75%) del consumo nacional dejará de tener acceso a los recursos del Fondo de 
Subsidio. 
 
ARTICULO 133. Tránsitorio. Las sobretasas a que se refiere el artículo 117 de la 
presente Ley y correspondientes a los períodos gravables de enero y febrero de 
1999, deberán ser declaradas y consignadas en su totalidad a favor de la Nación. 
La Nación a través de la Tesorería General de la Nación a más tardar el treinta 
(30) de abril girará a los entes territoriales y al Fondo de Subsidio el valor del 
recaudo que a cada uno de ellos corresponda a la tarifa vigente en cada entidad 
territorial durante el respectivo período gravable, salvo en aquellos municipios 
donde se esté cobrando o los departamentos que la hubieren adoptado antes del 
31 de diciembre de 1998. 
 
Parágrafo 1. La sobretasa correspondiente al Distrito Capital de Santa Fe de 
Bogotá se declarará y pagará de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 124. 
 
Parágrafo 2. En los casos en que se encuentre pignorada la sobretasa se 
observarán estos compromisos por parte de la Nación. 
 
ARTICULO 134. Factoring y Titularización. Las entidades territoriales podrán 
desarrollar operaciones de factoring, es decir, de venta con descuento de la 
cartera en firme y vencida y de titularización de la cartera, a entidades financieras 
vigiladas por la Superintendencia Bancaria en las mismas condiciones 
económicas, jurídicas y financieras que operan en el mercado para las personas 
de Derecho Privado. La contratación se hará de acuerdo con la Ley 80 de 1993 y 
su destino será exclusivamente al saneamiento fiscal de las entidades territoriales. 
 
 
 
 
 
 

DECRETO  2653 DEL 29 DE DICIEMBRE DE 1.998 
Por medio del cual se reglamenta la sobretasa a la gasolina y al ACPM de que 

trata el capítulo VI de la ley 488 del 24 de diciembre de 1.988 
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ARTICULO 1.- Responsabilidad de los transportadores y expendedores al 
detal. Se entiende que los transportadores y los expendedores al detal no 
justifican debidamente la procedencia de la gasolina motor o del ACPM, cuando 
no exhiban la factura comercial expedida por el Distribuidor Mayorista, el 
productor, o el importador, o los correspondientes documentos aduaneros, según 
el caso. 
 
ARTICULO 2.- Término para expedir y comunicar el precio de referencia. 
(Modificado por el artículo 1 del decreto 1328 de 1999)  
 
 
ARTICULO 3 .- Suministro de información. Los Gobernadores y Alcaldes, 
dentro de los tres (3) días siguientes a la sanción de las respectivas ordenanzas o 
acuerdos mediante los cuales se establecen o modifican las sobretasas a la 
gasolina motor extra y corriente, informarán a la Dirección General de Apoyo 
Fiscal del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y a los responsables de 
declarar y pagar las sobretasas, la tarifa adoptada, periodo gravable a partir del 
cual aplica, y número y fecha del Acuerdo u Ordenanza respectiva. 
 
Los municipios y distritos que a la fecha de expedición de la Ley 488 de 1998 
tengan establecida la sobretasa a la gasolina motor, deberán remitir la información 
de que trata el inciso anterior, dentro de los primeros quince (15) días calendario 
del mes de enero de 1999. 
 
Parágrafo .- Hasta tanto los responsables reciban la información de que trata el 
presente articulo, la sobretasa se declarará y pagará a la Nación, sin perjuicio del 
posterior reconocimiento a la entidad territorial, de los valores que a ésta 
correspondan. 
 
ARTICULO 4.- Declaración y pago. Los responsables pagarán el valor de las 
sobretasas al ACPM, y a la gasolina motor extra y corriente, correspondiente a 
cada período gravable, en el momento de presentación de la declaración en las 
entidades financieras debidamente autorizadas por la respectiva entidad territorial, 
o por la Dirección General de Apoyo Fiscal del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, según el caso. 
 
Parágrafo 1.- El incumplimiento en el giro de las sobretasas por parte del 
distribuidor minorista, o la ausencia de pago al responsable por parte del 
adquirente, en el caso de ventas que no se efectúen directamente a las estaciones 
de servicio, no eximen al responsable de la obligación de declarar y pagar, 
oportunamente.  
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Parágrafo 2.- Si a la fecha de vencimiento del plazo para la presentación de las 
declaraciones, no se ha informado a los responsables de las sobretasas el nombre 
de las entidades financieras autorizadas para recepcionar las declaraciones y el 
pago, o no se les ha suministrado la información de que trata el parágrafo 
transitorio del articulo 6° del presente decreto, se aplicará lo dispuesto en el 
parágrafo del articulo 3°. 
 
ARTICULO 5.- Suscripción de convenios. Para efectos de la declaración y pago 
de las sobretasas de que trata el presente Decreto, las entidades territoriales y la 
Dirección de Apoyo Fiscal, suscribirán convenios con entidades financieras con 
cobertura nacional vigiladas por la Superintendencia Bancaria, e informarán a los 
sujetos responsables acerca de la suscripción de los mismos, en los términos 
previstos en el Estatuto Tributario. 
 
Los convenios de que trata el presente artículo deberán entrar en vigencia a más 
tardar el 31 de mayo de 1999. 
 
Parágrafo Transitorio. A partir del primero de enero de 1999 y hasta que entren 
en vigencia los convenios a los que se refiere el presente articulo, los 
responsables consignarán, dentro del término para declarar, el valor de la 
sobretasa, en la cuenta que para éstos efectos señalen cada una de las entidades 
territoriales y la Nación-Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
Las declaraciones respectivas se enviarán, junto con copia del recibo de 
consignación, por correo certificado, al lugar que determinen los beneficiarios de la 
sobretasa. 
 
ARTICULO 6.- Giro de los recaudos por parte de las entidades financieras 
autorizadas. Las entidades financieras autorizadas para recaudar, de 
conformidad con las declaraciones recepcionadas, girarán a la Nación-Ministerio 
de Hacienda y crédito Publico, al respectivo ente territorial, y al Fondo de Subsidio 
de la sobretasa a la Gasolina, el monto de los recaudos que a cada uno de ellos 
corresponda, a más tardar el quinto (5°) día calendario siguiente a la fecha de 
recaudo. 
 
Para efectos de lo previsto en el inciso anterior, las entidades territoriales y la 
Dirección General de Apoyo Fiscal, informarán a las Entidades Financieras con las 
cuales hayan suscrito convenio para recepcionar la declaración y recaudar la 
sobretasa, el numero de cuenta y entidad financiera a la cual deben consignar los 
recaudos. 
 
El valor del recaudo a nombre del Fondo de Subsidio de la Sobretasa a la 
Gasolina, deberá ser consignado en las cuentas que para el efecto informe el 
Ministerio del Transporte. 
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El valor del recaudo a favor de la Nación-Ministerio de Hacienda y Crédito Publico, 
deberá ser consignado en la Cuenta de la Dirección del Tesoro Nacional que 
informe la Dirección General de Apoyo Fiscal. 
 
ARTICULO 7.- Intereses moratorios. El incumplimiento en el pago de las 
sobretasas por parte de los distribuidores minoristas, genera intereses moratorios 
a favor del responsable, en los términos y condiciones señalados en el Estatuto 
Tributario. 
 
ARTICULO 8 .- Responsabilidad Penal. Para efectos de la responsabilidad penal 
prevista en el articulo 125 de la Ley 488 de 1998, el funcionario competente del 
área de cobranzas de la Secretaria de Hacienda del ente territorial o de la 
Dirección de Apoyo Fiscal, procederá a instaurar la denuncia penal ante la 
autoridad competente. 
 
En caso de incumplimiento en el pago por parte de los distribuidores minoristas, el 
distribuidor mayorista, productor o importador, según el caso, presentará la 
denuncia respectiva aportando las correspondientes facturas de venta y la 
identificación del sujeto incumplido. 
 
ARTICULO 9.- Giro de la sobretasa al ACPM. La Dirección General del Tesoro 
Nacional, dentro de los primeros quince (15) días calendario de cada mes, girará a 
las cuentas previamente informadas por los departamentos y el Distrito Capital de 
Santafé de Bogotá, los recursos de la sobretasa al ACPM que a cada uno de ellos 
corresponda, los cuales se liquidarán en proporción al consumo en sus 
respectivas jurisdicciones. 
 
Para tal efecto, la Dirección General de Apoyo Fiscal del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Publico, dentro de los primeros cinco (5) días calendario de cada mes, 
consolidará y entregará a la Dirección General del Tesoro Nacional la información 
reportada en las declaraciones presentadas por los responsables en el mes 
anterior. 
 
ARTICULO 10.- Liquidación oficial de las sobretasas. Todos los beneficiarios 
de las sobretasas que como producto de procesos de fiscalización profieran 
requerimientos especiales estableciendo o incrementando el valor a pagar por 
efecto de la identificación o incremento de las bases gravables, según el caso, 
deberán informar por escrito de dicho evento a los demás beneficiarios de la 
sobretasa, para que éstos hagan valer las pruebas respecto de la obligación 
tributaria de su competencia. 
 
Dicha información deberá ser remitida dentro del periodo de firmeza de la 
liquidación privada. 
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DECRETO 1328 DE JULIO 22 DE 1999 
Por el cual se modifica el artículo 2 del Decreto 2653 de 1998 

 
 

ARTICULO 1.- El artículo 2 del decreto 2653 quedará así: 
 
"ARTICULO 2.- Determinación del valor de la referencia. Para el cálculo del 
valor de la referencia de venta al público de la gasolina motor tanto extra como 
corriente y del ACPM, por galón el Ministerio de Minas y Energía utilizará el 
promedio móvil del valor de referencia de venta al público de los últimos doce 
meses. Dicho valor será certificado dentro de los últimos cinco días calendario de 
cada mes. 
 
Para el efecto se expedirá y publicará en un diario de amplia circulación nacional 
la certificación del valor de referencia por galón que será utilizado para la 
liquidación de la sobretasa aplicable a cada uno de dichos productos en el 
siguiente período gravable. En caso de que dicha certificación no sea expedida, 
continuará vigente la del período anterior". 
 
   
 
 

RESOLUCION No. 181 DEL 1 DE FEBRERO DEL 2000 
 
 
Por medio de la cual se establece el diseño oficial de los formularios definitivos de 

las declaraciones de la Sobretasa a la Gasolina Motor extra y corriente y de la 
Sobretasa al ACPM 

 
La Dirección General de Apoyo Fiscal del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, en ejercicio de las función atribuida en el artículo 124 de la Ley 488 del 24 
de diciembre de 1998 
 
 

RESUELVE: 
 

ARTICULO PRIMERO: Establecer como diseño oficial de los formularios 
definitivos de las declaraciones de la Sobretasa a la Gasolina Motor extra y 
corriente y de la Sobretasa al ACPM, los modelos que se discriminan en los 
numerales siguientes y que se anexan a la presente resolución, así: 
 
 
1. DECLARACIÓN DE LA SOBRETASA NACIONAL AL ACPM, FORMULARIO 

DEFINITIVO MHCP- DAF - 002ACPM, IMPRESO POR AMBAS CARAS, el 
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cual consta de un borrador, un original con destino a la DAF, y dos copias, una 
para el declarante y otra para la entidad financiera. 

 
2. DECLARACIÓN DE LA SOBRETASA NACIONAL A LA GASOLINA MOTOR, 

FORMULARIO DEFINITIVO MHCP - DAF - 003G, integrado por el formulario 
principal y dos anexos: el número 01, correspondiente a la sobretasa nacional 
generada en municipios y distritos, y el anexo 02, correspondiente a la 
sobretasa nacional generada en los departamentos. Cada formulario integrado 
en la forma descrita, consta de un borrador, un original con destino a la DAF, y 
dos copias, una para el declarante y otra para la entidad financiera. 

 
3. DECLARACIÓN DE LA SOBRETASA DEPARTAMENTAL A LA GASOLINA 

MOTOR, FORMULARIO DEFINITIVO MHCP - DAF- 004G, el cual consta de 
un borrador, un original con destino al departamento, y dos copias, una para el 
declarante y otra para la entidad financiera. 

 
4. DECLARACIÓN DE LA SOBRETASA MUNICIPAL Y DISTRITAL A LA 

GASOLINA MOTOR, FORMULARIO DEFINITIVO MHCP - DAF - 005G, el 
cual consta de un borrador, un original con destino al Municipio, al Distrito o al 
Distrito Capital, según el caso, y dos copias, una para el declarante y otra para 
la entidad financiera. 

 
ARTICULO SEGUNDO: Los formularios oficiales establecidos en la presente 
Resolución deberán aplicarse a las declaraciones correspondientes a las 
sobretasas generadas a partir del 01 de febrero del año 2000. 
 
ARTICULO TERCERO: Los responsables de las sobretasas imprimirán los 
formularios oficiales  establecidos en la presente Resolución, en formas 
litográficas o en formas continuas. Las entidades territoriales, podrán adoptar en 
imprimir en la misma forma los formularios de su competencia, para aplicarlos a 
las declaraciones que eventualmente deban presentar los transportadores y 
detallistas que no acrediten el origen legal del producto. 
 
ARTICULO CUARTO: Remítase el diseño oficial de los formularios definitivos 
establecidos en la presente resolución, a los Departamentos, Municipios y 
Distritos, para lo de su competencia. 
 
ARTICULO QUINTO: La presente resolución rige a partir de la fecha de su 
publicación. 
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DECLARACION DE LA SOBRETASA MUNICIPAL Y DISTRITAL A LA 
GASOLINA  

MOTOR  
 

FORMULARIO DEFINITIVO 
 MHCP - DAF - OO5G 

 
INSTRUCCIONES PARA EL DILIGENCIAMIENTO   

 
 

NOTA: Esta guía constituye una orientación para el diligenciamiento del formulario 
y en ningún caso exime a los contribuyentes o responsables de dar cumplimiento 
a las disposiciones legales. 
 
El formulario de declaración debe ser diligenciado con letra imprenta legible. No se 
admiten formularios con borrones, tachones o enmendaduras, ni diligenciados en 
lápiz. 
 
Recuerde la obligatoriedad de diligenciar todos los espacios del formulario. 
 
  
SECCION A.  IDENTIFICACION  ENTIDAD TERRITORIAL  
 
Escriba en esta casilla el nombre del municipio o distrito ante el cual declara, y el 
código establecido por el DANE. La entidad territorial debe corresponder al lugar 
donde se efectuó el consumo de gasolina corriente o extra. Si declara ante el 
Distrito Capital, escriba Santafé de Bogotá y el código correspondiente. 
 
Igualmente escriba en esta casilla el Número de Identificación Tributaria NIT, 
correspondiente al municipio o Distrito ante el cual se está presentando la 
declaración, la cual debe igualmente corresponder a la entidad territorial donde se 
efectuó el consumo de gasolina motor extra y corriente. 
 
SECCION B.  CALIDAD DEL DECLARANTE 
 
Marque con una  X el recuadro  correspondiente (Distribuidor Mayorista, 
Productor, Importador,  Otro), de acuerdo con la calidad de quien declara. En caso 
de tener más de una calidad, señale la que genere mayores ingresos 
operacionales. 
 
 
  



SECCION C.  INFORMACION DE LA DECLARACION QUE SE CORRIGE 
 
Diligencie solamente cuando se trate de una corrección a declaración 
anterior.(En caso contrario, deje  la casilla en blanco y pase a la sección D). 
 
Escriba en los recuadros correspondientes, el número que figura en el 
autoadhesivo de la declaración que se corrige y la fecha de presentación de la 
misma, anotando todos los dígitos del año y los dos  dígitos del mes y del día. 
 
Recuerde que la declaración de corrección presentada conforme a los 
presupuestos legales, sustituye a la declaración anterior. Por lo tanto, en la 
declaración de corrección se deben diligenciar todos los espacios del 
formulario. 
 
 
SECCION D.  AÑO Y PERIODO GRAVABLE 
 
Escriba los cuatro dígitos del año gravable y marque con X la casilla del mes al 
cual corresponde la declaración. Solamente se puede marcar un período. 
 
 
SECCION E.   INFORMACION GENERAL 
 
E1.   Apellidos y nombres o razón social completa  del declarante:  Si es 
Persona Natural, escriba en esta casilla en su orden, primer apellido, segundo 
apellido o de casada y nombres, tal como figuran en su documento de identidad o 
Nit.  Si es Persona Jurídica, escriba la razón social completa. 
 
E2.  Identificación del declarante: Anote el número del NIT ó de la cédula de 
ciudadanía frente al recuadro correspondiente. Cuando el contribuyente posea 
NIT, obligatoriamente deberá diligenciarse dicha casilla. 
 
E3.  Dirección: Escriba la dirección, municipio, departamento y teléfono 
correspondiente a su domicilio social o asiento principal de su negocio, o lugar 
donde ejerza habitualmente su actividad, ocupación u oficio.  
 
 
SECCION F.   LIQUIDACION :  
 
Nota: Los valores que se consignen en la columna F6 deben aproximarse al 
múltiplo de mil más cercano.  Cuando no existan valores a declarar en 
alguno de los renglones de esta sección, diligencie el espacio 
correspondiente con cero (0) 
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F2. Total Galones  Enajenados y Retirados: Registre en esta columna frente 
al renglón correspondiente a cada tipo de producto, el número de galones 
enajenados y retirados durante el período gravable en la jurisdicción del municipio 
ó distrito ante el cual se declara, o con destino a éste. 
 
F3.      Precio de Referencia: Registre en esta columna frente al renglón 
correspondiente a cada tipo de producto, el valor de referencia por galón  
certificado por el Ministerio de Minas y Energía, vigente para el periodo que se 
está declarando. 
 
F4. Base Gravable: Escriba en esta columna y para cada renglón diligenciado 
el resultado de multiplicar el número de galones de la casilla F2 por el precio de 
referencia de la columna F3. 
 
F5.    Tarifa: Escriba en esta columna la tarifa que rige en el  Municipio o Distrito, 
según el caso. 
 
F6. Valor Sobretasa:  Escriba frente a cada renglón diligenciado el resultado de 
multiplicar la Base Gravable (F4), por la tarifa correspondiente, (F5). 
 
RENGLON 3.   Total Sobretasas a Cargo: Lleve a este renglón el resultado de 
sumar los renglones 1 y 2, diligenciados en la columna F6.  
 
RENGLON 4.  Valor Sanciones: Liquide las sanciones por extemporaneidad y 
corrección a la declaración a que haya lugar y lleve a este renglón la sumatoria de 
las mismas. En  caso de no existir sanciones  a liquidar,  escriba cero (0). 
 
a) Sanción por extemporaneidad: Habrá lugar a liquidar la sanción de 

extemporaneidad prevista en el artículo 641 del Estatuto Tributario, cuando la 
declaración  no se presente dentro del plazo previsto en el artículo 124 de la 
Ley 488 de 1998. 

 
b) Sanción por corrección: Habrá lugar a liquidar la sanción de corrección 

prevista en el artículo 644 del Estatuto Tributario, cuando el contribuyente 
corrija una declaración anteriormente presentada, aumentando el impuesto a 
su cargo. 

 
RENGLON 5.   Total a Cargo: Lleve a este renglón el resultado de sumar los 
renglones 3 y 4. 
 
SECCION G.  FIRMAS 
  
G1.   Declarante: Si es Persona Natural, firme y escriba el nombre completo y 
apellidos y su número de cédula de ciudadanía o Nit. Si es Persona Jurídica, la 
firma y datos que se consignen deben ser los del representante legal. 
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G2.  Contador Público o Revisor Fiscal: Diligencie con X el recuadro 
correspondiente, a contador o revisor fiscal, según el caso, y diligencie los 
espacios correspondientes a firma, nombre, cédula y tarjeta profesional. Si de 
conformidad con  la  Ley  est[MDHYCP1]á  obligado a  tener Revisor Fiscal, los datos 
que se consignen son los de éste. 
 
SECCION H.   PAGOS 
 
RENGLON 6.  Vr. Sobretasa: Si se trata de una declaración inicial, lleve a este 
renglón el valor registrado en el renglón  3. Si se trata de declaración de 
corrección, escriba la diferencia del renglón 3 de esta declaración y el mismo 
renglón de la declaración que se corrige. Si no hay diferencia, escriba cero.  
 
RENGLON 7. Vr. Sanciones: Si se trata de una declaración inicial, lleve a este 
renglón el valor registrado en el renglón  4. Si se trata de declaración de 
corrección, escriba la diferencia del renglón 4 de esta declaración y el mismo 
renglón de la declaración que se corrige. Si no hay diferencia, escriba cero.  
 
RENGLON 8.   Vr. Intereses de Mora: Sobre el valor del renglón 6 liquide los 
intereses de mora cuando haya lugar a ello;   de lo contrario escriba cero (0). Los 
intereses moratorios deben liquidarse a la tasa de interés vigente al momento del 
pago, aplicable para el impuesto sobre la renta y complementarios 
 
Aproxime el resultado obtenido al múltiplo de mil  (1000) más cercano.  
 
RENGLON 9.   Vr. Total a Pagar:  Registre la sumatoria  de los renglones 6, 7 y 
8.  
 
Forma de Pago: Al presentar esta declaración, informe su forma de pago, así: 
 
Si cancela en efectivo, señale con X el recuadro correspondiente y anote el valor 
frente al signo $.  
 
Si cancela con cheque, indique en los  recuadros correspondientes el número del 
cheque y código del banco; el valor anótelo frente al signo $ 
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12.  TRANSFERENCIA DEL SECTOR ELECTRICO 
 
 

LEY  99  DEL 22 DE DICIEMBRE DE  1993 
Por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el sector público 

encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos 
naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional  Ambiental, SINA, y se 

dictan otras disposiciones 
 
 
 
ARTICULO  45.-   Transferencia del sector eléctrico.  Las empresas 
generadoras de energía  hidroeléctrica cuya potencia nominal instalada total 
supere los 10.000 kilovatios, transferirán el 6% de las ventas brutas  de energía 
por generación propia, de acuerdo con la tarifa  que para ventas en bloque  señale 
la comisión  de regulación energética, de la manera siguiente: 
 
1. El 3% para las Corporaciones Autónomas Regionales que tengan jurisdicción 

en el área donde se encuentra localizada la cuenca hidrográfica y el embalse, 
que será destinado a la protección del medio ambiente y a la defensa de la 
cuenca hidrográfica y del área de influencia del proyecto. 

 
2. El  3% para los municipios  y distritos localizados en la cuenca hidrográfica, 

distribuidos de la siguiente manera: 
 

a)  El  1.5% para los municipios y distritos  de la cuenca hidrográfica  que surte 
el embalse , distintos a los que trata el literal siguiente.  

 
b)  El  1.5% para los municipios y distritos donde se encuentra el embalse. 

 
Cuando los municipios sean a la vez cuenca y embalse, participarán  
proporcionalmente en las transferencias de que hablan los literales a) y b) del 
numeral segundo del presente artículo.  
 
Estos recursos solo podrán ser utilizados por los municipios en obras previstas en 
el plan de desarrollo municipal, con prioridad para proyectos de saneamiento  
básico y mejoramiento ambiental. 
 
3. En el caso de centrales térmicas la transferencia  de que trata el presente 

artículo  será del 4% que  se distribuirá así: 
 

a) El 2.5% para la Corporación Autónoma Regional para la protección del 
medio ambiente del área donde está ubicada la planta. 
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b)  1.5%  para el municipio  donde está situada la planta generadora. 
 
Estos recursos sólo podrán  ser utilizados  por el municipio en obras previstas en 
el plan de desarrollo municipal,  con  prioridad para proyectos de saneamiento 
básico y mejoramiento ambiental.  
 
Parágrafo 1.- De los recursos de que habla  este artículo sólo  se podrá  destinar 
hasta el 10%  para gastos de funcionamiento.  
 
Parágrafo 2.- Se entiende por saneamiento básico  y mejoramiento  ambiental  la 
ejecución de obras de acueductos urbanos y rurales, alcantarillados, tratamientos 
de aguas y manejo  y disposición de desechos líquidos y sólidos.  

 
 
 

DECRETO NUMERO 1933 DEL 5 DE AGOSTO  DE 1994 
Por el cual se reglamenta el artículo 45 de la Ley 99 de 1993. 

 
 

ARTÍCULO 1º. Campo de aplicación.  El presente Decreto se aplica a todas las 
empresas, sean públicas, privadas o mixtas, propietarias de plantas de generación 
de energía hidroeléctrica o termoeléctrica, cuya potencia nominal instalada total se 
superior a 10.000 kw. y sobre las ventas brutas por generación propia. 
 
Parágrafo.  Corresponde al Ministerio de Minas y Energía determinar la potencia 
nominal instalada total de las empresas, para efecto del artículo 45 de la ley 99 de 
1993. 
 
ARTÍCULO 2º. Definiciones.  Para efectos señalados en el artículo 45 de la ley 99 
de 1993 se deben tener en cuenta las siguientes definiciones: 
 
Ventas brutas de energía por generación propia.  Es el resultado de multiplicar la 
generación por la tarifa que para ventas en bloque señale la Comisión de 
Regulación Energética. 
 
Generación propia.  Energía eléctrica generada por la planta, a la que se le debe 
descontar el consumo propio de la planta.  Se medirá en el secundario del 
transformador de la subestación asociada a la planta generadora. 
 
Cuenca hidrográfica.  Conjunto territorial hidrográfico de donde proviene y se surte 
una central de recurso hídrico para la producción de energía eléctrica hasta el sitio 
de presa u otra estructura de captación.  Hacen parte de este conjunto la cuenca 
tributaria del cauce principal y las cuencas de los cauces captados con 
desviaciones de agua para el mismo fin. 
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Area de influencia del proyecto.  Municipio o conjunto de municipios en los cuales 
la empresa propietaria de una planta de generación eléctrica ha adquirido predios 
para el proyecto. 
 
Municipio o distrito con territorio localizado en una cuenca.  Municipio o distrito que 
tiene la totalidad o parte de su territorio dentro de una cuenca hidrográfica. 
 
Municipio o distrito con territorio localizado en un embalse.  Municipio o distrito en 
cuyo territorio se encuentra un embalse que tenga entre otras, finalidad 
hidroeléctrica, bien sea en el cauce  principal de la cuenca o en el cauce de una o 
varias desviaciones. 
 
Embalse.  Area de inundación medida a la cota de rebose del vertedero de una 
presa tanto de regulación como de derivación. 
Para el caso de vertederos con compuertas, la cota de rebose será el “nivel 
máximo de operación”, entendido éste como la cota a partir de la cual se inicia la 
apertura de compuertas para evacuar excedentes de agua. 
 
Defensa de la cuenca hidrográfica.  Conjunto de actividades encaminadas al 
mantenimiento y recuperación del estado ambiental de una cuenca. 
 
Defensa del área de influencia del proyecto.  Conjunto de actividades necesarias 
para el cumplimiento del “Plan de Ordenación y Manejo ambiental de la Cuenca 
Hidrográfica y del Area de Influencia del Proyecto.” 
 
Municipio donde está situada una planta termoeléctrica.  Municipio o municipios 
donde se encuentra constituida la planta de generación, incluyendo patio de 
disposición  de cenizas, áreas de almacenamiento de combustible y áreas de 
operación de equipos asociados. 
 
ARTÍCULO 3º. Delimitación de áreas.  Con base en las definiciones anteriores y a 
solicitud de la Corporación o Corporaciones Autónomas Regionales respectivas, 
de los municipios o distritos o de la empresa o empresas propietarias de las 
plantas de generación  eléctrica, el Instituto geográfico “Agustín Codazzi” o la 
autoridad catastral pertinente, definirá lo siguiente: 
 
1. Delimitación de la cuenca y del embalse 
2. Area total de la cuenca 
3. Area total del embalse 
4. Area de los municipios localizados en la cuenca y la proporción de cada uno de 

ellos en el área total de la cuenca. 
5. Area del o de los municipios con terrenos en embalse y la proporción  de cada 

uno de ellos en el área total del embalse. 
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Parágrafo 1.  La delimitación y las áreas que determine el Instituto Geográfico 
“Agustín Codazzi” o la autoridad catastral pertinente, servirán de base para que las 
empresas de que trata el presente Decreto, hagan las liquidaciones y 
transferencias a que se refiere el artículo 45 de la ley 99 de 1993. 
 
Parágrafo 2.  La delimitación y las áreas que determine el Instituto Geográfico 
“Agustín Codazzi” o la autoridad catastral pertinente, deben ser modificadas cada 
vez que se cambien las condiciones, tales como la modificación de límites 
territoriales de municipios o distritos, o cambio en la jurisdicción de las 
Corporaciones Autónomas regionales o por construcción de nuevos proyectos de 
generación, embalses o desviaciones,  etc. 
 
Parágrafo 3.  El Instituto Geográfico “Agustín Codazzi” o la autoridad catastral 
pertinente, cumplirán con lo preceptuado en este artículo en un plazo no mayor a 
sesenta (60) días, contados a partir de la fecha de recibo de la solicitud.  En caso 
de que no exista cartografía de la zona a delimitar, este plazo se contará a partir 
de la elaboración  de la cartografía básica. 
 
Parágrafo 4.  Los costos que se generan para el cumplimiento de las definiciones 
de que trata este artículo serán reconocidos al Instituto Geográfico “Agustín 
Codazzi” o a la autoridad catastral pertinente, por la empresa propietaria de la 
planta de generación con cargo a las transferencias a que está obligada, para lo 
cual ésta descontará los valores causados y el saldo se liquidará y transferirá 
según  lo preceptuado en este Decreto. 
 
ARTÍCULO 4.  Liquidación y transferencias.  Dentro de los diez (10) primeros días 
de cada mes y sobre la base de las ventas brutas del mes anterior, las empresas a 
las que se aplica el presente Decreto, mediante acto administrativo para el caso 
de las empresas públicas o mixtas, y mediante comunicación para el caso y las 
privadas, harán la liquidación de los valores a transferir a la Corporación  o 
Corporaciones autónomas regionales, municipios y distritos y se les comunicará a 
los beneficiarios. 
 
La transferencia debe efectuarse durante los noventa (90) días siguientes al mes 
que se liquida, so pena de incurrir en mora y pagar en interés moratorio  del 2.5% 
mensual sobre saldos vencidos. 
 
Parágrafo.  La sanción por mora solamente es aplicable a partir de las 
transferencias correspondientes a las ventas brutas del mes de octubre de 1994. 
 
ARTÍCULO 5.  Distribución del porcentaje de las ventas brutas por generación 
hidroeléctrica.  La distribución del 6% de las ventas brutas de energía por 
generación propia en caso de generación  hidroeléctrica de que trata el artículo 45 
de la ley 99 de 1993, se hará así: 
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1. El 3% para las Corporaciones Autónomas Regionales que tengan jurisdicción 
en el área donde se encuentra localizada la cuenca hidrográfica y del área de 
influencia del proyecto. 
Cuando en una cuenca tenga jurisdicción más de una Corporación Autónoma 
Regional, el 3% se distribuirá del área que cada corporación tenga con 
respecto al área total de la cuenca. 
 

2. El 3% para los municipios y distritos localizados en la cuenca hidrográfica 
distribuidos de la siguiente manera: 

 
a) El 1.5% para los municipios y distritos de la cuenca hidrográfica que surte el 

embalse, distintos a los que trata el literal siguiente. 
 

Cuando más de un municipio o distrito estén localizados en una cuenca 
hidrográfica, el 1.5% se distribuirá a prorrata del área que cada municipio o 
distrito tenga con respecto al área total de la cuenca, 

 
b) El 1.5% para los municipios y distritos donde se encuentra el embalse. 
 
Cuando más de un municipio o distrito tiene territorio en el embalse, el 1.5% se 
distribuirá a prorrata del área que cada municipio o distrito tenga con respecto al 
área total del embalse. 
 
Cuando los municipios sean a la vez cuenca y embalse, participarán 
proporcionalmente en las transferencias de que hablan los literales a) y b) del 
numeral segundo del presenta artículo. 
 
Estos recursos solo podrán ser utilizados por los municipios en obras previstas en 
el plan de desarrollo municipal, con prioridad para proyectos de saneamiento 
básico y mejoramiento ambiental, entendidos como ejecución de obras de 
acueductos urbanos y rurales, alcantarillados, tratamientos de aguas y manejo y 
disposición de desechos líquidos y sólidos. 
 
ARTÍCULO 6.  Distribución del porcentaje de las ventas brutas por generación 
termoeléctrica. La distribución del 4% de las ventas brutas de energía por 
generación propia en caso de generación  termoeléctrica de que trata el artículo 
45 de la ley 99 de 1993, se hará así: 
 
1. El 2.5% para la Corporación Autónoma Regional para protección del medio 

ambiente del área donde está ubicada la planta. 
2. El 1.5% para el municipio o municipios donde está situada la planta 

generadora, que será destinado para obras previstas, o en el Plan de 
desarrollo Municipal, con prioridad para proyectos de saneamiento básico y 
mejoramiento ambiental, entendidos como ejecución de obras de acueductos 
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urbanos y rurales, alcantarillados, tratamientos de agua y manejo y disposición 
de desechos líquidos y sólidos. 

 
Cuando la planta se encuentre ubicada en más de un municipio o distrito tenga 
con respecto al área total de la planta. 

 
ARTÍCULO 7.  La distribución de las transferencias de que trata el literal a) del 
numeral 2º. Del artículo 5º, o las que trata el numeral 2º. Del artículo 6º, podrá ser 
modificada para ser repartidas por partes iguales entre los municipios de una 
misma cuenca o municipios donde está situada la planta termoeléctrica.  Para ello 
se debe observar el siguiente procedimiento. 
 
a) Se debe elevar solicitud en tal sentido al Ministerio del Medio Ambiente por no 

menos de la mitad de los alcaldes de los municipios que pertenezcan a esa 
cuenca o municipios donde está situada la planta termoeléctrica, según 
definición que haya efectuado el Instituto Geográfico “Agustín Codazzi” o la 
autoridad catastral pertinente; 

 
b) El Ministro del Medio Ambiente citará a la totalidad de los municipios a una 

reunión para efecto, y someterá a aprobación la solicitud de que trata el literal 
anterior; 

 
 
c) La solicitud se entenderá aprobada, si por lo menos las tres cuartas partes del 

total de los municipios de esa cuenca o municipios donde está situada la planta 
termoeléctrica aprueban la solicitud de modificación de la distribución de las 
transferencias.  Caso contrario, se considerará negada.  En todo caso, el 
Ministerio del Medio Ambiente hará conocer la decisión  a la empresa o 
empresas pertinentes, para que procedan en consecuencia; 

 
d) En caso de que no asistan a dicha reunión por lo menos las tres cuartas partes 

de los municipios, el Ministerio del Medio Ambiente citará a una nueva reunión 
y procederá según los literales anteriores.  Si a esta nueve reunión  y 
procederá según los literales anteriores.  Si a esta nueva reunión no asiste por 
lo menos las tres cuartas partes del total de municipios la solicitud se 
entenderá negada; 

 
 
e) Una vez aprobada o negada la solicitud, no se podrá invocar a ningún título el 

procedimiento aquí descrito para modificar la distribución  de las 
transferencias.  Pero cuando se presenten las condiciones de que trata el 
parágrafo 2º. Del artículo 3º. De la nueva distribución se hará según los 
artículos 5º. Y 6º, sin perjuicio de invocar posteriormente este artículo. 
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ARTÍCULO 8.  Destinación de los recursos recibidos por las Corporaciones 
Autónomas Regionales: 
 
1. Los recursos que reciban las Corporaciones Autónomas Regionales por 

concepto de las transferencias de que trata el numeral 1º del artículo 45 de la 
ley 99 de 1993, se dictarán para la protección del medio ambiente y la defensa 
de la cuenca hidrográfica y el área de influencia del proyecto. 

 
Esta destinación de recursos se efectuará de conformidad con el “Plan de 
Ordenación y Manejo ambiental de la Cuenca Hidrográfica y del Area de Influencia 
del Proyecto” correspondiente, el cual debe contener un plan de inversiones de 
dicho recursos con su correspondiente cronograma.  La declaración y ejecución  
de este plan es responsabilidad de la respectiva Corporación.  Para la elaboración 
del Plan se puede aplicar los recursos provenientes de las mismas transferencias. 
 
Cuando dos o más Corporaciones Autónomas Regionales tengan jurisdicción 
sobre una cuenca hidrográfica común, la comisión de que trata el parágrafo 3º del 
artículo 33 de la ley 99 de 1993, determinará los lineamientos generales del Plan 
de Ordenación y Manejo Ambiental de la Cuenca y del Area de Influencia del 
Proyecto.  El Plan será uno solo para las corporaciones involucradas. 
 
Una vez aprobado, el Plan será de forzosa continuidad y obligatorio cumplimiento 
para las operaciones. 
 
2. Los recursos que reciban las Corporaciones Autónomas Regionales por 

concepto de las transferencias de que trata el literal a) del numeral 3o del 
artículo 45 de la ley 99 de 1993, se destinarán para la protección del medio 
ambiente del área donde está ubicada la planta. 

 
Esta destinación de recursos se efectuará de conformidad con el “Plan de Manejo 
Ambiental para el Area de Influencia de la Planta térmica”, el cual debe contener, 
además de la delimitación del área donde está ubicada la planta térmica, un plan 
de inversiones de dichos recursos con su correspondiente cronograma.  La 
elaboración y ejecución de ese Plan es responsabilidad de la respectiva 
Corporación.  Para la elaboración se pueden aplicar los recursos provenientes de 
las mismas transferencias. 
 
Parágrafo.  Cuando en jurisdicción de una Corporación existan plantas de 
generación hidráulica y térmica, debe haber compatibilidad en los planes de 
inversión que recomienden el “Plan de Ordenación y Manejo Ambiental de la 
Cuenca Hidrográfica y del Area de Influencia del Proyecto” para las hidráulicas, y 
el “Plan de Manejo Ambiental del Area de Influencia de la Planta Térmica”. 
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ARTÍCULO 9.  Gastos de funcionamiento.  De los recursos de que habla el 
artículo 45 de la ley 99  de 1993, solamente se podrá destinar hasta el 10% para 
gastos de funcionamiento. 
 
ARTÍCULO 10.  Transición de la Legislación.   
 
1. Los recursos que tratan los artículos 12 y 13 de la ley 56 de 1981, 

correspondientes a las ventas de energía hasta el 21 de diciembre de 1993 se 
comprometerán por las empresas propietarias de planta a más tardar el 31 de 
diciembre de 1994. 

 
2. Las entidades a las que se aplica este Decreto, deben presentar a más tardar 

el 15 de septiembre de 1994 ante la instancia aprobatoria, el ajuste 
presupuestal, de conformidad con las normas legales y fiscales 
correspondientes, para dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 45 de la 
ley 99 de 1993. 

 
3. Mientras se establecen, organizan y ponen en funcionamiento las 

Corporaciones Autónomas regionales creadas por la ley 99 de 1993, las 
empresas liquidarán los valores a transferir con destino a dichas 
corporaciones, y los consignarán en una cuenta de valor constante a favor de 
cada una de dichas corporaciones.  Estos recursos les serán entregados a las 
corporaciones una vez el Ministerio del Medio Ambiente certifique que están en 
funcionamiento.  El producido de estas transferencias será de propiedad de las 
corporaciones. 

 
 

 
 
13.  IMPUESTO SOBRE EL SERVICIO DE ALUMBRADO PUBLICO 

 
 
 

Ley 97 DEL 24 DE  NOVIEMBRE DE 1913 
Que da autorizaciones especiales a ciertos Concejos Municipales 

 
 
 
ARTICULO 1.-  El Concejo Municipal de la ciudad de Bogotá puede crear 
libremente los siguientes impuestos y contribuciones, además de los existentes 
hoy legalmente; organizar su cobro y darles el destino que juzgue más 
conveniente para atender a los servicios municipales, sin necesidad de previa 
autorización de la Asamblea Departamental: 
... 
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c) Impuesto sobre el servicio de alumbrado público 
 
 
 
 

LEY 84 DEL 30 DE NOVIEMBRE DE 1915 
Por la cual se reforman y adicionan las Leyes 4° y 97 de 1913 

 
 
ARTICULO 1.-  Los Concejos municipales tendrán las siguientes atribuciones, 
además de las que les confiere el artículo 169 de la Ley 4ª de 1913: 
 
a) Las que le fueron conferidas al Municipio de Bogotá por el artículo 1º de la Ley 

97 de 1913, excepto la que trata el inciso b) del mismo artículo, siempre que 
las Asambleas Departamentales les hayan concedido o les concedan en lo 
sucesivo dichas atribuciones. 

 
Nota:  El artículo 169 de la Ley 4ª de 1913 hacía referencia a las funciones de los 
Concejos.  Hoy estas funciones están reguladas por la Constitución Política, el 
Decreto 1333 de 1986 y la Ley 136 de 1994. 
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14.  SOBRETASA PARA FINANCIAR LA ACTIVIDAD BOMBERIL 
 
 
 

LEY 322 DEL 4 DE OCTUBRE DE 1996 
Por la cual se crea el Sistema Nacional de Bomberos de Colombia y se dictan 

otras disposiciones 
 
 
 
ARTICULO 2.-  ...  
 
Parágrafo: - Los Concejos Municipales y Distritales, a iniciativa del alcalde podrán 
establecer sobretasas o recargos a los impuestos de industria y comercio, 
circulación y tránsito, demarcación urbana, predial, telefonía móvil o cualquier otro 
impuesto de ese nivel territorial, de acuerdo a la ley y para financiar la actividad 
bomberil. 
 
 
ARTICULO 10.-  A iniciativa del alcalde, los Concejos Municipales y Distritales y 
quienes hagan sus veces en los territorios indígenas podrán establecer tarifas 
especiales o exonerar del pago de los servicios públicos domiciliarios, de 
gravámenes e impuestos distritales, municipales o territoriales indígenas a los 
inmuebles destinados a dependencias, talleres, entrenamiento de los Cuerpos de 
Bomberos. 
 
Esos mismos predios no serán sujetos de impuestos o gravámenes por parte de la 
Nación. 
 
Los cuerpos de bomberos voluntarios y los oficiales quedan exentos del pago del 
impuesto de renta.   
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15.  IMPUESTO AL TRANSPORTE DE HIDROCARBUROS 
 

DECRETO 1056 DEL 20 DE ABRIL DE 1953 
Por el cual se expide el Código de Petróleos 

 
ARTICULO 52.-  El impuesto de transporte sobre todos los oleoductos que se 
construyan (sic) a partir del día 7 de octubre de 1952 y con sujeción a las 
disposiciones del presente código, será del seis por ciento (6%) del valor 
resultante de multiplicar el número de barriles transportados por la tarifa vigente 
para cada oleoducto.  De este impuesto quedan exceptuados los oleoductos de 
uso privado para el servicio exclusivo de explotaciones de petróleo de propiedad 
particular; pero en caso de que éstos transporten petróleo de terceros en 
desarrollo de lo dispuesto en el artículo 47 del presente código, se causará el 
impuesto establecido en este artículo, pero sólo sobre el volumen del petróleo 
transportado a dichos terceros. 
 
Para los oleoductos que se construyan con destino al transporte del petróleo que 
pueda hallarse al Este o Sureste de la cima de la Cordillera Oriental, este 
impuesto será solo del cuarto (sic) por ciento (4%). 
 
El impuesto de transporte por oleoductos se cobrará por trimestre vencido. 

 
DECRETO 2140 DEL 3 DE AGOSTO DE 1955 

Por el cual se establecen nuevos estímulos fiscales para la industria del petróleo 
 

ARTICULO 17.-  Redúcese al 2% el impuesto establecido en el artículo 52 del 
Código de Petróleos para los oleoductos que se construyan con destino al 
transporte de productos provenientes de las concesiones situadas en la región 
oriental. 
 

LEY 141 DEL 28 DE JUNIO DE 1994 
 

Por la cual se crean el Fondo Nacional de Regalías, la Comisión Nacional de 
Regalías, se regula el derecho del Estado a percibir regalías por la explotación de 
recursos naturales no renovables, se establecen las reglas para su liquidación y 

distribución y se dictan otras disposiciones 
 

 
ARTICULO 26.... 
Parágrafo.-  El impuesto de transporte por todos los oleoductos y gasoductos 
estipulados en los contratos y normas vigentes, incluyendo los de Ecopetrol, será 
cedido a las entidades territoriales. 
 
Este se cobrará por trimestres vencidos y estará a cargo del propietario del crudo 
o del gas, según sea el caso, e ingresará en calidad de depósito al Fondo 
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Nacional de Regalías.  El recaudo se distribuirá entre los municipios no 
productores cuyas jurisdicciones atraviesen los oleoductos o gasoductos en 
proporción al volumen y al kilometraje.  La Comisión Nacional de Regalías hará la 
distribución. 
 
ARTICULO 55.-   Reasignación de regalías y compensaciones pactadas a favor 
de los municipios.  Las regalías y compensaciones pactadas a favor de los 
municipios que queden disponibles luego de aplicar las limitaciones previstas en 
los artículos 50 y 52 de la presente Ley, ingresarán en calidad de depósito al 
Fondo Nacional de Regalías.  Este las destinará de manera exclusiva para la 
entrega de aportes igualitarios al resto de los municipios no productores que 
integran dicho departamento.  Estos aportes serán utilizados en la forma 
establecida en el artículo 15 de la presente Ley. 
 
Parágrafo.- Para efectos del presente artículo se considera como municipio 
productor aquel en que se exploten más de siete mil quinientos (7.500) barriles 
promedio mensual diario. 
 

DECRETO 1747 DEL 12 DE OCTUBRE DE 1995 
Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 141 de 1994, referente a la 

distribución de los recursos del Fondo Nacional de Regalías 
 
 
ARTICULO 19.-  De conformidad con los artículos 26,29 y 63, 54 y 55 de la Ley 
141 de 1994, la Comisión Nacional de Regalías, redistribuirá los recursos 
recibidos a título de depósito para los casos de: 
 
a) Impuesto de transporte por oleoductos y gasoductos;  
b) .... 
 
  
Parágrafo 1.-  De conformidad con el parágrafo del artículo 26 de la Ley 141 de 
1994, los recursos provenientes del impuesto de transporte por oleoductos y 
gasoductos serán cedidos a las entidades territoriales.  En consecuencia, el 
Ministerio de Minas y Energía –Dirección General de Hidrocarburos, efectuará 
trimestralmente las liquidaciones, para ser distribuidos entre los municipios no 
productores cuyas jurisdicciones atraviesen los oleoductos o gasoductos en 
proporción al volumen y al kilometraje, para uso exclusivo con destino a inversión, 
en los términos del artículo 15 de la ley 141 de 1994. 
 
Las liquidaciones se les enviarán a los operadores de los oleoductos y 
gasoductos, quienes lo recaudarán de los propietarios del crudo o del gas, para 
que el operador lo gire directamente a las entidades territoriales, dentro de los diez 
(10) días siguientes al recibo de la liquidación, enviando copia de la constancia del 
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giro al Ministerio de Minas y Energía –Dirección General de Hidrocarburos, y a la 
Comisión Nacional de Regalías. 
 
El Ministerio de Minas y Energía –Dirección General de Hidrocarburos, deberá 
enviar trimestralmente un reporte de las liquidaciones, a la Comisión Nacional de 
Regalías para el cumplimiento de sus funciones. 
 
En los términos del parágrafo del artículo 55 de la Ley 141 de 1994, para la 
distribución del impuesto de transporte, se considera como municipio no productor, 
aquel en que se explote menos de siete mil quinientos (7.500) barriles de 
hidrocarburos promedio mensual diario. 

 
DECRETO 091 DEL 2 DE FEBRERO DEL 2000 

Por el cual se dictan normas relacionadas con el manejo de los recursos de 
liquidez del Fondo Nacional de Regalías 

 
ARTICULO 1.- La Dirección General del Tesoro... 
1. Para recaudos... 
Deberán ingresar a las cuentas corrientes autorizadas por la Dirección General del 
tesoro Nacional los recursos provenientes de escalonamientos, compensaciones, 
impuesto de transporte de oleoductos y gasoductos  y retenciones de regalías 
directas, mientras mantengan la calidad de depósito, así como los recursos que en 
futuro adquieran las características descritas en el literal b) del presente artículo. 
 
Parágrafo Segundo.- Además de lo previsto en el parágrafo anterior, los entes 
recaudadores deberán informar de manera explícita y discriminada a la Comisión 
Nacional de regalías, a más tardar en la fecha de la transferencia, en los formatos 
ésta establezca, los conceptos de pago o el origen de los recaudos, el período al 
cual corresponden, la cantidad de recursos naturales no renovables explotados, el 
precio base utilizado para la liquidación de regalías y la tarifa aplicada en el caso 
del impuesto de transporte. 
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16. IMPUESTO A LAS VENTAS POR EL SISTEMA DE CLUBES 
 

 
 

LEY 69 DE 1946 DEL 23 DE DICIEMBRE DE 1946 
 Por la cual se elevan las tarifas de algunos impuestos indirectos y se dictan otras 

disposiciones 
 
 
 
ARTICULO 11.- Las personas naturales o jurídicas que lleven a cabo ventas por  
el sistema comúnmente denominado “clubes” pagarán en las respectivas oficinas 
de Hacienda Nacional el dos por ciento (2%) sobre el valor de los artículos que 
deben entregar a los socios favorecidos durante los sorteos. 
 
Las autoridades encargadas de conceder las licencias para estos sorteos se 
abstendrán de hacerlo, si no se les presenta el comprobante del pago del 
impuesto. La contravención a esta norma legal por parte de dichos funcionarios les 
hará incurrir en multas equivalentes al doble valor del impuesto dejado de pagar, 
que impondrá el respectivo funcionario de Hacienda Nacional por medio de 
providencia motivada, contra la cual procede el recurso de apelación para ante la 
jefatura de Rentas e impuestos Nacionales 
 
Nota:  A partir de la cesión de este impuesto a los municipios, debe entenderse 
que las funciones de Hacienda Nacional las desarrolla la Tesorería Municipal o la 
dependencia que haga sus veces. 
 
 
 
 

DECRETO 1333 DEL 25 DE ABRIL DE 1986  
 Por el cual se expide el Código de Régimen Municipal 

 
 
 

VII Impuesto a las ventas por el sistema de clubes 
 
 
ARTICULO 224.-  Es propiedad exclusiva de los Municipios y del Distrito Especial 
de Bogotá,  el impuesto sobre las ventas  por el sistema de clubes, creado por el 
artículo 11 de la ley 69 de 1946, y disposiciones complementarias, que se cause 
en sus respectivas jurisdicciones. 
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DECRETO 057 DE ENERO 27 DE1969 
Por el cual se reglamenta la Ley 33 de 1968 

 
 
Nota: Se entiende como reglamentario del Decreto 1333 de 1986 
 
 
ARTICULO 6.- A partir del 1o. de febrero de 1969 corresponde al Distrito Especial 
de Bogotá y a los municipios, la administración, recaudo y control de los impuestos 
nacionales que fueron declarados de propiedad exclusiva suya, de conformidad 
con el artículo 3o. de la Ley 33 de 1968. 
 
ARTICULO 7.- El Distrito Especial de Bogotá, y los Municipios que se beneficiarán 
con la cesión de los impuestos aludidos organizarán su administración y recaudo 
en tal forma que las tarifas sean las mismas actuales y que los procedimientos 
para percibirlos se ciñan a las leyes y decretos que los crearon y reglamentaron. 
 
En consecuencia, al efectuar los recaudos por conducto de la Tesorería Distrital y 
de las Municipales deberán observarse los sistemas establecidos, así: 
…. 
 
b) El impuesto establecido por el artículo 11 de la Ley 69 de 1946, equivalente al 
2% sobre el valor de los artículos que se deban entregar a los socios favorecidos 
durante los sorteos,  se seguirá pagando en las oficinas Distritales o Municipales 
por las personas naturales o jurídicas que lleven a cabo ventas por el sistema 
comúnmente denominado “clubes.” 
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17.  IMPUESTO SOBRE BILLETES, TIQUETES Y BOLETAS DE 
RIFAS Y PREMIOS DE LAS MISMAS 

 
 
 
 

LEY 12 DEL 23 DE SEPTIEMBRE DE  1932  
 Sobre autorizaciones al Gobierno para obtener recursos extraordinarios 

  
 
ARTICULO 7.- Con el objeto de atender al servicio de los bonos del empréstito 
patriótico que emita el Gobierno, establécense los siguientes gravámenes: 
... 
 
2o.- Un impuesto del cinco por ciento (5 por 100) sobre el valor de los billetes de 
rifas ... ( Tarifa modificada por el artículo 10° de la Ley 69 de 1946). 
 
 
 
 

DECRETO 1558 DEL 27 DE SEPTIEMBRE DE 1932 
Reglamentación de los impuestos fijados por la Ley 12 de 1932 

 
 
ARTICULO 1.- A partir del 1o. de octubre de 1932 y con la excepción consignada 
en el numeral 2o. de este artículo, se harán efectivos los siguientes impuestos 
establecidos por la Ley 12 del año en curso: 
 
2).  Un impuesto  del cinco por ciento (5 por 100) sobre el valor de los billetes de 
rifas,... 
 
ARTICULO 2.-  Para el recaudo de los anteriores impuestos se procederá de la 
manera siguiente: 
 
c) Rifas o Loterías 

 
 

Para que un individuo o entidad pueda dar  al expendio boletas de rifas o billetes 
de lotería, es necesario que consigne previamente en la Oficina de Hacienda 
Nacional del lugar donde deba efectuarse la rifa o sorteo, el cinco por ciento  (5 
por 100) del valor de las boletas, si se trata de rifas, o el diez por ciento (10 por 
100) del valor de los billetes que componen cada sorteo, si se trata de loterías. 
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Parágrafo. – Si la lotería fuere extranjera, el pago del impuesto debe hacerse en 
la Recaudación de Hacienda del Municipio en donde los billetes se dieran a la 
venta. 
 
Las autoridades encargadas de conceder permiso para expender  o vender 
boletas o billetes de rifas o loterías, o para  verificar los sorteos correspondientes, 
no lo podrán dar, mientras no se les presente el comprobante de haber  pagado el 
impuesto correspondiente en la Oficina de Hacienda respectiva. 
 
El funcionario que concediere el permiso sin este requisito previo, sufrirá una 
multa de cincuenta pesos ($50) a mil pesos (1.000), según la cuantía del impuesto 
dejado de pagar, multa que le será impuesta por el Recaudador de Hacienda 
Nacional, ante quien debió verificarse el pago. 
 
Los empleados de Hacienda Nacional, al expedir el recibo correspondiente, 
dejaran constancia en el talón de la cantidad de billetes que se vayan a dar a la 
venta, del número y serie de cada uno, de las fracciones de que se componga, y 
de la fecha del sorteo, datos que deben incluirse también en el recibo para que la 
autoridad encargada de conceder el permiso para la venta o expendio, o para 
efectuar el sorteo, pueda identificar fácilmente las correspondientes boletas o 
billetes 
 
 
 
 

LEY 19 DEL 14 DE OCTUBRE DE 1932 
Por la cual se dan unas autorizaciones a las Asambleas Departamentales y a los 

Municipios y se dictan otras disposiciones 
 

 
ARTICULO 3.-  Desde la sanción de la presente Ley ninguna rifa establecida o 
que se establezca en el país puede lanzar a la circulación, ni tener, ni vender 
billetes fraccionados, ni repartir ningún premio en dinero, en cualquier cantidad ... 
 
Los Gobernadores quedan encargados de velar por el estricto cumplimiento de 
este artículo, e impondrán a los infractores de él multas iguales al valor total de 
dichas rifas.  El producto de tales multas ingresará al fondo especial de la 
Beneficencia del respectivo Departamento. 
 
 
 
 
 
 

LEY 58 DEL 20 DE DICIEMBRE DE 1945 
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Por la cual se da una autorización a las Sociedades de Mejoras Públicas. 
 
 
ARTICULO 3.- El valor de la emisión de boletas para cada rifa no podrá 
sobrepasar el costo total de la cosa rifada, más los gastos de administración y 
propaganda, que no podrán exceder de un veinte por ciento (20%) de la misma, y 
hasta un diez por ciento (10%) de utilidad para la respectiva Sociedad de Mejoras 
Públicas. 
... 
 
Parágrafo 4.-  Para que las personas naturales o jurídicas, distintas a las 
Sociedades de Mejoras Públicas, puedan obtener las licencias correspondientes 
para efectuar rifas de esta naturaleza, es indispensable que se sometan 
previamente a lo dispuesto en el presente artículo. 
 
 
 
 

LEY 69 DEL 23 DE DICIEMBRE DE 1946 
Por la cual se elevan las tarifas de algunos impuestos indirectos y se dictan otras 

disposiciones 
 
 
ARTICULO 10.- Auméntase al diez por ciento (10%) el impuesto sobre billetes o 
boletas de rifas, de que trata el ordinal 2o. del artículo 7o. de la Ley 12 de 1932. 
 
ARTICULO 13.- Todo premio de rifa o lotería cuya cuantía total exceda de un mil 
pesos ($1.000.00) tendrá un impuesto adicional de diez por ciento (10%) sobre su 
valor.  (Tarifa modificada por el artículo 5º de la Ley 4ª de 1963) 
 
 
 
 

LEY 33 DEL 5 DE NOVIEMBRE DE 1948 
Por la cual se provee a la terminación de la iglesia de Nuestra Señora de 

Chiquinquirá, en la ciudad de Barranquilla; a la terminación del Seminario de 
Garzón, en el departamento del Huila y se modifica y aclara la ley 58 de 1945 

 
 
ARTICULO 5.- Para que las personas naturales o jurídicas a que se refiere el 
parágrafo 4o. del artículo 3o. de la Ley 58 de 1945 puedan efectuar rifas de casas, 
automóviles, mobiliarios, etc., o de cualquier objeto cuyo valor exceda del límite 
fijado por la ley, es indispensable que el respectivo Alcalde Municipal, al conceder 
los permisos, obtenga de los dueños o interesados en esas rifas una fianza que 
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garantice el pago de un diez por ciento (10%) de las utilidades en favor de las 
Sociedades de Mejoras Públicas a que se refiere la Ley 58 de 1945. 
 
Parágrafo 1.-  Los Alcaldes Municipales no podrán conceder permisos a quienes 
contravengan las disposiciones de este artículo. 
 
Parágrafo 2.- Los Concejos Municipales reglamentarán en cada caso las rifas, 
haciendo evaluar los objetos rifados y limitando las utilidades, que en ningún caso 
excedan del treinta por ciento (30%) del valor total de las boletas emitidas. 
 
 
 
 

LEY 4 DEL 20 DE FEBRERO DE 1963 
Por la cual se crean unos tributos y se modifican otros, para 

Fortalecer los Fiscos Seccionales y se dictan otras disposiciones 
 
 
 
ARTICULO 5.- Auméntase al 15% el impuesto de que trata el artículo 13 de la Ley 
69 de 1946. 
 
 
 
 

DECRETO 1333 DEL 25 DE ABRIL DE 1986 
Por el cual se expide el Código de Régimen Municipal 

 
 
ARTICULO 228.-  Son propiedad exclusiva de los municipios y del Distrito 
Especial de Bogotá los impuestos sobre billetes, tiquetes y boletas de rifas y 
apuestas, y premios de las mismas, a que se refieren las leyes 12 de 1932 y 69 de 
1946, y demás disposiciones complementarias. 
 
Los municipios y el Distrito Especial procederán a organizar y a asumir 
oportunamente la administración y recaudo de los impuestos a que se refiere este 
artículo, con las tarifas y sobre las bases normativas en vigencia. 
 
 
 

DECRETO 057 DEL 27 DE ENERO DE 1969. 
Por el cual se reglamenta la Ley 33 de 1968 

 
 
Nota: Debe entenderse como reglamentario del Decreto 1333 de 1986 
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ARTICULO 6.-  A partir del 1º de febrero de 1969 corresponde al Distrito Especial 
de Bogotá y a los Municipios, la administración, recaudo y control de los impuestos 
nacionales que fueron declarados de propiedad exclusiva suya, de conformidad 
con el artículo 3 de la Ley 33 de 1968. 
 
ARTICULO 7.- El Distrito Especial de Bogotá, y los Municipios que se beneficiarán 
con la cesión de los impuestos aludidos organizarán su administración y recaudo 
en tal forma que las tarifas sean las mismas actuales y que los procedimientos 
para percibirlos se ciñan a las leyes y decretos que los crearon y reglamentaron. 
 
En consecuencia, al efectuar los recaudos por conducto de la Tesorería Distrital y 
de las Municipales deberán observarse los sistemas establecidos, así: 
... 
c) La liquidación, recaudo y control del impuesto del 10% sobre el valor de 

boletas de rifas de que tratan las Leyes 12 de 1932 y 69 de 1946, se harán en 
la forma y términos previstos por el decreto 1558 de 1932, pero su pago se 
efectuará en las Tesorerías Distritales o Municipales, y 

 
d)  El impuesto del 15% sobre los premios de rifas que excedan de $1.000.00 de  

que tratan las Leyes 69 de 1946 y 4° de 1963, será de cargo del ganador. La 
persona o entidad que hace la rifa esta en la obligación de garantizar, ante la 
Oficina Distrital o Municipal, que no entregará la cosa u objeto rifado mientras el 
ganador no cubra  el valor del impuesto. Esta garantía debe otorgarse antes de 
lanzar al mercado las boletas de la rifa. 

 
 
 
 

DECRETO 537 DE 1974 
Por el cual se reglamentan las leyes 12 y 19  de 1932, 58 de 1945,  

69 de 1946, 33 de 1968 y 4 de 1963 
 
 
ARTICULO 1.-  Derogado tácitamente por el artículo 1º del Decreto 1660 de 1994 
 
ARTICULO 2.- Prohíbense las rifas con premios en dinero. Exceptuánse los 
sorteos de premios en dinero realizados por las Loterías Oficiales, los juegos, 
apuestas y sorteos de documentos autorizados por la Ley. 
 
Parágrafo.- Prohíbense las rifas de carácter permanente. Por tanto, ninguna 
persona, natural o jurídica, establecida o que se establezca en el país, puede 
organizar o realizar rifas permanentes, ni lanzar a la circulación, ni tener, ni vender 
billetes de rifas fraccionados, en cualquiera cantidad que sea. Solamente las 
Loterías Oficiales establecidas o que se establezcan de acuerdo con la Ley, 
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pueden lanzar a la circulación y vender billetes fraccionados.  (Lo subrayado fue 
derogado tácitamente por el artículo 4º del Decreto 1660 de 1994).   
 
Se entiende por billete fraccionado el título o documento que acredita la 
participación en rifa, que para facilidad de su colocación o venta entre el público, 
se divida en un número determinado de fragmentos cada uno de los cuales da 
derecho a su tenedor, en caso de salir favorecido en el sorteo o los sorteos, a 
reclamar parte alícuota del premio o los premios prometidos.  Exceptúanse las 
rifas autorizadas por el Decreto 130 de 1957 y las Leyes 2ª de 1964 y 2ª de 1970, 
así como las que puedan efectuarse según Las leyes 58 de 1945, y 33 de 1948, 
siempre que en estas últimas no medie ningún ánimo de lucro, al tenor de lo 
dispuesto en el artículo 2º de la misma Ley 58 de 1945 y se organicen, administren 
o efectúen por terceras personas y otras entidades. 
 
 Nota: Lo subrayado fue modificado por la Ley 2ª de 1964. 
La Ley 2ª de 1970 perdió vigencia. 
 
 
ARTICULO 3.-  Inciso derogado tácitamente por el parágrafo del artículo 4º del 
Decreto 1660 de 1994 
 
Toda rifa se presume celebrada a título no gratuito. 
 
 
ARTICULO 4.- Toda rifa no permanente o transitoria de bienes muebles o 
inmuebles o premios diferentes a dinero, deberá pagar los siguientes impuestos: 
 
Al Municipio respectivo que otorgue el permiso: 
 
1.- Un 15% sobre la totalidad del Plan de Premios cuyo valor sea superior a 
$1.000.00, de conformidad con el artículo 5o. de la Ley 4a. de 1963; 
 
2.- Un 10% sobre el valor total de la emisión a precio de venta para el público, de 
conformidad con el artículo 7o. de la Ley 69 de 1946. 
 
 
Parágrafo.- Al mismo Municipio y para la correspondiente Sociedad de Mejoras 
Públicas, deberá pagarse un 10% adicional sobre el valor del porcentaje 
autorizado como utilidad para quien realizará la rifa, de conformidad con el artículo 
5o. de la Ley 33 de 1948. 
 
 
ARTICULO 5.- De acuerdo con el artículo 3o. de la Ley 58 de 1945 y el Parágrafo 
2o. del artículo 5o. de la Ley 33 de 1948, el valor de la emisión de boletas de una 
rifa no puede ser superior al Costo Total de la Cosa o Cosas Rifadas (CTCR), más 
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los Gastos de Administración y Propaganda (GAP) los que, a su turno, no podrán 
ser superiores al 20% de la Cosa Rifada. Igualmente, la Utilidad que pueda 
obtener quien realice una rifa no podrá ser superior al 30% del Valor de la Cosa o 
Cosas Rifadas. 
 
En consecuencia, el valor de la emisión, los Gastos de Administración y 
Propaganda y la Utilidad resultarán de aplicar las siguientes fórmulas: 
 
V.E.  = CTCR  +  GAP     +   U. 
GAP  = 20%         CTCR. 
U   =  30%         CTCR. 
 
Donde: 
V.E.     =  Valor Total de la Emisión 
CTCR   =  Costo Total de la Cosa o Cosas Rifadas. 
GAP   =  Gastos de Administración y Propaganda 
U    =  Utilidad. 
 
Se entiende por Costo Total de la Cosa Rifada, el Costo de la Cosa o Cosas, de 
acuerdo con el literal b) del artículo 7o. 
 
ARTICULO 6.- De conformidad con el artículo 5o. de la Ley 33 de 1948, para 
celebrar toda rifa ocasional o transitoria, es necesaria la correspondiente 
autorización del Alcalde Municipal, a quien deberá presentarse un memorial de 
solicitud en papel sellado en el cual deberá aparecer, a lo menos: 
 
a) Nombre, domicilio e identificación de la persona natural responsable de la rifa o 
razón social y domicilio de la persona jurídica solicitante, la cual se probará con el 
Certificado de la Cámara de Comercio correspondiente, así como acreditar la 
representación legal de la misma; 
 
b) Nombre de la rifa. 
 
c) Número de las boletas o documentos que dan derecho a participar en la rifa y 
que se emitirán así como el valor de venta al público de cada boleta o documento 
y del total de la emisión, y 
 
d) Plan de premios que se ofrecerán al público, con relación detallada de los 
bienes muebles, inmuebles y demás premios objeto de la rifa, detallándolos 
claramente en su valor, cantidad y naturaleza. 
 
 
ARTICULO 7.-  El memorial de solicitud a que se refiere el artículo anterior, se 
acompañará, a lo menos de los siguientes documentos: 
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b) Avalúo catastral de los bienes inmuebles y facturas o documentos de 
adquisición de los bienes muebles y premios que se rifen. 

 
 
 

LEY 10 DEL 10  ENERO DE 1990  
 Por la cual se reorganiza el Sistema Nacional de Salud y se dictan otras 

disposiciones. 
 
 
ARTICULO 42.-   Modificado por el artículo 285 de la Ley 100 de 1993: 
 
“ARTICULO 285.-   Arbitrio Rentístico de la Nación.  El artículo 42 de la Ley 10 de 
1990 quedará así: 
 
ARTICULO 42.  Arbitrio Rentístico de la Nación.  Declárase como arbitrio rentístico 
de la Nación la explotación monopólica, en beneficio del sector salud, de las 
modalidades de juegos de suerte y azar diferentes de las loterías, apuestas 
permanentes existentes y de las rifas menores aquí previstas. 
 
La concesión de permisos para la ejecución de rifas que no sean de carácter 
permanente, cuyo plan de premios no exceda doscientos cincuenta (250) salarios 
mínimos mensuales y se ofrezcan  al público exclusivamente en el territorio del 
respectivo municipio o distrito será facultad de los alcaldes municipales y 
distritales. 
 
Las sumas recaudadas por concepto de permisos de explotación o impuestos 
generados por estas rifas se transferirán directamente al fondo local o distrital de 
salud. 
 
Parágrafo.- El Gobierno Nacional reglamentará la organización y funcionamiento 
de estas rifas, así como su régimen tarifario.” 
 
ARTICULO 43.-  Sociedad Especial de Capital Público.  Autorízase la 
constitución y organización de una sociedad de capital público, de la cual, serán 
socios la Nación y las entidades territoriales, o sus entidades descentralizadas, 
titulares de los monopolios rentísticos de las loterías existentes, y cuyo objeto sea 
la explotación y administración del monopolio rentístico creado mediante el artículo 
42 de la presente ley. 
 
Los costos y gastos de inversión, producción, administración, venta y publicidad 
no podrán ser superiores al 15% de las ventas netas. 
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El producto resultante de las ventas netas menos el valor de los premios pagados, 
menos el porcentaje máximo señalado para costos y gastos, más otras utilidades 
de la empresa, se distribuirá en la siguiente forma: 
 
1. 10% para el pago de prestaciones sociales de los trabajadores de la salud, en 

la forma y la destinación específica en que lo determine el Ministerio de Salud, 
durante los primeros cinco años de funcionamiento de la sociedad. 

2. 40% para distribuir entre los municipios, en proporción directa a las ventas que 
se ejecuten en su territorio, que se elevará al 50% una vez transcurridos los 
cinco años previstos en el numeral anterior. 

3. 50%, como mínimo, para distribuir, entre todos los municipios del país, en 
proporción directa a su población, y en proporción inversa a su desarrollo 
socioeconómico, según fórmula aprobada por su junta directiva. 

 
Parágrafo 1.-  Los pagos por concepto de participación en el producto de la 
empresa, no serán nunca inferiores al 14% de las ventas mensuales,  y se girarán 
a los fondos locales de salud con esa periodicidad. 
 
Parágrafo 2.-  El producto resultante de las apuestas en juegos deportivos, 
organizados por la empresa que se autoriza en el artículo 43, se distribuirá de la 
siguiente forma:  40% para los servicios locales de salud, 40% para el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar y el 20% para Coldeportes. 
  
 
 

LEY 49 DEL 28 DE DICIEMBRE DE 1990  
Por la cual se reglamenta la repatriación de capitales, se estimula el mercado 

accionario, se expiden normas en materia tributaria, aduanera y se dictan otras 
disposiciones 

 
 
ARTÍCULO 73.- Juegos de suerte y azar. Sin perjuicio del monopolio rentístico a 
que se refieren los artículos 42 y 43 de la Ley 10 de 1990, corresponde al Alcalde 
Municipal otorgar autorizaciones de tipo policivo, para el funcionamiento, dentro de 
su jurisdicción, de las rifas, de los juegos de suerte y azar distintos de las loterías y 
apuestas permanentes.  
 
 
 

LEY 100 DEL 23 DE DICIEMBRE DE 1993 
Por la cual se crea el Sistema de Seguridad Social Integral y se  

Dictan otras disposiciones 
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ARTICULO 285.-   Arbitrio Rentístico de la Nación.  El artículo 42 de la Ley 10 de 
1990 quedará así:  (Ver artículo 42 Ley 10 de 1990) 
 
 
 

DECRETO 1660 DEL 1 DE AGOSTO DE 1994 
Por el cual se reglamenta la organización y funcionamiento de las 

Rifas de competencia municipal y distrital, así como su régimen tarifario 
conforme a lo dispuesto en el Decreto-Ley 1298 de 1994 y se dictan  

Otras disposiciones 
 
 
ARTICULO 1.- Definición.- La rifa es una modalidad de juego de suerte y azar 
mediante la cual se sortean premios en especie entre quienes hubieren adquirido 
o fueren poseedores de una o varias boletas, emitidas en serie continua, 
distinguidas con un número de no más de cuatro dígitos y puestas en venta en el 
mercado a precio fijo para una fecha determinada por un operador previa y 
debidamente autorizado. 
 
ARTICULO 2.- Clasificación de las rifas.- Para todos los efectos las rifas se 
clasifican en mayores y menores. 
 
ARTICULO 3.- Rifas menores.- Son aquellas cuyo plan de premios tiene un valor 
comercial inferior a Doscientos cincuenta (250) salarios mínimos legales 
mensuales, circulan o se ofrecen al público exclusivamente en el territorio de un 
municipio o Distrito y no son de carácter permanente. 
 
ARTICULO 4.- Rifas mayores.- Son aquellas cuyo plan de premios tiene un valor 
comercial superior a los doscientos cincuenta (250) salarios mínimos legales 
mensuales, o aquellas que se ofrecen al público en más de un municipio o distrito 
o que tienen carácter permanente. 
 
Parágrafo.- Son permanentes las rifas que realice un mismo operador con sorteos 
diarios , semanales, quincenales o mensuales en forma continua o ininterrumpida, 
independientemente de la razón social de dicho operador o del plan de premios 
que oferte y aquellas que, con la misma razón social, realicen operadores distintos 
diariamente o en forma continua o ininterrumpida. 
 
ARTICULO 5.- Prohibición. No podrá venderse, ofrecerse o realizarse rifa alguna 
que no esté previa y debidamente autorizada mediante acto administrativo 
expreso de la autoridad competente. 
 
ARTICULO 6.- Permisos de ejecución de rifas menores. Los Alcaldes 
Municipales o Distritales son competentes para expedir permisos de ejecución de 
las Rifas Menores definidas en el artículo 3º del presente decreto, facultad que 
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ejercerán de conformidad con las normas del presente Decreto y las demás que 
dicte el Gobierno Nacional en desarrollo del artículo 135 del Decreto Ley 1298 de 
1994. 
 
ARTICULO 7.- Ejecución o explotación de rifas mayores. Corresponde a la 
Empresa Colombiana de Recursos para la Salud S.A., ECOSALUD S.A., o quien 
haga sus veces, reglamentar y conceder los permisos de ejecución, operación o 
explotación de rifas mayores y de los sorteos o concursos de carácter promocional 
o publicitario. 
 
ARTICULO 8.- Determinación de resultados. Para determinar la boleta 
ganadora de una rifa menor se utilizaran, en todo caso, los resultados de los 
sorteos ordinarios o extraordinarios de las loterías vigiladas por la 
Superintendencia Nacional de Salud. 
 
Parágrafo.- En las rifas menores no podrán emitirse, en ningún caso boletas con 
series o con más de cuatro dígitos. 
 
ARTICULO 9.- Menciones obligatorias de boletería. La boleta que acredite la 
participación en una rifa, deberá contener las siguientes menciones obligatorias: 
 

1. Nombre y dirección de la persona responsable de la rifa, que será la 
titular del respectivo permiso. 

2. La descripción, marca comercial y, si es posible, el modelo, de los 
bienes en especie que constituyen cada uno de los premios. 

3. El número o números que distinguen la respectiva boleta. 
4. El nombre de la lotería y la fecha del sorteo con el cual se determinan 

los ganadores de la rifa. 
5. El sello de autorización de la Alcaldía respectiva. 
6. El número y fecha de la resolución mediante la cual se autoriza la rifa. 
7. El valor de la boleta. 

 
ARTICULO 10.-. Requisitos para conceder permisos de operación de rifas 
menores. Los alcaldes municipales o distritales podrán conceder permisos de 
operación de rifas menores exclusivamente en el territorio de su jurisdicción a 
quienes acrediten los siguientes requisitos: 
 
1. Ser mayores de edad y acreditar certificado judicial, si se trata de personas 

naturales. 
2. Certificado de constitución o de existencia y representación legal, si se trata de 

personas jurídicas, caso en el cual la solicitud deberá ser suscrita por el 
respectivo representante legal. 

3. Para rifas cuyo plan de premios exceda de veinte (20) salarios mínimos legales 
mensuales deberá suscribirse garantía de pago de los premios por un valor 
igual al del respectivo plan, a favor de la respectiva alcaldía, sea mediante 
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póliza de seguros expedida con una licencia que se extenderá hasta cuatro (4) 
meses después de la fecha del correspondiente sorteo, o sea mediante aval 
bancario. 

4. Para  las rifas cuyo plan de premios no exceda de veinte  (20) salarios mínimos 
legales mensuales podrá admitirse  como garantía una letra, pagaré o cheque, 
firmado por el operador como girador y por un avalista y girado a nombre del 
municipio o distrito. 

5. Disponibilidad del premio, que se entenderá válida, bajo la gravedad del 
juramento, con el lleno de la solicitud, y en un término no mayor al inicio de la 
venta de la boletería. La autoridad concedente podrá verificar en cualquier 
caso la existencia real del premio. 

6. Formulario de Solicitud, en el cual se exprese el valor del plan de premios y su 
detalle, la fecha o fechas de los sorteos, el nombre y sorteo de la lotería cuyos 
resultados determinarán el ganador de la rifa, el número y el valor de las 
boletas que se emitirán, el término del permiso que se solicita y los demás 
datos que la autoridad concedente del permiso considere necesarios, para 
verificar el cumplimiento de los requisitos aquí señalados. 

 
ARTICULO 11.- Organización y periodicidad de las rifas. Las Alcaldías 
podrán conceder permisos para las rifas menores así: 
 
1. Para planes de premios menores de dos (2) salarios mínimos podrán 

concederse permisos para realizar hasta tres (3) rifas a la semana. 
2. Para planes de premios entre dos (2) y cinco (5) salarios mínimos legales 

mensuales podrá autorizar hasta una (1) rifa semanal. 
3. Para planes de premios entre cinco (5) y diez (10) salarios mínimos legales 

mensuales podrán autorizarse hasta dos (2) rifas al mes. 
4. Para planes de premios entre diez (10) y doscientos cincuenta (250) salarios 

mínimos legales mensuales podrá autorizarse hasta una rifa al mes. 
 
ARTICULO 12.- Tarifas. Las rifas menores pagarán por concepto de derechos 
de operación al respectivo Municipio o Distrito, una tarifa según la siguiente 
escala: 
 
1. Para planes de premios de cuantía igual o inferior a dos (2) salarios mínimos 

legales mensuales, un seis por ciento (6%) del valor del respectivo plan. 
2. Para planes de premios de cuantía entre dos (2) y cinco (5) salarios mínimos 

legales mensuales, un siete por ciento (7%) del valor del respectivo plan. 
3. Para planes de premios entre tres (3) y veinte (20) salarios mínimos legales 

mensuales, el siete  por ciento (8%) (sic) del valor del plan de premios. 
4. Para planes de premios entre veinte (20) y doscientos cincuenta (250) salarios 

mínimos legales mensuales un doce (12%) por ciento del valor del plan de 
premios. 
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ARTICULO 13.- Término de los permisos. En ningún caso se concederán 
permisos para operar rifas en forma ininterrumpida o permanente. Los permisos 
para la operación o ejecución de rifas menores se concederán por un término 
máximo de cuatro (4) meses prorrogable  una sola vez durante el mismo año. 
 
ARTICULO 14.- Destinación de los derechos de operación. En la resolución 
que conceda el permiso de operación o ejecución de rifas menores, se fijará el 
valor a pagar por el mismo, el cual deberá ser consignado en la cuenta del fondo 
de salud del municipio o distrito de que trata la Ley 60 de 1993 y el Decreto Ley 
1298 de 1994, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la notificación de la 
misma. 
 
Toda suma que recaude el municipio o distrito por concepto de rifas menores 
deberá acreditarse exclusivamente como ingreso del fondo municipal o distrital de 
salud, según sea el caso. En consecuencia, para proceder a efectuar las 
autorizaciones de que trata el artículo 285 de la ley 100 de 1993, es requisito 
indispensable establecer el fondo municipal o distrital de salud, conforme a las 
disposiciones legales sobre la materia. 
 
ARTICULO 15.- Validez del permiso. El permiso de operación de una rifa menor 
es válido, sólo a partir de la fecha de pago del derecho de operación, conforme al 
régimen tarifario de que trata el presente decreto. 
 
ARTICULO 16.- Inspección, vigilancia y control. Corresponde a la 
Superintendencia Nacional de Salud la inspección, vigilancia y control sobre el 
recaudo efectivo de los derechos de rifas menores y la destinación a salud de los 
ingresos por concepto de derecho de operación y demás rentas provenientes de 
las rifas menores, en los términos del presente decreto, sin perjuicio de las 
responsabilidades de control que corresponden a las demás instancias 
competentes y a la autoridad concedente de los permisos de explotación de las 
rifas menores. 
 
ARTICULO 17.- Presentación de ganadores.  La boleta ganadora de una rifa 
menor debe ser presentada para su pago dentro de los sesenta (60) días 
siguientes a la fecha de realización del correspondiente sorteo. Vencido este 
término, se aplicarán las normas civiles sobre la materia. 
 
ARTICULO 18.-  Requisito para nuevos permisos. Cuando una persona natural 
o jurídica que haya sido titular de un permiso para operar una rifa solicite un nuevo 
permiso deberá anexar a la solicitud declaración jurada ante notario por las 
personas favorecidas con los premios de las rifas anteriores en la cual conste que 
recibieron los mismos a entera satisfacción. 
 
En el evento de que el premio no haya caído en poder del público, se admitirá 
declaración jurada ante notario por el operador en la cual conste tal circunstancia. 
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ARTICULO 19.- Delegación de la autoridad concedente. El alcalde podrá 
delegar en otro funcionario de su despacho la función de conceder los permisos 
para la ejecución de las rifas, de conformidad con las normas legales sobre la 
materia. También se podrá delegar en los alcaldes menores, zonales o locales en 
los municipios o distritos en donde los haya. 
 
 
 
 

DECRETO 1612 DEL 25 DE SEPTIEMBRE DE  1995 
Por el cual se aclara el decreto 1660 del 1 de agosto de 1994 

 
 

ARTICULO 1.-  Aclárase el Decreto número 1660 del 1º de agosto de 1994, por el 
cual se reglamentan la organización y funcionamiento de las rifas de competencia 
municipal y distrital, así como su régimen tarifario, en el sentido que este acto 
administrativo  reglamenta los artículos 43 de la ley 10 de 1990 y 285 de la ley 100 
de 1993. 
 
ARTICULO 2.-  Cuando se cite el Decreto-Ley 1298 de 1994 en el contenido del 
Decreto que se aclara por medio del presente acto administrativo, debe 
entenderse que la norma aplicable es la norma de origen contenida en las leyes 
10 de 1990 y 100 de 1993. 
 
 
 
 

SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD 
Circular Externa Número 13 de 1996 

(Agosto 8) 
 
 
Este despacho, en desarrollo de las facultades otorgadas por el Decreto- Ley 1259 
de 1994, particularmente en el numeral 6º.- del artículo 7º, como también en virtud 
de la Ley 100 de 1993 artículo 285 y el Decreto 1660 de agosto 1º.- de 1994, se 
permite informar e impartir las siguientes instrucciones sobre el manejo y 
transferencias de los recursos  que se generen de la explotación de las  rifas 
menores así como la autorización de las mismas por parte de los alcaldes 
municipales y Distritales o sus delegados. 
 
1. Marco Jurídico. 
 
1.1. Creación de rifas menores. La ley 100 de 1993, en el artículo 285, inciso 
2º caracteriza y determina las “rifas menores”, como aquellas que no sean de 
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carácter permanente, cuyo plan de premios no exceda de 250 salarios mínimos 
mensuales y se ofrezca al público exclusivamente en el respectivo territorio del 
municipio o distrito. 
 
Con la promulgación de la ley 100 de 1993, las rifas menores dejaron de ser 
arbitrio rentístico de la Nación y se le trasladó a los municipios y distritos su 
explotación, para que estas entidades, destinen exclusivamente su producto 
económico para el financiamiento del servicio público de la salud (art. 285, inc. 3o 
ibídem). 
 
Luego el Decreto 1660 de 1994 reglamentó la organización y autorización de las 
rifas a nivel nacional, clasificándolas en rifas menores y rifas mayores. Para estos 
efectos el decreto define “rifa y rifa menor” así: 

 
 
“ARTICULO 1.- Definición. La rifa es una modalidad de juego de suerte y azar 
mediante la cual se sortean premios en especie entre quienes hubieren adquirido 
o fueren poseedores de una o varias boletas, emitidas en serie continua, 
distinguidas con un número de no más de cuatro dígitos y puestas en venta en el 
mercado a precio fijo para una fecha determinada por un operador previa y 
debidamente autorizado. 
 
ARTICULO 3.- Rifas menores. Son aquellas cuyo plan de premios tiene un valor 
comercial inferior a doscientos cincuenta (250) salarios mínimos legales 
mensuales, circulan o se ofrecen al público exclusivamente en el territorio de un 
municipio o distrito y no son de carácter permanente”. 
 
1.2. Facultades de los alcaldes para autorizar rifas menores. Ahora, la ley 
100 de 1993 en el artículo 285, le otorgó facultades a los alcaldes municipales y 
Distritales para que autoricen la realización de rifas menores en su jurisdicción, 
previa reglamentación del Gobierno Nacional (Ver numeral 1.8.) 
 
El Decreto 1660 de 1994, reglamentó el artículo 285 ibídem así: 
 
“ARTICULO 6.- Permisos de ejecución de rifas menores.  Los alcaldes 
municipales o Distritales son competentes para expedir permisos de ejecución de 
las rifas menores definidas en el articulo 3º del presente decreto. Facultad que 
ejercerán de conformidad con las normas del presente decreto y las demás que 
dicte el Gobierno Nacional”. 
 
1.3.     Características de las rifas menores. De los artículos citados y demás 
artículos del decreto 1660 de 1994, se derivan como características propias de las 
rifas menores las siguientes: 
 
1. La rifa menor es una modalidad de juego de suerte y azar. 
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2. Se sortean únicamente premios en especie. 
3. No se pueden emitir con series o con números que superen los cuatro 

dígitos. 
4.  Cada boleto tiene un precio fijo. 
5. El plan de premios tiene un valor comercial igual o inferior a doscientos 

cincuenta (250) salarios mínimos legales mensuales vigentes, al momento 
de la autorización. 

6. Se ofrecen al público exclusivamente dentro del municipio o distrito. 
7. Para determinar la boleta ganadora se deben utilizar los resultados de los 

sorteos oficiales de las loterías ordinarias o sorteos extraordinarios. 
8. Los permisos para la ejecución o explotación se concederán por un término 

máximo de cuatro (4) meses, prorrogables por una sola vez en el mismo 
año. 

9. Para entrar a operar las rifas menores se debe cancelar el derecho de 
explotación de acuerdo con las tarifas establecidas en el Decreto 1660 de 
1994, artículo 12 (ver numerales 1.6.1 y  1.7). 

10. Los alcaldes de municipios que pueden otorgar permisos para explotar rifas 
menores, son aquellos que ya crearon sus fondos locales de salud, de 
acuerdo con los principios de la Ley 10 de 1990 (ver numeral 1.8.) 

 
Por lo expuesto en los numerales anteriores, los alcaldes municipales y Distritales 
o el funcionario delegado para tal finalidad, son los únicos que tienen la facultad 
para autorizar la celebración en su territorio de las rifas menores. 
 
En tal sentido, son los alcaldes municipales y Distritales o sus delegados, quienes 
deben ejercer los controles adecuados para evitar que se celebren rifas menores, 
sin la debida autorización, o con incumplimiento de las características arriba 
señaladas, para así evitar que se genere incertidumbre en el mercado de los 
juegos de azar en su municipio o distrito y se distraigan los recursos que tienen 
como destinación exclusiva los servicios de salud. 
 
1.4. Requisitos para otorgar el permiso. Los alcaldes municipales y Distritales, 
para conceder los permisos de operación de rifas menores, deben tener en cuenta 
los requisitos establecidos en el Decreto 1660 de 1994 que al respecto dice: 
 
“ARTICULO 10.- Requisitos para conceder permisos de operación de rifas 
menores. Los alcaldes municipales o Distritales podrán conceder permisos de 
operación de rifas menores, exclusivamente en el territorio de su jurisdicción a 
quienes acrediten los siguientes requisitos: 
 
1. Ser mayores de edad y acreditar certificado judicial, si se trata de personas 

naturales. 
2. Certificado de constitución o de existencia y representación legal, si se trata 

de personas jurídicas, caso en el cual la solicitud deberá ser suscrita por el 
respectivo representante legal. 
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3. Para rifas cuyo plan de premios exceda de veinte (20) salarios mínimos 
legales mensuales deberá suscribirse, garantía de pago de los premios por 
un valor igual al del respectivo plan, a favor de la respectiva alcaldía, sea 
mediante póliza de seguros expedida con una vigencia que se extenderá 
hasta cuatro meses después de la fecha del correspondiente sorteo, o sea 
mediante aval bancario. 

4. Para las rifas cuyo plan de premios no exceda de veinte (20) salarios 
mínimos legales mensuales podrá admitirse como garantía una letra, 
pagará o cheque, firmado por el operador como girador y por un avalista 
girado  a nombre del municipio o distrito. 

5. Disponibilidad del premio, que se entenderá válida, bajo la gravedad del 
juramento, con el lleno de la solicitud, y en un término no mayor al inicio de 
la venta de la boletería. La autoridad concedente podrá verificar en 
cualquier caso la existencia real del premio. 

6. Formulario de solicitud, en el cual se exprese el valor del plan de premios y 
su detalle, la fecha o fechas de los sorteos, el nombre y sorteo de la Lotería 
cuyos resultados determinarán el ganador de la rifa, el número y el valor de 
las boletas que se emitirán, el término del permiso que se solicita y los 
demás datos que la autoridad concedente el permiso considere necesarios, 
para verificar el cumplimiento de los requisitos antes señalados”  

 
  
1.5. Término del permiso. Los permisos no podrán exceder de 4 meses, salvo 
su ampliación por cuatro meses más, dentro del mismo año. 
 
1.6. Recursos que causan las autorizaciones de rifas menores. 
 

 
1.6.1. Derechos de operación: Los operadores deben pagar al respectivo 
municipio o distrito, a título de estos derechos, las tarifas que establece el artículo 
12 del Decreto 1660 de 1994, así: 
 
“1. Para planes de premios de cuantía igual o inferior a dos (2) salarios mínimos 
legales mensuales, un seis por ciento (6%) del valor del respectivo plan. 
2.  Para planes de premios de cuantía entre dos (2) y cinco (5) salarios mínimos 
legales mensuales, un siete por ciento (7%)  del valor del respectivo plan. 
 
3. Para planes de premios de cuantía entre cinco (5) y veinte (20) salarios 
mínimos legales mensuales, un ocho por ciento (8%) del valor del respectivo plan 
de premios. 
 
4. Para planes de premios de cuantía entre veinte (20) y doscientos cincuenta 
(250) salarios mínimos legales mensuales, un doce por ciento (12%) del valor del 
respectivo plan de premios”. 
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1.6.2.  Impuesto de circulación. Cada boleta o tiquete de rifa,  debe pagar  un 
impuesto del diez por ciento (10%) (L.69 / 46, art. 12; L 33 /68, art. 3º;. D.1333 /86,  
arts. 227 y 228; C.Const., Sentn C-537, nov. 23/95.) 

 
1.6.3. Impuesto sobre los premios. Todo premio de rifa, cuya cuantía total 
exceda de un mil pesos ($1.000), tiene un impuesto del quince por ciento (15%) 
sobre su valor (L. 69 / 46, art.13; en concordancia con el 5º.- de la L.4 / 63, y el 4º.- 
del D. 537 /74). 
 
Este impuesto tiene como sujeto pasivo directo, al ganador del premio. 

 
1.6.4. Impuesto sobre la utilidad: Los operadores deben pagar un impuesto 
hasta de un diez (10%) de las utilidades, según la reglamentación expedida por los 
concejos municipales (L.33/48, art 5º; D-537 / 74, art 4º, par; D.1333 /86, art. 228). 
 
 
1.7. Destinación de los recursos. El inciso 4º.- del artículo 336 de la Constitución 
Política de Colombia, establece que todas las rentas obtenidas  en el ejercicio de 
los monopolios de suerte y azar, están destinadas exclusivamente a los servicios 
de salud. 
 
Por mandato constitucional, las rentas que se obtengan como producto de la 
operación de rifas menores, por conformar éstas, parte de los juegos de suerte y 
azar, tienen que ser destinadas exclusivamente al sector de la salud municipal. 
 
La resolución que concede el permiso de explotación de la rifa, indicará el valor 
que debe cancelar el operador por concepto de la autorización para operar, así 
como los demás impuestos, que consignará en el fondo local de salud del 
respectivo municipio o distrito, dentro de un plazo de cinco (5) días hábiles 
después de notificada (D. 1660 / 94, art. 14, inc. 1º. Ib) (ver numerales 1.3. ordinal 
9º.- y 1.6) 
 
Toda suma de dinero  recaudada por concepto de otorgamiento de permisos para 
la operación de rifas menores o impuestos generados por éstas, debe acreditarse, 
única y directamente como ingreso del fondo local o Distrital  de salud (L.100/93, 
art. 285 inc. 3º.-) 
 
1.8. Limitaciones. La entidad competente para aprobar las rifas menores, son los 
alcaldes municipales, o su delegado, siempre y cuando se encuentre establecido 
el fondo municipal o Distrital de salud, conforme con las disposiciones legales (D. 
1660 / 94, art. 14, inc. 2.) 
 
De acuerdo con lo prescrito en el artículo 13 de la Ley 10 de 1990, todas las 
entidades territoriales deben organizar su fondo local o Distrital de salud, como 
cuenta especial para el manejo de los recursos de la salud. 
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Por tales razones, los alcaldes municipales y Distritales deben proceder a tramitar 
la creación del fondo local de salud, ante los respectivos concejos, para poder 
ejercer las facultades otorgadas en el artículo 285, de la ley 100 de 1993, 
reglamentando por el Decreto 1660 de agosto de 1994, con el fin de incrementar 
los recursos para financiar los programas sociales en salud del respectivo 
municipio o distrito. 
 
2. Controles que deben ejercer las autoridades municipales. 
Además de lo expuesto en el artículo 10 del Decreto 1660 de agosto 1º.- de 1994, 
deben asumir como mínimo los siguientes controles: 
 
2.1. Policivos. El cuerpo de policía del municipio debe vigilar que no se 

celebren rifas, sin el  permiso del alcalde municipal o a quien haya delegado 
tal función. Además de ningún juego de azar, sin  permiso de la autoridad 
respectiva. 

2.2. El alcalde o su delegado debe verificar que los operadores de rifas 
menores, cumplan con los requisitos establecidos por el decreto 1660 de 
1994 y demás normas pertinentes. 

2.3. Verificar que el operador efectivamente cancele los premios ofrecidos en el 
respectivo plan. El beneficiario del permiso debe entregar las boletas 
ganadoras debidamente canceladas al despacho asignado para estos 
efectos por la alcaldía. 

 
3.  Instrucciones. 
 
3.1 Información a la superintendencia. Los señores alcaldes municipales o 
Distritales deben cumplir y remitir, con  destino a la división de arbitrios rentísticos 
de la Nación, de la Superintendencia Nacional de Salud, ubicada en la carrera 13 
No. 32-76 piso noveno, teléfono 3364600, fax 2833432 de Santafé de Bogotá, 
D.C. las siguientes instrucciones: 
 
3.1.1. Instrucción Transitoria: Los actos administrativos de creación de los 
fondos locales, junto con la autorización otorgada por el Ministerio de salud o el 
servicio seccional de salud, según el caso, dentro de los diez (10) días siguientes 
a la expedición de la presente circular. 
 
3.1.2. Instrucción transitoria: Diligenciar el formato anexo número 01, con el fin 
de formar el banco de datos de la superintendencia. Este debe ser remitido dentro 
de los diez (10) días siguientes a la expedición y publicación de la presente 
circular. 
 
 3.1.3. Instrucción permanente: Diligenciar el “formato 02” anexo, debidamente 
firmado por el  alcalde municipal o Distrital y el jefe del fondo local de salud y 
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enviarlo a este despacho dentro de los primeros diez (10) días calendario de cada 
bimestre vencido. 
 
El primer envío de información, debe relacionar los meses de enero a junio de 
1996, el cual se remitirá a más tardar el treinta (30) de agosto de 1996, según el 
mismo formato. 

 
El primer bimestre corresponde a los meses de julio y agosto de 1996. Por tanto 
de éste se debe enviar la información dentro de los diez (10) primeros días 
calendario del mes de septiembre y así sucesivamente. 

 
En este formato, se indica: 
 
El Nombre del operador: Puede ser una persona natural o jurídica. 
Identificación:  El número de cédula de ciudadanía o el NIT. 
Resolución: Acto administrativo, que autoriza la operación de la rifa.  
Prórroga: acto administrativo, que autoriza la continuidad del juego por cuatro 
meses más.  
Derechos de explotación: Suma que debe cancelar el operador, según la tarifa 
del Decreto 1660 de 1994. 
Impuesto de circulación: Suma que cancela el operador, así: Por cada boleta o 
tiquete de rifa, debe pagar un impuesto del diez por ciento (10%). 
Impuesto sobre premios:  Todo premio de rifa, cuya cuantía total exceda de un 
mil pesos ($1.000), tiene un impuesto del quince por ciento (15%) sobre su valor. 
Impuesto sobre la utilidad: Los operadores deben pagar un impuesto hasta del 
diez por ciento (10%) de las utilidades, según la reglamentación expedida por los 
concejos municipales. 

 
 

 
 
 
 
  

18.  IMPUESTO A LAS APUESTAS EN TODA CLASE DE JUEGOS 
PERMITIDOS 

 
 

 
LEY 12 DEL 23 DE SEPTIEMBRE DE 1932  

Sobre autorizaciones al Gobierno para obtener recursos extraordinarios 
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ARTICULO 7.- Con el objeto de atender al servicio de bonos del empréstito que 
emita el Gobierno establécese los siguientes gravámenes: 
 
1.- Un impuesto del diez por ciento (10 por 100) ..., por cada boleta o tiquete de 
apuesta en toda clase de juegos permitidos, o de cualquier otro sistema de 
repartición de sorteos. 
... 
Estos gravámenes desaparecerán tan pronto como se haya amortizado el 
empréstito. 
 
 
 

DECRETO 1558 DEL 27 DE SEPTIEMBRE DE 1932 
Reglamentación de los impuestos fijados por la Ley 12 de 1932 

 
 
 
ARTICULO 1.- A partir del 1o. de octubre de 1932 y con la excepción consignada 
en el numeral 2o. de este artículo, se harán efectivos los siguientes impuestos 
establecidos por la Ley 12 del año en curso: 
 
1) Un impuesto del diez por ciento (10 por 100) ... por cada boleta o tiquete de 

apuestas en toda clase de juegos permitidos, o de cualquier otro sistema de 
repartición de sorteos. 

 
ARTICULO 2.-  Para el recaudo de los anteriores impuestos se procederá de la 
manera siguiente: 
 
 

b) Apuestas o repartición de sorteos 
 

El impuesto sobre las boletas o tiquetes de apuestas, quinielas o remates, que se 
lleven a cabo en los juegos permitidos, espectáculos públicos o exhibiciones 
deportivas, se hará efectivo sobre las planillas de movimiento de boletas o tiquetes 
empleados en ellas.  Para tal efecto, todo individuo o entidad que quiera llevar a 
cabo cualquiera de tales actividades, deberá presentar a la Oficina Recaudadora 
respectiva las boletas o tiquetes que vayan a emplearse en cada ocasión, con el 
talonario correspondiente y numeradas en serie continua, con el objeto de que 
sean selladas y registradas en un libro especial. El sello deberá abarcar tanto el 
talón como la boleta que haya de entregarse al público. Una vez selladas se le 
entregarán al interesado.  Al día siguiente útil de verificada la apuesta, quiniela o 
remate, éste exhibirá el saldo de boletas o tiquetes no vendidos, con su respectiva 
planilla de movimiento, a fin de que se liquide y pague el impuesto. 
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Es aplicable al recaudo de este impuesto lo prescrito en el ordinal a) sobre 
garantía previa, responsabilidad del recaudador y sanciones allí establecidas. 
 
 

 
 

LEY 69 DEL 23 DE DICIEMBRE DE 1946 
Por la cual se elevan las tarifas de algunos impuestos indirectos y se dictan otras 

disposiciones 
 

 
 
ARTICULO 12.-  Restablécese el impuesto del 10 por ciento (10%) sobre el valor 
de cada boleta o tiquete de apuestas en toda clase de juegos permitidos a que se 
refiere el ordinal 1º del artículo 7º de la ley 12 de 1932. 
 
 
 
 
 

DECRETO 1333 DEL 25 DE ABRIL DE 1986 
Por el cual se expide el Código de Régimen Municipal 

 
 
 
ARTICULO 227.-  De conformidad con la Ley 69 de 1946, está vigente el impuesto 
del diez por ciento (10%) del valor de cada boleta o tiquete de apuestas en toda 
clase de juegos permitidos a que se refiere el ordinal 1º  del artículo 7º de la Ley 
12 de 1932.  

 
 
 

LEY 10 DEL 10 DE ENERO DE 1990  
Por la cual se reorganiza el Sistema Nacional de Salud y se dictan otras 

disposiciones. 
 
 
ARTICULO 42.-   Modificado por el artículo 285 de la Ley 100 de 1993: 
 
“ARTICULO 285.-   Arbitrio Rentístico de la Nación.  El artículo 42 de la Ley 10 de 
1990 quedará así: 
 
ARTICULO 42.  Arbitrio Rentístico de la Nación.  Declárase como arbitrio rentístico 
de la Nación la explotación monopólica, en beneficio del sector salud, de las 
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modalidades de juegos de suerte y azar diferentes de las loterías, apuestas 
permanentes existentes y de las rifas menores aquí previstas. 
 
La concesión de permisos para la ejecución de rifas que no sean de carácter 
permanente, cuyo plan de premios no exceda doscientos cincuenta (250) salarios 
mínimos mensuales y se ofrezcan  al público exclusivamente en el territorio del 
respectivo municipio o distrito será facultad de los alcaldes municipales y 
distritales. 
 
Las sumas recaudadas por concepto de permisos de explotación o impuestos 
generados por estas rifas se transferirán directamente al fondo local o distrital de 
salud. 
 
Parágrafo.- El Gobierno Nacional reglamentará la organización y funcionamiento 
de estas rifas, así como su régimen tarifario.” 
 
ARTICULO 43.-  Sociedad Especial de Capital Público.  Autorízase la 
constitución y organización de una sociedad de capital público, de la cual, serán 
socios la Nación y las entidades territoriales, o sus entidades descentralizadas, 
titulares de los monopolios rentísticos de las loterías existentes, y cuyo objeto sea 
la explotación y administración del monopolio rentístico creado mediante el artículo 
42 de la presente ley. 
 
Los costos y gastos de inversión, producción, administración, venta y publicidad 
no podrán ser superiores al 15% de las ventas netas. 
 
El producto resultante de las ventas netas menos el valor de los premios pagados, 
menos el porcentaje máximo señalado para costos y gastos, más otras utilidades 
de la empresa, se distribuirá en la siguiente forma: 
 
4. 10% para el pago de prestaciones sociales de los trabajadores de la salud, en 

la forma y la destinación específica en que lo determine el Ministerio de Salud, 
durante los primeros cinco años de funcionamiento de la sociedad. 

5. 40% para distribuir entre los municipios, en proporción directa a las ventas que 
se ejecuten en su territorio, que se elevará al 50% una vez transcurridos los 
cinco años previstos en el numeral anterior. 

6. 50%, como mínimo, para distribuir, entre todos los municipios del país, en 
proporción directa a su población, y en proporción inversa a su desarrollo 
socioeconómico, según fórmula aprobada por su junta directiva. 

 
Parágrafo 1.-  Los pagos por concepto de participación en el producto de la 
empresa, no serán nunca inferiores al 14% de las ventas mensuales,  y se girarán 
a los fondos locales de salud con esa periodicidad. 
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Parágrafo 2.-  El producto resultante de las apuestas en juegos deportivos, 
organizados por la empresa que se autoriza en el artículo 43, se distribuirá de la 
siguiente forma:  40% para los servicios locales de salud, 40% para el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar y el 20% para Coldeportes. 
 
 

 
LEY 100 DEL 23 DE DICIEMBRE DE 1993 

Por la cual se crea el Sistema de Seguridad Social Integral y se  
Dictan otras disposiciones 

 
 
ARTICULO 285.-   Arbitrio Rentístico de la Nación.  El artículo 42 de la Ley 10 
de 1990 quedará así:  (Ver artículo 42 Ley 10 de 1990)  
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19. IMPUESTO DE CASINOS 

 
 

 
DECRETO 1333 DEL 25 DE ABRIL DE 1986  

Por el cual  se expide el Código de Régimen Municipal 
 

 
VII Impuesto de Casinos 

 
 
ARTICULO 225.-  Los casinos que se establezcan conforme a la ley podrán ser 
gravados por los Municipios de su ubicación, en la misma forma en que 
actualmente gravan los juegos permitidos. 
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20.  IMPUESTO SOBRE APUESTAS MUTUAS 
 
 
 

DECRETO 1333 DEL 25 DE ABRIL DE 1986 
Por el cual se expide el Código de Régimen Municipal 

XI Impuesto sobre Apuestas Mutuas 
 
 
 
ARTICULO 229 .- El Distrito Especial de Bogotá y los Municipios en donde se 
realice el espectáculo, podrán gravar las apuestas conocidas bajo la denominación 
de “mutuas” o sus equivalentes, organizadas o que se organicen con base en los 
resultados de eventos hípicos, deportivos o similares. 
 
 
Nota: Estos eventos fueron regulados por el artículo 9º de la Ley 6ª de 1992 
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21. GRAVAMENES A CONCURSOS HIPICOS Y CANINOS 

 
LEY 6  DEL 30 DE JUNIO DE 1992 

Por la cual se expiden normas en materia tributaria, se otorgan facultades 
Para emitir títulos de deuda pública interna, se dispone un ajuste de pensiones del 

sector público nacional y se dictan otras disposiciones 
 
 
ARTICULO 9.-  Gravamen a los concursos y apuestas hípicos o caninos.  En 
ejercicio del monopolio rentístico creado por el artículo 336 de la Constitución 
Política, establécese una tasa sobre los concursos hípicos o caninos y de las 
apuestas mutuas sobre el espectáculo hípico o canino de las carreras de caballos 
o canes, del uno por ciento (1%) sobre el volumen total de los ingresos brutos que 
se obtengan por concepto del respectivo juego como único derecho que por estos 
concursos correspondan a la Empresa Colombiana de Recursos para la Salud 
S.A. -ECOSALUD S.A. , o a la entidad que señale el Gobierno para el efecto.  
Tales ingresos se destinarán exclusivamente a los servicios de salud, y se 
distribuirán a los departamentos, distrito o municipio en la forma que indique el 
Gobierno. 
 
Los impuestos, tasas y cualquier tipo de gravamen que se establezca sobre los 
concursos o las apuestas hípicas o caninas, diferentes al impuesto nacional de 
ganancias ocasionales, sólo podrán ser de carácter departamental, distrital o 
municipal donde se realice dicha actividad y no podrán exceder con aquél, el dos 
por ciento (2%) del volumen total de los ingresos brutos que se obtengan por 
concepto del respectivo juego. En todo caso, tales ingresos estarán destinados 
exclusivamente a los servicios de salud. 
 
Los premios y apuestas de los concursos hípicos o caninos, y de las apuestas 
mutuas sobre el espectáculo hípico o canino de las carreras de caballos o canes, 
sólo se podrán gravar con el impuesto nacional de ganancias ocasionales y con 
los gravámenes previstos en el inciso anterior. 
 
En el caso de los concursos hípicos o caninos, y de las apuestas mutuas, sobre el 
espectáculo hípico o canino de las carreras de caballos o canes, el valor que se 
distribuirá entre el público no podrá ser inferior al setenta y cinco por ciento (75%) 
del volumen total recaudado por concepto del respectivo juego. 
 
Parágrafo.-  Los impuestos a fijar por los municipios sobre los concursos o 
apuestas hípicas o caninas en ningún caso serán inferiores al treinta por ciento 
(30%) del impuesto máximo disponible para departamentos, distritos y municipios 
estipulados por esta ley.  
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22.  REGLAMENTACION COMUN A LOS JUEGOS DE SUERTE Y 

AZAR 
 
 

 
SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD 

CIRCULAR EXTERNA 
NUMERO 46 DE 1997 

(Noviembre 14) 
 
 
Este despacho en desarrollo de las facultades otorgadas por el Decreto 1259 de 
1994, particularmente en el numeral 6º. del artículo 7º, como también en virtud de 
la Ley 100 de 1993 artículo 285, en concordancia con la Resolución 1320 del 26 
de noviembre de 1996, se permite informar e impartir las siguientes instrucciones, 
respecto a la inspección, vigilancia y control sobre los juegos de azar, que operen 
en municipios y distritos. 
 
Los juegos de azar, que son el objeto de la presente circular son los que 
administra, autoriza y aprueba la Empresa Colombiana de Recursos para la salud, 
Ecosalud S.A., y los alcaldes municipales, Distritales o sus delegados. 
 
1.Marco Jurídico 
1.1. Creación del monopolio como arbitrio de la Nación sobre los juegos de 
suerte y azar, diferentes a las loterías, las apuestas permanentes existentes 
y las rifas menores. La Ley 10 de 1990, en el artículo 42, creó el monopolio de 
propiedad de la Nación sobre los juegos de suerte y azar, diferentes a las loterías 
y a las apuestas permanentes existentes. Esta norma fue modificada por el 
artículo 285 de la Ley 100 de 1993, el cual crea las rifas menores y las excluye de 
la administración de la Nación, para trasladar dichas funciones a los alcaldes 
municipales. 
 
El inciso 2º.- del artículo 285, de la Ley 100 de 1993, define las “Rifas Menores”, 
como aquellas que no son de carácter permanente, pago de premios en especie, 
no excede los 250 salarios mínimos legales mensuales vigentes y se ofrecen al 
público, exclusivamente en el respectivo territorio del municipio o distrito. 
 
Con la promulgación de la Ley 100 de 1993, las rifas menores son un arbitrio 
rentístico de la Nación cedido a los municipios y distritos, en tal sentido deben 
ejercer sus  funciones de autorización, administración, explotación y recaudo de 
los recursos que generan. La destinación del producto económico, proveniente de 
estás, es el financiamiento exclusivo, de la salud de los municipios o distritos – 
inciso 3º.- artículo 285 ibídem-. 
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1.2. La administración del arbitrio rentístico de la Nación, sobre la 
explotación monopólica de todas las modalidades de juegos de suerte y 
azar, diferentes a las loterías, apuestas permanentes existentes y rifas 
menores.   La Empresa Colombiana de Recursos para La Salud es la Entidad 
Creada por el estado colombiano para generar recursos para la salud municipal, 
por la explotación del monopolio de arbitrio rentístico de los juegos de azar, 
diferentes a las loterías, las apuestas permanentes existentes y las rifas menores. 
Por lo tanto, Ecosalud S.A., por el momento, es la única entidad que tiene la 
facultad para autorizar la operación, en todo el territorio nacional, de los juegos de 
azar diferentes a los mencionados. 
 
1.3. Características de los juegos de azar.  De acuerdo con sus facultades y 
funciones Ecosalud, ha expedido diversos actos administrativos que clasifican, 
definen y regulan los juegos de azar, así: 
 
1.3.1.  Juegos Mayores. Son los juegos con alto volumen de ventas y circulación 
nacional, cuya operación requiere el uso de tecnología de borde, o frontera, 
apropiada para su normal desarrollo. Entre otros, se consideran mayores, los 
juegos y/o apuestas operados mediante sistemas computarizados en línea. 
 
1.3.2. Juegos novedosos. Son creaciones intelectuales caracterizadas por su 
originalidad en el objeto y/o en el sistema de operación del juego. 
 
1.3.3. Juegos intermedios. Son los juegos con mediano volumen de ventas y 
circulación Nacional, regional o local. Se consideran entre otros, los instrumentos 
propios de casinos, bingos electrónicos, la explotación masiva de máquinas 
tragamonedas y todos los demás juegos con características similares. 
 
Ahora, según la reglamentación  expedida por Ecosalud S.A,. las transferencias a 
la salud, que un operador debe pagar, para catalogar un juego como intermedio, 
son: 
 
1.3.3.1. Casino Local. La transferencia mensual no podrá ser inferior a 25 salarios 
mínimos  mensuales legales vigentes, teniendo en cuenta, entre otros aspectos, la 
ubicación, el número de instrumentos y las instalaciones. 
 
1.3.3.2. Casino internacional. La transferencia mensual no podrá ser inferior a 40 
salarios mínimos mensuales legales vigentes, se tienen en cuenta, los mismos 
aspectos de los casinos locales. 
 
1.3.3.3. Máquinas tragamonedas.  La tarifa de la transferencia mensual por cada 
máquina, se liquida con base a un porcentaje del salario mínimo mensual legal 
vigente, de acuerdo al valor de apuesta de la máquina. Son catalogadas como 
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juego intermedio, cuando la transferencia mensual es superior a 25 salarios 
mínimos mensuales legales vigentes. 
 
1.3.3.4. Salones de bingo electrónico.  La transferencia mensual no podrá ser 
inferior a 25 salarios mínimos mensuales legales vigentes. Adicionalmente, se 
tiene en cuenta el número de sillas, precio promedio del cartón, número de juegos, 
las instalaciones, la  ubicación, entre otras. 
 
1.3.3.5. Para los juegos intermedios diferentes a los anteriores, en todo caso, la 
transferencia mensual deberá ser superior a 25 salarios mínimos mensuales 
legales vigentes. 
 
1.3.4. Juegos Menores.  Son los de  bajo volumen en ventas con circulación 
local, como las rifas mayores cuyo plan de premios exceda de 250 salarios 
mínimos mensuales, bingos, poliedros, esferódromos, primera, dados, gimba, 
maquinas electrónicas tragamonedas, plumilla, tute, póker tapado, juegos con 
naipes, apuestas sobre riñas de gallos y demás juegos con características 
análogas. 
 
Para juegos menores las transferencias son establecidas con base en un 
porcentaje del salario mínimo mensual legal vigente, teniendo en cuenta las 
diferentes características de cada uno de los juegos menores y el número de 
habitantes del municipio donde operan. 
 
Las características de cada juego autorizado por Ecosalud S.A.., se rige por lo 
establecido en las resoluciones que los reglamentan, por ello cuando se autoriza 
la operación de un juego, se anexa el reglamento respectivo. 
 
 
1.4. Requisitos para otorgar el permiso de funcionamiento de los juegos de 
azar. Ecosalud, S.A., para conceder los permisos  de operación de los juegos de 
azar se rige por lo establecido en el Acuerdo 04 del 16 de marzo de 1993 del 
consejo directivo de la entidad, el cual regula la explotación de las diferentes 
modalidades de juegos a través de terceros. 
 
Quien pretenda obtener un permiso para explotar juegos de azar, presentará  una 
solicitud a Ecosalud S.A, de la cual se deduzca claramente la viabilidad técnica, 
económica y funcional del juego. Una vez que cumpla según el caso, con los 
requisitos y documentos exigidos por Ecosalud S.A., esta precede (sic) de acuerdo 
con la forma de contratación a celebrar un contrato, o expide una resolución de 
autorización del juego según la clasificación del mismo y luego expide el permiso 
de explotación. 
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1.5. Término del permiso. Los permisos de explotación para las  actividades  
sujetas  al monopolio tienen  una vigencia de un año, o puede variar, según lo 
establecido en el respectivo acto  administrativo. 
 
1.6. Recursos causados por las autorizaciones de los juegos de azar. En 
desarrollo de sus funciones, Ecosalud ha expedido actos administrativos, que han 
sido ratificados por el Consejo de estado, en los cuales establece, que los 
operadores autorizados por aquella, deben pagar como contraprestación por la 
operación de los juegos de azar, por dos conceptos, uno por transferencias al 
sector salud, y el otro, por derechos de explotación, 
 
1.6.1. Transferencias al sector salud. Este consiste en el pago que hacen los 
operadores, con destinación exclusiva, para ser transferidos dichos recaudos a los 
municipios de todo el país. 
 
Los operadores deben cancelar a Ecosalud S.A., por este concepto, los montos 
señalados en la Resolución 1759 del 27 de diciembre de 1995, o la que la 
modifique. 
 
1.6.2. Derechos de explotación. Estos son los dineros que deben cancelar los 
operadores autorizados por Ecosalud S.A., que son destinados a los gastos 
administrativos de ésta. 
 
Los operadores pagan a Ecosalud S.A, los montos señalados por la Resolución 
1759 del 27 de diciembre de 1995, o la que la modifique. 
 
1.6.3. Impuesto de circulación.  Todo billete o tiquete de apuesta de juego de 
juego de suerte y azar, debe pagar un impuesto de circulación del diez por ciento 
(10%), a favor del municipio donde opera. Esto según la reglamentación de cada 
municipio (L.69/46, Art.12; L.33/68, art 3º; D 1333/86, arts. 227 y 228 C. Const. 
Sent. C-537, Nov 23/795.) 
 
1.7. Destinación de los recursos.  El inciso 4º.- del artículo 336 de la 
Constitución Política de Colombia, establece que las rentas obtenidas en el 
ejercicio de los monopolios de suerte y azar, están destinadas, exclusivamente, a 
los servicios de salud. 
 
De conformidad con el artículo 43 de la Ley 10 de 1990, la distribución de los 
recursos entre los municipios se realiza, así: 
 
50% para todos los municipios en proporción directa a las ventas ejecutadas en 
cada uno. 
 
50% para todos los municipios en proporción directa a la población, e inversa a su 
desarrollo socioeconómico, según la fórmula aprobada por el consejo directivo. 
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El consejo directivo por el Acuerdo 09 del 10 de noviembre de 1992, adoptó la 
siguiente fórmula para realizar la  distribución del 50% señalado en el numeral 3º 
del artículo 43 de la  Ley 10. 
 
Asignación municipal por fórmula: 
 
El 50% = valor a asignar * {0.25*(POBm/ POBt) + 075*(PPNBlm PPNBt)} 
 
Donde 
POB:   Población 
PPNBI: Porcentaje de población con necesidades básicas insatisfechas 
m. Dato nivel municipal 
t. Dato consolidado nivel nacional. 
 
El parágrafo primero del artículo 43 de la Ley 10 de 1990, en concordancia con el 
inciso 2º del parágrafo 1º del artículo 19 del decreto 1894 de 1994 establecen  que 
las transferencias con destino a los fondos de salud municipales, las debe hacer 
Ecosalud S.A. en forma mensual. 
 
 
1.8. Limitaciones,  Los municipios y distritos son las entidades competentes para 
autorizar la realización de las “rifas menores” de acuerdo con la Ley 100 de 1993 y 
el Decreto 1660 de 1994 y demás normas indicadas en la Circular Externa No. 13 
de agosto 8 de 1996 de ésta superintendencia, pero los demás juegos de azar 
diferentes a estas rifas y a las loterías y apuestas permanentes existentes, son de 
competencia de la Empresa Colombiana de Recursos para la Salud. 
 
Los municipios y distritos, únicamente pueden ejercer funciones de control, 
inspección y vigilancia respecto a los juegos administrados y explotados por 
Ecosalud y los que aprueben en su respectiva jurisdicción. 
 
 
2. Controles que deben ejercer las autoridades municipales.  Las autoridades  
municipales deben asumir, entre otros, los siguientes controles: 
 
2.1. Policivos.  El cuerpo de policía del municipio debe vigilar que no se exploten 
juegos de azar sin el permiso de Ecosalud S.A., o la entidad que la sustituya o de 
las rifas menores que no autorice el municipio (Decreto 1355 de 1970, artículos 15 
y 82 literal d). 
 
También el artículo 73 de la Ley 49 de 1990, le asigna a los alcaldes municipales y 
distritales, otorgar autorizaciones de tipo policivo, para el funcionamiento dentro de 
su jurisdicción de las rifas menores, de las rifas mayores, y de los juegos de  
suerte y azar distintos de las loterías y apuestas permanentes existentes. Por 
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tanto, por medio de esta norma los alcaldes pueden exigir según el plan de 
ordenamiento físico municipal, la ubicación de los establecimientos de operadores 
de dichos juegos. Sin que implique tal facultad, la de autorizar la operación de las 
rifas mayores, de las loterías y apuestas permanentes existentes, por ser de 
competencia de otras autoridades. 
 
2.2. El alcalde o su delegado debe verificar que los operadores de juegos de azar 
cumplan con los requisitos establecidos para su explotación, citados en la 
presente circular. 
 
2.3. Verificar que el operador, efectivamente, posea el permiso de explotación y 
que cancele tanto los impuestos a cargo, como los premios ofrecidos en el 
respectivo plan. 
 
 
3. Normas sobre la protección sobre el monopolio de los juegos de azar 
como arbitrio rentístico de propiedad de la Nación. Todos los juegos de azar 
autorizados por Ecosalud, las rifas menores que autorizan los alcaldes 
municipales o distritales o sus  delegados, las loterías y las apuestas permanentes 
existentes, se encuentran debidamente protegidas por la legislación penal 
colombiana, para evitar su ejercicio ilícito, así están, entre otras las siguientes  
leyes: 57 de 1993, artículo 1º,  que corresponde al 241A del Código Penal y la Ley 
333 de 1996 artículo 2º establecen que: 
 
La Ley 57 de 1993, que regula el ejercicio ilícito de actividad monopolística o de 
arbitrio rentístico, además de la pena privativa de la libertad conlleva penas de 
multas. 
 
La Ley  333 de 1996, señala que la obtención de bienes, producto de la 
explotación ilícita de una actividad de arbitrio rentístico, implica la extinción del 
derecho de dominio a favor del estado, sobre dichos bienes. 
 
Así toda modalidad de operación y/o explotación, no autorizada, de juegos de 
suerte y azar que administra y autoriza Ecosalud o los municipios o distritos según 
sus competencias mencionadas en la presente circular, constituye explotación 
ilegal del monopolio de propiedad de la nación sobre los mismos, y genera 
responsabilidades de carácter: penal, administrativo y disciplinario, de acuerdo con 
las leyes 200 de 1995, 57 de 1993 y 333 de 1996. 
 
En consecuencia y con el propósito de proteger el arbitrio rentístico sobre el 
monopolio de los juegos de azar que autoriza y administra Ecosalud, o los 
municipios o distritos, los funcionarios municipales o distritales, que tengan 
conocimiento de la realización de tales conductas, deben proceder a formular la 
correspondiente denuncia ante la fiscalía competente. 
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4. Instrucciones 
 
4.1. Información a la superintendencia.  Los Alcaldes municipales o distritales y 
los jefes de los fondos locales de salud deben remitir y cumplir con destino a la 
división de arbitrios rentísticos de la Nación de la Superintendencia Nacional de 
Salud, ubicada en la carrera 13 No. 32-76 piso noveno, teléfono 3364600, fax 
2833432 de Santafé de Bogotá D.C., las siguientes instrucciones: 
 
4.1.1. Instrucción transitoria.  Diligenciar el “formato número 01” anexo, con el 
fin de formar el banco de datos de la superintendencia. Este debe ser remitido 
antes del 12 de diciembre de 1997. 
 
4.1.2. Instrucción permanente. Diligenciar el “formato No. O2” anexo, 
debidamente firmado por el alcalde municipal o distrital, el cual debe ser remitido a 
este despacho dentro de los primeros diez (10) días calendario de cada trimestre 
vencido. 
 
El primer envío de información, debe relacionar los meses de enero a septiembre 
de 1997, el cual se remitirá antes del 12 de diciembre de 1997, según el formato 
No. 02. 
 
El primer trimestre corresponde a los meses de octubre, noviembre y diciembre de 
1997. Por tanto, de éste se debe enviar la información dentro de los diez (10)  
primeros días calendario del mes de enero de 1998 y así sucesivamente. 
 
En este formato, se indica: 
 
La modalidad  de juego,  Puede ser entre otros, casinos, gimba, bingos, plumilla  
máquinas  tragamonedas, tute, rifas mayores, póker tapado, poliedros, juegos con 
naipes, esferódromos, riñas de gallos, primera y dados. 
 
Nombre del establecimiento.  Corresponde a la razón social del negocio. 
 
Propietario.  Puede ser persona natural o jurídica. 
 
Resolución y fecha del permiso.  Corresponde al número y la fecha del acto 
administrativo, que autoriza la operación del juego. 
 
Numero de instrumentos autorizados.  Son los instrumentos establecidos en el 
permiso de explotación. 
 
Numero de instrumentos encontrados.  Es la cantidad de instrumentos de juego 
que se encuentran en cada establecimiento. 
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Instrucción Especial permanente. En cumplimiento de la presente instrucción, 
se debe enviar una copia dentro del mismo término, y con la misma periodicidad, a 
la Empresa Colombiana de Recursos para la salud, Ecosalud S.A., o a quien haga 
sus veces, a la calle 102 No, 18-61 Santafé de Bogotá, D.C-. 
 
 
4.1.3.  Instrucción Permanente. Diligenciar el “formato No. 02” anexo, 
debidamente firmado tanto por el alcalde municipal o distrital o su delegado, y el 
jefe del fondo de salud, el cual debe ser remitido a este despacho dentro de los 
primeros diez (10) días calendario de cada trimestre vencido. 
 
En este formato, se indica: 
 
Meses. Corresponden a los meses que se están reportando – trimestre – 
 
Fecha recibido.  Es la fecha en la cual se recibe, efectivamente, la transferencia 
de Ecosalud S.A. 
 
Valor recibido. Es el monto que ingresa proveniente de Ecosalud S.A., 
 
Cuenta Bancaria.  Banco; No. Cuenta (esta debe ser la del fondo local de salud) 
 
 
4.1.4. Constitución de parte civil. Una vez formulada la respectiva denuncia, se 
debe constituir por parte del representante del fondo local de salud (alcalde o su 
delegado), en parte civil de acuerdo con las prescripciones del Código de 
procedimiento Penal, por cuanto, es el directo afectado, en relación con los 
recursos que le corresponden al sector de la salud del municipio, por la operación 
de juegos de suerte y azar, recursos que genera y recauda directamente él, o 
indirectamente, por medio de Ecosalud, dentro de su jurisdicción municipal o 
distrital. 
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IV.  TASAS 

 
 
 

1. TASAS RETRIBUTIVAS Y COMPENSATORIAS 
 
 
 

LEY 99 DEL 22 DE DICIEMBRE DE 1993 
Por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el sector público 

encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos 
naturales renovables, se reorganiza el Sistema Nacional Ambiental, SINA, y se 

dictan otras disposiciones 
 

 
 

TITULO VII 
De las rentas de las Corporaciones Autónomas Regionales 

 
 

ARTICULO 42.-  Tasas retributivas y compensatorias. La utilización directa o 
indirecta de la atmósfera, del agua y del suelo, para introducir o arrojar desechos o 
desperdicios agrícolas, mineros o industriales, aguas negras o servidas de 
cualquier origen, humos, vapores y sustancias nocivas que sean resultado de 
actividades antrópicas o propiciadas por el hombre, o actividades económicas o de 
servicio, sean o no lucrativas, se sujetará al pago de tasas retributivas por las 
consecuencias nocivas de las actividades expresadas. 
 
También podrán fijarse tasas para compensar los gastos de mantenimiento de la 
renovabilidad de los recursos naturales renovables.  Queda así subrogado el 
artículo 18 del Decreto número 2811 de 1974. 
 
Para la definición de los costos y beneficios de que trata el inciso 2º del artículo 
338 de la Constitución Nacional, sobre cuya base hayan de calcularse las tasas 
retributivas y compensatorias a las que se refiere el presente artículo, creadas de 
conformidad con lo dispuesto por el Código Nacional de Recursos Naturales 
Renovables y de Protección al Medio Ambiente, Decreto 2811 de 1974, se 
aplicará el sistema establecido por el conjunto de las siguientes reglas:  a)  la tasa 
incluirá el valor de depreciación del recurso afectado; b) el Ministerio del Medio 
Ambiente teniendo en cuenta los costos sociales y ambientales del daño, y los 
costos de recuperación del recurso afectado, definirá anualmente las bases sobre 
las cuales se hará el cálculo de la depreciación; c)  el cálculo de la depreciación 
incluirá la evaluación económica de los daños sociales y ambientales causados 
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por la respectiva actividad. Se entiende por daños sociales, entre otros, los 
ocasionados a la salud humana, el paisaje, la tranquilidad pública, los bienes 
públicos y privados y demás bienes con valor económico directamente afectados 
por la actividad contaminante.  Se entiende por daño ambiental el que afecte el 
normal funcionamiento de los ecosistemas o la renovabilidad de sus recursos y 
componentes;  d)  el cálculo de costos así obtenido, será la base para la definición 
del monto tarifario de las tasas. 
 
Con base en el conjunto de reglas establecidas en el sistema de que trata el inciso 
anterior, el Ministerio del Medio Ambiente aplicará el siguiente método en la 
definición de los costos sobre cuya base hará la fijación del monto tarifario de las 
tasas retributivas y compensatorias:  a)  a cada uno de los factores que incida en 
la determinación de una tasa, se le definirán las variables cuantitativas que 
permitan la medición del daño; b)  cada factor y sus variables deberá tener un 
coeficiente que permita ponderar su peso en el conjunto de los factores y variables 
consideradas; c) los coeficientes se calcularán teniendo en cuenta la diversidad de 
las regiones, la disponibilidad de los recursos, su capacidad de asimilación, los 
agentes contaminantes involucrados, las condiciones socioeconómicas de la 
población afectada y el costo de oportunidad del recurso de que se trate;  d)  los 
factores variables y coeficientes así determinados serán integrados en fórmulas 
matemáticas que permitan el cálculo y determinación de las tasas 
correspondientes. 
 
Parágrafo.- Las tasas retributivas y compensatorias solamente se aplicarán a la 
contaminación causada dentro de los límites que permite la ley, sin perjuicio de las 
sanciones aplicables que excedan dichos límites. 
 
ARTICULO 43.-  Tasas por utilización de aguas.  La utilización de aguas por 
personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, dará lugar al cobro de tasas 
fijadas por el Gobierno Nacional que se destinará al pago de los gastos de 
protección y renovación de los recursos hídricos, para los fines establecidos por el 
artículo 159 del Código Nacional de los Recursos Naturales Renovables y de 
Protección al Medio Ambiente, Decreto 2811 de 1974.  El Gobierno Nacional 
calculará y establecerá las tasas a que haya lugar por el uso de las aguas.   
 
El sistema y método establecidos por el artículo precedente para la definición de 
los costos sobre cuya base se calcularán y fijarán las tasas retributivas y 
compensatorias, se aplicarán al procedimiento de fijación de la tasa de que trata el 
presente artículo. 
 
Parágrafo.-   Todo proyecto que involucre en su ejecución el uso del agua, 
tomada directamente de fuentes naturales bien sea para consumo humano, 
recreación, riego o cualquier otra actividad industrial o agropecuaria, deberá 
destinar no menos de un 1% del total de la inversión para la recuperación, 
preservación y vigilancia de la cuenca hidrográfica que alimenta la respectiva 
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fuente hídrica.  El propietario del proyecto deberá invertir este 1% en las obras y 
acciones de recuperación, preservación y conservación de la cuenca que se 
determinen en la licencia ambiental del proyecto. 
 
 

TITULO IX 
De las funciones de las entidades territoriales y de la planificación ambiental 

 
ARTICULO 66.-   Competencias de grandes centros urbanos.  Los municipios, 
distritos o áreas metropolitanas cuya población urbana fuere igual o superior a un 
millón de habitantes (1.000.000) ejercerán dentro del perímetro urbano de las 
mismas funciones atribuidas a las Corporaciones Autónomas Regionales, en lo 
que fuere aplicable al medio ambiente urbano. Además de las licencias 
ambientales, concesiones, permisos y autorizaciones que les corresponda otorgar 
para el ejercicio de las actividades o la ejecución de obras dentro del territorio de 
su jurisdicción, las autoridades municipales, distritales o metropolitanas tendrán la 
responsabilidad de efectuar el control de vertimentos y emisiones contaminantes, 
disposición de desechos sólidos y de residuos tóxicos y peligrosos, dictar las 
medidas de corrección o mitigación de daños ambientales y adelantar proyectos 
de saneamiento y descontaminación. 
 
Los municipios, distritos o áreas metropolitanas de que trata el presente artículo 
asumirán ante las Corporaciones Autónomas Regionales la obligación de transferir 
el 50% del recaudo de las tasas retributivas o compensatorias causadas dentro del 
perímetro urbano y de servicios, por el vertimento de efluentes (sic) contaminantes 
conducidos por la red de servicios públicos y arrojados fuera de dicho perímetro, 
según el grado de materias contaminantes no eliminadas con que se haga el 
vertimento. 
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2.  TASAS POR ESTACIONAMIENTO 
 
 
 

LEY 105 DEL 30 DE DICIEMBRE DE 1993 
Por la cual se dictan disposiciones básicas sobre el transporte, se redistribuyen 

competencias y recursos entre la Nación y las Entidades Territoriales, se 
reglamenta la planeación en el sector transporte y se dictan otras disposiciones 

 
 
 
ARTICULO 28.- Tasas.  Los municipios, y los distritos,  podrán establecer  tasas 
por el derecho de parqueo  sobre  las vías públicas, e impuestos  que 
desestimulen el acceso de los vehículos  particulares  a los centros de las 
ciudades. 
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3.  LICENCIAS DE CONSTRUCCION 

 
 
 

LEY 388 DEL 18 DE JULIO DE 1997 
Por la cual se modifica la Ley 9ª de 1989, y la Ley 3ª de 1991 y se dictan otras 

disposiciones 
 
 
ARTICULO 99.- Licencias. Se introducen las siguientes modificaciones y 
adiciones a las normas contenidas en la Ley 9ª de 1989 y en el Decreto Ley 2150 
de 1995 en materia de licencias urbanísticas: 
 
1. Para adelantar obras de construcción, ampliación, modificación y demolición 

de edificaciones, de urbanización y parcelación en terrenos urbanos, de 
expansión urbana y rurales, se requiere licencia expedida por los municipios, 
los distritos especiales, el Distrito Capital, el departamento especial de San 
Andrés y Providencia o los curadores urbanos, según sea del caso. 

 
Igualmente se requerirá licencia para el loteo o subdivisión de predios para 
urbanizaciones o parcelaciones en toda clase de suelo, así como para la 
ocupación del espacio público con cualquier clase de amoblamiento. 

 
2. Dichas licencias se otorgarán con sujeción al Plan de Ordenamiento Territorial, 

planes parciales y a las normas urbanísticas que los desarrollan y 
complementan y de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 99 de 1993 y en su 
reglamento, no se requerirá licencia o plan de manejo ambiental, cuando el 
plan haya sido expedido de conformidad con lo dispuesto en esta ley. 

 
3. Las entidades competentes y los curadores urbanos, según sea del caso, 

tendrán un término de cuarenta y cinco (45) días hábiles para pronunciarse 
sobre las solicitudes de licencia, contados desde la fecha de la solicitud.  
Vencidos los plazos sin que las autoridades se hubieren pronunciado, las 
solicitudes de licencia se entenderán aprobadas en los términos solicitados, 
quedando obligados el curador y los funcionarios responsables a expedir 
oportunamente las constancias y certificaciones que se requieran para 
evidenciar la aprobación del proyecto presentado mediante la aplicación del 
silencio administrativo positivo.  El plazo podrá prorrogarse hasta en la mitad 
del mismo, mediante resolución motivada, por una sola vez, cuando el tamaño 
o la complejidad del proyecto lo ameriten. 

 
4. La invocación del silencio administrativo positivo se someterá al procedimiento 

previsto en el Código Contencioso Administrativo. 
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5. El urbanizador, el constructor, los arquitectos que firman los planos 

urbanísticos y arquitectónicos y los ingenieros que suscriban  los planos 
técnicos y memorias son responsables de cualquier contravención y violación a 
las normas urbanísticas, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa que 
se deriven para los funcionarios y curadores urbanos que expidan las licencias 
sin concordancia o en contravención o violación de las normas 
correspondientes. 

 
6. Al acto administrativo que otorga la respectiva licencia le son aplicables  en su 

totalidad las disposiciones sobre revocatoria directa establecidas en el Código 
Contencioso Administrativo 

 
7. El reglamento establecerá los documentos que deben acompañar las 

solicitudes de licencia y la vigencia de las licencias teniendo en cuenta el tipo 
de actuación y la clasificación del suelo donde se ubique el inmueble. 

 
ARTICULO 100.-  Principios del régimen normativo.  La adopción de las 
normas urbanísticas generales y complementarias que sustentarán la expedición 
de las licencias de que trata el artículo anterior, se deberá fundamentar en los 
principios de concordancia, neutralidad, simplicidad y transparencia que se 
señalan a continuación: 
 
1. Por concordancia se entiende que las normas urbanísticas que se expidan 

para una determinada área o zona del municipio, deben estar en armonía con 
las determinaciones del plan de ordenamiento territorial, de acuerdo con los 
niveles de prevalencia señalados en la presente ley. 

 
2. Por neutralidad se entiende que cada propietario tendrá el derecho a tener el 

mismo tratamiento normativo que cualquier otro, si las características 
urbanísticas de una misma zona o área de la ciudad o municipio son iguales. 

 
3. Por simplicidad se entiende que las normas urbanísticas se elaborarán  de tal 

forma que se facilite su comprensión, aplicación y control. 
 
4. Por transparencia se entiende que el régimen normativo debe ser explícito y 

completamente público para todas las partes involucradas en la actuación 
urbanística y para los usuarios. 

 
ARTICULO 101.- Curadores urbanos. El curador urbano es un particular 
encargado de estudiar, tramitar y expedir licencias de urbanismo o de 
construcción, a petición del interesado en adelantar proyectos de urbanización o 
de edificación, en las zonas o áreas de la ciudad que la administración municipal 
le haya determinado como de su jurisdicción. 
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La curaduría urbana implica el ejercicio de una función pública para verificación 
del cumplimiento de las normas urbanísticas y de edificación vigentes en el distrito 
o municipio, a través del otorgamiento de licencias de urbanización y construcción. 
 
El ejercicio de la curaduría urbana deberá sujetarse  entre otras a las siguientes 
disposiciones: 
 
1. El alcalde municipal o distrital designará a los curadores urbanos, previo 

concurso de méritos, teniendo en cuenta a quienes figuren en los tres primeros 
lugares de la lista de elegibles. 

 
Para ser designado curador deben cumplirse los siguientes requisitos: 
 
a) Poseer título profesional de arquitecto, ingeniero o postgraduado de urbanismo 

o planificación regional o urbana; 
b) Acreditar una experiencia laboral mínima de diez (10) años en el ejercicio de 

actividades relacionadas con el desarrollo o la planificación urbana; 
c) Acreditar la colaboración del grupo interdisciplinario especializado que apoyará 

la labor del curador urbano. 
 
2. Los distritos y los municipios con población superior a cien mil (100.000) 

habitantes, establecerán el número de curadores en su jurisdicción, teniendo 
en cuenta la actividad edificadora, el volumen de las solicitudes de licencias 
urbanísticas y las necesidades del servicio.  En el evento de designar un 
curador único, la entidad encargada de expedir licencias de urbanismo y 
construcción, también continuará prestando el servicio, cobrando las mismas 
expensas que se establezcan para el curador. En todo caso, cuando el 
municipio o distrito opte exclusivamente por los curadores urbanos, garantizará 
que este servicio sea prestado, al menos por dos de ellos. 

 
3. Los municipios con población  inferior a cien mil (100.000) habitantes, podrán 

designar curadores urbanos acogiéndose a la presente ley. 
 
4. El Gobierno Nacional reglamentará todo lo relacionado con las expensas a 

cargo de los particulares que realicen trámites ante las curadurías urbanas, al 
igual que lo relacionado con la remuneración de quienes  ejercen esta función, 
teniéndose en cuenta, entre otros, la cuantía y naturaleza de las obras que 
requieren licencia y las actuaciones que sean necesarias para expedirlas. 

 
5. Los curadores urbanos serán designados para períodos individuales de cinco 

(5) años y  podrán ser designados nuevamente para el mismo cargo.  El 
gobierno reglamentará dentro de un término no mayor a treinta (30) días 
después de entrada en vigencia de esta ley, el régimen de inhabilidades e 
incompatibilidades aplicables a los curadores urbanos.  En todo caso, mientras 
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se expide dicha reglamentación, continuarán vigentes las normas del decreto-
Ley 2150 y su reglamento. 

 
6. A partir de la entrada en vigencia de esta ley, el Ministerio de Desarrollo 

Económico continuará cumpliendo las funciones de coordinación y seguimiento 
de los curadores urbanos, con el objetivo de orientar y apoyar su adecuada 
implantación al interior de las administraciones locales. 

 
7. El alcalde municipal o distrital, indelegablemente, será la instancia encargada 

de vigilar y controlar el cumplimiento de las normas urbanísticas, por parte de 
los curadores urbanos. 

 
8. A los curadores urbanos se les aplicarán, en lo pertinente, las normas 

establecidas en el estatuto de notariado y registro para los casos de vacancia 
en el cargo, vacaciones y suspensiones temporales y licencias. 

 
9. El reglamento señalará los impedimentos para el ejercicio del cargo, que sean 

aplicables a los curadores y a los integrantes del grupo interdisciplinario de 
apoyo. 

 
10. Los curadores urbanos harán parte de los consejos consultivos de 

ordenamiento en los municipios y distritos donde existen. 
 
 
ARTICULO 103.-  Infracciones urbanísticas.  Toda actuación de parcelación, 
urbanización, construcción, reforma o demolición que contravenga los planes de 
ordenamiento territorial o sus normas urbanísticas, dará lugar a la imposición de 
sanciones urbanísticas a los responsables, incluyendo la demolición de las obras, 
según sea el caso, sin perjuicio de las eventuales responsabilidades civiles y  
penales de los infractores.  Para efectos de la aplicación de las sanciones estas 
infracciones se considerarán graves o leves, según se afecte el interés tutelado 
por dichas normas. 
 
Se considera igualmente infracción urbanística, la localización de establecimientos 
comerciales, industriales y de servicios en contravención a las normas de usos del 
suelo, lo mismo que la ocupación temporal o permanente del espacio público con 
cualquier tipo de amoblamiento o instalaciones, sin la respectiva licencia. 
 
En todos los casos de actuaciones que se efectúen sin licencia o sin ajustarse a la 
misma, el alcalde, de oficio o a petición de parte, dispondrá la medida policiva de 
suspensión inmediata de dichas actuaciones, de conformidad con el procedimiento 
a que se refiere el artículo 108 de la presente ley.  En el caso del Distrito Capital 
esta función corresponde a los alcaldes menores, de conformidad con lo dispuesto 
en el Estatuto Orgánico del Distrito Capital. 
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ARTICULO 104.-  Sanciones Urbanísticas.  El artículo 66 de la Ley 9ª de 1989 
quedará así: 
 
"Las infracciones urbanísticas darán lugar a la aplicación de las sanciones que a 
continuación se determinan, por parte de los alcaldes municipales y distritales y el 
gobernador del departamento especial de San Andrés y Providencia, quienes las 
graduarán de acuerdo con la gravedad de la infracción y la reiteración o 
reincidencia en la falta, si tales conductas se presentaren: 
 
1º.  Multas sucesivas que oscilarán entre cien (100) y quinientos (500) salarios 
mínimos legales mensuales, para quienes parcelen, urbanicen o construyan en 
terrenos no urbanizables o parcelables, además de la orden policiva de demolición 
de la obra y la suspensión de servicios públicos domiciliarios, de conformidad con 
lo señalado por la ley 142 de 1994 
 
En la misma sanción incurrirán quienes parcelen, urbanicen o construyan en 
terrenos afectados al plan vial, de  infraestructura de servicios públicos 
domiciliarios o destinados a equipamientos públicos. 
 
Si la construcción, urbanización o parcelación se desarrollan en terrenos de 
protección ambiental, o localizados en zonas calificadas como de alto riesgo, tales 
como humedales, rondas de cuerpos de agua o de riesgo geológico, la cuantía de 
las multas se incrementará hasta en un ciento por ciento (100%) sobre las sumas 
aquí señaladas, sin perjuicio de las responsabilidades y sanciones legales a que 
haya lugar. 
 
2º.  Multas sucesivas que oscilarán entre setenta (70) y cuatrocientos (400) 
salarios mínimos legales mensuales, para quienes parcelen, urbanicen o 
construyan en terrenos aptos para estas actuaciones, sin licencia, además de la 
orden policiva de suspensión y sellamiento de la obra y la suspensión de servicios 
públicos domiciliarios, de conformidad con lo señalado por la Ley 142 de 1994. 
 
En la misma sanción incurrirán quienes demuelan inmuebles declarados de 
conservación arquitectónica o realicen intervenciones sobre los mismos sin la 
licencia respectiva o incumplan las obligaciones de adecuada conservación, sin 
perjuicio de la obligación de reconstrucción que más adelante se señala, así como 
quienes usen o destinen inmuebles en contravención a las normas sobre usos de 
suelos. 
 
3º.  Multas sucesivas que oscilarán entre cincuenta (50) y trescientos (300) 
salarios mínimos  legales , para quienes parcelen, urbanicen o construyan en 
terrenos aptos para estas actuaciones, en contravención a lo preceptuado en la 
licencia, o cuando ésta haya caducado, además de la orden policiva de 
suspensión y sellamiento de la obra y la suspensión de servicios públicos 
domiciliarios, de conformidad con lo señalado por la ley 142 de 1994. 
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4º.  Multas sucesivas entre treinta (30) y doscientos (200) salarios mínimos legales 
mensuales, para quienes ocupen en forma permanente los parques públicos, 
zonas verdes y demás bienes de uso público, o los encierren sin la debida 
autorización de las autoridades municipales o distritales, además de la demolición 
del cerramiento y la suspensión de servicios públicos, de conformidad con lo 
señalado por la Ley 142 de 1994.  Esta autorización podrá darse únicamente para 
los parques y zonas verdes por razones de seguridad, siempre y cuando la 
transparencia del cerramiento sea de un 90% como mínimo, de suerte que se 
garantice a la ciudadanía el disfrute visual del parque o zona verde. 
 
 
En la misma sanción incurrirán quienes realicen intervenciones en áreas que 
formen parte del espacio público, sin la debida licencia o contraviniéndola, sin 
perjuicio de la obligación de restitución de elementos que más adelante se señala. 
 
 
5º.  La demolición total o parcial de las obras desarrolladas sin licencia o de la 
parte de las mismas no autorizada o ejecutada en contravención a la licencia. 
 
 
Parágrafo 1.-  Si dentro de los plazos señalados al efecto los infractores no se 
adecuan a las normas, ya sea demoliendo las obras realizadas en terrenos no 
urbanizables o parcelables, solicitando la licencia correspondiente cuando a ello 
hubiere lugar o ajustando las obras a la licencia, se procederá por la autoridad 
competente a la imposición de nuevas multas sucesivas, en la cuantía que 
corresponda teniendo en cuenta la reincidencia o reiteración de la conducta 
infractora, sin perjuicio de la orden de demolición, cuando a ello hubiere lugar y la 
ratificación de la suspensión de los servicios públicos domiciliarios. 
 
 
Parágrafo 2.-  El producto de estas multas ingresará al tesoro municipal, distrital o 
del departamento especial de San Andrés y Providencia, y se destinará a la 
financiación de programas de reubicación de los habitantes en zonas de alto 
riesgo, si los hubiere. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

DECRETO 1052 DEL 10 DE JUNIO DE 1998 
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Por el cual se reglamentan las disposiciones referentes a las licencias de 
construcción y urbanismo, al ejercicio de la curaduría urbana, y a las sanciones 

urbanísticas.  
 
 
 

 
 

CAPITULO I. 
 

De las licencias. 
 
 
ARTICULO 1.-  Definición de licencias. La licencia es el acto por el  cual se 
autoriza a solicitud del interesado la adecuación  de terrenos o la realización de 
obras. 
 
ARTICULO 2.-  Clases de licencias. Las licencias podrán  ser  de urbanismo o de 
construcción. 
 
ARTICULO 3.-  Licencia  de  urbanismo  y  sus  modalidades.  Se entiende por 
licencia de urbanismo, la autorización para ejecutaren un predio la creación de 
espacios abiertos públicos o privados y las obras de infraestructura que permitan 
la construcción de un conjunto  de  edificaciones acordes con el plan  de  
ordenamiento territorial  del  municipio  o distrito. Son  modalidades  de  la licencia 
de urbanismo las autorizaciones que se concedan para  la parcelación  de un 
predio en suelo rural o de  expansión  urbana, para  el  loteo  o subdivisión de  
predios  para  urbanización  o parcelación  y el encerramiento temporal durante la 
ejecución  de las obras autorizadas.    Las licencias de urbanismo y sus 
modalidades están sujetas a  
prórroga y modificaciones. 
 
ARTICULO 4.-  Licencia de construcción y  sus  modalidades.  Se entiende  
por  licencia  de  construcción  la  autorización  para desarrollar  un predio con 
construcciones, cualquiera  que  ellas sean,  acordes  con  el plan de 
ordenamiento  territorial  y  las normas urbanísticas del municipio o distrito. Son 
modalidades  de la  licencia  de construcción las  autorizaciones  para  ampliar, 
adecuar, modificar, cerrar y demoler construcciones. Las  licencias  de  
construcción  y  sus  modalidades  están sujetas a prórroga y modificaciones. 
 
 ARTICULO 5.-   Obligatoriedad.   Para   adelantar   obras   de construcción,   
ampliación,   modificación   y   demolición    de edificaciones, de urbanización y 
parcelación en terrenos  urbanos de   expansión  urbana  y  rurales,  se  requiere   
la   licencia correspondiente  expedida por la persona o  autoridad  competente 
antes de la iniciación     Igualmente se requerirá licencia para el loteo o subdivisión 
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de  predios para urbanizaciones o parcelaciones en toda clase  de suelo,  así  
como  para  la ocupación  del  espacio  público  con  
cualquier clase de amoblamiento. 
 
ARTICULO 6.- Competencia para el estudio, tramite y  expedición de  
licencias.  En  los  municipios  o  distritos  con  población superior  a  cien mil 
(100.000) habitantes  las  licencias  serán estudiadas, tramitadas y expedidas por 
los curadores urbanos.     Los   municipios  podrán  asociarse  o  celebrar   
convenios interadministrativos   con   otros   municipios   para   encargar 
conjuntamente  el  estudio, trámite y expedición de  licencias  a curadores 
urbanos. En este caso deberán designar por lo menos dos (2)  curadores urbanos 
y las entidades municipales encargadas  de estudiar,  tramitar  y expedir licencias 
de  los  municipios  que conforman  la  asociación o hacen parte del convenio  
dejarán  de ejercer esa función.     En  los  municipios  con  población  inferior  a  
cien   mil (100.000)  habitantes,  el  estudio,  trámite  y  expedición   de licencias  
será  competencia  de la autoridad que  para  ese  fin exista  en el municipio. Sin 
embargo, podrán  designar  curadores urbanos  en  los términos de la ley 388 de 
1997  y  sus  decretos reglamentarios. 
 
 ARTICULO 7.- Población. Para dar cumplimiento a lo previsto  en los  numerales 
2 y 3 del artículo 101 de la Ley 388 de  1997,  se tendrá  en  cuenta  la  población  
de  la  cabecera  municipal  o distrital,  de acuerdo con la certificación  expedida  
anualmente por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística -DANE-. 
 
 ARTICULO 8.- Titulares de licencias. Podrán ser  titulares  de licencias  los  
titulares  de derechos  reales  principales,  los poseedores,  los propietarios del 
derecho de dominio a título  de fiducia  y  los fideicomitentes de las mismas  
fiducias,  de  los inmuebles objeto de la solicitud. 
 
ARTICULO 9.-  Solicitud  de licencias. El  estudio,  trámite  y expedición  de  
licencias, se hará sólo a  solicitud  de  quienes puedan ser titulares de las mismas. 
 
 La  expedición  de  la licencia conlleva  por  parte  de  la autoridad  competente  
para su expedición la realización  de  las siguientes actuaciones, entre otras: el 
suministro de información sobre las normas urbanísticas aplicables a los predios 
objeto del proyecto,  la  rendición de los conceptos que  sobre  las  normas 
urbanísticas aplicables se soliciten, el visto bueno a los planos necesarios  para la 
construcción y los reglamentos  de  propiedad  
horizontal,  la  citación y notificación a vecinos y  la  gestión ante  la entidad 
competente para la asignación,  rectificación  y certificación de la nomenclatura de 
los predios y  construcciones con sujeción a la información catastral 
correspondiente. 
 
Parágrafo.  1. Si durante el término que transcurre entre  la solicitud de una 
licencia y la expedición de la misma, se produce un  cambio  en las normas 

 179 



urbanísticas que  afecten  el  proyecto sometido a consideración del curador o de 
la entidad encargada de estudiar, tramitar y expedir licencias, el titular tendrá 
derecho a que la licencia se le conceda con base en la norma  urbanística vigente  
al  momento  de  la radicación de  la  solicitud  de  la licencia,  siempre  que la 
misma haya sido presentada  en  debida forma. 
 
Parágrafo   2.  La  expedición  de  licencias  no   conlleva pronunciamiento  alguno  
acerca  de la  titularidad  de  derechos reales ni de la posesión sobre el inmueble o 
inmuebles objeto  de ella.  Las licencias recaen sobre uno o más inmuebles y  
producen todos sus efectos aun cuando sean enajenados. 
 
 ARTICULO 10.-  Documentos que debe acompañar  la  solicitud  de licencia.  
Toda  solicitud de licencia debe  acompañarse  de  los siguientes documentos: 
 
1. Copia  del  certificado  de  libertad  y  tradición  del inmueble  o  inmuebles  

objeto de la  solicitud,  cuya  fecha  de expedición no sea anterior en más de 
tres (3) meses a la fecha de la solicitud. 

 
2. Si  el  solicitante de la  licencia  fuera  una  persona jurídica, deberá 

acreditarse la existencia y representación de la misma mediante el documento 
legal idóneo. 

 
 
3. Copia del recibo de pago del último ejercicio fiscal  del impuesto predial del 

inmueble o inmuebles objeto de la  solicitud donde figure la nomenclatura 
alfanumérica del predio. 

 
4. Plano  de  localización e identificación  del  predio  o predios objeto de la 

solicitud. 
 
5. La relación de la dirección de los vecinos del predio  o predios  objeto de la 

solicitud y si fuere posible el  nombre  de ellos. Se entiende por vecinos las 
personas titulares de derechos reales,  poseedoras o tenedoras de los 
inmuebles colindantes  con el  predio o predios sobre los cuales se solicita la 
licencia  de urbanismo o construcción o alguna de sus modalidades. 

 
6. La constancia de pago de la plusvalía si el  inmueble  o inmuebles  objeto de la 

solicitud se encontrara afectado por  ese  
beneficio. 
 

1. 7.   La   manifestación  de  si  el  proyecto   sometido   a consideración se 
destinará o no a vivienda de interés social,  de lo cual se dejará constancia en 
el acto que resuelva la licencia.  
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Parágrafo  1.  Cuando  el  objeto de  la  licencia  sea  una autorización  de  
remodelación o restauración de  fachadas  o  de demolición   de   un   bien   
inmueble   considerado   patrimonio arquitectónico,  el solicitante deberá 
acompañar, además  de  los documentos  señalados  en  los  numerales  1  a  6  
del  presente artículo,  concepto favorable de la remodelación, restauración  o 
demolición y el destino de uso expedidos por la entidad encargada de  velar  por  
el cumplimiento de las  normas  sobre  patrimonio existentes  en  el  municipio o 
distrito.  Dicha  entidad conceptuar  acerca  de  la licencia a más tardar  dentro  de  
los treinta  (30)  días  calendario  siguientes  a  la  fecha  de  la solicitud. 
 
Parágrafo  2. Cuando se trate de licencias que  autoricen  a ampliar, adecuar, 
modificar, cerrar, reparar y demoler  inmuebles sometidos  al  régimen de 
propiedad  horizontal,  el  solicitante deberá  acompañar  además  de los  
documentos  señalados  en  los numerales 1 a 6, copia autorizada del acta de la 
asamblea general de   copropietarios  que  permita  la  ejecución  de  las   obras 
solicitadas  o  del  instrumento  que haga  sus  veces  según  lo establezca el 
reglamento de propiedad horizontal. 
 
Parágrafo 3. Las administraciones municipales y  distritales que  a  la  fecha de 
publicación del presente  decreto  no  hayan señalado  los requisitos que deben 
acompañar las  solicitudes  de las  licencias de construcción individual de vivienda 
de  interés social, deberán hacerlo a más tardar el 30 de junio de 1998,  los cuales 
serán enviados al Ministerio de Desarrollo Económico  para revisión y aprobación. 
 
 ARTICULO 11.- Documentos  adicionales  para  la  licencia de urbanismo. 
Cuando se trate de licencia de urbanismo además de los documentos  señalados 
en los numerales 1 a 7 del artículo 10  del presente decreto deben acompañarse; 
 
a) Tres (3) copias heliográficas del  proyecto  urbanístico debidamente firmados 

por un arquitecto, quien se hará responsable legalmente de la veracidad de la 
información contenida en ellos; 

 
b) Certificación  expedida por la autoridad  o  autoridades municipal o distrital 

competente, acerca de la disponibilidad  de servicios públicos en el predio o 
predios objeto de la  licencia, dentro del término de vigencia de la licencia. 

 
ARTICULO 12.- Documentos  adicionales para la licencia de construcción.  
Para las solicitudes de licencia de  construcción, además  de  los documentos 
señalados en los numerales 1 a  7  del artículo 10 del presente decreto, deberá 
acompañarse: 
a) Tres  (3)  juegos  de  la  memoria  de   los   cálculos estructurales,  de los 

diseños estructurales, de las memorias  de otros diseños no estructurales y de 
los estudios geotécnicos y de suelos  que  sirvan para determinar la estabilidad  
de  la  obra, elaborados   de  conformidad  con  las  normas  de   construcción 
sismorresistentes  vigentes  al  momento  de  la  solicitud, en especial  las  
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contenidas en el capítulo A. 11 del título  A  del decreto 33 de 1998, 
debidamente firmados o rotulados con un sello seco  por los profesionales 
facultados para ese fin,  quienes  se harán responsables legalmente de los 
diseños y de la  información contenidos en ellos; 

 
b) Tres (3) copias heliográficas del proyecto arquitectónico debidamente firmadas 

o rotuladas por un arquitecto, quien se hará responsable  legalmente  de  los  
diseños  y  de  la  información contenidos en ellos. 

 
ARTICULO 13.-  Exigencia  y  vigilancia  de  las   normas de construcción  
sismoresistente. De conformidad con lo  establecido por  las  Leyes 388 y 400 de 
1997, los curadores  urbanos  y  las entidades  municipales  competentes para el  
estudio,  trámite  y expedición  de licencias, tendrán la función de exigir y  vigilar el 
cumplimiento de las disposiciones contenidas en las normas  de construcción  
sismorresistentes vigentes. Esa función la  ejercen mediante la aprobación de los 
proyectos que hayan sido elaborados de  conformidad con las normas de 
construcción  sismorresistentes vigentes al momento de la solicitud. 
 
 ARTICULO 14.-  Materiales y métodos alternos de diseño.  En  el evento que 
la solicitud de la licencia de construcción prevea  el uso  de materiales 
estructurales, métodos de diseño y métodos  de construcción  diferentes a los 
prescritos por  las  normas  de construcción sismorresistentes vigentes, deberá 
cumplirse con los requisitos y seguirse el procedimiento establecido en el capítulo  
2 del título III de la Ley 400 de 1997. 
 
 ARTICULO 15.-  Revision  de  los  diseños.  El  curador  o  las entidades 
municipales encargadas de estudiar, tramitar y  expedir licencias,  dentro del 
trámite correspondiente deberán  constatar que la construcción propuesta cumpla 
los requisitos impuestos por las   normas  de  construcción  sismorresistentes,  
mediante   la revisión de los parámetros establecidos para los planos, memorias y 
diseños que deben acompañar los proyectos. 
 
La  revisión de los diseños se hará en la curaduría o en  la oficina  municipal  
encargada  de estudiar,  tramitar  y  expedir licencias de construcción por un 
ingeniero civil cuando se  trate de diseños estructurales y estudios geotécnicos. 
Cuando se  trate de  diseños  no  estructurales  la  revisión  podrá  hacerla   un 
arquitecto,  un  ingeniero  civil o un  ingeniero  mecánico.  Los ingenieros civiles y 
los ingenieros mecánicos que revisen diseños deberán  estar  acreditados ante la 
Comisión  Asesora  Permanente para el Régimen de Construcciones 
Sismorresistentes y cumplir con los  requisitos  de  experiencia e idoneidad que  
les  impone  el capítulo 3 del título VI de la Ley 400 de 1997. 
 
La revisión de los diseños también podrá hacerla una persona ajena  a  la  
curaduría o a la  oficina  encargada  de  estudiar, tramitar  y  expedir licencias, 
quien deberá  ser  profesional  y reunir las calidades y requisitos señalados en el 
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inciso  segundo de este artículo. En este caso, quien efectúe la revisión  deberá 
dirigir  un  memorial  a la persona  o  entidad  competente  para expedir  la  
licencia donde señale el alcance de  la  revisión  y certifique  que  las 
construcciones propuestas se ajustan  a  las normas sismorresistentes vigentes.     
El revisor de los diseños no puede ser quien los elaboró  ni puede tener relación 
laboral con éste. 
 
 El  alcance y la revisión de los diseños se sujetarán a  las prescripciones que para 
el efecto contienen las disposiciones  de las normas sismorresistentes vigentes.     
Parágrafo   transitorio.  Hasta  tanto  la  Comisión   Asesora Permanente  para el 
Régimen de  Construcciones  Sismorresistentes determine los procedimientos y 
mecanismos de acreditación de  los profesionales  que  deben  surtir este  
requisito  para  realizar labores de diseño estructural, estudios geotécnicos, 
revisión  de revisión de los parámetros establecidos para los planos, memorias y 
diseños que deben acompañar los proyectos. 
 
La  revisión de los diseños se hará en la curaduría o en  la oficina  municipal  
encargada  de estudiar,  tramitar  y  expedir licencias de construcción por un 
ingeniero civil cuando se  trate de diseños estructurales y estudios geotécnicos. 
Cuando se  trate de  diseños  no  estructurales  la  revisión  podrá  hacerla   un 
arquitecto,  un  ingeniero  civil o un  ingeniero  mecánico.  Los ingenieros civiles y 
los ingenieros mecánicos que revisen diseños deberán  estar  acreditados ante la 
Comisión  Asesora  Permanente para el Régimen de Construcciones 
Sismorresistentes y cumplir con los  requisitos  de  experiencia e idoneidad que  
les  impone  el capítulo 3 del título VI de la Ley 400 de 1997. 
 
La revisión de los diseños también podrá hacerla una persona ajena  a  la  
curaduría o a la  oficina  encargada  de  estudiar, tramitar  y  expedir licencias, 
quien deberá  ser  profesional  y reunir las calidades y requisitos señalados en el 
inciso  segundo de este artículo. En este caso, quien efectúe la revisión  deberá 
dirigir  un  memorial  a la persona  o  entidad  competente  para expedir  la  
licencia donde señale el alcance de  la  revisión  y certifique  que  las 
construcciones propuestas se ajustan  a  las normas sismorresistentes vigentes. 
      
El revisor de los diseños no puede ser quien los elaboró  ni puede tener relación 
laboral con éste. 
 
El  alcance y la revisión de los diseños se sujetarán a  las prescripciones que para 
el efecto contienen las disposiciones  de las normas sismorresistentes vigentes. 
 
Parágrafo   transitorio.  Hasta  tanto  la  Comisión   Asesora Permanente  para el 
Régimen de  Construcciones  Sismorresistentes determine los procedimientos y 
mecanismos de acreditación de  los profesionales  que  deben  surtir este  
requisito  para  realizar labores de diseño estructural, estudios geotérmicos, 
revisión  de los diseños o estudios, y supervisión técnica de la construcción, éstos  
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acreditarán su experiencia e idoneidad ante la  entidad  o persona encargada de la 
expedición de licencias, demostrando para el  efecto un ejercicio profesional 
mayor de cinco (5)  años,  lo cual harán con copia de la matrícula profesional o el 
instrumento que  haga sus veces, donde aparezca la fecha de expedición de  la 
misma. Para realizar los diseños de elementos no estructurales  o dirección de 
construcción, los ingenieros civiles y mecánicos se sujetarán al mismo 
procedimiento pero el  ejercicio  profesional que deberán acreditar será sólo de 
tres (3) años. 
 
ARTICULO 16.-  Tránsito de normas de construcción sismoresistentes.  Las 
licencias solicitadas en debida  forma  y aquellas aprobadas bajo  el   régimen   de    
construcciones sismorresistentes   previsto   en  el  Decreto  1400   de   1984, 
continuarán  rigiéndose por esa norma, aun cuando la licencia  se prorrogue,  se  
modifique, se adicione o se  requiera  una  nueva licencia por vencimiento de la 
anterior. 
 
ARTICULO 17.- Comunicación de la solicitud de las licencias.  La solicitud  de 
ó las licencias será comunicada por el curador  o  la autoridad  municipal  ante 
quien se solicite a  los  vecinos  del inmueble  o  inmuebles  objeto de la solicitud,  
para  que  ellos puedan  hacerse parte y hacer valer sus derechos. La citación  se 
hará por correo si no hay otro medio más eficaz. 
 
En  el  acto  de citación se dará a conocer  el  nombre  del solicitante de la licencia 
y el objeto de dicha solicitud. Si la  citación  no  fuere  posible,  o  pudiere   resultar 
demasiado costosa o demorada, se insertará en la publicación  que para  tal 
efecto tuviere la entidad, o en un periódico de  amplia circulación local o nacional, 
según el caso.  
 
Parágrafo.  Si  el solicitante de la licencia  no  fuera  el titular  de los derechos 
reales principales del predio o  predios objeto de la solicitud, deberá citarse en los 
términos y para los efectos  de  este  artículo, a quien  aparezca  como  titular  de 
derechos reales. 
 
ARTICULO  18.- Término para la expedición de las licencias.  Las entidades  
competentes  y los curadores urbanos, según  el  caso, tendrán  un  término de 
cuarenta y cinco (45) días  hábiles  para pronunciarse sobre las solicitudes de 
licencia, contados desde la fecha   de  la  solicitud.  Vencidos  los  plazos  sin  que   
las autoridades se hubieren pronunciado, las solicitudes de  licencia se  
entenderán  aprobadas en los términos  solicitados,  quedando obligados  el 
curador y los funcionarios responsables  a  expedir oportunamente las constancias 
y certificaciones que se  requieran para evidenciar la aprobación del proyecto 
presentado mediante la aplicación  del silencio administrativo positivo. El plazo  
podrá prorrogarse  hasta  en la mitad del  mismo,  mediante  resolución motivada, 
por una sola vez, cuando el tamaño o la complejidad del proyecto lo ameriten.     
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La  invocación  del  silencio  administrativo  positivo   se someterá  al  
procedimiento  previsto en  el  Código  Contencioso Administrativo. 
 
ARTICULO 19.- Contenido de la licencia. La licencia contendrá: 
 
1. Vigencia. 
2. Características   básicas  del   proyecto,   según   la información suministrada 

en el formulario de radicación. 
3. Nombre  del titular de la licencia y del  urbanizador  o constructor responsable. 
4. Indicación  de que las obras deberán ser  ejecutadas  de forma  tal que se 

garantice tanto la salubridad de las  personas, como  la estabilidad de los 
terrenos, edificaciones  y  elementos constitutivos del espacio público. 

5. Indicación  de la obligación de mantener en la  obra  la licencia  y  los planos 
aprobados, y de  exhibirlos  cuando  sean requeridos por autoridad 
competente. 

 
El  acto  que  resuelva sobre una  expedición  de  licencia, deberá contener las 
objeciones formuladas por quienes se hicieron parte en el trámite, la resolución de 
las mismas y las razones en que  se  fundamentaron  dichas  decisiones.  Las  
objeciones   se tramitarán de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 35 del Código 
Contencioso Administrativo. 
 
ARTICULO  20.- El curador o las entidades municipales  encargadas de  estudiar,  
tramitar y expedir licencias, deberán  indicar  al titular entre otras, las siguientes 
obligaciones relacionadas con el proceso de construcción: 
 
     1.  Que  la construcción debe someterse  a  una  supervisión técnica  en los 
términos que señalan las normas  de  construcción sismorresistentes vigentes, 
siempre que la licencia comprenda una construcción de una estructura de más de 
tres mil (3.000)  metros de área. 
 
     2.  Que  tiene la obligación de realizar  los  controles  de calidad para los 
diferentes materiales estructurales y  elementos no   estructurales  que  señalan  
las  normas   de   construcción sismorresistentes vigentes, siempre que la licencia 
comprenda  la construcción de una estructura menor a tres mil (3.000) metros de 
área. 
 
     3. Que las obras autorizadas deben contar con la instalación de  los equipos, 
sistemas e implementos de bajo consumo de  agua, establecidos  en  la  ley  373 
de 1997  y  los  decretos  que  la reglamenten. 
 
ARTICULO  21.- Sujeción al plan de ordenamiento territorial.  De acuerdo  con 
el numeral segundo del artículo 99 de la Ley 388  de 1997,  las  licencias  se  
otorgarán  con  sujeción  al  Plan  de Ordenamiento  Territorial,  planes  parciales  
y  a  las   normas urbanísticas que los desarrollan y complementan y de acuerdo  
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con lo  dispuesto  en la Ley 99 de 1993 y en sus reglamentos.  No  se requerirá 
licencia o plan de manejo ambiental, cuando el Plan  de Ordenamiento Territorial 
haya sido expedido de conformidad con lo dispuesto en la Ley 388 de 1998. 
 
 A  partir  del  24 de enero de 1999  sólo  podrán  expedirse licencias  de  
urbanismo  y construcción  o  sus  modalidades  de conformidad   con  lo  
dispuesto  en  el  Plan  de   Ordenamiento Territorial.     Parágrafo  transitorio. 
Mientras los municipios  expiden  el Plan  de Ordenamiento Territorial, en los 
términos que  establece la  Ley 388 de 1997, las licencias se expedirán con base  
en  los planes de ordenamiento territorial vigentes, o el instrumento que haga  sus  
veces,  el cual definirá,  cuando  menos,  las  normas urbanísticas,   las  vías  
obligadas  y  la  ubicación   de   las actividades  de servicios, así como la 
normativa  físico-espacial que de él se derive. 
 
ARTICULO 22.- Notificación  de licencias.  Los  actos  de  los curadores  y  los 
actos administrativos que resuelvan  sobre  las solicitudes  de  licencias,  serán  
notificados  a  los   vecinos personalmente por quien haya expedido el acto o por 
la persona  a quien éste delegue para surtir la notificación. En el evento  que el  
solicitante  de  la  licencia  sea  un  poseedor,  se  deberá notificar  personalmente  
el acto que resuelve  la  solicitud  al titular de los derechos reales del bien objeto 
de la licencia. 
 
Si no hay otro medio más eficaz de informar a los vecinos  y al  titular  de los 
derechos reales, para hacer  la  notificación personal  se le enviará por correo 
certificado una citación a  la dirección que aquel haya anotado al intervenir por 
primera vez en la  actuación,  o en la nueva que figure  en  comunicación  hecha 
especialmente  para tal propósito. La constancia del envío de  la citación se 
anexará al expediente. El envío se hará dentro de los cinco (5) días siguientes a la 
expedición del acto. Al hacer la notificación personal se entregará al notificado 
copia íntegra, auténtica y gratuita de la decisión. Si  no se pudiere hacer la 
notificación personal al cabo  de cinco  (5)  días del envío de la citación, se  fijará  
edicto  en lugar  público  del respectivo despacho, por el término  de  diez (10)   
días,  con  inserción  de  la  parte  resolutiva   de   la providencia. 
 
ARTICULO 23.- Vía gubernativa, revocatoria directa y  acciones. Contra  los  
actos  que resuelvan las  solicitudes  de  licencias procederán  los  recursos de la 
vía gubernativa,  la  revocatoria directa  y  las acciones establecidas en  el  Código  
Contencioso Administrativo. 
 
ARTICULO 24.- Vigencia y prorroga. Las licencias  tendrán  una vigencia  
máxima de veinticuatro (24) meses prorrogables por  una sola  vez por un plazo 
adicional de doce (12) meses,  contados  a partir de la fecha de su ejecutoria. 
 
Cuando en un mismo acto se conceda licencia de  urbanización y  construcción, 
éstas tendrán una vigencia máxima de  treinta  y seis  (36)  meses prorrogables 
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por un período adicional  de  doce (12) meses, contados a partir de la fecha de su 
ejecutoria.     La  solicitud  de prórroga deberá formularse dentro  de  los treinta  
(30)  días calendario anteriores al  vencimiento  de  la respectiva  licencia,  
siempre que el urbanizador  o  constructor responsable certifique la iniciación de la 
obra.   
 
Parágrafo   Transitorio.  Adicionado,  artículo  1,  Decreto   297  de  1999. Durante  
el término de  doce  (12)  meses contados  a  partir  de la vigencia del  presente  
decreto,  podrá concederse una segunda prórroga  de  doce (12) meses a la  
vigencia de   las   licencias referidas  en  el  presente  artículo, siempre   y  cuando   
se formule  la  solicitud dentro  de  los  treinta  días  calendario anteriores  al  
vencimiento del término previsto en   la  primera prórroga    y  el  urbanizador  o  
constructor   certifique    la iniciación de la obra. 
 
"Parágrafo transitorio.  Adicionado mediante el Decreto numero 297 de 1999. 
Durante el término de doce (12) meses contados a partir de la vigencia de las 
licencias referidas en el presente artículo, siempre y cuando se formule la solicitud 
dentro de los treinta días calendario anteriores al vencimiento del término previsto 
en la primera prórroga y el urbanizado o constructor certifique la iniciación de la 
obra. 
 
 ARTICULO 25.-  Tránsito  de  normas  urbanisticas.  Cuando  una licencia  
pierda  su vigencia por vencimiento del plazo o  de  la prórroga,  el  interesado  
deberá solicitar  una  nueva  licencia ajustándose  a las normas urbanísticas 
vigentes al momento de  la nueva solicitud. 
 
Sin embargo, si las normas urbanísticas vigentes al  momento de   la   expedición  
de  la  licencia  vencida   hubieren   sido modificadas, el interesado tendrá derecho 
a que la nueva licencia se  le conceda con base en la misma norma en la que se 
otorgó  la licencia  vencida,  siempre que no haya transcurrido  un  término mayor 
a un (1) mes calendario entre el vencimiento de la licencia anterior  y la solicitud 
de la nueva licencia, y además  que  las obras   se  encuentren  en  los  siguientes  
casos,   que   serán certificados por el constructor o urbanizador responsable ante 
la autoridad  competente  para  la expedición  de  la  licencia.  La certificación  se  
dará  bajo la gravedad de  juramento,  que  se entiende prestada por la 
presentación de la solicitud. 
 

1.  En  el caso de las licencias de  urbanismo,  cuando  las obras  de la 
urbanización se encuentren ejecutadas en un  treinta (30%) por ciento. 
 
2. En el caso de las licencias de construcción cuando por lo menos la mitad de 
las unidades constructivas autorizadas, cuenten como  mínimo con el cincuenta 
(50%) por ciento de  la  estructura portante o el elemento que haga sus veces, 
debidamente ejecutada. 
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ARTICULO 26.- Vigencia de las licencias en  urbanizaciones  por etapas.   
Para  las  urbanizaciones  por  etapas,   el   proyecto urbanístico  general  deberá  
elaborarse para  la  totalidad  del predio o predios sobre los cuales se adelantará 
la urbanización y aprobarse   mediante   acto  administrativo  por   la   autoridad 
competente  para  expedir la licencia.  El  proyecto  urbanístico deberá reflejar el 
desarrollo progresivo de la  urbanización definiendo  la ubicación y cuadro de 
áreas para cada una  de  las etapas. 
 
Para  cada etapa se podrá solicitar y expedir una  licencia, siempre que se 
garantice para cada una de ellas la prestación  de servicios  públicos domiciliarios, 
los accesos y el  cumplimiento autónomo  de los porcentajes de cesión. El costo 
de  la  licencia corresponderá a la etapa para la que se solicita la licencia. 
 
El  proyecto urbanístico general y la reglamentación de  las urbanizaciones  
aprobadas mantendrán su vigencia, y  servirán  de base  para  la expedición de las 
licencias de las  demás  etapas, siempre  que  la licencia para la nueva etapa  se  
solicite  como mínimo  treinta (30) días calendario antes del vencimiento de  la 
licencia de la anterior etapa. 
 
Parágrafo.   El   proyecto   urbanístico   general   es   el planteamiento  gráfico  de 
un diseño urbanístico que  refleja  el desarrollo de uno o más predios, los cuales 
requieren de redes de servicios  públicos,  infraestructura vial, áreas de  cesiones  
y áreas  para obras de espacio público y equipamiento, e  involucra las  normas 
referentes a aprovechamientos y volumetrías  básicas, acordes con el Plan de 
Ordenamiento Territorial y los instrumentos que lo desarrollen. 
 
ARTICULO 27.- Identificación de las obras. En desarrollo de  las normas  
previstas  en el Capítulo XI de la Ley 388  de  1997,  el titular  de cualquiera de las 
licencias está obligado a  instalar una valla con una dimensión mínima de dos 
metros por un metro, en lugar  visible  de la vía pública más importante  sobre  la  
cual tenga  frente o límite el desarrollo o la construcción  que  haya sido objeto de 
la licencia. En caso de obras menores se instalará un   aviso  de  cincuenta  (50)  
centímetros  por  setenta   (70) centímetros. En la valla o aviso se deberá indicar al 
menos: 
 
     1. La clase de licencia. 

2.  El  número  o forma de identificación  de  la  licencia, expresando la entidad 
o curador que la expidió. 

     3. La dirección del inmueble. 
     4. Vigencia de la licencia. 
     5. El nombre o razón social del titular de la licencia. 

6. El  tipo  de  obra que  se  esté  adelantando,  haciendo referencia  
especialmente al uso o usos, metros de  construcción, altura   total   de  las  
edificaciones,   número   de   unidades habitacionales, comerciales o de otros 
usos. 
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La valla se instalará a más tardar dentro de los cinco  días siguientes a la fecha de 
expedición de la licencia y en todo caso antes  de la iniciación de cualquier tipo de 
obra,  emplazamiento de  campamentos,  maquinaria, entre otros,  y  deberá  
permanecer durante todo el tiempo que dure la obra. 
 
ARTICULO 28.- Información sobre licencias no concedidas. Cuando una 
licencia sea negada por razón de no ajustarse la solicitud  a las  normas  
urbanísticas,  una vez  agotados  los  recursos,  el curador que negó la licencia 
pondrá en conocimiento de ello a los otros  curadores  del  municipio o distrito y  a  
la  oficina  de planeación  o la entidad que haga sus veces. Lo anterior  con  el fin 
de que no se tramite la misma solicitud en las condiciones en que  fue  
inicialmente negada, so pena de incurrir en  causal  de mala conducta. 
 
ARTICULO 29.-  Obligación  de  suministrar  la  información  de licencias. Los 
curadores urbanos o las oficinas de planeación,  o las  entidades  encargadas  de 
la  expedición  de  licencias,  en desarrollo  de  lo previsto en la ley 79 de  1993,  
remitirán  al Departamento  Administrativo  Nacional  de  Estadística   -DANE-, 
dentro de los primeros cinco (5) días de cada mes, la información de la totalidad 
de las licencias que hayan autorizado durante  el mes  inmediatamente anterior. 
Dicha información será  enviada  enlos formularios que para dicho fin expida el 
DANE. 
 
También los curadores urbanos informarán trimestralmente por escrito al 
Ministerio de Desarrollo Económico a más tardar el  30 de  enero,  30 de abril, el 
30 de julio y 30 de octubre  de  cada año, la información sobre las licencias 
estudiadas, tramitadas  y expedidas   en  la  respectiva  curaduría,  
correspondientes   al trimestre   inmediatamente  anterior.  Dicha   información   
será remitida en los formatos que para tal fin expida el Ministerio. 

 
CAPITULO II. 

 
Del reconocimiento de construcciones. 

 
 

ARTICULO 30.- Condiciones para el reconocimiento. Sin  perjuicio de las   
eventuales  responsabilidades   penales,   civiles   y administrativas, las 
construcciones desarrolladas y  finalizadas antes del 9 de agosto de 1996, que en 
la época de su construcción hubieren  requerido  licencia o el instrumento  que  
hiciera  sus veces  y no la hubieren obtenido, podrán ser reconocidos por  los 
curadores urbanos del respectivo distrito o municipio, siempre  y cuando  dichas 
construcciones se sujeten a la  norma  urbanística vigente en la época del 
reconocimiento. 
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ARTICULO 31.- Trámite  y expensas para  el  reconocimiento  de 
construcciones. El trámite y las expensas para el  reconocimiento de las 
construcciones desarrolladas y finalizadas se sujetarán  a las   normas  previstas  
para  el  caso  de  las   licencias   de construcción con las adiciones que aquí se 
establecen. 
 
El curador ante quien se adelante el trámite deberá realizar una  visita  técnica 
ocular personal o a través  de  un  delegado idóneo a la  construcción  objeto de  
la  solicitud  a  fin  de constatar  la  veracidad  de la  información  suministrada  y  
el cumplimiento de la norma urbanística. En  el evento que la construcción objeto 
del  reconocimiento no se ajuste a la norma urbanística, el curador deberá solicitar 
al  interesado  la adecuación a dicha norma dentro  de  un  plazo máximo  de 
sesenta (60) días. Si transcurrido el término para  la adecuación  el curador 
constata por medio de otra visita  técnica ocular  que el interesado no ha ajustado 
las construcciones a  la normatividad  urbanística  vigente  el  reconocimiento  le   
será negado. 
 
Cada inspección técnica ocular que realice el curador a las construcciones objeto 
de reconocimiento, causará en favor de éste y a cargo del interesado una expensa 
especial equivalente a medio salario mínimo legal mensual vigente. 
 
Parágrafo.  Los  curadores urbanos deberán  informar  a  las autoridades que 
ejerzan el control urbanístico de las solicitudes de reconocimiento de 
construcciones que les sean presentadas,  a fin  de  que ellas adelanten los 
procedimientos  e  impongan  las sanciones  del  caso.  También deberán  
presentar  las  denuncias penales  a  que se refiere la Ley 308 de 1996 si a  ello  
hubiere lugar. 
 
 ARTICULO 32.- Solicitud del reconocimiento de construcciones. El 
interesado   en  adelantar  el  trámite  de   reconocimiento   de construcciones  al 
momento de la solicitud, deberá acompañar  los mismos documentos a que hacen 
referencia los numerales 1 a 7  del artículo 10 del presente decreto y 
adicionalmente los siguientes: 
 
1. Copia  de  un  peritaje que  sirva  para  determinar  la estabilidad de la 

construcción debidamente firmado o rotulado con un sello seco por un 
ingeniero civil matriculado y facultado para ese fin, quien se hará responsable 
legalmente de los diseños y de la  información contenidos en ellos. El peritaje 
deberá  dictarse siguiendo  los  lineamientos   establecidos   en   las   normas 
sismorresistentes. 

 
2. Tres (3) copias del levantamiento arquitectónico  de  la construcción,  

debidamente  firmadas por un arquitecto  quien  se hará  responsable  
legalmente de la veracidad de  la  información contenida en ellos. 
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3. La declaración de la antigüedad de la construcción.  Esta declaración  se  hará  
bajo  la  gravedad  de  juramento  que  se entenderá prestada por la 
presentación de la solicitud. 

 
ARTICULO 33.-  Resolución del reconocimiento de  construcciones. El acto 
por el cual se hace el reconocimiento de la  construcción deberá  ser  motivado, 
causará los mismos  gravámenes  existentes para  la  licencia de construcción y 
tendrá  los  mismos  efectos legales de una licencia de construcción. 
 
ARTICULO  34.- Reconocimiento de construcciones de  vivienda  de interés  
social  que  no exceden el rango  de  los  noventa  (90) salarios  mínimos.  El  
reconocimiento  de   construcciones   de viviendas  de  interés  social que no 
excedan  el  rango  de  los noventa  (90) salarios mínimos, se regirá en todos sus  
aspectos por  el procedimiento establecido en el artículo 66 del  presente decreto. 
 
 

CAPITULO III. 
 

De los curadores urbanos. 
 
 
 ARTICULO 35.- Definición de curador urbano. El curador urbano es un 
particular encargado de estudiar, tramitar y expedir licencias de  urbanismo  o de 
construcción, a petición  del  interesado  en adelantar  proyectos  de urbanización 
o de  edificación,  en  las zonas  o  áreas del municipio o distrito  que  la  
administración municipal   o   distrital  le  haya  determinado   como   de   su 
jurisdicción. 
 
El  curador  urbano  es  autónomo en  el  ejercicio  de  sus funciones y 
responsable conforme a la ley. 
 
ARTICULO 36.- Naturaleza de la función del curador  urbano. El curador  
urbano ejerce una función pública para  la verificación del  cumplimiento  de las 
normas urbanísticas  y  de  edificación vigentes en el distrito o municipio, a través 
del otorgamiento de licencias de urbanización y construcción. 
 
 ARTICULO 37.- Interpretación de las normas. En el ejercicio  de sus funciones, 
los curadores urbanos verificarán la  concordancia de  los  proyectos de 
parcelación, urbanización,  construcción  y demás   sometidos  al  trámite  de  
licencias  con   las   normas urbanísticas  vigentes.  En  los  casos  de  ausencia  
de  normas exactamente aplicables a una situación o de contradicciones en la 
normativa    urbanística,   la   facultad    de    interpretación corresponderá  a  las 
autoridades de planeación del  municipio  o distrito,  las cuales emitirán sus 
conceptos mediante  circulares que  tendrán  el carácter de doctrina para la  
interpretación  de casos similares. 
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En  ejercicio  de  sus funciones, el  curador  podrá  elevar consultas  de  carácter  
general  a  las  entidades  municipales, distritales y nacionales que intervienen en 
el desarrollo urbano, sobre autorizaciones, asignaciones, determinación de 
nomenclatura,  y  demás procedimientos que se requieran  para  la expedición  de  
cualquier  licencia.  Dichas  entidades   deberán responder  las  consultas  en los 
términos que fija el  Código Contencioso Administrativo. 
 
 ARTICULO 38.- Jurisdicción. Para efectos del presente decreto se entiende por 
jurisdicción el ámbito espacial sobre el cual  puede actuar   la  curaduría  urbana.  
La  jurisdicción  comprende   la totalidad del territorio del municipio o distrito, salvo 
aquellas áreas  que  la  administración municipal  señale  en  las  normas 
urbanísticas  y  en el plan de ordenamiento territorial  como  no aptas para la 
ejecución de actuaciones urbanísticas o que  tengan expresamente restricciones 
especiales.     Las  curadurías urbanas de las asociaciones de municipios  o de los 
convenios interadministrativos tendrán jurisdicción  sobre el territorio de todos los 
municipios que conforman la asociación o  que  hacen parte del convenio, salvo 
aquellas  áreas  que  las administraciones municipales señalen en las normas 
urbanísticas y en  los planes de ordenamiento territorial como no aptas para  la 
ejecución  de actuaciones urbanísticas o que tengan  expresamente restricciones 
especiales. 
 
 ARTICULO  39.-  Designación  del  curador  urbano.  El   alcalde municipal  o  
distrital designará a los  curadores  urbanos  para periodos  individuales  de  cinco 
(5) años,  previo  concurso  de méritos, en el orden que señale la lista de elegibles. 
     En  el caso de los municipios que conforman la asociación  o  de    aquellos   
municipios   que   han    celebrado   convenios interadministrativos, los alcaldes 
deberán designar conjuntamente los curadores urbanos, previo concurso de 
méritos en el orden que señale  la lista de elegibles. Sin embargo, si uno o más  
de  los municipios  que  se asocian o celebran un  convenio  cuentan  con curador 
urbano, las partes podrán convenir que él o los curadores ya  designados  sean 
designados como curador o  curadores  de  la asociación o convenio, sin que 
medie para la designación de estos curadores  nuevo concurso de méritos y sin 
que ello modifique  el período para el cual fue o fueron designados inicialmente. 
 
Parágrafo. Vencido el término para el cual fue designado  el curador  urbano, 
previo concurso de méritos podrá  ser  designado nuevamente para el mismo 
cargo. 
 
ARTICULO 40.- Requisitos para ser designado curador urbano. Para ser  
designado curador urbano, además de haber sido  seleccionado  
mediante  concurso  de méritos, deben  cumplirse  los  siguientes requisitos: 
 

a) Poseer título profesional de arquitecto o  ingeniero  o posgrado en 
urbanismo o planificación regional o urbana; 
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b) Acreditar  una experiencia laboral mínima de  diez  (10) años   en  el  
ejercicio  de  actividades  relacionadas  con   el desarrollo o la 
planificación urbana; 

 
c)  Acreditar la colaboración del  grupo  interdisciplinario especializado que 

apoyará la labor del curador urbano. 
 
ARTICULO 41.- Concurso de méritos.  Los alcaldes o sus  delegados fijarán las 
bases de cada concurso, determinarán los requisitos y factores  de evaluación que 
se tendrán en cuenta para  calificar, el  puntaje  correspondiente  a  cada  requisito  
y  factor,   la conformación   del  equipo  de  selección  y  los  criterios   de 
calificación,  la  forma de acreditar los requisitos,  fecha  del concurso,  lugares de 
inscripción y realización, todo lo cual  se informará mediante convocatoria pública. 
 
En el caso de los curadores urbanos que tienen  jurisdicción en  los municipios 
que conforman una asociación o hacen parte  de un  convenio  interadministrativo,  
el  grupo  de  selección   lo conformarán  los  alcaldes de los municipios de la  
asociación  o convenio o sus delegados. 
 
En  todo caso en el concurso de méritos los alcaldes  o  sus delegados deberán 
exigir: 
 

1.  El formato único de hoja de vida establecido por la  Ley 190  de  1995,  al 
cual deberá anexarse  la  tarjeta  profesional vigente para aquellas profesiones 
cuyo ejercicio la exija. 
2. Acreditación de las calidades y experiencia del equipo de apoyo técnico y 
administrativo. 
3.  Descripción  de los equipos, sistemas  y  programas  que utilizará  el  
candidato en caso de ser  designado  curador,  los cuales  deberán  ser  
compatibles con  los  equipos,  sistemas  y programas de la administración 
municipal o distrital. 
4.  La práctica de exámenes escritos, sobre conocimientos  y manejo  de  las  
normas  urbanísticas y  de  uso  del  suelo  del respectivo municipio o distrito. 
5. La práctica de una entrevista personal.     Parágrafo.  La convocatoria para el 
concurso de  méritos  la harán  los  alcaldes  por  aviso, el  cual  se  insertará  
en  un periódico  de amplia circulación local, regional o  nacional  dos veces 
con un intervalo de una semana. 

 
En el caso de los curadores urbanos que tienen  jurisdicción en  los  municipios 
que conforman la asociación o  convenio,  los alcaldes de esos municipios, harán 
conjuntamente la  convocatoria para el concurso de méritos, sujetándose a los 
términos previstos en este artículo. 
 
ARTICULO 42.- Posesión del curador urbano. El cargo de  curador urbano  se  
asume  por la posesión ante el  alcalde  municipal  o distrital  que hizo la 
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designación. En el decreto de  designación se  dejará  constancia  de  las  
calificaciones  que  obtuvo  por concurso  de  méritos  y de la  presentación  de  
los  documentos requeridos. 
 
El alcalde municipal o distrital ante el cual se cumplió  la posesión  del  curador 
urbano, deberá enviar copia  del  acto  de designación y del acta de posesión 
correspondiente al  Ministerio de Desarrollo Económico. 
 
En el caso de los curadores urbanos que tienen  jurisdicción en  los  municipios 
que conforman la asociación  o  convenio,  la posesión  se  hará  en  los mismos  
términos  previstos  en  este artículo,  ante  cada uno de los alcaldes de los  
municipios  que conforman la asociación. 
 
 
ARTICULO 43.-  Transición  de  las  entidades  municipales   o distritales  a 
los curadores urbanos. Cuando en un  municipio  se designen  y  posesionen  
curadores urbanos por  primera  vez,  la entidad  encargada  de  estudiar, tramitar  
y  expedir  licencias deberá  culminar el trámite de las licencias que esté  
conociendo al  momento  de  la posesión del o  los  curadores  urbanos.  Sin 
embargo, el solicitante podrá pedir el traslado del trámite a  un curador. En este 
caso, el solicitante de la licencia deberá pagar al curador las expensas del caso. 
 
ARTICULO 44.- Inhabilidades para ser designado curador  urbano. No  podrán  
ser designados como curadores  urbanos,  a  cualquier título: 
 
1. Quienes se hallen en interdicción judicial. 
2. Quienes padezcan cualquier afección física o mental  que comprometa la 

capacidad necesaria para el debido desempeño de las funciones de curadurías 
urbanas. 
3. Quienes se encuentren bajo detención preventiva,  aunque gocen  del  
beneficio  de excarcelación,  y  quienes  hayan  sido llamados  a  juicio por 
infracción penal, mientras se  define  su responsabilidad por providencia en 
firme.  

     4.  Quienes  hayan sido condenados a pena  privativa  de  la libertad. 
     5. Quienes se encuentren suspendidos en el ejercicio de  sus títulos 
profesionales, o hayan sido suspendidos por faltas graves contra  la  ética,  o 
hayan sido excluidos del  ejercicio  de  la profesión. 
     6.  Quienes  hayan  sido  destituidos  de  cualquier   cargo público. 
     7. Quienes sean cónyuges o parientes dentro del cuarto grado de  
consanguinidad,  segundo  de  afinidad  o  primero  civil  de cualquiera  de las 
personas que intervengan en la  elaboración  o calificación del concurso o en el 
nombramiento. 
     8.  Tampoco podrán ser designados curadores urbanos para  un mismo 
municipio o distrito, asociación de municipios o municipios que hayan celebrado un 
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convenio interadministrativo, quienes sean entre  sí  cónyuges  o  parientes  dentro  
del  cuarto  grado  de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. 
 
 ARTICULO  45.- Incompatibilidades del ejercicio de la  curaduria urbana. Los 
curadores urbanos no podrán: 
     1. Desempeñar cargo o empleo público o privado. 

2.  Ser  socio, miembro de juntas o consejos  directivos  de personas   jurídicas  
que desarrollen actividades de diseño arquitectónico, urbanístico o de 
construcción, o  asociadas  al desarrollo  urbano,  en el municipio en el que el  
curador  tenga jurisdicción. 
3.  Gestionar  negocios  ajenos,  directa  o  indirectamente relacionados con 
sus funciones de curador urbano. 
4. Ejercer  la  profesión  de  arquitecto,   ingeniero   o posgraduado  de 
urbanismo o planificación regional o  urbana  que resulten incompatibles con 
las funciones del curador urbano. 

     5. Ejercer cargos de representación política. 
     6. Ejercer la condición de ministro de cualquier culto. 
     7.  Intervenir  en  política  distinto  del  ejercicio   del sufragio. 
 
Parágrafo. Se exceptúa del régimen de incompatibilidades  de los curadores 
urbanos, el ejercicio de la docencia. 
 
ARTICULO  46.- Designación provisional del curador urbano.  Habrá lugar  a 
la designación provisional de los curadores  urbanos  en los siguientes casos: 
     1. Por renuncia de quien ejerce la curaduría. 
     2. Por suspensión temporal o destitución de quien ejerce  la curaduría. 
     3. Por incapacidad temporal o definitiva de quien ejerce  la curaduría. 

4. Por muerte de quien ejerce la curaduría. 
5. Por vacaciones o licencia de quien ejerce la curaduría.     En  los casos de 
los numerales 1 y 5, el curador  urbano  no podrá  separarse  de su cargo 
mientras no se  haya  designado  su reemplazo, el cual deberá efectuarse un 
plazo no mayor a  diez días  hábiles. La provisionalídad no podrá ser mayor  de  
noventa (90) días. 

 
La  designación provisional de quien ejerza la curaduría  la hará el alcalde 
municipal o distrital. 
 
En el caso de los curadores urbanos que tienen  jurisdicción en  los  municipios  
que  conforman  la  asociación  o   convenio interadministrativo,  la designación del 
curador  provisional  la harán conjuntamente los alcaldes de los municipios que  
conforman la asociación o que suscribieron el convenio interadministrativo. 
 
El curador provisional deberá reunir los mismos requisitos y está sujeto al mismo 
régimen de inhabilidades, incompatibilidades e impedimentos del curador en 
propiedad. 
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ARTICULO 47.- Continuidad de la prestación del servicio. Los curadores   
prestarán el  servicio de  manera   permanente   e ininterrumpida. 
 
 De conformidad con lo previsto en el numeral 8 del  artículo 101 de la Ley 388 de 
1997, los curadores urbanos tendrán  derecho a  separarse del ejercicio de sus 
cargos mediante licencia  hasta por  noventa  (90)  días continuos o  discontinuos  
en  cada  año calendario,  y  a obtener licencia por enfermedad  o  incapacidad 
física  temporal  hasta por ciento ochenta (180)  días,  en  cada caso.  Las 
licencias de los curadores se solicitarán al  alcalde, quien al concederlas 
encargará con límite máximo de noventa  (90) días,   a   la   persona  que  el   
curador   indique   bajo   su responsabilidad. 
 
ARTICULO 48.-  Perdida  de la calidad  de  curador  urbano.  La calidad  de 
curador urbano se pierde por la ocurrencia de  alguno de los siguientes eventos: 
 
     1.  Por  renuncia aceptada en debida forma  por  el  alcalde municipal o distrital. 

2.  Por incurrir el curador en alguna de  las  inhabilidades previstas en el 
presente decreto. 

     3. Por abandono del cargo. 
     4. Por destitución decretada mediante providencia en firme. 

5. Por terminación del período para el cual  fue  designado sin que se le 
hubiere designado nuevamente para el mismo cargo.     En el evento previsto 
en el numeral 1 de este artículo, para el  caso  de  los  curadores  que  tienen  
jurisdicción  en   los municipios  que  conforman  la  asociación,  el  curador   
deberá presentar  la renuncia ante todos los alcaldes de los  municipios que   
conforman  una  asociación  o  hacen  parte  del   convenio interadministrativo y 
bastará la aceptación de uno de ellos  para perder la calidad de curador 
urbano. 

      
Parágrafo. En los casos de pérdida de la calidad de  curador urbano, éste  deberá  
remitir  los  archivos  técnicos  y   los expedientes  que  estuvieran  cursando  
trámite  a  la  autoridad municipal correspondiente, la cual podrá transferir el 
trámite  o distribuirlo  por  reparto  entre  los  curadores  que  continúen prestando 
esta función. 
 
 articulo 49.- No aceptación del nombramiento. Se entiende que el particular  
renuncia a su designación como curador urbano en  los siguientes casos: 
 

1.   Cuando  no  acepte  expresamente  y  por   escrito   la designación hecha 
por el alcalde municipal o distrital. 
2. Por el transcurso de treinta días contados a partir de la designación, sin que 
tome posesión de su cargo. 
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ARTICULO 50.- Impedimentos para el ejercicio de la curaduría. El curador  
urbano o los miembros de su grupo interdisciplinario  en quien  concurra  alguna  
de  las  causales  que  se  enumeran   a continuación, deberá declararse impedido 
para conocer del trámite solicitado,  tan  pronto  como advierta la  existencia  de  
ella, expresando los hechos en que se fundamenta. 
 
     1. Tener él, su cónyuge o alguno de sus parientes dentro del cuarto  grado  de 
consanguinidad, segundo de afinidad  o  primero civil, interés directo o indirecto en 
el trámite solicitado. 
     2.  Ser  cónyuge o pariente del interesado  en  el  trámite, dentro del cuarto 
grado de consanguinidad, segundo de afinidad  o primero civil. 
     3.  Ser él, su cónyuge o alguno de sus parientes  indicados, guardador de la 
persona interesada en el trámite solicitado. 
     4. Ser el solicitante de la licencia dependiente, mandatario o  administrador  de 
los negocios del curador o del  miembro  del grupo interdisciplinario. 
     5.  Haber dado consejo o concepto, por fuera del trámite  de la curaduría, sobre 
cuestiones objeto del trámite solicitado. 
     6.  Ser él, su cónyuge o alguno de los parientes  indicados, socio de la persona 
solicitante del trámite. 
 
ARTICULO 51.- Régimen disciplinario de los curadores urbanos.  A los  
curadores  urbanos  se les aplica en  el  ejercicio  de  sus funciones  públicas y en 
lo pertinente, el régimen  disciplinario de  la  Ley  200 de 1995. El alcalde  
municipal  o  distrital  es competente  para, de una parte, ordenar a la oficina  de  
control interno  disciplinario facultada para tal fin, o  al  funcionario que   se  
designe  para  que  adelante  el   respectivo   proceso  
disciplinario y, de otra, imponer la correspondiente sanción.  Lo anterior, sin 
perjuicio del poder disciplinario preferente de  la Procuraduría General de la 
Nación. 
 
 ARTICULO  52.- Reparto de las licencias de los proyectos de  las entidades  
estatales. Las solicitudes de licencias que  presentan las  entidades  estatales 
deberán someterse a reparto  entre  los distintos curadores urbanos del municipio, 
distrito, asociación o convenio. 
 
Dentro de los treinta (30) días siguientes a la  publicación de  este  decreto,  los 
curadores urbanos  de  cada  municipio  o distrito  o asociación o convenio 
conjuntamente deberán  elaborar su  propio reglamento de reparto y lo aprobarán  
por  unanimidad. Copia  de  ese reglamento deberá ser publicada en  un  diario  de 
amplia circulación en el municipio o distrito correspondiente. 
 
articulo 53.- Expensas por los tramites ante las curadurías. Las expensas  por  
los  trámites ante las  curadurías  urbanas  serán liquidadas  por  el  curador  
urbano y  pagadas  a  éste  por  el solicitante  del  trámite o la licencia, de 
conformidad  con  los términos que se establecen en este decreto. 
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 ARTICULO  54.- Independencia de las expensas de otros cargos.  El pago  de  
los  impuestos,  gravámenes,  tasas  y   contribuciones asociados  a la expedición 
de licencias, será  independiente  del pago  de  las  expensas  por los  trámites  
ante  las  curadurías urbanas. 
 
Cuando  los  trámites  ante las  curadurías  urbanas  causen impuestos,  
gravámenes,  tasas o contribuciones,  los  curadores sólo  podrán  darle 
continuidad al trámite cuando  el  interesado demuestre  la  cancelación  de  los  
correspondientes  impuestos, gravámenes, tasas o contribuciones. 
 
ARTICULO 55.-  Facturas por pago de  expensas.  Las  curadurías urbanas  
deben  expedir  facturas por concepto  de  pago  de  las expensas,  en  los  
términos  que para  el  efecto  determine  el Estatuto Tributario y demás normas 
que lo reglamenten. 
 
ARTICULO  56.- Radicación de las solicitudes de licencias.  Será requisito 
para la radicación ante las curadurías urbanas de  toda solicitud de  licencia  de  
urbanismo  y  construcción  o   sus modalidades, el pago al curador del cargo fijo 
"a" establecido en el artículo 58 del presente decreto. 
 
Dicho  cargo no se reintegrará al interesado en caso de  que la   solicitud  de  
licencia  sea  negada  o  desistida  por   el solicitante. Cuando el proyecto es 
objeto de observaciones y éste no ha sido presentado en forma correcta en un 
término de  treinta (30)  días  calendario  contados  a partir  de  la  fecha  de  la 
formulación   de  la  observación,  la  solicitud  se   entenderá desistida. 
 
El  cargo  fijo "a" y el cargo variable "b" a  que  se  hace referencia  en  el  presente  
decreto,  serán  fijados  por   los municipios  y  distritos  de  conformidad  con  la   
metodología, recomendaciones y topes de las tarifas plenas que para el  efecto les 
señale el Ministerio de Desarrollo Económico. 
 
Los  curadores deberán tener en lugar visible a  disposición de  los interesados, 
sin que ello implique el pago de expensas  o remuneraciones,  el cargo fijo "a" y el 
cargo variable "b" y  las expensas por otras actuaciones determinadas por los 
municipios  y distritos  debidamente  aprobados,  así  como  la  ecuación   que 
adelante se expone, para efectos de la liquidación de expensas. 
 
Parágrafo. La metodología a que hace referencia el inciso 3º de este artículo será 
remitida mediante oficio a cada uno de  los alcaldes.  Este oficio también señalará 
el plazo máximo  para  la remisión  al  Ministerio de la propuesta de dichos  
valores,  los cuales  serán aprobados por el Ministro de  Desarrollo  Económico 
mediante  resolución  de  carácter general.  Si  el  municipio  o distrito  no remite la 
propuesta de los cargos fijos y  variables dentro  del plazo señalado, el Ministro de  
Desarrollo  Económico los determinará. 
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ARTICULO 57.-  Primera designación de  curadores  urbanos.  Los municipios 
que por primera vez designen curadores urbanos deberán remitir  al  Ministerio  de 
Desarrollo  Económico,  previo  a  la convocatoria  al concurso de méritos, copia 
del  estudio  técnico que   sustente   la  necesidad  del  servicio  y   capacidad   de 
sostenibilidad  económica de la curaduría. Además deberán  enviar la propuesta 
de expensas desarrollada con base en la  metodología que  para tal fin disponga 
el Ministerio de Desarrollo  Económico mediante  acto  administrativo.  La  
aprobación  por  parte   del Ministerio  de las expensas será condición para  la  
convocatoria del concurso. 
 
Para  el  caso  de los municipios o  distritos  que  decidan designar  un curador 
adicional al mínimo establecido en  la  ley, deberán elaborar y remitir al Ministerio 
de Desarrollo  Económico un  estudio  técnico  que justifique  esa  otra  
designación.  La aprobación por parte del Ministerio de ese estudio será condición 
para la convocatoria del concurso. 
 
ARTICULO 58.-  formula  para  el  cobro  de  las  expensas  por licencias  y 
modalidades de las licencias. Los curadores  urbanos cobrarán el valor de las 
expensas por las licencias y modalidades de las licencias de acuerdo con la 
siguiente ecuación: 
 
     E = ai + bi Q 
 
     Donde a = cargo fijo 
 
     b = cargo variable por metro cuadrado 
 
     Q = número de metros cuadrados 
 
y donde i expresa el uso y estrato o categoría en  cualquier clase de suelo, de 
acuerdo con los índices que a continuación  se  
expresan: 
 
Usos                                 Estratos 
 
Vivienda                   1     2   3    4    5    6 
 
                             0.5   0.5  1   1.5   2   2.5 
 

Categorías 
 
Uso                 1                              2                        3 
 
Industria           De 1 a 300    De 301 a 1.000    Más de 1.001    
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Comercio y servicios De 1 a 100 m2   De 101 a 500m2      Más de 501  
 
                                            1.5                           2                        3 
 
 
Institucional       De 1 a 500    De 501 a 1.500  Más de 1.501 m2 

1.5              2                   3         
 
El  cargo  "a"  y  el cargo "b"  se  multiplicarán  por  los indicadores propuestos en 
la tabla del presente artículo. 
 
ARTICULO 59.- Liquidación de las expensas para las licencias  de 
urbanismo. Para la liquidación de las expensas por las  licencias de  urbanismo,  
se aplicará la ecuación del  artículo  58  y  se liquidará  sobre  el  área útil 
urbanizable,  entendida  como  la resultante  de descontar del área bruta o total del  
terreno  las cesiones,   las  afectaciones  de  vías  públicas,  y  redes   de 
infraestructura de servicios públicos, las zonas de protección  y áreas que 
constituyen la cesión del espacio público. 
 
ARTICULO 60.- Liquidación de las expensas para las licencias de 
construcción.  Para  la  liquidación  de  las  expensas  por  las licencias  de  
construcción, en la ecuación del artículo  58,  el cálculo  de  los  metros cuadrados 
se  efectuará  sobre  el  área construida  cubierta, la cual deberá coincidir con el  
cuadro  de áreas de los planos registrados del respectivo proyecto. 
 
ARTICULO 61.- Liquidación  de  las  expensas  para   licencias simultáneas  
de construcción y urbanismo. La expensa se  aplicará individualmente por cada 
licencia. 
 
ARTICULO 62.- Liquidación   de   las   expensas   para   las modificaciones 
de licencias. Para la liquidación de las  expensas de  las modificaciones de 
licencias de urbanismo y  construcción, se  aplicará  la  ecuación  del  artículo  58  
sobre  los  metros cuadrados modificados o adicionados únicamente. 
 
ARTICULO 63.- Liquidación de  las  expensas  para   vivienda unifamiliar,  
bifamiliar  o  multifamiliar  en  serie.  Para   la liquidación de las expensas por 
las licencias de construcción  en serie   de  proyectos  de  vivienda  unifamiliar,  
bifamiliar   o multifamiliar,  en  la  ecuación  del artículo  58  el  cobro  se ajustará  
a  la  siguiente tabla, la cual se  aplicará  de  forma acumulativa. 
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Por  las  primeras diez (10) unidades iguales, el  cien  por ciento (100%) del valor 
total de las expensas liquidadas. 
 
De  la  unidad once (11) a la cincuenta (50), el  setenta  y cinco   por  ciento  (75%)  
del  valor  total  de  las   expensas liquidadas. 
 
De  la  unidad  cincuenta y uno (51) a  la  cien  (100),  el cincuenta  por  ciento  
(50%) del valor  total  de  las  expensas liquidadas. 
 
De  la unidad ciento uno (101) en adelante,  el  veinticinco por ciento (25%) del 
valor total de las expensas liquidadas. 
 
El valor total de las expensas es el resultado de sumar  las liquidaciones  parciales  
de  cada  uno  de  los  rangos   arriba señalados. 
 
Parágrafo.- Para efectos de este artículo, se  entiende  por construcción  en  serie 
la repetición de  unidades  constructivas iguales  para  ser  ejecutadas en un 
mismo globo  de  terreno  de acuerdo   a   un  planteamiento  general,   entendido   
como   la presentación gráfica integral de un proyecto arquitectónico,  que permite  
apreciar  los aspectos generales y particulares  que  lo caracterizan. 
 
ARTICULO 64.- Remuneración al curador en los casos de consultas. Las  
consultas  orales sobre información general  de  las  normas urbanísticas  
aplicables a la jurisdicción del curador,  causarán en  favor  de éste una 
remuneración de dos (2)  salarios  mínimos diarios legales vigentes al momento de 
la consulta. 
 
ARTICULO 65.- Expensas en los casos de expedición de licencias de  
construcción individual de vivienda de interés social. Las solicitudes de 
licencia de construcción individual de vivienda de interés social, generarán en 
favor del curador una expensa  única equivalente  a  cuatro  (4)  salarios  mínimos  
diarios   legales vigentes al momento de la radicación. 
 
 ARTICULO 66.-  Licencia de construcción  en  urbanizaciones  de vivienda 
de interés social que no excedan el rango de los noventa (90) salarios 
mínimos. En las urbanizaciones de loteo de vivienda de  interés  social que no 
excedan el rango de los  noventa  (90) salarios  mínimos legales mensuales 
debidamente  autorizadas,  se permitirá   que  sus  propietarios  o   adjudicatarios   
realicen actividades  de construcción, teniendo en cuenta  los  parámetros fijados 
por el proyecto urbanístico aprobado, el cual, sin  costo adicional,  incorporará la 
licencia de construcción para todos  y cada  uno de los lotes autorizados en el 
proyecto urbanístico  de loteo.  Como consecuencia de lo anterior, las licencias a 
que  se refiere  este artículo, deberán precisar las normas generales  de 
construcción de la urbanización autorizada, dentro de los  planes de   
ordenamiento   territorial,  planes   parciales   y   normas urbanísticas. 
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Asimismo,  en el caso de legalización de  urbanizaciones  de vivienda de interés 
social que no excedan el rango de los noventa (90)  salarios mínimos legales 
mensuales, el acto  administrativo que   ponga  fin  a  la  actuación  legalizando   la   
respectiva urbanización,  hará  las veces de licencia de  construcción  para todos  
y  cada uno de los lotes de la  urbanización.  Dicho  acto también legalizará las 
construcciones existentes que se ajusten a las  normas de construcción que se 
establezcan en el  proceso  de legalización.  El proceso aquí previsto sólo 
procederá cuando  el barrio,    asentamiento   o   desarrollo   y   las    respectivas 
construcciones se hayan terminado antes del 9 de agosto de 1996.     En  el  caso  
de  solicitudes  de  licencias  para  ampliar, adecuar, modificar, cerrar y reparar, 
construcciones de  vivienda de  interés  social que no excedan el rango de los  
noventa  (90) salarios  mínimos legales mensuales y que se hayan  levantado  en 
urbanizaciones   legalizadas   pero  que  no   cuenten   con   la correspondiente 
licencia de construcción, el curador o la entidad municipal  o distrital a quien se le 
solicite el  trámite  deberá adelantar una inspección técnica ocular al inmueble 
objeto de  la licencia, tendiente a verificar que la construcción existente  se adecúa 
a las normas urbanísticas y requerimientos técnicos. Si el resultado  de  dicha  
inspección es positivo,  podrá  proceder  a expedir   una  certificación  en  ese  
sentido  y   la   licencia solicitada,  siempre  que  la solicitud de la  misma  también  
se ajuste a la norma. 
 
ARTICULO 67.- Expensas por otras actuaciones. Se  entiende  por otras 
actuaciones aquellas actividades distintas a la  expedición de una licencia, pero 
que están asociadas a éstas y que se pueden ejecutar independientemente de la 
expedición de una licencia, las cuales tienen dos categorías: 
 
1. Aquellas  donde la actividad y  el  pronunciamiento  del curador están 
determinados por la magnitud del proyecto expresada en  metros  cuadrados, 
cúbicos o lineales, tales  como  el  visto bueno  a la propiedad horizontal 
independiente a la  licencia  de construcción  o  la autorización para el movimiento  
de  tierras.  
 
Estas  expensas  se determinarán por rangos  dependiendo  de  los metros 
involucrados en la actuación. 
 
2.  Las demás, donde la actividad y el  pronunciamiento  del curador  están  
determinados  por un  procedimiento,  tales  como prórrogas  o  certificaciones  de  
nomenclatura.  Estas  expensas deberán expresarse en salarios mínimos legales 
vigentes,  diarios o mensuales, dependiendo de la complejidad del procedimiento. 
 
Los municipios y distritos deberán remitir al Ministerio  de Desarrollo  Económico 
una lista de las otras actuaciones  de  los curadores  junto  con  la propuesta de  
expensas.  En  esa  lista deberán  diferenciar  a qué grupo de actuaciones  
corresponde  de conformidad  con los criterios establecidos en este artículo.  La 
propuesta de expensas se hará acorde con los parámetros que  fije la  
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metodología  del Ministerio de Desarrollo  Económico.  Si  el municipio  o  distrito  
no remite dentro del  plazo  señalado  la propuesta de las expensas por otras 
actuaciones de los curadores, el Ministro de Desarrollo Económico las 
determinará.  Parágrafo. Las expensas por prórroga de licencias no  podrán ser 
superiores a un (1) salario mínimo legal mensual vigente. 
 
ARTICULO 68.- Reajuste anual de las expensas.  Anualmente  los alcaldes 
municipales y distritales, reajustarán los cargos  fijos y  variables aplicables a la 
liquidación y cobro de las  expensas por las licencias de urbanismo, construcción y 
sus modalidades  y por las otras actuaciones de los curadores urbanos, previstas  
en los  artículos  58 y 67 del presente decreto,  en  un  porcentaje igual a la meta 
de inflación fijada para el año en que se proceda al  reajuste, según lo dispuesto 
en la Ley 242 de 1995,  debiendo informarlo  al  Ministerio de Desarrollo  
Económico  durante  los primeros  quince  (15)  días  de  cada  mes  de  enero,  
para  su respectiva aprobación. 
 
ARTICULO  69.- Despacho  al público  del  curador  urbano. Los curadores 
urbanos tendrán las horas de despacho público que  sean necesarias  para un 
buen servicio, sin que su jornada  pueda  ser inferior  a  la establecida para los  
funcionarios  públicos  del municipio o distrito donde presten su servicio. 
 
Las diferentes dependencias del despacho del curador funcionarán  conservando  
una unidad locativa única y  no  podrán establecer  sedes  alternas  o  puntos  
descentralizados  de   la curaduría. 
 
ARTICULO 70.- Recursos humanos del curador urbano. Los curadores 
urbanos   deberán   contar  con   el   grupo   interdisciplinario especializado  que 
sea necesario para la correcta prestación  del servicio. 
 
ARTICULO 71.-  Conexión  electrónica  con  las   oficinas de planeación.   Los  
curadores  urbanos  implantarán  sistemas   de conexión electrónica con las 
oficinas de planeación municipales o distritales,  o  las  que  hagan sus veces,  
para  acceder  a  la información que requieran para la expedición de las licencias. 
 
ARTICULO 72.-  Archivos  de  las  administraciones   con   las actuaciones  
de los curadores urbanos. Sin perjuicio del  archivo que  de sus actuaciones 
lleve el curador urbano, las oficinas  deplaneación municipales o distritales, o las 
que hagan sus  veces, deberán  mantener  un archivo clasificado y  actualizado  
de  las licencias  otorgadas  por  los curadores urbanos  junto  con  los planos. 
 
En  el  evento que sea suprimida una curaduría,  el  curador deberá  remitir  los  
archivos técnicos  y  los  expedientes  que estuvieran cursando trámite a la 
autoridad municipal o  distrital que  le señale el alcalde, la cual podrá continuar el 
trámite  si es su competencia o distribuirlo por reparto entre los  curadores que 
continúen prestando su función. 
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ARTICULO 73.-  Vigilancia  y  control.  De  acuerdo   con   lo establecido  en  el 
numeral 7 del artículo 101 de la Ley  388  de 1997, el alcalde municipal o distrital, 
indelegablemente, será la instancia encargada de vigilar y controlar el 
cumplimiento de las normas urbanísticas y de los planes de ordenamiento  
territorial, por parte de los curadores urbanos. 
 
En el caso de los curadores urbanos que tienen  jurisdicción en  los municipios 
que conforman la asociación o  convenio,  cada uno  de  los  alcaldes  de los  
municipios  de  la  asociación  o convenio,  será la instancia encargada de vigilar y 
controlar  el cumplimiento  de  las  normas urbanísticas y  de  los  planes  de 
ordenamiento  territorial  de  su municipio,  por  parte  de  los curadores urbanos. 
 
ARTICULO 74.- Coordinación y seguimiento del curador urbano.  Al Ministerio  
de  Desarrollo Económico le corresponde  coordinar  y hacer  seguimiento de los 
curadores urbanos, con el  objetivo  de orientar  y  apoyar su adecuada 
implantación al interior  de  las administraciones locales. 
 
En   desarrollo   de  las  funciones   de   coordinación   y seguimiento,   el  
Ministerio  de  Desarrollo   Económico   podrá practicar  en  cualquier tiempo 
visitas a los  curadores  urbanos para  establecer su eficiente operación y sujeción 
a  las  normas legales   y  reglamentarias  que  les  sean   aplicables;   podrá 
recomendar a los alcaldes municipales o distritales la creación y designación de 
nuevas curadurías urbanas; y deberá informar a los alcaldes  la ocurrencia de 
hechos que ameriten investigaciones  a los  curadores  por  faltas  cometidas en  
el  desempeño  de  sus funciones. 
 
ARTICULO 75.-  Comisiones  de veeduría.  En  desarrollo  de  lo dispuesto  por  
el numeral 6 del artículo 101 de la  Ley  388  de 1997,  el Ministerio de Desarrollo 
Económico ejercerá la  función de  coordinación y seguimiento de las curadurías 
urbanas en  cada municipio o distrito a través de las comisiones de veeduría,  las 
cuales  serán  convocadas como mínimo mensualmente, o  cuando  el cincuenta   
por  ciento  (50%)  de  sus  miembros  lo   considere necesario. 
 
Las comisiones de veeduría estarán integradas así: 
 

1.  El  alcalde municipal o distrital quien la  presidirá  y podrá convocarla en 
cualquier tiempo. 
2. Un representante de las asociaciones gremiales sin  ánimo de lucro o 
fundaciones cuyas actividades tengan relación  directa con el sector de la 
construcción o el desarrollo urbano. 

     3. El personero municipal o distrital o su delegado. 
     4.   Un   representante  de  la   Sociedad   Colombiana   de Arquitectos. 

5. Un representante de la Sociedad Colombiana de Ingenieros.     El   Ministerio  
de  Desarrollo  Económico  a   través   del Viceministro  de Desarrollo Urbano o 
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su representante, cuando  lo juzgue conveniente, asistirá a las reuniones de las 
comisiones de veeduría. 
 

El  alcalde podrá invitar a las sesiones de la  Comisión  un representante  de  las 
empresas de servicios públicos  cuando  la naturaleza del tema a tratar requiera la 
participación de ellas.     Parágrafo  1. Para la designación del representante  de  
que trata   el  numeral  2  del  presente  artículo,   los   alcaldes municipales y 
distritales abrirán el registro de tales  entidades y  convocarán públicamente a sus 
representantes legales para  que efectúen la correspondiente elección. 
 
Parágrafo 2. Los alcaldes municipales o distritales  deberán informar  por  escrito 
al Ministerio de Desarrollo  Económico  el nombre de los integrantes de la 
comisión de veeduría. 
 
 ARTICULO 76.- Objetivo de las comisiones de  veeduría.  El objetivo principal 
de las comisiones de veeduría es velar por  el buen  desempeño  de  las  
curadurías  urbanas,  en  los  aspectos técnicos,  profesionales y éticos de la 
función que ejercen y  la correcta articulación de las curadurías con las  
administraciones municipales y distritales. 
 
ARTICULO 77.-  Funciones  de las comisiones  de  veeduría.  Son funciones  
de  las  comisiones  de  veeduría,  entre  otras,  las siguientes: 
 
     1.  Hacer  la coordinación y seguimiento de  las  curadurías urbanas. 

2. Hacer un análisis puntual de las licencias expedidas  por los  curadores  a fin 
de verificar el cumplimiento  del  plan  de ordenamiento territorial y de las 
normas urbanísticas. 
3. Interponer, a través de uno de sus miembros, los recursos y  acciones  
contra las actuaciones de los curadores  que  no  se ajusten  a  la  normatividad 
urbanística, y si  fuera  del  caso, formular las correspondientes denuncias. 
4. Verificar el cumplimiento de las normas establecidas  en los planes de 
ordenamiento territorial por parte de los curadores urbanos. 
5. Formular a los curadores urbanos sugerencias acerca de la mejor prestación 
del servicio en su curaduría. 
6.  Atender las quejas que formulen los ciudadanos en  razón de  la expedición 
de licencias, poniendo en conocimiento  de  las autoridades  respectivas los 
hechos que resulten  violatorios  de las normas urbanísticas. 
7.  Proponer ante el Ministerio de Desarrollo  Económico  la adopción  de  
correctivos  por  deficiencias  en  el  servicio  u ocurrencia de hechos que 
atenten contra la ética. 
8.  Proponer  contra los curadores urbanos  la  apertura  de investigaciones  
por parte de los consejos profesionales,  cuando lo consideren necesario. 

     9. Dictarse su propio reglamento. 
     10.  Las demás que resulten necesarias para el  cumplimiento de su objeto. 
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CAPITULO CUARTO. 
 
De  las  entidades que intervienen en el desarrollo  municipal  y                          
distrital. 
 
 
ARTICULO 78.-  Expedición  de  licencias  en  municipios   con población  
inferior  a  cien mil  (100.000)  habitantes.  En  los municipios con población 
inferior a cien mil (100.000) habitantes la  entidad municipal encargada de 
estudiar, tramitar  y  expedir las  licencias  continuará prestando ese  servicio.  Sin  
embargo podrán  designar uno o más curadores urbanos en los  términos  de este  
decreto. En el caso de designar un solo curador la  entidad municipal  encargada  
de estudiar, tramitar y  expedir  licencias continuará  prestando  este servicio hasta 
tanto  se  designe  un segundo curador. 
 
La prestación del servicio de estudio, trámite y  expedición de licencias paralelo al 
curador, causará en favor del  municipio las mismas expensas establecidas en 
este decreto para el curador. 
 
El municipio deberá encargarse del recaudo de los  impuestos que se generen en 
razón de la prestación del servicio de estudio, trámite,  y expedición de licencias. 
El producto de lo  recaudado por concepto de expensas entrará al tesoro 
municipal. 
 
ARTICULO 79.- Trámite de licencias por parte de  las  oficinas municipales 
encargadas de estudiar, tramitar y expedir licencias. Las  entidades 
municipales o distritales encargadas de  estudiar, tramitar  y expedir licencias, 
deberán sujetarse en un todo a  la reglamentación  que  establece la Ley 388 de  
1997,  el  presente decreto   y   las  normas  que  sobre  la  materia   se   expidan 
posteriormente. 
 
ARTICULO 80.- Actuación coordinada con el curador  urbano.  Las entidades 
que intervienen en el desarrollo municipal o  distrital deberán actuar en completa 
coordinación con el curador urbano. 
 
ARTICULO 81.- Competencias de las administraciones municipales, 
distritales y nacionales. Las entidades municipales,  distritales y nacionales que 
intervienen en el desarrollo urbano  continuarán ejerciendo  las  funciones  de  
planeación,  la  coordinación  de acciones  para  la  ejecución del desarrollo  de  la  
ciudad,  el seguimiento  y  evaluación de la formación de  los  municipios  o 
distritos.  Por ello, dichas entidades mantienen su  competencia, entre otras, para 
las siguientes actuaciones: 
 

1.  Preparar,  formular, adoptar y ejecutar  los  planes  de ordenamiento 
territorial y los instrumentos que los desarrollan. 
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     2.   Ejercer  el  control  posterior  de  obra   de   manera permanente. 
3.   Mantener  actualizados  los  planos  de  la  ciudad   e incorporar los planos 
topográficos. 
4.  Mantener actualizada la estratificación  y  zonificación del área de su 
competencia. 

 
ARTICULO 82.- Legalizaciones. Corresponde exclusivamente a las 
administraciones  municipales o distritales legalizar, si a  ello hubiere  lugar,  las  
urbanizaciones  y  barrios.  La  acción  de legalizar  es  el  procedimiento  
mediante  el  cual  la  entidad competente   del   municipio  o  distrito  adopta   las   
medidas administrativas  tendientes  a  reconocer la  existencia  de  una 
urbanización,  asentamiento o barrio, a dar la aprobación de  los planos 
correspondientes, a expedir la reglamentación respectiva y a  la  aprobación  y 
prestación de los  servicios  públicos.  Los barrios,  asentamientos  o 
urbanizaciones objeto del  proceso  de legalización deberán haberse desarrollado 
y ejecutado antes del 9 de agosto de 1996. 
 
 

CAPITULO QUINTO. 
 

De las sanciones urbanísticas. 
 
 

ARTICULO 83.- Control. En desarrollo del artículo 61 del Decreto 2150   de  
1995,  corresponde  a  los  alcaldes   municipales   o distritales  directamente o por 
conducto de sus agentes,  ejercer la vigilancia y control durante la ejecución de las 
obras, con el fin de asegurar el cumplimiento de la licencia e urbanismo o  de 
construcción  y de las demás normas y  especificaciones  técnicas contenidas en 
el plan de ordenamiento territorial, sin  perjuicio de  las facultades atribuidas a los 
funcionarios  del  Ministerio Público  y de las veedurías en defensa tanto del orden  
jurídico, del  ambiente y del patrimonio y espacios públicos, como  de  los 
intereses de la sociedad en general y los intereses colectivos. 
 
Para  tal efecto, dentro de los cinco (5) días siguientes  a la  expedición de la 
licencia, el curador o la entidad  que  haya expedido  la licencia, remitirá copia de 
ella a  las  autoridades previstas en este artículo. 
 
 ARTICULO  84.-  Infracciones  urbanísticas. De  acuerdo  con  el artículo   103  
de  la  Ley  388  de  1997,  toda  actuación   de parcelación, urbanización, 
construcción, reforma o demolición que contravenga  los planes de ordenamiento 
territorial o sus  normas urbanísticas,   dará   lugar  a  la   imposición   de   
sanciones urbanísticas a los responsables, incluyendo la demolición de  las obras,  
según  sea  el  caso, sin  perjuicio  de  las  eventuales responsabilidades  civiles  y 
penales de  los  infractores.  Para efectos  de la aplicación de las sanciones estas 
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infracciones  se considerarán graves o leves, según se afecte el interés  tutelado 
por dichas normas. 
 
Se   considera   igualmente   infracción   urbanística,   la localización  de 
establecimientos comerciales, industriales y  de servicios  en  contravención a las 
normas de usos del  suelo,  lo mismo que la ocupación temporal o permanente del 
espacio  público con  cualquier  tipo  de amoblamiento  o  instalaciones,  sin  la 
respectiva licencia. 
 
En  todos  los  casos de actuaciones  que  se  efectúen  sin licencia  o sin 
ajustarse a la misma, el alcalde, de oficio  o  a petición  de  parte, dispondrá la 
medida policiva  de  suspensión inmediata   de   dichas  actuaciones,  de  
conformidad   con   el procedimiento a que se refiere el artículo siguiente. En el  
caso del  Distrito  Capital esta función corresponde  a  los  alcaldes locales, de 
conformidad con lo dispuesto en el Estatuto  Orgánico del Distrito Capital. 
 
ARTICULO 85.- Procedimiento de imposición de sanciones. Para  la 
imposición de las sanciones previstas en el capítulo XI de la Ley 388   de  1997,  
las  autoridades  competentes   observarán   los procedimientos previstos en el 
Código Contencioso  Administrativo en  cuanto  sean compatibles a lo establecido 
en la  Ley  388  de 1997, tal como lo estipula el artículo 108 de la misma. 
 
Parágrafo.   La  restitución  de  los   servicios   públicos domiciliarios procederá 
cuando se paguen las multas de que tratan las  Leyes  142  de  1994  y 388  de  
1997  y  cese  la  conducta infractora. 
 
 ARTICULO 86.- Sanciones urbanísticas. De acuerdo al artículo 104 de la Ley 
388 de 1997, las infracciones urbanísticas darán  lugar a   la  aplicación  de  las  
sanciones  que  a  continuación   se determinan, por parte de los alcaldes 
municipales y distritales y el  Gobernador  del  Departamento  Archipiélago  de  
San  Andrés, Providencia  y Santa Catalina, quienes las graduarán  de  acuerdo 
con la gravedad de la infracción y la reiteración o  reincidencia en la falta, si tales 
conductas se presentaren: 
 
     1. Para quienes parcelen, urbanicen o construyan en terrenos no urbanizables 
o parcelables, se aplicarán multas sucesivas  que oscilarán  entre cien (100) y 
quinientos (500)  salarios  mínimos legales  mensuales, además de la orden 
policiva de demolición  de la  obra y la suspensión de servicios públicos 
domiciliarios,  de conformidad con lo señalado por la Ley 142 de 1994.     En la 
misma sanción incurrirán quienes parcelen, urbanicen o construyan en terrenos 
afectados al plan vial, de infraestructura de servicios públicos domiciliarios o 
destinados a  equipamientos públicos. 
 
Si   la   construcción,  urbanización   o   parcelación   se desarrollan en terrenos de 
protección ambiental, o localizados en zonas calificadas como de riesgo, tales 
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como humedales, rondas de cuerpos  de agua o de riesgo geológico, la cuantía de 
las  multas se  incrementará hasta en un ciento por ciento (100%)  sobre  las 
sumas  aquí señaladas, sin perjuicio de las  responsabilidades  y sanciones 
legales a que haya lugar. 
 
     2. Para quienes parcelen, urbanicen o construyan en terrenos aptos  para estas 
actuaciones, sin licencia, se aplicarán  multas sucesivas que oscilarán entre 
setenta (70) y cuatrocientos  (400) salarios  mínimos legales mensuales, además 
de la orden  policiva de  suspensión  y  sellamiento  de la obra  y  la  suspensión  
de servicios públicos domiciliarios, de conformidad con lo  señalado por la Ley 142 
de 1994. 
 
En  la misma sanción incurrirán quienes  demuelan  inmuebles declarados    de   
conservación   arquitectónica    o    realicen intervenciones  sobre  los mismos sin 
la licencia  respectiva,  o incumplan   las  obligaciones  de  adecuada   
conservación,   sin perjuicio  de  la  obligación de  reconstrucción  que  ordena  el 
artículo  106  de  la Ley 388 de 1997, así como  quienes  usen  o destinen  
inmuebles en contravención a las normas sobre usos  del suelo. 
 
     3. Para quienes parcelen, urbanicen o construyan en terrenos aptos  para estas 
actuaciones, en contravención a lo  preceptuado en la licencia, o cuando ésta 
haya caducado, se aplicarán  multas sucesivas que oscilarán entre cincuenta (50) 
y trescientos  (300) salarios  mínimos legales mensuales, además de la orden  
policiva de  suspensión  y  sellamiento  de la obra  y  la  suspensión  de servicios 
públicos domiciliarios, de conformidad con lo  señalado por la Ley 142 de 1994. 
 
En la misma sanción incurrirán quienes destinen un  inmueble a  un uso diferente 
al señalado en la licencia, o  contraviniendo las normas urbanísticas sobre usos 
específicos. 
 
     4.  Para  quienes  ocupen en forma  permanente  los  parques públicos,  zonas  
verdes  y demás bienes de uso  público,  o  los encierren   sin  la  debida  
autorización  de   las   autoridades municipales  o  distritales, se aplicarán  multas  
sucesivas  que oscilarán entre treinta (30) y doscientos (200) salarios  mínimos 
legales  mensuales, además de la demolición del cerramiento y  la suspensión de 
servicios públicos, de conformidad con lo  señalado por la Ley 142 de 1994. Esta 
autorización podrá darse  únicamente para los parques y zonas verdes por 
razones de seguridad, siempre y  cuando la transparencia del cerramiento sea de 
un noventa  por ciento  (90%)  como  mínimo,  de suerte que  se  garantice  a  la 
ciudadanía el disfrute visual del parque o zona verde. 
 
En   la   misma   sanción   incurrirán   quienes    realicen intervenciones en áreas 
que formen parte del espacio público, sin la  debida  licencia  o contraviniéndola,  
sin  perjuicio  de  la obligación  de  restitución  de elementos a  que  se  refiere  el 
artículo 88 del presente decreto. 
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     5. La demolición total o parcial de las obras  desarrolladas sin  licencia  o  de  la 
parte de  las  mismas  no  autorizada  o ejecutada en contravención a la licencia. 
 
 
Parágrafo.  El producto de estas multas ingresará al  tesoro municipal,  distrital  o  
del Departamento  Archipiélago  de  SanAndrés, Providencia y Santa Catalina. 
 
 ARTICULO 87.-  Adecuación  a  las  normas.  En  desarrollo  del artículo 105 de 
la Ley 388 de 1997, en los casos previstos en  el numeral 2o. del artículo 
precedente, en el mismo acto que  impone la  sanción  se ordenará la medida 
policiva de  suspensión  y  el sellamiento de las obras. El infractor dispondrá de 
sesenta  (60) días   para  adecuarse  a  las  normas  tramitando  la   licencia 
correspondiente. Si vencido este plazo no se hubiere tramitado la licencia,  se  
procederá  a ordenar la demolición  de  las  obras ejecutadas a costa del 
interesado y a la imposición de las multas sucesivas, aplicándose  en  lo  
pertinente  lo  previsto  en  el parágrafo de este artículo. 
 
En  los  casos  previstos  en el  numeral  3º  del  artículo anterior,  en el mismo 
acto que impone la sanción se ordenará  la suspensión  de los servicios públicos 
domiciliarios y  la  medida policiva  de  suspensión  y  el  sellamiento  de  las  
obras.  El infractor dispondrá de sesenta (60) días para adecuar las obras a la 
licencia correspondiente o para tramitar su renovación,  según sea  del caso. Si 
vencido este plazo no se hubiere  tramitado  la licencia o adecuado las obras a la 
misma, se procederá a  ordenar la demolición de las obras ejecutadas según la 
licencia  caducada o  en contravención a la misma, y a la imposición de  las  
multas sucesivas, aplicándose  en  lo  pertinente  lo  previsto  en  el parágrafo de 
este artículo. 
 
Parágrafo. Si dentro de los plazos señalados para el  efecto los infractores no se 
adecúan a las normas, ya sea demoliendo las obras  realizadas  en  terrenos no  
urbanizables  o  parcelables, solicitando  la  licencia correspondiente cuando a  
ello  hubiere lugar  o ajustando las obras a la licencia, se procederá  por  la 
autoridad competente a la imposición de nuevas multas  sucesivas, en la cuantía 
que corresponda teniendo en cuenta la  reincidencia o  reiteración  de la conducta 
infractora, sin  perjuicio  de  la orden   de  demolición,  cuando  a  ello  hubiere  
lugar   y   la ratificación   de  la  suspensión  de  los   servicios   públicos 
domiciliarios. 
 
 ARTICULO 88.-  Restitución de elementos  del  espacio  público. Conforme  a  
lo establecido en el artículo 107 de la Ley  388  de 1997,   los  elementos  
constitutivos  del  espacio  público   en inmuebles  y  áreas  de conservación,  que  
fuesen  destruidos  o alterados,  deberán  restituirse  en  un  término  de  dos  
meses contados a partir de la providencia que imponga la sanción.     El  
incumplimiento  de  esta  obligación  dará  lugar  a  la imposición  de multas 
sucesivas por cada mes de retardo,  en  las cuantías  señaladas en el numeral 4 
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del artículo 86 del  presente decreto y la suspensión de los servicios públicos  
domiciliarios, de conformidad con lo señalado, en la Ley 142 de 1994, 
 
ARTICULO 89.- Vigencia y derogatorias. El presente decreto  rige a partir de su 
publicación y deroga expresamente los Decretos 992 de  1996, 1753 de 1996 y 
2111 de 1997 y las demás normas  que  le sean contrarias. 
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4. PEAJE TURISTICO 
 
 
 

LEY 300 DEL 26 DE JULIO 1996 
Por la cual se expide la Ley General de Turismo y se dictan otras disposiciones 

 
 
 

CAPITULO  III 
DEL PEAJE TURISTICO 

 
 
 

ARTICULO 25.-  Peaje Turístico. De conformidad con el artículo 313 de la 
Constitución Política, autorízase a los concejos municipales de aquellos 
municipios  con menos de cien mil habitantes, que posean gran valor histórico, 
artístico y cultural para que establezcan un peaje turístico, de acuerdo con el 
reglamento que para el efecto expida el respectivo concejo municipal.  Tal peaje 
se podrá establecer en los accesos a los sitios turísticos respectivos. 
 
Los concejos municipales podrán ejercer la autorización que les otorga este 
artículo, previo concepto favorable emitido por Colcultura, el Ministerio de 
Desarrollo Económico, el Consejo Superior de Turismo y el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público. 
 
La tarifa que se establezca para el peaje no podrá superar un salario mínimo diario 
legal por vehículo de uso público o comercial y medio salario mínimo diario legal 
por vehículo de uso particular. 
 
Los recursos que se recauden por concepto del peaje que se establece en este 
artículo, formarán parte del presupuesto de rentas y gastos del municipio y se 
deberán destinar exclusivamente a obras de limpieza y ornato o que conduzcan a 
preservar o mejorar los sitios, construcciones y monumentos históricos del 
municipio. 
 
Nota: De acuerdo al artículo 74 de la ley 397 de 1997 el Instituto Colombiano de 
Cultura, Colcultura, se liquidará en un año contado a partir de la vigencia de dicha 
ley, asumiendo las funciones de este ente el Ministerio de Cultura. 
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DECRETO 1991 DEL 11 DE AGOSTO DE 1997 
Por el cual se reglamenta el artículo 25 de la Ley 300 de 1996 y se modifica el 

numeral 9 del artículo 1º  del Decreto 500 del 28 de febrero de 1997 
 

 
 
ARTICULO 1.-  Creación del Comité.  Créase el Comité de Peajes Turísticos a 
efectos de desarrollar la previsión contenida en el inciso 2º del artículo 25 de la 
Ley 300 de 1996, el cual estará integrado por: 
 
1. El Ministro de Desarrollo Económico, o su delegado, quien lo presidirá 
2. El Ministro de Hacienda y Crédito Público, o su delegado 
3. El Director de Colcultura, o la entidad que haga sus veces, o su delegado 
4. Un Representante del Consejo Superior de Turismo, escogido por este 

organismo 
 
Parágrafo.-  Será Secretario del Comité de Peajes Turísticos el Jefe de la División 
de Planificación, Descentralización e Infraestructura del Viceministerio de Turismo. 
 
ARTICULO 2.-  Funciones del Comité de Peajes Turísticos.  El Comité creado 
mediante el presente Decreto, deberá rendir concepto sobre el establecimiento de 
peajes turísticos que le soliciten los Concejos Municipales, previo a la aprobación 
de los acuerdos correspondientes. 
 
Parágrafo.-  El concepto emitido por el Comité será de obligatorio acatamiento por 
parte de los Concejos Municipales. 
 
ARTICULO 3.-  Solicitud de los Concejos Municipales.  Los Concejos 
Municipales que pretendan establecer el peaje turístico, deberán elevar una 
solicitud en dicho sentido al Secretario del Comité de Peajes Turísticos en la que 
demuestren el cumplimiento de los requisitos señalados en la Ley 300 de 1996. 
 
ARTICULO 4.-  Requisitos.  Para emitir su concepto, el Comité de Peajes deberá: 
 
a) Evaluar y comprobar que el Municipio en estudio posea atractivos turísticos de 

gran valor histórico, cultural o artístico. 
b) Verificar que el Municipio tiene menos de cien mil habitantes, de conformidad 

con el último registro de población que de manera oficial determine el 
Departamento Administrativo Nacional de Estadística –DANE-. 

 
ARTICULO 5.-  Convocatoria y Reunión.  El Secretario citará al Comité de 
Peajes Turísticos bimensualmente con el fin de que se ocupe de las solicitudes, en 
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reunión que se llevará a cabo dentro de las dos semanas siguientes a la fecha de 
su convocatoria. 
 
ARTICULO 6.-  Término para rendir concepto.  El Comité de Peajes Turísticos 
tendrá un término de dos meses contados a partir de la fecha de radicación de la 
solicitud en la Secretaría por parte del respectivo Concejo Municipal, para rendir 
concepto sobre el establecimiento del Peaje Turístico. 
 
ARTICULO 7.-  Evaluación de Solicitudes.  El Comité de Peajes Turísticos 
evaluará las solicitudes y su fundamentación, conforme a los criterios señalados 
en el artículo cuarto del presente Decreto y, previos los requerimientos de 
información que fuere preciso solicitar, tomará la determinación pertinente. 
 
ARTICULO 8.-  Comunicación de las decisiones.  Las decisiones que adopte el 
Comité de Peajes Turísticos se harán constar en actas.  El Secretario de dicho 
Comité informará a los Concejos Municipales sobre las decisiones adoptadas. 
 
Para que se entienda aprobada una solicitud deberá existir acuerdo entre los 
integrantes del Comité de Peajes Turísticos.  Cuando tal acuerdo no se diere, se 
entenderá que el concepto del Comité de Peajes Turísticos es desfavorable y así 
se comunicará al Concejo Municipal solicitante. 
 
ARTICULO 9.-Modificación del numeral 9º del artículo 1º del Decreto 500 de 1997.  
Modifícase el numeral 9º del artículo 1º del Decreto No. 500 del 28 de febrero de 
1997 en los siguientes términos: 
 
“9.  Un representante de la Cámara Colombiana de Turismo designado por esta 
entidad.” 
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5.  PEAJES 
 
 
 

LEY 44 DEL 18 DE DICIEMBRE DE 1990 
Por la cual se dictan normas sobre catastro e impuesto sobre la propiedad raíz, se 

dictan otras disposiciones de carácter tributario, y se conceden unas facultades 
extraordinarias. 

 
 
ARTICULO 23.- La nación, los departamentos y los municipios podrán contratar 
con entidades privadas, nacionales o extranjeras, la ejecución de obras públicas, 
así como su mantenimiento y adecuación, mediante la concesión de peajes o 
comprometiendo hasta un 80% de los recursos que por contribución de 
valorización generen tales obras. 
 
 
 
 

LEY 105 DEL 30 DE DICIEMBRE 1993 
Por la cual se dictan disposiciones básicas sobre el transporte, se redistribuyen 

competencias y recursos entre la Nación y las Entidades Territoriales, se 
reglamenta la planeación en el sector transporte y se dictan otras disposiciones 

 
 
ARTICULO 30.- Del contrato de concesión. La Nación, los departamentos, los 
distritos y los municipios ,en sus respectivos perímetros, podrán en forma 
individual o combinada, a través de sus entidades descentralizadas del sector de 
transporte, otorgar  concesiones a particulares para la construcción, rehabilitación 
y conservación de proyectos de infraestructura vial. 
 
Para la  recuperación de la inversión, la Nación, los  departamentos, los distritos y  
los municipios  podrán establecer peajes  y/o  valorización. El procedimiento para 
causar  y distribuir la valorización, y la fijación de peajes se regula por las normas 
sobre la materia . La fórmula  para la recuperación de la inversión quedará  
establecida  en el contrato  y será de obligatorio  cumplimiento para las partes. 
... 
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V.  CONTRIBUCIONES 
 
 
 

1.  CONTRIBUCION DE VALORIZACION 
 
 
 

LEY 25 DEL 8 DE NOVIEMBRE DE 1921 
Por la cual se crea el impuesto de valorización y se dictan medidas para el 

saneamiento de varias ciudades 
 
 
ARTICULO    3.-   Establécese el impuesto directo de valorización, consistente en 
una  contribución sobre las propiedades raíces que se beneficien con la ejecución 
de obras de interés público  local, como limpieza y canalización de los ríos, 
construcción de diques para evitar inundaciones , desecación de lagos, pantanos y 
tierras anegadizas, regadíos y otras análogas, contribución destinadas 
exclusivamente a atender a los gastos que  demanden dichas obras.  

 
 
 
 

DECRETO LEGISLATIVO 868 DEL 12 DE ABRIL DE 1956 
Por el cual se dictan normas sobre el impuesto de valorización 

 
 
ARTICULO 1.- Autorízase a los Municipios que tengan rentas anuales propias 
superiores a dos millones de pesos, para establecer, reglamentar, distribuir y 
recaudar el impuesto de valorización de que trata la ley 1ª de 1943, con 
fundamento en la capacidad económica de la tierra, calificada por medio de 
coeficientes iguales para zonas de un mismo nivel  o valor económico. 
 
ARTICULO 2.-  El impuesto de valorización podrá distribuirse en la totalidad del 
área urbana y de la rural o en una parte cualquiera de ésta y aquélla o 
aisladamente en una u otra. Los coeficientes expresivos del valor o nivel 
económico de las zonas urbanas se fijarán en cada Municipio en razón de la 
utilización del terreno en cada zona, los servicios públicos que la beneficien, su 
productividad virtual, el valor comercial de los terrenos  y los demás factores que, 
a juicio de las dependencias administrativas o juntas asesoras que los Municipios 
establezcan en aplicación a lo dispuesto en éste Decreto, permitan estimar 
objetivamente la capacidad económica de la tierra. 
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ARTICULO 3.-  En los predios rurales la fijación de los coeficientes se hará con 
base en la productividad virtual del terreno según sus condiciones agrológicas, su 
proximidad a los centros de consumo, las vías de comunicación que los beneficien 
y las demás circunstancias que permitan a las dependencias o juntas de que habla 
el artículo anterior, apreciar su capacidad económica. 
 
ARTICULO 4.-  La tasa del impuesto de valorización según la división en zonas de 
que ya se habló, aplicable a los predios gravados, se obtendrá dividiendo el monto 
del presupuesto de las obras de interés público o de servicio público para períodos 
de uno o más años, por el total de las áreas virtuales de las zonas gravadas.  Las 
áreas virtuales resultan de multiplicar las áreas reales de los terrenos expresados 
en metros cuadrados o en varas cuadradas, por el coeficiente de la zona o las 
zonas de igual nivel económico en que se hallen tales inmuebles. 
 
ARTICULO 5.-  El impuesto de valorización para cada predio será igual al 
producto del área real del terreno gravado por el coeficiente respectivo, 
multiplicando dicho producto por la tasa, y se recaudará por los Municipios cada 
año en la época y dentro de los plazos que ellos fijen. 
 
ARTICULO 6.-  Para hacer efectivo el impuesto de que trata este Decreto, los 
Municipios deberá elaborar y adoptar un plan de obras sujeto a las 
determinaciones de la respectiva oficina del Plan Regulador, de tal manera que los 
Municipios que carezcan de dicha oficina deberán proceder a organizarla 
debidamente. 
 
 
 

DECRETO 1333 DEL 25 DE ABRIL DE 1.986 
Por el cual se expide el Código de Régimen Municipal 

 
Capitulo III De Otras Rentas 

 
I. Contribución de Valorización 

 
 
ARTICULO  234.-    El impuesto de valorización, establecido por el  artículo  3o. 
de la Ley   25  de 1921 como "una contribución  sobre las propiedades raíces  que 
se beneficien  con la ejecución de obras  de interés público  local", se hace 
extensivo  a todas las obras de  interés público que ejecuten la Nación, los  
Departamentos, el Distrito Especial de Bogotá, los Municipios o cualquiera otra 
entidad de derecho público y  que beneficien a la propiedad  inmueble, y  en 
adelante se denominará  exclusivamente contribución de valorización. 
 
ARTICULO 235.- El establecimiento, la distribución y el recaudo de la contribución  
de valorización se harán por la respectiva entidad nacional, departamental o 
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municipal que ejecuten las obras, y el ingreso se invertirá  en la construcción de 
las mismas obras o en la ejecución de otras obras de interés público que se 
proyecten por la entidad correspondiente. 
 
ARTICULO 236.-  Para  liquidar la  contribución de valorización  se tendrá como 
base impositiva  el costo de la respectiva obra, dentro de los límites de beneficio 
que ella produzca a los inmuebles  que han de ser gravados, entendiéndose por 
costo  todas las inversiones  que la obra requiera, adicionadas  con un porcentaje 
prudencial  para imprevistos y  hasta  un treinta  por ciento (30%)  más, destinado 
a  gastos  de distribución y recaudación  de las contribuciones.  
 
Los Municipios teniendo en cuenta el costo total de la obra, el beneficio que ella 
produzca  y la capacidad de pago de los propietarios que han de ser gravados  
con las contribuciones podrán disponer, en determinados casos y por razones de 
equidad, que solo se distribuyan contribuciones por una parte o porcentaje  del 
costo de la obra.  
 
ARTICULO 237.- Con excepción de los inmuebles contemplados en el Concordato 
celebrado con la Santa Sede, y de los bienes de uso público que define el artículo 
674 del Código Civil , los demás predios de propiedad pública o particular podrán 
ser gravados con la contribución de valorización. Están suprimidas todas las 
exenciones consagradas en normas anteriores al Decreto l604 de l.966. 
 
ARTICULO 238.-  Subrogado por el artículo 45 de la Ley 383 de 1997 
 
ARTICULO 239.-  La contribución de valorización constituye gravamen real sobre 
la propiedad  inmueble. En consecuencia, una vez liquidada, deberá ser inscrita en 
el libro  que para tal efecto abrirán los Registradores  de Instrumentos Públicos  y 
Privados , el cual se denominará  “Libro de Anotación  de Contribuciones  de 
Valorización”.  La entidad pública que distribuya una contribución de valorización 
procederá a comunicarla al Registrador o a los Registradores de Instrumentos 
Públicos de los lugares de ubicación de los inmuebles gravados, identificados 
éstos con los  datos que consten en el proceso administrativo de liquidación. 
 
ARTICULO 240.- Los Registradores de Instrumentos Públicos no podrán registrar 
escritura pública alguna, ni participaciones y adjudicaciones en juicios de sucesión  
o divisorios, ni diligencias de remate, sobre inmuebles afectados por el gravamen 
fiscal  de valorización  a que se refiere el artículo anterior, hasta tanto la entidad 
pública que distribuyó  la contribución les solicite la cancelación de registro de 
dicho gravamen, por haberse pagado totalmente la contribución, o autorice la 
inscripción de las escrituras o actos a que se refiere el presente artículo por estar 
a paz y salvo el inmueble en cuanto  a las cuotas periódicas exigibles. En este 
último caso, se dejará constancia en la respectiva comunicación y así se asentará 
en el registro, sobre las cuotas que aún quedan pendiente  de pago. 
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En los certificados de propiedad y libertad de inmuebles, los Registradores  de 
Instrumentos Públicos  deberán dejar constancia de los gravámenes  fiscales por 
contribución de valorización que los afecten. 
 
 
ARTICULO 241.-  Para el cobro por  jurisdicción coactiva de las contribuciones  de  
valorización nacionales, departamentales, municipales  y   del  Distrito Especial de 
Bogotá, se seguirá el procedimiento especial fijado por el Decreto -Ley  01 de 
1.984, artículo 252, y prestará  mérito ejecutivo la certificación sobre la existencia 
de la deuda fiscal exigible que expida el jefe de la oficina a cuyo cargo está la 
liquidación de estas contribuciones o el reconocimiento hecho por el 
correspondiente funcionario recaudador. 
 
En la organización que para el recaudo de las contribuciones de valorización 
establezcan la Nación, los Departamentos, los Municipios y el Distrito  Especial de 
Bogotá, deberán crearse específicamente  los cargos de los funcionarios que han 
de conocer de los juicios por jurisdicción coactiva. Dichos funcionarios quedan  
investidos de jurisdicción coactiva, lo mismo que los tesoreros especiales 
encargados de la recaudación de estas contribuciones. 
 
 
ARTICULO 242.- Los Departamentos, el Distrito Especial de Bogotá, y los 
Municipios establecerán  los recursos administrativos sobre las contribuciones de 
valorización, en la vía  gubernativa y señalarán el procedimiento para su ejercicio. 
 
 
ARTICULO  243.- Los Municipios  no podrán cobrar contribución de valorización  
por obras nacionales, sino dentro de sus respectivas áreas urbanas y previa 
autorización de la correspondiente entidad nacional, para lo cual tendrán un plazo 
de dos (2) años contados a partir de la construcción de  la obra. Vencido ese plazo 
sin que un municipio ejerza la atribución que se le confiere, la contribución se 
cobrará por la Nación. 
 
En cuanto a las obras departamentales, es entendido que los Municipios 
solamente podrán cobrar  en su favor  las correspondientes contribuciones  de 
valorización  en los casos en que el Departamento no fuere a hacerlo y previa la 
autorización del respectivo Gobernador. 
 
El producto de estas contribuciones  por obras nacionales o departamentales  
deberán destinarlo los municipios a obras de desarrollo urbano. 
 
Parágrafo.- Para que los Municipios puedan cobrar contribuciones de valorización  
en su favor, en los términos de este artículo, se requiere que la obra no fuere de 
aquellas que la Nación ejecute financiándolas exclusivamente por medio de la 
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contribución de valorización, sino con los fondos generales de inversión del  
Presupuesto Nacional.  
 
 
ARTICULO 244.- Las disposiciones de los artículos 1º al 6º del Decreto Legislativo   
868 de 1956 son de aplicación opcional para los Municipios a que dicho Decreto 
se refiere, los cuales podrán abstenerse  de seguir los sistemas  allí previstos para 
la liquidación y cobro de la contribución de valorización. 
 
 
 

LEY 105 DEL 30 DE DICIEMBRE 1993 
Por la cual se dictan disposiciones básicas sobre el transporte, se redistribuyen 

competencias y recursos entre la Nación y las Entidades Territoriales, se 
reglamenta la planeación en el sector transporte y se dictan otras disposiciones 

 
 
ARTICULO 23.- Valorización. La Nación y las entidades territoriales podrán 
financiar  total o parcialmente la construcción  de infraestructura  de transporte a 
través del cobro de la contribución de valorización. 
 
ARTICULO 30.- Del contrato de concesión. La Nación, los departamentos, los 
distritos y los municipios, en sus respectivos perímetros, podrán en forma 
individual o combinada, a través de sus entidades descentralizadas del sector de 
transporte, otorgar concesiones a particulares para la construcción, rehabilitación y 
conservación de proyectos de infraestructura vial. 
 
Para la  recuperación de la inversión, la Nación, los  departamentos, los distritos y  
los municipios  podrán establecer peajes  y/o  valorización. El procedimiento para 
causar  y distribuir la valorización, y la fijación de peajes se regula por las normas 
sobre la materia. La fórmula para la recuperación de la inversión quedará  
establecida  en el contrato  y será de obligatorio  cumplimiento para las partes. 
 
La variación de estas reglas sin el consentimiento del concesionario, implicará 
responsabilidad civil para la entidad quien a su vez, podrá repetir contra el 
funcionario responsable. 
.. 
 
 
 
 
 
 

LEY 128 DE FEBRERO 23 DE 1994 
Por  la cual se expide la Ley Orgánica de las Areas Metropolitanas. 
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ARTICULO 22.-  Patrimonio.  El patrimonio y renta del Area Metropolitana estará 
constituido por: 
 
a) Las sumas recaudadas por concepto de la contribución de valorización para  

obras metropolitanas. 
 
 
 

LEY 383 DEL 10 DE JULIO DE 1997 
Por la cual se expiden normas tendientes a fortalecer la lucha contra la evasión y el 

contrabando, y se dictan otras disposiciones 
 
 
ARTICULO 45. Intereses en el pago de la contribución de valorización. Las 
contribuciones de valorización que no sean canceladas de contado, generarán 
intereses de financiación equivalentes a la tasa DTF más seis (6) puntos 
porcentuales. Para el efecto, el Ministerio de Transporte señalará en resolución de 
carácter general, antes de finalizar cada mes, la tasa de interés que regirá para el 
mes inmediatamente siguiente, tomando como base la tasa DTF efectiva anual más 
reciente, certificada por el Banco de la República. 
 
El incumplimiento en el pago de cualquiera de las cuotas de la contribución de 
valorización, dará lugar a intereses de mora, que se liquidará por cada mes o 
fracción de mes en el pago, a la misma tasa señalada en el artículo 635 del Estatuto 
Tributario para la mora en el pago de los impuestos administrados por la DIAN. 
 
Los Departamentos, los Distritos y los municipios quedan facultados para establecer 
iguales tipos de interés por mora en el pago de las contribuciones de valorización por 
ellos distribuidas. 
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2. CONTRIBUCION ESPECIAL SOBRE CONTRATOS DE OBRA 

PUBLICA 
 
 
 

LEY 418 DEL 26 DE DICIEMBRE DE 1997 
Por la cual se consagran unos instrumentos para la búsqueda de la convivencia, la 

eficacia de la justicia y se dictan otras disposiciones 
 
 

CAPITULO 3 
CONTRIBUCION ESPECIAL 

 
 
ARTICULO 119.- En virtud de la presente ley, deberán crearse Fondos de 
seguridad con carácter de “fondos cuenta” en todos los departamentos y 
municipios del país donde no existan. Los recursos de los mismos, se distribuirán 
según las necesidades regionales de seguridad y serán administrados por el 
Gobernador o por el Alcalde, según el caso, o por el Secretario del Despacho en 
quien se delegue esta responsabilidad. Las actividades de seguridad y de orden 
público que se financien con estos Fondos serán cumplidas exclusivamente por la 
Fuerza Pública y los organismos de seguridad del Estado. 
 
ARTICULO 120.- Todas las personas naturales o jurídicas que suscriban 
contratos de obra pública para la construcción y mantenimiento de vías con 
entidades de derecho público o celebren contratos de adición al valor de los 
existentes, deberán pagar a favor de la Nación, departamento o municipio, según 
el nivel al cual pertenezca la entidad pública contratante, una contribución 
equivalente al cinco por ciento (5%) del valor total del correspondiente contrato o 
de la respectiva adición. 
 
Parágrafo. La celebración o adición de contratos de concesión de obra pública no 
causará la contribución establecida en este capítulo. 
 
ARTICULO 121.- Para los efectos previstos en el artículo anterior, la entidad 
pública contratante descontará el cinco por ciento (5 %) del valor del anticipo, si lo 
hubiere, y de cada cuenta que cancele el contratista. 
 
El valor retenido por la entidad pública contratante deberá ser  consignado 
inmediatamente en la institución que señale, según sea el caso, el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público o la entidad territorial correspondiente. 
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Copia del correspondiente recibo de consignación deberá ser remitido por la 
entidad pública al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Unidad Administrativa 
de Impuestos y Aduanas Nacionales o la respectiva Secretaría de Hacienda de la 
entidad territorial, dependiendo de cada caso. Igualmente las entidades 
contratantes deberán enviar a las entidades anteriormente señaladas, una relación 
donde conste el nombre del contratista y el objeto y valor de los contratos 
suscritos en el mes inmediatamente anterior. 
 
ARTICULO 131.-  Esta ley tendrá una vigencia de dos (2) años a partir de la fecha 
de su promulgación, deroga las Leyes 104 de 1993 y 241 de 1995, así como las 
disposiciones que le sean contrarias. 
 
 

LEY 548 DEL 23 DE DICIEMBRE DE 1999 
Por medio de la cual se prorrogra la vigencia de la Ley 418 del 26 de diciembre de 

1997 y se dictan otras disposiciones 
 

ARTICULO 1.- Prorrógase la vigencia de la Ley 418 de 1997 por un término de 
tres (3) años, contados a partir de la sanción de la presente Ley. 
 
ARTICULO 3.- La dirección, administración y ordenación del gasto del Fondo de 
seguridad y convivencia ciudadana, Fonsecon, estarán a cargo del Ministerio del 
Interior o quien éste delegue. 
 
Además de lo establecido en el artículo 122 de la Ley 418 de 1997, los recursos a 
que se refiere este artículo 121 de la misma ley deberán invertirse en 
recompensas a personas que colaboren con la justicia o con organismos de 
seguridad del Estado, apoyo económico para la reconstrucción de instalaciones 
municipales del Ejercito y de la Policía afectadas por actos terroristas y en la 
construcción de instalaciones de policía que no ofrezcan garantías de seguridad. 
 

El valor retenido en la entidad  pública contratante deberá ser consignado 
directamente en la cuenta bancaria que señale el Ministerio del Interior como 

administrador del Fondo-Cuenta territorial en la institución que señale la institución 
territorial correspondiente, según el caso. 
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3.  PARTICIPACION EN LA PLUSVALIA 
 
 
 
 

 
LEY 388 DEL 18 DE JULIO DE 1997 

Por la cual se modifica la Ley 9ª de 1989, y la Ley 3ª de 1991 y se dictan otras 
disposiciones 

 
 
ARTICULO 8.- Acción urbanística. La función pública del ordenamiento del 
territorio local se ejerce mediante la creación urbanística de las entidades 
distritales y municipales referida a las decisiones administrativas y a las 
actuaciones urbanísticas que le son propias, relacionadas con el ordenamiento del 
territorio y la intervención en los usos del suelo.  Son acciones urbanísticas, entre 
otras: 
 
1. Clasificar el territorio en suelo urbano, rural y de expansión urbana 
2. Localizar y señalar las características de la infraestructura para el transporte, 

los servicios públicos domiciliarios, la disposición y tratamiento de los residuos 
sólidos, líquidos, tóxicos y peligrosos y los equipamientos de servicios de 
interés público y social, tales como centros docentes y hospitalarios, 
aeropuertos y lugares análogos. 

3. Establecer la zonificación y localización de los centros de producción, 
actividades terciarias  y residenciales, y definir los usos específicos, 
intensidades de uso, las cesiones obligatorias, los porcentajes de ocupación, 
las clases y usos de las edificaciones y demás normas urbanísticas. 

4. Determinar espacios libres para partes y áreas verdes públicas, en proporción 
adecuada a las necesidades colectivas. 

5. Determinar las zonas no urbanizables que presenten riesgos para la 
localización de asentamientos humanos, por amenazas naturales, o que de 
otra forma presenten condiciones insalubres para la vivienda. 

6. Determinar las características y dimensiones de las unidades de actuación 
urbanística, de conformidad con lo establecido en la presente ley. 

7. Calificar y localizar terrenos para la construcción de vivienda de interés social. 
8. Calificar y determinar terrenos como objeto de desarrollo y construcción 

prioritaria. 
9. Dirigir y realizar la ejecución de obras de infraestructura para el transporte, los 

servicios públicos domiciliarios y los equipamientos públicos, directamente por 
la entidad pública o por entidades mixtas o privadas de conformidad con las 
leyes. 

10. Expropiar los terrenos y las mejoras cuya adquisición se declare como de 
utilidad pública o interés social, de conformidad con lo previsto en la ley. 
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11. Localizar las áreas críticas de recuperación y control para la prevención de 
desastres así como las obras con fines de conservación y recuperación 
paisajística. 

12. Identificar y caracterizar los ecosistemas de importancia ambiental del 
municipio, de común acuerdo con la autoridad ambiental de la respectiva 
jurisdicción, para su protección y manejo adecuados. 

13. Determinar y reservar terrenos para la expansión de las infraestructuras 
urbanas. 

14. Todas las demás que fueren congruentes con los objetivos del ordenamiento 
del territorio. 

 
Parágrafo.-  Las acciones urbanísticas aquí previstas deberán estar contenidas o 
autorizadas en los planes de ordenamiento territorial o en los instrumentos que lo 
desarrollen o complementen, en los términos previstos en la presente ley. 
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CAPITULO V 
Actuación urbanística 

 
 
ARTICULO 36.-  Actuación urbanística pública.  Son  actuaciones urbanísticas 
la parcelación, urbanización y edificación de inmuebles.  Cada una de estas 
actuaciones comprenden procedimientos de gestión y formas de ejecución que 
son orientadas por el componente urbano del plan  de ordenamiento y deben 
quedar explícitamente reguladas por normas urbanísticas expedidas de acuerdos 
con los contenidos y criterios de prevalencia establecidos en los artículos 13, 15, 
16 y 17 de la presente ley. 
 
Estas actuaciones podrán ser desarrolladas por propietarios individuales en forma 
aislada por grupos de propietarios asociados voluntariamente o de manera 
obligatoria a través de unidades de actuación urbanística, directamente por 
entidades públicas o mediante formas mixtas de asociación entre el sector público 
y el sector privado. 
 
Cuando por efectos de la regulación de las diferentes actuaciones urbanísticas los 
municipios, distritos y las áreas metropolitanas deban realizar acciones 
urbanísticas que generen mayor valor para los inmuebles, quedan autorizados a 
establecer la participación en plusvalía en los términos que se establecen en la 
presente ley.  Igualmente, las normas urbanísticas establecerán específicamente 
los casos en que las actuaciones urbanísticas deberán ejecutarse mediante la 
utilización del reparto de cargas y beneficios tal como se determina en el artículo 
38 de esta ley.  
 
ARTICULO 38.- Reparto equitativo de cargas y beneficios. En desarrollo del 
principio de igualdad de los ciudadanos ante las normas, los planes de 
ordenamiento territorial y las normas urbanísticas que los desarrollen deberán 
establecer mecanismos que garanticen el reparto equitativo de las cargas y los 
beneficios derivados del ordenamiento urbano entre los respectivos afectados. 
Las unidades de actuación, la compensación y la transferencia de derechos de 
construcción y desarrollo, entre otros, son mecanismos que garantizan este 
propósito.  
 
 

CAPITULO IX 
Participación en la plusvalía 

 
ARTICULO 73.- Noción. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 82 de la 
Constitución Política, las acciones urbanísticas que regulan la utilización del suelo 
y del espacio aéreo incrementando su aprovechamiento, generan beneficios que 
dan derecho a las entidades públicas a participar en las plusvalías resultantes de 
dichas acciones. Esta participación se destinará a la defensa y fomento del interés 
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común a través de acciones y operaciones encaminadas a distribuir y sufragar 
equitativamente los costos del desarrollo urbano, así como el mejoramiento del 
espacio público y, en general, de la calidad urbanística del territorio municipal o 
distrital. 
    
Los concejos municipales y distritales establecerán mediante de acuerdo de 
carácter general, las normas para la aplicación de la participación en la plusvalía a 
sus respectivos territorios. 
 
ARTICULO 74.- Hechos generadores. Constituyen hechos generadores de la 
participación en la plusvalía de que trata el artículo anterior, las decisiones 
administrativas que configuran acciones urbanísticas según lo establecido en el 
artículo 8º de esta ley, y que autorizan específicamente ya sea a destinar el 
inmueble a un uso más rentable, o bien incrementar el aprovechamiento del suelo 
permitiendo una mayor área edificada, de acuerdo con lo que se estatuya 
formalmente en el respectivo Plan de Ordenamiento o en los instrumentos que lo 
desarrollen. Son hechos generadores los siguientes: 
 
1. La incorporación de suelo rural a suelo de expansión urbana o la consideración 

de parte del suelo rural como suburbano. 
 
2. El establecimiento o modificación del régimen o la zonificación de usos del 

subsuelo. 
 
3. La autorización de un mayor aprovechamiento del suelo en edificación, bien 

sea elevando el índice de ocupación o el índice de construcción, o ambos  a la 
vez. 

 
En el mismo plan de ordenamiento territorial o en los instrumentos que lo 
desarrollen, se especificarán y delimitarán las zonas o subzonas beneficiarias de 
una o varias de las acciones urbanísticas contempladas en este artículo, las 
cuales serán tenidas en cuenta, sea en conjunto o cada una por separado, para 
determinar el efecto de la plusvalía o los derechos adicionales de construcción y 
desarrollo, cuando fuere del caso. 
 
Parágrafo.- Para los efectos de esta ley, los conceptos urbanísticos de cambio de 
uso, aprovechamiento del suelo, e índices de ocupación y de construcción serán 
reglamentados por el Gobierno nacional. 
 
ARTICULO 75.- Efecto plusvalía resultado de la incorporación del suelo rural 
a la expansión urbana o de la clasificación de parte del suelo rural como 
suburbano. Cuando se incorpore suelo rural al de expansión urbana, el efecto 
plusvalía se estimará de acuerdo con el siguiente procedimiento: 
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1. Se establecerá el precio comercial de los terrenos en cada una de las zonas o 
subzonas beneficiarias, con características geoeconómicas homogéneas, 
antes de la acción urbanística generadora de la plusvalía. Esta determinación 
se hará una vez se expida el acto administrativo que define la nueva 
clasificación del suelo correspondiente. 

 
2. Una vez se apruebe el plan parcial o las normas específicas de las zonas o 

subzonas beneficiarias, mediante las cuales se asignen usos, intensidades y 
zonificación, se determinará el nuevo precio comercial de los terrenos 
comprendidos en las correspondientes zonas o subzonas, como equivalente al 
precio por metro cuadrado de terrenos con características similares de 
zonificación, uso, intensidad de uso y localización. Este precio se denominará 
nuevo precio de referencia. 

 
3. El mayor valor generado por metro cuadrado se estimará como la diferencia 

entre el nuevo precio de referencia y el precio comercial antes de la acción 
urbanística al tenor de lo establecido en los numerales 1 y 2 de este artículo. El 
efecto total de la plusvalía, para cada predio individual, será igual al mayor 
valor por metro cuadrado multiplicado por el total de la superficie objeto de la 
participación en la plusvalía. 

 
Este mismo procedimiento se aplicará para el evento de calificación de parte 
del suelo rural como suburbano. 
 

 
ARTICULO 76.- Efecto plusvalía resultado del cambio de uso. Cuando se 
autorice el cambio de uso a uno más rentable, el efecto plusvalía se estimará de 
acuerdo con el siguiente procedimiento: 

 
1.    Se establecerá el precio comercial de los terrenos de cada una de las zonas o 

subzonas beneficiarias, con características geoeconómicas homogéneas, 
antes de la acción urbanística generadora de la plusvalía. 

 
6. Se determinará el nuevo precio comercial que se utilizará en cuanto base del 

cálculo del efecto plusvalía en cada una de las zonas o subzonas 
consideradas, como equivalente al precio por metro cuadrado de terrenos con 
características similares de uso y localización. Este precio se denominará 
nuevo precio de referencia. 

 
7. El mayor valor generado por metro cuadrado se estimará como la diferencia 

entre el nuevo precio de referencia y el precio comercial antes de la acción 
urbanística, al tenor de lo establecido en los numerales 1 y 2 de este artículo. 
El efecto total de la plusvalía, para cada predio individual, será igual al mayor 
valor por metro cuadrado multiplicado por el total de la superficie del predio 
objeto de la participación en la plusvalía. 
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ARTICULO 77.- Efecto plusvalía resultado de mayor aprovechamiento del 
suelo. Cuando se autorice un mayor aprovechamiento del suelo, el efecto 
plusvalía se estimará de acuerdo con el siguiente procedimiento: 
 
1. Se determinará el precio comercial por metro cuadrado de los inmuebles en 

cada una de las zonas o subzonas beneficiarias, con características 
geoeconómicas homogéneas, antes de la acción urbanística generadora de la 
plusvalía. En lo sucesivo este precio servirá como precio de referencia por 
metro cuadrado. 

 
2. El número total de metros cuadrados que se estimará como objeto del efecto 

plusvalía será, para el caso de cada predio individual, igual al área potencial 
adicional de edificación autorizada. Por potencial adicional de edificación se 
entenderá la cantidad de metros cuadrados de edificación que la nueva norma 
permite en la respectiva localización, como la diferencia en el aprovechamiento 
del suelo antes y después de la acción generadora. 

 
3. El monto total del mayor valor será igual al potencial adicional de edificación de 

cada predio individual multiplicado por el precio de referencia, y el efecto 
plusvalía por metro cuadrado será equivalente al producto de la división del 
monto total por el área del predio objeto de la participación en la plusvalía. 

 
ARTICULO 78.- Area objeto de la participación en la plusvalía. El número total 
de metros cuadrados que se considerará como objeto de la participación en la 
plusvalía será, para el caso de cada inmueble, igual al área total del mismo 
destinada al nuevo uso o mejor aprovechamiento, descontada la superficie 
correspondiente a las cesiones urbanísticas obligatorias para el espacio público de 
la ciudad, así como el área de eventuales afectaciones sobre el inmueble en razón 
del plan vial u otras obras públicas, las cuales deben estar contempladas en el 
plan de ordenamiento o en los instrumentos que lo desarrolle. 
 
ARTICULO 79.- Monto de la participación. Los concejos municipales o 
distritales, por iniciativa del alcalde, establecerán la tasa de participación que se 
imputará a la plusvalía generada, la cual podrá oscilar entre el treinta (30%) y el 
cincuenta por ciento  (50%) del mayor valor por metro cuadrado. Entre distintas 
zonas o subzonas la tasa de participación podrá variar dentro del rango aquí 
establecido, tomando en consideración sus calidades urbanísticas y las 
condiciones socioeconómicas de los hogares propietarios de los inmuebles. 
 
Parágrafo 1.- Cuando sobre un mismo inmueble se produzcan simultáneamente 
dos o más hechos generadores en razón de las decisiones administrativas 
detalladas en los artículos precedentes, en el cálculo del mayor valor por metro 
cuadrado se tendrá en cuenta los valores acumulados, cuando a ello hubiere 
lugar. 
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Parágrafo 2.- En razón a que el pago de la participación en la plusvalía al 
municipio o distrito se hace exigible en oportunidad posterior, de acuerdo con lo 
determinado por el artículo 83 de esta ley, el monto de la participación 
correspondiente a cada predio se ajustará con la variación de índices de precios al 
consumidor (IPC), a partir del momento en que quede en firme el acto de 
liquidación de la participación. 
 
ARTICULO 80.- Procedimiento de cálculo del efecto plusvalía. El Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi, la entidad que haga sus veces o los peritos técnicos 
debidamente inscritos en las Lonjas o instituciones análogas, establecerán los 
precios comerciales por metro cuadrado de los inmuebles, teniendo en cuenta su 
situación anterior a la acción o acciones urbanísticas; y determinarán el 
correspondiente precio de referencia tomando como base de cálculo los 
parámetros establecidos en los artículos 75, 76 y 77 de esta ley. 
 
Para el efecto, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la adopción del 
plan de ordenamiento territorial, de su revisión, o de los instrumentos que lo 
desarrollan o complementan, en el cual se concretan las acciones urbanísticas 
que constituyen los hechos generadores de la participación en la plusvalía, el 
alcalde solicitará se proceda a estimar el mayor valor por metro cuadrado en cada 
una de las zonas o subzonas consideradas. 
 
Una vez recibida la solicitud proveniente del alcalde, el IGAC o la entidad 
correspondiente o el perito avaluador, contarán con un plazo inmodificable de 
sesenta (60) días hábiles para ejecutar lo solicitado.  Transcurrido este término, y 
sin perjuicio de las sanciones legales a que haya lugar por la morosidad del 
funcionario o los funcionarios responsables, y de la responsabilidad contractual en 
el caso del perito privado, la administración municipal o distrital podrá solicitar un 
nuevo peritazgo que determinen el mayor valor o monto de la plusvalía de acuerdo 
con los procedimientos y parámetros instituidos en este mismo artículo. 
 
ARTICULO 81.-  Liquidación del efecto de plusvalía.  Con base en la 
determinación del efecto de plusvalía por metro cuadrado calculado para cada una 
de las zonas o subzonas objeto de la participación como se indica en el artículo 
precedente, el alcalde municipal o distrital liquidará, dentro de los cuarenta y cinco 
(45) días siguientes, el efecto plusvalía causado en relación con cada uno de los 
inmuebles objeto de la misma y aplicará las tasas correspondientes, de 
conformidad con lo autorizado por el Concejo Municipal o Distrital. 
 
A partir de la fecha en que la administración municipal disponga de la liquidación 
del monto de la participación correspondiente a todos y cada uno de los predios 
beneficiados con las acciones urbanísticas, contará con un plazo de treinta (30) 
días hábiles para expedir el acto administrativo que la determina, y para notificarlo 
a los propietarios o poseedores, lo cual procederá mediante tres (3) avisos 

 230 



publicados en ediciones dominicales de periódicos de amplia circulación en el 
municipio o distrito, así como a través de edicto fijado en la sede de la alcaldía 
correspondiente. Contra estos actos de la administración procederá 
exclusivamente el recurso de reposición dentro de los términos previstos para el 
efecto en el Código Contencioso Administrativo. 
 
Para los fines de publicidad frente a terceros, una vez en firme el acto 
administrativo de liquidación del efecto plusvalía se ordenará su inscripción en el 
folio de matricula inmobiliaria de cada uno de los inmuebles.  Para que puedan 
registrarse actos de transferencia del dominio sobre los mismos, será requisito 
esencial el certificado de la administración en el cual se haga constar que se ha 
pagado la participación en la plusvalía correspondiente. 
 
Parágrafo.-  A fin de posibilitar a los ciudadanos en general y a los propietarios y 
poseedores de inmuebles en particular disponer de un conocimiento más simple y 
transparente de las consecuencias de las acciones urbanísticas  generados del 
efecto plusvalía, las administraciones distritales y municipales divulgarán el efecto 
plusvalía por metro cuadrado para cada una de las zonas o subzonas 
geoeconómicas homogéneas beneficiarias. 
 
ARTICULO 82.-  Revisión de la estimación del efecto de plusvalía.  Cualquier 
propietario o poseedor de un inmueble objeto de la aplicación de la participación 
en la plusvalía, podrá solicitar, en ejercicio del recurso de reposición, que la 
administración revise el efecto plusvalía estimado por metro cuadrado definido 
para la correspondiente zona o subzona en la cual se encuentre su predio y podrá 
solicitar un nuevo avalúo. 
 
Para el estudio y decisión de los recursos de reposición que hayan solicitado la 
revisión de la estimación del mayor valor por metro cuadrado, la administración 
contará con un plazo de un (1) mes calendario contado a partir de la fecha del 
último recurso de reposición interpuesto en el cual se haya pedido dicha revisión.  
Los recursos de reposición que no planteen dicha revisión se decidirán en los 
términos previstos en el Código Contencioso Administrativo. 
 
ARTICULO 83.-   Exigibilidad y cobro de la participación.  La participación en 
la plusvalía sólo será exigible en el momento en que se presente para el 
propietario o poseedor del inmueble respecto del cual se haya declarado un efecto 
de plusvalía, una cualquiera de las siguientes situaciones: 
 
1. Solicitud de licencia de urbanización o construcción, aplicable para el cobro de 

la participación en la plusvalía generada por cualquiera de los hechos 
generadores de que trata el artículo 74 de esta ley. 

2. Cambio efectivo de uso del inmueble, aplicable para el cobro de la 
participación en la plusvalía generada por la modificación del ´regimen o 
zonificación del suelo. 
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3. Actos que impliquen transferencia del dominio sobre el inmueble, aplicable al 
cobro de la participación en la plusvalía de que tratan los numerales 1 y 3 del 
referido artículo 74 

4. Mediante la adquisición de títulos valores representativos de los derechos 
adicionales de construcción y desarrollo, en los términos que se establece en 
el artículo 88 y siguientes de la presente ley. 

 
Parágrafo 1.-  En el evento previsto en el numeral 1, el efecto plusvalía para el 
respectivo inmueble podrá recalcularse, aplicando el efecto plusvalía por metro 
cuadrado al número total de metros cuadrados adicionales objeto de la licencia 
correspondiente. 
 
Parágrafo 2.-  Para la expedición de las licencias o permisos, así como para el 
otorgamiento de los actos de transferencia del dominio, en relación con inmuebles 
sujetos a la aplicación de la participación en la plusvalía, será necesario acreditar 
su pago. 
 
Parágrafo 3.-  Si por cualquier causa no se efectúa el pago de la participación en 
los eventos previstos en este artículo, el cobro de la misma se hará exigible 
cuando ocurra cualquiera de las restantes situaciones aquí previstas.  En todo 
caso responderán solidariamente el poseedor y el propietario, cuando fuere el 
caso. 
 
Parágrafo 4.-  Los municipios podrán exonerar del cobro de la participación en 
plusvalía a los inmuebles destinados a vivienda de interés social, de conformidad 
con el procedimiento que para el efecto establezca el Gobierno Nacional. 
 
ARTICULO 84.-  Formas de pago de la participación.  La participación en la 
plusvalía podrá pagarse mediante una cualquiera de las siguientes formas: 
 
1. En dinero efectivo 
 
2. Transfiriendo a la entidad territorial o a una de sus entidades descentralizadas, 

una porción del predio objeto de la misma, del valor equivalente a su monto.  
Esta forma sólo será procedente si el propietario o poseedor llega a un acuerdo 
con la administración sobre la parte del predio que será objeto de la 
transferencia, para lo cual la administración tendrá en cuenta el avalúo que 
hará practicar por expertos contratados para el efecto. 

 
Las áreas transferidas se destinarán  a fines urbanísticos, directamente o 
mediante la realización de programas en asociación con el mismo propietario 
o con otros. 
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3. El pago mediante la transferencia de una porción del terreno podrá canjearse 
por terrenos localizados en otras zonas de área urbana, haciendo los cálculos 
de equivalencia de valores correspondientes. 

 
4. Reconociendo formalmente a la entidad territorial o a una de sus entidades 

descentralizadas un valor accionario o un interés social equivalente a la 
participación, a fin de que la entidad pública adelante conjuntamente con el 
propietario o poseedor un programa o proyecto de construcción o urbanización 
determinado sobre el predio respectivo. 

5. Mediante la ejecución de obras de infraestructura vial, de servicios públicos, 
domiciliarios, áreas de recreación y equipamientos sociales, para la 
adecuación de asentamientos urbanos en áreas de desarrollo incompleto o 
inadecuado, cuya inversión sea equivalente al monto de la plusvalía, previo 
acuerdo con la administración municipal o distrital acerca de los términos de 
ejecución y equivalencia de las obras proyectadas. 

 
6. Mediante la adquisición anticipada de títulos valores representativos de la 

participación en la plusvalía liquidada, en los términos previstos en el artículo 
88 y siguientes. 

 
En los eventos de que tratan los numerales 2 y 4 se reconocerá al propietario o 
poseedor un descuento del cinco por ciento (5%) del monto liquidado.  En los 
casos previstos en el numeral 6 se aplicará un descuento del diez por ciento (10%) 
del mismo. 
 
Parágrafo.-  Las modalidades de pago de que trata este artículo podrán ser 
utilizadas alternativamente o en forma combinada. 
 
ARTICULO 85.-  Destinación de los recursos provenientes de la 
participación.  El producto de la participación en la plusvalía a favor de los 
municipios y distritos se destinará a los siguientes fines: 
 
1. Compra de predio o inmuebles para desarrollar planes o proyectos de vivienda 

de interés social 
2. Construcción o mejoramiento de infraestructuras viales, de servicios públicos 

domiciliarios, áreas de recreación y equipamientos sociales para la adecuación 
de asentamientos urbanos en condiciones de desarrollo incompleto o 
inadecuado. 

3. Ejecución de proyectos y obras de recreación, parques y zonas verdes y 
expansión y recuperación de los centros de equipamientos que conforman la 
red del espacio público urbano. 

4. Financiamiento de infraestructura vial y de sistema de transporte masivo de 
interés general. 
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5. Actuaciones urbanísticas en macroproyectos, programas de renovación urbana 
u otros proyectos que se desarrollen a través de unidades de actuación 
urbanística. 

6. Pago de precio o indemnizaciones por acciones de adquisición voluntaria o 
expropiación de inmuebles, para programas de renovación urbana. 

7. Fomento a la recreación cultural y al mantenimiento del patrimonio cultural del 
municipio o distrito, mediante la mejora, adecuación o restauración de bienes 
inmuebles catalogados como patrimonio cultural, especialmente las zonas de 
las ciudades declaradas como de desarrollo incompleto o inadecuado. 

 
Parágrafo.-  El plan de ordenamiento o los instrumentos que lo desarrollen, 
definirán las prioridades de inversión de los recursos recaudados provenientes de 
la participación en las plusvalías. 
 
ARTICULO 86.-  Independencia respecto de otros gravámenes.   La 
participación en plusvalía es independiente de otros gravámenes que se imponga 
a la propiedad inmueble y específicamente de la contribución de valorización que 
llegue a causarse por la realización de obras públicas, salvo cuando la 
administración opte por determinar el mayor valor adquirido por los predios 
conforme a lo dispuesto en el artículo 87 de esta ley caso en el cual no podrá 
cobrarse contribución de valorización por las mismas obras. 
 
Parágrafo.-  En todo caso, en la liquidación del efecto plusvalía en razón de los 
hechos generadores previstos en el artículo 74 de la presente ley, no se podrán 
tener en cuenta los mayores valores producidos por los mismos hechos, si en un 
momento estos fueron tenidos en cuenta para la liquidación del monto de 
contribución de valorización, cuando fuere del caso 
 
ARTICULO 87.-  Participación en plusvalía por ejecución de obras públicas.  
Cuando se ejecuten obras públicas previstas en el plan de ordenamiento territorial 
o en los planes parciales o en los instrumentos que lo desarrollen, y no se haya 
utilizado para su financiación la contribución de valorización, las correspondientes 
autoridades distritales, municipales o metropolitanas ejecutoras, podrán 
determinar el mayor valor adquirido por los predios en razón de tales obras, y 
liquidar la participación que corresponde al respectivo municipio, distrito o área 
metropolitana, conforme a las siguientes reglas: 
 
1. El efecto de plusvalía se calculará antes, durante o después de concluidas las 

obras, sin que constituya límite el costo estimado o real de la ejecución de las 
obras.  Para este efecto, la administración, mediante acto que no podrá 
producirse después de seis (6) meses de concluidas las obras, determinará el 
valor promedio de la plusvalía estimada que se produjo por metro cuadrado y 
definirá las exclusiones a que haya lugar, de conformidad con lo previsto en la 
presente ley. 
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2. En todo cuanto sea pertinente, se aplicarán las disposiciones de liquidación, 
revisión y valor de la participación de que trata la presente ley. 

3. La participación en la plusvalía será exigible en los mismos eventos previstos 
en el artículo 83 de la presente ley. 

4. Se aplicarán las formas de pago reguladas en el artículo 84 de la presente ley   
 
Parágrafo.-  Además de los municipios y distritos, las áreas metropolitanas podrán 
participar  en la plusvalía que genere las obras públicas que ejecuten, de acuerdo 
con lo que al respecto definan los planes integrales de desarrollo metropolitano, 
aplicándose, en lo pertinente lo señalado en este capítulo sobre tasas de 
participación, liquidación y cobro de la participación. 
 
ARTICULO 88.- Derechos adicionales de construcción y  desarrollo. Las 
administraciones municipales y distritales, previa autorización del concejo 
municipal o distrital, a iniciativa del alcalde, podrán emitir y colocar en el mercado 
títulos valores equivalentes a los derechos adicionales de construcción y 
desarrollo permitidos para determinadas zonas o subzonas con características 
geoeconómicas homogéneas, que hayan sido beneficiarias de las acciones 
urbanísticas previstas en el artículo 74 de esta ley, como un instrumento 
alternativo para hacer efectiva la correspondiente participación municipal o distrital 
en la plusvalía generada. 
 
La unidad de medida de los derechos adicionales es un metro cuadrado de 
construcción o de destinación a un nuevo uso, de acuerdo con el hecho generador 
correspondiente. 
 
ARTICULO 89.-  Títulos de derechos adicionales de construcción y 
desarrollo.  Los títulos de que trata el artículo anterior, representativos de 
derechos adicionales de construcción y desarrollo, serán transables en el mercado 
de valores, para lo cual se sujetarán a las normas previstas para los títulos 
valores, y su emisión y circulación estarán sometidas a la vigilancia de la 
Superintendencia de Valores. 
 
A  efectos de darle conveniente utilización para la cancelación de derechos 
adicionales de construcción y desarrollo en cualquier zona o subzona sujeta a la 
obligación, los títulos serán representativos en el momento de la emisión de una 
cantidad de derechos adicionales, expresada en metros cuadrados,  y se 
establecerá una tabla de equivalencias entre cada metro cuadrado representativo 
del título y la cantidad a la cual equivale en las distintas zonas o subzonas.  Dicha 
tabla de equivalencias deberá estar claramente incorporada en el contenido del 
título junto con las demás condiciones y obligaciones que le son propias.  A la 
unidad de equivalencia se le denominará Derecho Adicional Básico. 
 
ARTICULO 90.-  Exigibilidad y pago de los derechos adicionales.  Los 
derechos adicionales de construcción y desarrollo, en la cantidad requerida por 
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cada predio o inmueble, se harán exigibles en el momento del cambio efectivo o 
uso de la solicitud de licencia de urbanización o construcción.  En el curso del 
primer año, los derechos adicionales se pagarán a su precio nominal inicial; a 
partir del inicio del segundo año, su precio nominal se reajustará de acuerdo con la 
variación acumulada del índice de precios al consumidor.  Si por cualquier razón 
no se cancela el valor de los derechos adicionales en el momento de hacerse 
exigibles, se causarán a cargo del propietario o poseedor intereses de mora sobre 
dicho valor a la tasa bancaria vigente, sin perjuicio de su cobro por la jurisdicción 
coactiva.  
 
 
 

DECRETO 1504 DEL 4 DE AGOSTO DE 1998 
Por el cual se reglamenta el manejo del espacio público en los planes de 

ordenamiento territorial 
 
 
 

CAPITULO 1 
 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
ARTICULO 1.- Es deber del Estado velar por la protección de la integridad del 
espacio público y por su destinación al uso común, el cual  prevalece sobre el interés 
particular. En el cumplimiento de la función pública del urbanismo, los municipios  y 
distritos deberán dar prelación a la planeación, construcción, mantenimiento y 
protección del espacio público sobre los demás usos del suelo. 
 
 
ARTICULO 2.-  El espacio público es el conjunto de inmuebles públicos y los 
elementos arquitectónicos y naturales de los inmuebles privados destinados por 
naturaleza, usos o afectación a la satisfacción de necesidades urbanas colectivas 
que trascienden los límites de los intereses individuales de los habitantes. 
 
ARTICULO 3.- El espacio público comprende, entre otros, los siguientes aspectos: 
 
a) Los bienes de uso publico, es decir aquellos inmuebles de dominio público 

cuyo uso pertenece a todos los habitantes del territorio nacional, destinados 
al uso o disfrute colectivo; 

 
b) Los elementos arquitectónicos, espaciales y naturales de los inmuebles de 

propiedad privada que por su naturaleza, uso o afectación satisfacen 
necesidades de uso público;  
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c) Las áreas requeridas para la conformación del sistema de espacio público 

en los términos establecidos en este decreto. 
 
ARTICULO 4.- El destino de los bienes de uso público incluidos en el espacio 
público no podrá ser variado sino por los Concejos Municipales o Distritales a través 
de los planes de ordenamiento territorial o de los instrumentos que los desarrollen 
aprobados por la autoridad competente, siempre que sean sustituidos por otros de 
características y dimensiones equivalentes o superiores. La sustitución debe 
efectuarse atendiendo criterios, entre otros, de calidad, accesibilidad y localización. 
 
 
ARTICULO 5.- El espacio público está conformado por el conjunto de los siguientes 
elementos constitutivos y complementarios: 
 
I.      Elementos constitutivos 
 
1. Elementos constitutivos naturales 
 
a) Areas para la conservación y preservación del sistema orográfico o de 

montañas,  tales como:  cerros, montañas, colinas, volcanes y nevados; 
 
b) Areas para la conservación y preservación del sistema hídrico, conformado 

por:  
 

i) Elementos naturales, relacionados con corrientes de agua, tales como: 
cuencas y microcuencas, manantiales, ríos, quebradas, arroyos, playas 
fluviales, rondas hídricas, zonas de manejo, zonas de bajamar y protección 
ambiental, y relacionados con cuerpos de agua, tales como mares, playas, 
marinas, arenas y corales, ciénagas, lagos, lagunas, pantanos, humedales, 
rondas hídricas, zonas de manejo y protección ambiental; 

 
ii) Elementos artificiales o construidos, relacionados  con corrientes de agua, 
tales como: canales de desagüe, alcantarillas, aliviaderos, diques, presas, 
represas, rondas hídricas, zonas de manejo y protección ambiental, y 
relacionados con cuerpos de agua tales como: embalses, lagos, muelles, 
puertos, tajamares, rompeolas, escolleras, rondas hídricas, zonas de manejo 
y protección ambiental; 

 
c) Areas de especial interés ambiental, científico y paisajístico, tales como: 
 

i) Parques naturales del nivel nacional, regional, departamental y municipal; y 
 

ii) Areas de reserva natural, santuarios de fauna y flora. 
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2. Elementos constitutivos artificiales o construidos:   
 
a) Areas integrantes de los sistemas de circulación peatonal y vehicular, 

constituidas por: 
 
i) Los componentes de los perfiles viales tales como: áreas de control 

ambiental, zonas de mobiliario urbano y señalización, cárcamos y ductos, 
túneles peatonales, puentes peatonales, escalinatas, bulevares, alamedas, 
rampas para discapacitados, andenes, malecones, paseos marítimos, 
camellones, sardineles, cunetas, ciclopistas, ciclovías, estacionamiento para 
bicicletas, estacionamientos para motocicletas, estacionamientos bajo 
espacio público, zonas azules, bahías de estacionamiento, bermas, 
separadores, reductores de velocidad, calzadas, carriles; 

 
ii) Los componentes de los cruces o intersecciones, tales como: esquinas, 
glorietas, orejas, puentes vehiculares, túneles y viaductos; 

 
b) Areas articuladoras del espacio público y de encuentro, tales como: parques 

urbanos, zonas de cesión gratuita al municipio o distrito, plazas, plazoletas, 
escenarios deportivos, escenarios culturales y de espectáculos al are libre; 

 
c) Areas para la conservación y preservación de las obras de interés público y 

los elementos urbanísticos, arquitectónicos, históricos, culturales, recreativos, 
artísticos y arqueológicos, las cuales pueden ser sectores de ciudad, 
manzanas, costados de manzanas, inmuebles individuales, monumentos 
nacionales, murales, esculturas, fuentes ornamentales y zonas arqueológicas 
o accidentes geográficos; 

 
 
d) Son también elementos constitutivos del espacio público las áreas y 

elementos arquitectónicos espaciales y naturales de propiedad privada que 
por su localización y condiciones ambientales y paisajísticas, sean 
incorporados como tales en los planes de  ordenamiento territorial y los 
instrumentos que lo desarrollen, tales como cubiertas, fachadas, paramentos, 
pórticos, antejardines, cerramientos; 

 
e) De igual forma se considera parte integral del perfil vial, y por ende del 

espacio público, los antejardines de propiedad privada. 
 
II. Elementos complementarios 
 
a) Componentes de la vegetación natural e intervenida. 
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Elementos para jardines, arborización y protección del paisaje, tales como: 
vegetación herbácea o césped, jardines, arbustos, setos o matorrales, árboles 
o bosques; 

 
b) Componentes del amoblamiento urbano. 
 

1. Mobiliario 
 
a)Elementos de comunicación tales como: mapas de localización del 
municipio, planos de inmuebles históricos o lugares de interés, informadores 
de temperatura, contaminación ambiental, decibeles y mensajes, teléfonos, 
carteleras locales, pendones, pasacalles, mogadores y buzones; 

 
b)Elementos de organización tales como: bolardos, paraderos, topellantas y 
semáforos; 
 
c)Elementos de ambientación tales como: luminarias peatonales, luminarias 
vehiculares, protectores de árboles, rejillas de árboles, materas, bancas, 
relojes, pérgolas, parasoles, esculturas y murales; 
 

   d)Elementos de recreación tales como: juegos para adultos y juegos infantiles; 
 

e)Elementos de  servicio tales como: parquímetros, bicicleteros, surtidores de 
agua, casetas de ventas, casetas de turismo, muebles de emboladores; 
 
f)Elementos de salud e higiene tales como: baños públicos, canecas para 
reciclar las basuras; 
 
g)Elementos de seguridad, tales como: barandas, pasamanos, cámaras de 
televisión para seguridad, cámaras de televisión para el tráfico, sirenas, 
hidratantes, equipos contra incendios. 

 
2.         Señalización 
 
a) Elementos de nomenclatura domiciliaria o urbana; 
 
b) Elementos de señalización vial para prevención, reglamentación, información, 

marcas y varias; 
 
c) Elementos de señalización fluvial para prevención, reglamentación, 

información, especiales, verticales, horizontales y balizaje; 
 
d) Elementos de señalización férrea tales como: semáforos eléctricos, discos 

con vástago para hincar en la tierra, discos con mango, tableros con vastago 
para hincar en la tierra, lámparas, linternas de mano y banderas; 
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e) Elementos de señalización área.  
 
Parágrafo.- Los elementos constitutivos del espacio público, de acuerdo con su área 
de influencia, manejo administrativo, cobertura espacial y de población, se clasifican 
en : 
 
a) Elementos del nivel estructural o de influencia general, nacional, 

departamental, metropolitano, municipal o distrital o de ciudad; 
 
b) Elementos del nivel municipal o distrital, local, zonal y barrial al interior del 

municipio o distrito. 
 
ARTICULO 6.- El espacio público debe planearse, diseñarse, construirse y 
adecuarse de tal manera que facilite la accesibilidad a las personas con movilidad 
reducida, sea ésta  temporal o permanente, o cuya capacidad de orientación se 
encuentre disminuida por la edad, analfabetismo, limitación o enfermedad, de 
conformidad con las normas establecidas en la ley 361 de 1997 y aquellas que la 
reglamenten. 
 
 

CAPITULO II 
 

El espacio público en los planes de ordenamiento territorial 
 
ARTICULO 7.- El espacio público es el elemento articulador y estructurante 
fundamental del espacio en la ciudad, así como el regulador de las condiciones 
ambientales de la misma, y por lo tanto se constituye en uno de los principales 
elementos estructurales de los Planes de Ordenamiento Territorial. 
 
ARTICULO 8.- En los Planes de Ordenamiento Territorial deben incorporarse los 
siguientes elementos de acuerdo con el componente establecido: 
 
a) En el componente general debe incluirse: 
 
1. La definición de políticas, estrategias y objetivos del espacio público en el 

territorio municipal o distrital. 
 
2. La definición del sistema del espacio público y delimitación de los elementos 

que lo constituyen en el nivel estructural, y 
 
3. Las prioridades establecidas en el artículo 3º del Decreto 879 de 1998, 

cuando haya lugar, 
 
b) En el componente urbano debe incluirse: 
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1. la conformación del inventario general de los elementos constitutivos del 

espacio público en el área urbana en los tres niveles establecidos en el 
parágrafo del artículo 5º del presente decreto. 

 
2. La definición del sistema de enlace y articulación entre los diferentes niveles y 

las acciones y proyectos necesarios para consolidar y complementar este 
sistema. 

 
3. La definición de la cobertura de espacio público por habitante y del déficit 

cualitativo y cuantitativo, existente y proyectado. 
 
4. La definición de proyectos y programas estratégicos que permitan suplir las 

necesidades y desequilibrios del espacio público en el área urbana en el 
mediano y largo plazo con sus respectivos presupuestos y destinación de 
recursos. 

 
5. La definición del espacio público del nivel sectorial y local dentro de los planes 

parciales y las unidades de actuación. 
 
c) En el componente rural debe incluirse: 
 
1. La conformación del inventario general de los elementos constitutivos  del 

espacio público en el área rural en el nivel estructural o de influencia general 
en el municipio o distrito. 

 
2. La definición del sistema rural regional de espacio público y de los elementos 

de interacción y enlace entre el espacio público urbano y rural. 
 
3. La definición de estrategias para su preservación y mantenimiento. 
 
Parágrafo.- Cuando en el presente decreto se hace referencia al plan o planes de 
ordenamiento territorial, se entenderá que comprende los planes básicos de 
ordenamiento territorial y los esquemas de ordenamiento territorial. 
 
ARTICULO 9.- En el programa de ejecución se deben  incorporar las definiciones 
con carácter obligatorio de las actuaciones sobre el espacio público en los términos 
establecidos en el artículo 7º del Decreto 879 de 1998. 
 
ARTICULO 10.- En la presentación de los Planes de Ordenamiento Territorial el 
tratamiento del espacio público se ceñirá a lo dispuesto en el capítulo V del Decreto 
879 de 1998. 
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ARTICULO 11.- El diagnóstico deberá comprender un análisis de la oferta y la 
demanda de espacio público que permita establecer y proyectar el déficit cuantitativo 
y cualitativo del mismo. 
 
ARTICULO 12.- Para la situación actual y en el marco del desarrollo futuro del 
municipio o distrito, el déficit cuantitativo es la carencia o insuficiente disponibilidad 
de elementos de espacio público con relación al número de habitantes permanentes 
del territorio. Para el caso de lugares turísticos con alta incidencia de población 
flotante, el monto de habitantes cubiertos debe incorporar una porción 
correspondiente a esta población transitoria. 
 
La medición del déficit cuantitativo se hará con base en un índice mínimo de espacio 
público efectivo, es decir el espacio público de carácter permanente, conformado por 
zonas verdes, parques plazas y plazoletas. 
 
ARTICULO 13.- El déficit cualitativo está definido por las condiciones inadecuadas 
para el uso, goce y disfrute de los elementos del espacio público que satisfacen 
necesidades colectivas por parte de los residentes y visitantes del territorio, con 
especial énfasis en las situaciones de inaccesibilidad debido a condiciones de 
deterioro, inseguridad o  imposibilidad física de acceso, cuando éste se requiere, y al 
desequilibrio generado por las condiciones de localización de los elementos con 
relación a la ubicación de la población que los disfruta. 
 
ARTICULO 14.- Se considera como índice mínimo de espacio público efectivo, para 
ser obtenido por las áreas urbanas de los municipios y distritos dentro de las metas y 
programas de largo plazo  establecidos por el Plan de Ordenamiento Territorial, un 
mínimo de quince (15 m2) metros cuadrados y por habitante, para ser alcanzado 
durante la vigencia del plan respectivo. 
 
Parágrafo.-  El Ministerio de Desarrollo Económico elaborará una metodología para 
la contabilidad y especificación de estas mediciones. 
 
ARTICULO 15.-  En la formulación del Plan de Ordenamiento Territorial la 
estimación del déficit cualitativo y cuantitativo será la base para definir las áreas de 
intervención con políticas, programas y proyectos para la generación, preservación, 
conservación, mejoramiento y mantenimiento de los elementos del espacio público. 
 
 

CAPITULO III 
 

DEL MANEJO DEL ESPACIO PÚBLICO 
 
ARTICULO 16.-  El Ministerio de Desarrollo Económico deberá coordinar las 
políticas nacionales relacionadas con la gestión del espacio público en el marco de la 
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planeación del ordenamiento del territorio con el apoyo técnico a las entidades 
territoriales y áreas metropolitanas. 
 
ARTICULO 17.- Los municipios y distritos podrán crear de acuerdo con su 
organización legal entidades responsables de la administración, desarrollo, 
mantenimiento y apoyo financiero del espacio público, que cumplirán entre otras las 
siguientes funciones: 
 
a) Elaboración del inventario del espacio público; 
b) Definición de políticas y estrategias del espacio público; 
 
c) Articulación entre las distintas entidades cuya gestión involucra directa o 

indirectamente la planeación, diseño, construcción, mantenimiento, 
conservación,  restitución, financiación  y regulación del espacio público; 

 
d) Elaboración y coordinación del sistema general de espacio público como parte 

del plan de ordenamiento territorial; 
 
e) Diseño de los subsistemas, enlaces y elementos del espacio público; 
 
f) Definición de escalas y criterios de intervención en el  espacio público; 
 
g) Desarrollo de mecanismos de participación y gestión; 
 
h) Desarrollo de la normatización y estandarización de los elementos del espacio 

público. 
 
Las corporaciones autónomas regionales y las  autoridades ambientales de las 
entidades territoriales, establecidas por la Ley 99 de 1993, tendrán a su cargo la 
definición de las políticas ambientales, el manejo de los elementos naturales, las 
normas técnicas para la conservación, preservación y recuperación de los elementos 
naturales del espacio público. 
 
ARTICULO 18.- Los municipios y distritos podrán contratar con entidades privadas la 
administración, mantenimiento y el aprovechamiento económico para el municipio o 
distrito del espacio público, sin que impida a la ciudadanía de su uso, goce, disfrute 
visual y libre tránsito. 
 
ARTICULO 19.-  En el caso de áreas públicas de uso activo o pasivo, en especial 
parques, plazas y plazoletas, los municipios y distritos podrán autorizar su uso por 
parte de entidades privadas para usos compatibles con la condición del espacio 
mediante contratos. En ningún caso estos contratos generarán derechos reales para 
las entidades privadas y deberán dar estricto cumplimiento a la prevalencia del 
interés general sobre el particular. 
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ARTICULO 20.-  Cuando para la provisión de servicios públicos se utilice el espacio 
aéreo o el subsuelo de inmuebles o áreas pertenecientes al espacio público, el 
municipio o distrito titular de los mismos podrá establecer mecanismos para la 
expedición del permiso o licencia de ocupación y utilización del espacio público y 
para el cobro de tarifas. Dichos permisos o licencias serán expedidos por la oficina 
de planeación municipal o distrital o la autoridad municipal o distrital que cumpla sus 
funciones. 
 
Las autorizaciones deben obedecer a un estudio de la  factibilidad técnica y 
ambiental y del impacto urbano de la construcción propuesta, así como de la 
coherencia de las obras con los planes de ordenamiento territorial y los instrumentos 
que lo desarrollen. 
 
ARTICULO 21.-  Cuando las áreas de cesión para zonas verdes y servicios 
comunales sean inferiores a las mínimas exigidas por las normas urbanísticas, o 
cuando su ubicación  sea inconveniente para la ciudad, o cuando existan espacios 
públicos de ejecución prioritaria, se podrá compensar la obligación de cesión en 
dinero u otros inmuebles, en los términos que reglamenten los consejos a iniciativa 
de los alcaldes.  Si la compensación es en dinero o en otros inmuebles, se deberá 
asignar su valor a la provisión de espacio público en los lugares apropiados según lo 
determine el plan de ordenamiento territorial. 
 
Los antejardines, aislamientos laterales y parámetros retrocesos de las edificaciones, 
no podrán  ser compensados en dinero, ni canjeados por otros inmuebles. 
 
ARTICULO 22.-  Con el objeto de generar espacio público en áreas desarrolladas, el 
municipio o distrito podrá crear áreas generadoras de derechos transferibles de 
construcción y desarrollo, para ser incorporadas como elementos del espacio público 
al Plan de Ordenamiento Territorial o a los Planes Parciales que lo desarrollen, de  
conformidad con lo establecido en el Decreto- Ley 151 de 1998. 
 
ARTICULO 23.-  La utilización por los particulares del espacio aéreo o del subsuelo 
de inmuebles públicos, pertenecientes al espacio público, para efectos de enlace 
entre bienes privados o entre bienes privados y elementos del espacio público, tales 
como puentes peatonales o pasos subterráneos, podrá realizarse previo estudio, 
aprobación y cobro de tarifas por parte de la oficina de planeación municipal o 
distrital o la autoridad municipal o distrital  que cumpla sus funciones. 
 
El estudio conllevará un análisis de la factibilidad  técnica y del impacto urbano de la 
construcción propuesta, así como de la coherencia de las obras con los planes de 
ordenamiento territorial y los instrumentos que lo desarrollen. 
 
Este tipo de autorizaciones no generará derechos reales para los particulares y 
deberán dar estricto cumplimiento a la prevalencia del interés general sobre el 
particular. 
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Parágrafo.- Los elementos objeto de este artículo que existen actualmente en los 
municipios o distritos deberán ajustarse a las previsiones contenidas en el presente 
decreto. 
 
ARTICULO 24.-  Los municipios y distritos  podrán utilizar el espacio aéreo o el 
subsuelo de inmuebles públicos, pertenecientes al espacio público para generar 
elementos de enlace urbano. Una vez construidos los elementos de enlace urbano, 
podrán autorizarse su uso para usos compatibles con la condición del espacio, en 
especial los institucionales. 
 
La construcción de este tipo de enlaces implica la expedición de una licencia por 
parte de la autoridad competente, quien deberá realizar un estudio de factibilidad 
técnica e impacto urbano, además de verificar la coherencia de las obras propuestas 
con el plan de ordenamiento territorial y los instrumentos que lo desarrollen. 
 
ARTICULO 25.-  Los parques y zonas verdes que tengan el carácter de bienes de 
uso público no podrán ser encerrados en forma tal que priven a la ciudadanía de su 
uso, goce, disfrute visual y libre tránsito. 
 
Para el caso de parques y zonas verdes del nivel local o de barrio que tengan 
carácter de bienes de uso público, la entidad competente de su manejo 
administrativo podrá encargar a organizaciones particulares sin ánimo de lucro y que 
representen los intereses del barrio o localidad la administración, mantenimiento, 
dotación y siempre y cuando garanticen el acceso al mismo de la población en 
especial la permanente de su  área de influencia. 
 
ARTICULO 26.-  Los elementos constitutivos del Espacio Público y el Medio 
Ambiente tendrán para su defensa la acción popular consagrada en el artículo 1005 
del Código Civil. Esta acción también podrá dirigirse contra cualquier persona pública 
o privada, para la defensa de la integridad y condiciones de uso, goce y disfrute 
visual de dichos bienes mediante la remoción, suspensión o prevención de los 
conductos que comprometieren el interés público o la seguridad de los usuarios. 
 
El incumplimiento de las órdenes que expida el juez en desarrollo de la acción de 
que trata el inciso anterior configura la conducta prevista en el artículo 184 del 
Código Penal de “Fraude a resolución judicial”. 
 
La acción popular de que trata el artículo 1005 del Código Civil podrá interponerse 
en cualquier tiempo. 
 
ARTICULO 27.-  La competencia para la expedición de licencias para todo tipo de 
intervención y ocupación del espacio público, es exclusivamente de las oficinas de 
Planeación municipal o distrital o la autoridad municipal o distrital que cumpla sus 
funciones. 
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ARTICULO 28.-  La ocupación en forma permanente de los parques públicos, zonas 
verdes y demás bienes de uso público, el encerramiento sin la debida autorización 
de las autoridades municipales o distritales,  la realización de intervenciones en 
áreas que formen parte del espacio público, sin la debida licencia o contraviniéndola 
y la ocupación temporal o permanente del espacio público con cualquier tipo de 
amoblamiento o instalaciones dará lugar a la imposición de las sanciones 
urbanísticas que señala el artículo 104 de la Ley 388 de 1997. 
 

 
 
 

DECRETO 1599 DEL 6 DE AGOSTO DE 1998 
Por el cual se reglamentan las disposiciones referentes a la participación en 

plusvalía de que trata la Ley 388 de 1997 
 
 
 

CAPITULO PRIMERO 
 

De los hechos generadores y de la estimación de la plusvalía 
 
 
ARTICULO 1.- La participación en la plusvalía por parte de los municipios y 
distritos es un mecanismo creado por el artículo 82 de la Constitución Política y 
desarrollado por la Ley 388 de 1997 con el propósito de garantizar el derecho al 
espacio público y asegurar el reparto equitativo de las cargas y beneficios de 
derivados del ordenamiento territorial. 
 
Los concejos municipales y distritales mediante acuerdo de carácter general, 
fijarán las normas para la aplicación de la participación en plusvalía en sus 
respectivos territorios. 
 
ARTICULO 2.- Son hechos generadores de la participación en la plusvalía: 
 
1. La incorporación de suelo rural a suelo de expansión urbana o la 

consideración de parte de suelo rural como suburbano. 
2. El establecimiento o modificación del régimen o la zonificación de usos del 

suelo. 
3. La autorización de un mayor aprovechamiento del suelo en edificación, bien 

sea elevando el índice de ocupación o el índice de construcción o ambos a 
la vez. 

4. Conforme al artículo 87 de la Ley 388 de 1997, la ejecución de obras 
públicas previstas en el plan de ordenamiento territorial o en los 
instrumentos que lo desarrollen que generen mayor valor en predios en 
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razón de las mismas  y no se haya utilizado para su financiación la 
contribución de valorización. 

 
 
ARTICULO 3.- Las acciones urbanísticas que dan lugar a la participación en 
plusvalía deberán estar en todo caso contempladas en los planes de 
ordenamiento territorial o en los instrumentos que los desarrollen. 
 
En cada plan de ordenamiento territorial o instrumento que lo desarrolle deberán 
especificarse la clasificación del suelo, los cambios de uso y los  cambios de 
aprovechamiento del suelo previstos durante su vigencia, así como las obras 
públicas a realizarse. Igualmente, deberá delimitarse las áreas afectadas que 
pueden ser objeto  de participación en plusvalía. 
 
Parágrafo.- Para efectos de este decreto, el aprovechamiento del suelo es el 
número de metros cuadrados de edificación permitidos por la norma urbanística  
por cada metro cuadrado de suelo. El índice de ocupación es la proporción del 
área del suelo que puede ser objeto de construcción. El índice de construcción es 
la relación entre el área construida de la edificación y el área de suelo del predio 
objeto de la construcción. Cambio de uso es la modificación normativa que permite 
destinar los inmuebles de una zona o subzona geoeconómica homogénea de un 
área morfológica homogénea a un uso diferente. 
 
ARTICULO 4.- Cuando se incorpore suelo rural al de expansión urbana, el efecto 
plusvalía se estimará, de acuerdo con el siguiente procedimiento: 
 
1. Se establecerá el  precio comercial por metro cuadrado de suelo de los 

terrenos en cada una de las zonas o subzonas beneficiarias, con 
características geoeconómicas  homogéneas, antes de la acción urbanística 
generadora de la plusvalía. Esta determinación se hará una vez se expida 
el acto administrativo que define la nueva clasificación del suelo 
correspondiente. 

 
2. Una vez se apruebe el plan parcial o las normas específicas de las zonas o 

subzonas beneficiarias, mediante las cuales se asigne usos, intensidades y 
zonificación, se determinará el nuevo precio comercial de los terrenos 
comprendidos en las correspondientes zonas o subzonas, como 
equivalente al precio por metro cuadrado de terrenos con características 
similares de zonificación, uso, intensidad de uso y localización. Este precio 
se denominará nuevo precio de referencia. 

 
 
3. El mayor valor generado por metro cuadrado de suelo se estimará como la 

diferencia entre el nuevo precio de referencia  y el precio comercial antes de 
la acción urbanística, el tenor de lo establecido en lo numerales 1 y 2 de 
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este artículo. El efecto total de la plusvalía, para cada predio individual, será 
igual al mayor valor por metro cuadrado multiplicado por el total de la 
superficie objeto de la participación en la plusvalía. 

 
Este mismo procedimiento se aplicará para el evento de calificación de 
parte del suelo rural como suburbano. 

 
ARTICULO 5.-  Cuando se autorice el cambio de uso a uno más rentable, el 
efecto plusvalía se estimará, de acuerdo con el siguiente procedimiento: 
 
1. Se establecerá el precio comercial de los terrenos por metro cuadrado de 

suelo en cada una de las zonas o subzonas beneficiarias, con 
características geoeconómicas homogéneas, antes de la acción urbanística 
generadora de la plusvalía. 

 
2. Se determinará el nuevo precio comercial que se utilizará como base del 

cálculo del efecto plusvalía en cada una de las zonas o subzonas 
consideradas, que será equivalente al precio por metro cuadrado de 
terrenos con características similares de uso y localización. Este precio se 
denominará nuevo precio de referencia. 

 
3. El mayor valor generado por metro cuadrado se estimará como la diferencia 

entre el nuevo precio de referencia y el precio comercial antes de la acción 
urbanística, al tenor de lo establecido en los numerales 1 y 2 de este 
artículo. El efecto total de la plusvalía, para cada predio individual, será 
igual al mayor valor por metro cuadrado multiplicado por el total de la 
superficie del predio objeto de la participación en plusvalía. 

 
Parágrafo.- Para efectos del presente decreto, se cumplirá la condición de uso 
más rentable de suelo cuando la diferencia entre el nuevo precio de referencia y el 
precio comercial antes de la acción urbanística sea positivo. 
 
ARTICULO 6.- Cuando se autorice un mayor aprovechamiento del suelo, el efecto 
plusvalía se estimará, de acuerdo con el siguiente procedimiento: 
 
1. Se determinará el precio comercial por metro cuadrado de construcción en 

cada una de las zonas o subzonas beneficiarias, con características 
geoeconómicas homogéneas, antes de la acción urbanística generadora de 
la plusvalía. En lo sucesivo este precio servirá como precio de referencia 
por metro cuadrado. 

 
2. El número total de metros cuadrados que se estimará como objeto del 

efecto plusvalía será, para el caso de cada predio individual, igual al área 
potencial adicional de edificación autorizada. Por potencial adicional de 
edificación, se entenderá la diferencia entre la cantidad de metros 
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cuadrados de edificación que la nueva norma permite en la respectiva 
localización y la cantidad de metros cuadrados permitidos por la norma 
anterior. 

 
3. El monto total del mayor valor será igual al potencial adicional de edificación 

de cada predio individual multiplicado por el precio de referencia, y el efecto 
plusvalía por metro cuadrado será equivalente al producto de la división del 
monto total por el área del predio objeto de la participación en la plusvalía. 

 
ARTICULO 7.- En desarrollo  del artículo 87 de la Ley 388 de 1997, cuando la 
participación en plusvalía obedezca a la ejecución de obras públicas previstas en 
el plan de ordenamiento territorial o el instrumento que lo desarrolle, el mayor valor 
adquirido por los predios en razón de tales obras se estimará, conforme a las 
siguientes reglas: 
 
1. El efecto plusvalía se estimará antes, durante o después de cumplidas las 

obras. 
 
2. El efecto plusvalía no estará limitado por el costo estimado o real de la 

ejecución de las obras. 
 
3. La administración mediante acto producido dentro de los seis meses 

siguientes a la conclusión de las obras determinará el valor promedio de la 
plusvalía estimada que se produjo por metro cuadrado de suelo, y definirá 
las exclusiones a que haya lugar, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 
388 de 1997 y demás normas que la reglamenten. 

 
4. Para efecto de lo anterior, se establecerán los precios comerciales por 

metro cuadrado de suelo antes de la realización de la obra respectiva en 
cada una de las zonas o subzonas beneficiarias con características 
geoeconómicas homogéneas. Posteriormente se establecerá  los nuevos 
precios comerciales por metro cuadrado de suelo luego de la ejecución de 
las obras. La diferencia entre estos dos precios será el efecto plusvalía. El 
monto total del efecto plusvalía para cada predio individual, será igual al 
mayor valor de metro cuadrado multiplicado por el total de la superficie del 
predio objeto de la participación. 

 
5. Cuando la administración municipal o distrital opte por calcular el efecto 

plusvalía antes o durante la ejecución de las obras, deberá revisar el cálculo 
una vez construídas éstas, dentro de un plazo no superior a seis (6) meses. 
La participación en plusvalía estimada inicialmente deberá ajustarse en 
función de los resultados de los avalúos realizados luego de la conclusión 
de las obras. 
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Parágrafo. Las áreas metropolitanas también podrán participar en la plusvalía que 
generen las obras públicas contempladas en los planes integrales de desarrollo 
metropolitano, aplicándose en lo pertinente lo señalado en este decreto. 
 
ARTICULO 8.- El número total de metros cuadrados que se considerará como 
objeto de la participación en la plusvalía será, para el caso de cada inmueble, igual 
al área total del mismo destinada al nuevo uso o mejor aprovechamiento, 
descontada la superficie correspondiente a las cesiones urbanísticas obligatorias 
para espacio público de la ciudad, así como el área de eventuales afectaciones 
sobre el inmueble en razón del plan vial u otras obras públicas, las cuales deben 
estar contempladas en el plan de ordenamiento o en los instrumentos que lo 
desarrollen. 
 
 
 

CAPITULO SEGUNDO 
 

De la participación y recaudo de la plusvalía 
 

 
ARTICULO 9.- Los concejos municipales  o distritales por iniciativa del alcalde, 
establecerán la tasa de participación que se imputará a la plusvalía generada, la 
cual podrá oscilar entre el treinta por ciento (30%) y cincuenta por ciento (50%) del 
mayor valor por metro cuadrado. Atendiendo el principio de equidad, la tasa de 
participación será uniforme al interior de las zonas geoeconómicas homogéneas, y 
las variaciones entre dichas zonas sólo podrán darse cuando se constate, 
mediante estudios debidamente sustentados, que ello no causará distorsiones en 
factores como: 
 
1. Las calidades urbanísticas y las condiciones socioeconómicas de los 

hogares propietarios de los inmuebles. 
 
2. La renta de los beneficios derivados de la valorización para los propietarios 

de la tierra . 
 
3. La dinámica del desarrollo de distintas zonas del municipio o distrito. 
 
 
ARTICULO 10.-  Si por razones de conveniencia pública el concejo municipal o 
distrital exonera del cobro de la participación de la plusvalía, previa liquidación y 
causación, a inmuebles destinados a la construcción de vivienda de interés social, 
los propietarios de éstos suscribirán un contrato con la administración en el cual, 
para gozar de este eximente, se obliguen a destinar el inmueble a la construcción 
de vivienda de interés social y a trasladar dicho beneficio a los compradores de 
tales viviendas. 
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ARTICULO 11.- Cuando sobre un mismo inmueble se produzcan 
simultáneamente  dos o más hechos generadores en razón de las decisiones 
administrativas detalladas en los artículos precedentes, en el cálculo del mayor 
valor por metro cuadrado se tendrán en cuenta los valores acumulados, cuando a 
ello hubiere lugar. 
 
ARTICULO 12.- En razón de que el pago de la participación en la plusvalía al 
municipio o distrito se hace exigible en oportunidad posterior, de acuerdo con lo 
determinado por el artículo 83 de la Ley 388 de 1997, el monto de la participación 
correspondiente a cada predio se ajustará, de acuerdo con la variación de índices 
de precios al consumidor (IPC), a partir del momento en que quede en firme el 
acto de liquidación de la participación. 
 
ARTICULO 13.- El Instituto Geográfico Agustín Codazzi, la entidad que haga sus 
veces o los peritos técnicos debidamente inscritos en las lonjas o instituciones 
análogas, establecerán los precios comerciales por metro cuadrado de los 
inmuebles, teniendo en cuenta su situación anterior a la acción o acciones 
urbanísticas y determinarán el correspondiente precio de referencia tomando 
como base  de cálculo los parámetros establecidos en los artículos 4º, 5º,6º y 7º 
de este decreto. 
 
Para el efecto, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la adopción del 
Plan de Ordenamiento Territorial, de su revisión, o de los instrumentos que lo 
desarrollan o complementan, en el cual se concretan  las acciones urbanísticas 
que constituyen los hechos generadores de la participación en la plusvalía, el 
alcalde solicitará se proceda a estimar el mayor valor por metro cuadrado en cada 
una de las zonas o subzonas consideradas. 
 
Una vez recibida la solicitud proveniente del alcalde, la persona o entidad 
encargada del avalúo, contarán con un plazo inmodificable de sesenta (60) días 
hábiles para ejecutar lo solicitado, transcurrido este término y sin perjuicio de las 
sanciones legales a que haya lugar por la morosidad de funcionario o los 
funcionarios responsables, y de la responsabilidad contractual en el caso de las 
lonjas y los peritos privados, la administración municipal o distrital podrá solicitar 
un nuevo peritazgo que determine el mayor valor o monto de la plusvalía, de 
acuerdo con los procedimientos y parámetros instituidos en este mismo artículo. 
 
En el cálculo del efecto plusvalía el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, la 
persona que haga sus veces o los peritos afiliados a las lonjas se sujetarán a los 
procedimientos señalados en el decreto 1420 de 1998. 
 
Parágrafo. Los avalúos que se realicen para establecer el valor comercial del 
suelo antes  de la acción urbanística en desarrollo del cálculo del efecto plusvalía 
por incorporación del suelo rural a suelo de expansión urbana o a suelo 
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suburbano, estarán vigentes durante todo el proceso de cálculo, liquidación y 
cobro de la participación en plusvalía correspondiente. 
 
ARTICULO 14.-  Con base en la determinación del efecto de plusvalía por metro 
cuadrado calculado para cada una de las zonas o subzonas objeto de la 
participación como se indica en el artículo precedente, el alcalde municipal o 
distrital liquidará, dentro  de los cuarenta y cinco (45) días siguientes, el efecto 
plusvalía causado en relación con cada uno de los inmuebles objeto de la misma y 
aplicará las tasas correspondientes, de conformidad con lo autorizado por el 
concejo municipal o distrital. 
 
A partir de la fecha en que la administración municipal disponga de la  liquidación 
del monto de la participación  correspondiente a todos y cada uno de los predios 
beneficiados con las acciones urbanísticas, contará con un plazo de treinta (30) 
días hábiles para expedir el acto administrativo que la determina, y para notificarlo 
a los  propietarios o poseedores, lo cual procederá mediante tres (3) avisos 
publicados en ediciones dominicales de periódicos de amplia circulación en el 
municipio o distrito, así como a través de edicto fijado en la sede de la alcaldía 
correspondiente. Contra estos actos de la administración procederá 
exclusivamente el recurso de reposición dentro de los términos previstos para el 
efecto en el Código Contencioso Administrativo. 
 
Para los fines de publicidad frente a terceros, una vez en firme el acto 
administrativo de liquidación del efecto plusvalía, se ordenará su inscripción en el 
folio de matrícula inmobiliaria de cada uno de los inmuebles. Para que puedan 
registrarse actos de transferencia del dominio sobre los mismos, será requisito 
esencial el certificado de la administración en el cual se haga constar que se ha 
pagado la participación en la plusvalía correspondiente. 
 
 
ARTICULO 15.- A fin de posibilitar a los ciudadanos en general y a los propietarios 
y poseedores de inmuebles en particular disponer de un conocimiento más simple 
y transparente de las consecuencias de las acciones urbanísticas generadoras del 
efecto plusvalía, las administraciones distritales y municipales divulgarán el efecto 
plusvalía por metro cuadrado para cada una de las zonas o subzonas 
geoeconómicas homogéneas beneficiarias. 
 
ARTICULO 16.- Cualquier propietario o poseedor de un inmueble objeto de la 
aplicación de la participación en la plusvalía, podrá solicitar, en ejercicio del 
recurso de reposición, que la administración revise el efecto plusvalía estimado 
por metro cuadrado  definido para la correspondiente zona o subzona en la cual se 
encuentre su predio y podrá solicitar a la administración municipal que se realice 
un nuevo avalúo . 
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Para el estudio y decisión de los recursos de reposición que hayan solicitado la 
revisión de la estimación del mayor valor por metro cuadrado, la administración 
contará con un plazo de un (1) mes calendario contado a partir de la fecha del 
último recurso de reposición interpuesto en el cual se haya pedido dicha revisión. 
Los recursos de reposición que no planteen dicha revisión se decidirán en los 
términos previstos en el Código Contencioso Administrativo. 
 
 
ARTICULO 17.- La participación en la plusvalía sólo será exigible en el momento 
en que se presente para el propietario o poseedor del inmueble respecto del cual 
se haya declarado un efecto de plusvalía, una cualquiera de las siguientes 
situaciones: 
 
1. Solicitud de licencia de urbanización o construcción, aplicable para el cobro 

de la participación en la plusvalía generada por cualquiera de los hechos 
generadores de que trata el artículo 2º del presente decreto. 

 
2. Cambio efectivo de uso del inmueble, aplicable para el cobro de la 

participación en la plusvalía generada por la modificación del régimen o 
zonificación del suelo. Los municipios  y distritos determinarán el 
procedimiento para establecer el cambio efectivo de uso y el procedimiento 
de recaudo, de conformidad con lo establecido en el parágrafo del artículo 
3º del presente decreto. 

 
3. Actos que impliquen transferencia del dominio sobre el inmueble, aplicable 

al cobro de la participación en la plusvalía de que tratan los numerales 1, 3 
y  4 del artículo segundo de este decreto. 

 
4. Mediante la adquisición de títulos valores representativos de los derechos 

adicionales de construcción y desarrollo, en los términos que se establecen 
en el artículo 88 de la Ley 388 de 1997. 

 
Parágrafo 1.- Para la expedición de las licencias o permisos, así como para el 
otorgamiento de los actos de transferencia de dominio, en relación con inmuebles 
sujetos a la aplicación  de la participación en la plusvalía, será necesario acreditar 
su pago. 
 
Parágrafo. 2.- Si por cualquier causa no se efectúa el pago de la participación en 
los eventos previstos en este artículo, el cobro de la misma se hará exigible 
cuando ocurra cualquiera  de las restantes situaciones aquí previstas. En todo 
caso responderán solidariamente el poseedor y el propietario, cuando fuere el 
caso. 
 
ARTICULO 18.- En el evento previsto en el numeral 1 del artículo anterior, el 
efecto plusvalía para el respectivo inmueble podrá recalcularse, aplicando el 
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efecto plusvalía por metro cuadrado al número total de metros cuadrados 
adicionales objeto de la licencia correspondiente. 
 
Para solicitar el recálculo el interesado deberá presentar copia de la solicitud de 
licencia radicada ante la autoridad competente. En este caso, el trámite de la 
solicitud de licencia se suspenderá hasta cuando el interesado acredite el pago de 
la participación en plusvalía. 
 
ARTICULO 19.- La participación en la plusvalía podrá pagarse mediante una 
cualquiera de las siguientes formas: 
 
1. En dinero efectivo 
2. Transfiriendo a la entidad territorial o a una de sus entidades 

descentralizadas, una porción del predio objeto de la misma, de valor 
equivalente a su monto. Esta forma sólo será procedente si el propietario o 
poseedor llegan a un acuerdo con la administración sobre la parte del 
predio que será objeto de la transferencia, para lo cual la administración 
tendrá en cuenta el avalúo que hará practicar por expertos contratados para 
tal efecto. 

 
Las áreas transferidas se destinarán a fines  urbanísticos, directamente o 
mediante la realización de programas o proyectos en asociación con el 
mismo propietario o con otros. 

 
3. El pago mediante la transferencia de una porción de terreno podrá 

canjearse por terrenos localizados en otras zonas de área urbana, haciendo 
los cálculos de equivalencia de valores correspondientes. 

 
4. Reconociendo formalmente a la entidad territorial o a una de sus entidades 

descentralizadas un valor accionario o un interés social equivalente a la 
participación, a fin de que la entidad pública adelante conjuntamente con el 
propietario o poseedor un programa o proyecto de construcción o 
urbanización determinado sobre el predio respectivo. 

 
5. Mediante la ejecución de obras de infraestructura vial, de servicios públicos 

domiciliarios, áreas de recreación y equipamientos sociales, para la 
adecuación de asentamientos urbanos en áreas de desarrollo incompleto o 
inadecuado, cuya inversión  sea equivalente al monto de la plusvalía, previo 
acuerdo con la administración municipal o distrital acerca de los términos de  
ejecución y equivalencia de las obras proyectadas. 

 
6. Mediante la adquisición anticipada de títulos valores representativos de la 

participación en la plusvalía liquidada, en los términos previstos en el 
artículo 88 de la Ley 388 de 1997.  
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En los eventos de que tratan los numerales 2 y 4 se reconocerá al 
propietario o poseedor un descuento del cinco por ciento (5%) del monto 
liquidado. En los casos previstos en el numeral 6 se aplicará un descuento 
del diez por ciento (10%) del mismo. 

 
Parágrafo.- Las modalidades de pago de que trata este artículo podrán ser 
utilizadas alternativamente o en forma combinada. 
 
ARTICULO 20.-  La participación en plusvalía es independiente de otros 
gravámenes que se impongan a la propiedad inmueble y específicamente de la 
contribución de valorización que llegue a causarse por la realización de obras 
públicas, salvo cuando la administración opte por determinar el mayor valor 
adquirido por los predios conforme a los dispuesto en el artículo 7º de este 
decreto, caso en el cual no podrá cobrarse contribución de valorización por las 
mismas obras. 
 
Parágrafo.- En todo caso, en la liquidación del efecto plusvalía en razón de los 
hechos generadores previstos en el artículo 2º del presente decreto, no se podrán 
tener en cuenta los mayores valores producidos por los mismos hechos, si en su 
momento estos fueron tenidos en cuenta para la liquidación del monto de la 
contribución de valorización, cuando fuere del caso. 
 
 
 

 
CAPITULO TERCERO 

La plusvalía en los planes de ordenamiento territorial 
 
 
ARTICULO 21.- En los planes de ordenamiento territorial y los instrumentos que lo 
desarrollen deberá hacerse referencia explicíta a la participación en la plusvalía y 
su incidencia sobre las finanzas del respectivo municipio o distrito. 
 
ARTICULO 22.- En el contenido estructural del componente general y en los 
componentes urbano y rural las decisiones sobre localización de actividades, 
infraestructura y equipamientos básicos, la clasificación del territorio en urbano, 
rural, de expansión urbana y suburbana, la determinación de los tratamientos y 
actuaciones urbanísticas aplicables a cada área  urbana y en general todas las 
políticas e instrumentos relativos al uso del suelo, se deberán señalar las áreas y 
zonas o subzonas donde se generarán efectos de plusvalía susceptibles de 
participación municipal o distrital. 
 
ARTICULO 23.- Con base en el señalamiento a que hace referencia el artículo 
anterior y teniendo en cuenta la naturaleza de los efectos de las acciones 
urbanísticas y el desarrollo de infraestructura, deberá estimarse de manera 
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preliminar el monto del efecto plusvalía y la participación generada en el corto 
plazo, según las tasas generales que para el efecto proponga el alcalde al 
respectivo concejo. 
 
También deberán identificarse los predios individuales susceptibles de 
participación en plusvalía con ocasión de la adopción del plan de ordenamiento 
territorial, para efectos de ordenar la realización de los avalúos dentro de los 
plazos previstos en este decreto. 
 
ARTICULO 24.-  Para la presentación del plan de ordenamiento territorial se 
deberán indicar en los planos generales las zonas susceptibles de participación de 
plusvalía. 
 
ARTÍCULO 25.- Los montos estimados de la participación en plusvalía, así como 
el momento estimado de la causación y recaudo en el corto plazo, deberán servir 
de base para la elaboración de un flujo de fondos que deberá incorporarse en el 
diseño de las estrategias de financiación y gestión de los planes de ordenamiento 
territorial, junto con una distribución tentativa de su uso y destino. 
 
 
ARTICULO 26.- En el programa de ejecución, se deberán prever los 
procedimientos para el recaudo y aplicación de aquella parte que se causará 
durante su vigencia. 
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VI.  ESTAMPILLAS 
 
 
 

ESTAMPILLA PROCULTURA 
 
 
 
 

LEY 397 DEL 7 DE AGOSTO DE 1997 
Por la cual se desarrollan los artículos 70, 71 y 72 y demás artículos concordantes 
de la Constitución Política y se dictan normas sobre patrimonio cultural, fomentos 
y estímulos a la cultura, se crea el Ministerio de la Cultura y se trasladan algunas 

dependencias 
 
 
 
 
ARTICULO 38.-  Estampilla Procultura.  Facúltese a las asambleas 
departamentales y concejos municipales para crear una estampilla Procultura y 
sus recursos serán administrados por el respectivo ente territorial al que le 
corresponda el fomento y estímulo de la cultura, con destino a proyectos acorde 
con los planes nacionales y locales de cultura. 
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PRESENTACION 
 

 
Uno de los problemas esenciales que enfrenta cualquier administrador público en 
Colombia tiene que ver con la extraordinaria dispersión de normas, leyes, decretos 
y sentencias que regulan aspectos fundamentales para la toma de decisiones en 
la gerencia pública. 
 
Este problema adquiere ribetes dramáticos en el caso de las entidades 
territoriales. Dado que, en este evento, la legislación para muchas situaciones se 
aplica de manera muy particular y que existen todavía multitud de aspectos donde 
el desarrollo de la Constitución de 1991 es incipiente, resulta prácticamente 
imposible que un administrador, Gobernador o Alcalde, conozca detalladamente 
los meandros legales que cada una de sus competencias ha adquirido. 
 
Un buen ejemplo de lo anterior lo encontramos en materia tributaria. Por definición 
constitucional y como corresponde a todo Estado de Derecho es el poder 
legislativo, en nuestro caso el Congreso de la República, el competente para 
definir mediante ley, los elementos sustanciales de los tributos como la base 
gravable, el hecho generador o los sujetos afectados por el gravamen. Por 
diferentes razones históricas y políticas, no siempre ha sucedido así generándose 
un fenómeno de interpretación y análisis que hace ardua la labor. 
 
Debe tenerse en cuenta que con una estructura de impuestos de tres niveles, 
Nacional , Departamental y Municipal se ha generado un complejo sistema de 
interrelaciones que implica tratamientos jurídicos diferentes por ejemplo para el 
caso en que los impuestos son cedidos, frente a aquellos que desde su origen 
tienen naturaleza territorial o en un entorno más reciente, los efectos de la 
jurisprudencia del Consejo de Estado en el sentido de clasificar las rentas de las 
entidades territoriales en exógenas o endógenas, otorgándoles a las últimas un 
alto grado de autonomía. 
 
En este contexto se aprecia nítidamente, la importancia y alcance que tiene el 
presentar de manera completa, ordenada y sistemática toda la legislación que en 
el año 2000 se encuentra vigente en materia tributaria territorial. La Compilación 
Normativa que hoy estamos presentado organiza en un solo texto todo lo 
pertinente en la materia, facilitando de esta manera, el análisis, la interpretación 
jurídica y la adecuada lectura de los asuntos tributarios territoriales. 
 
La compilación se ha organizado en dos volúmenes. Uno dedicado a los impuestos 
departamentales y otro a los impuestos  municipales. La estructura de los volúmenes 
es similar: En primer lugar se presentan las normas constitucionales relacionadas 
con la entidad territorial; posteriormente las genéricas de ley sobre competencias y 
régimen económico y de hacienda pública y finalmente, las normas que regulan cada 
uno de los impuestos. 
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Ahora bien, como lo hemos manifestado en reiteradas ocasiones, la 
descentralización es hoy una tendencia irreversible y consubstancial en la evolución 
de las democracias contemporáneas; la historia nos muestra como dentro de un 
esquema de descentralización se ha conservado la unidad nacional y se ha 
extendido la democracia. Al contrario, el centralismo asfixiante, sin margen para la 
diversa expresión regional o local conduce al conflicto y a mediano plazo, a la 
desintegración.  
 
En este sentido, todo esfuerzo que se haga por afianzar, mejorar y profundizar el 
proceso de descentralización resulta fundamental en el camino de construir una 
Colombia nueva. Dotar a las entidades territoriales  de los instrumentos necesarios 
para que en ejercicio de sus legitimas competencias y derechos puedan cumplir 
con su cometido constitucional, a saber mejorar la calidad de vida de sus 
ciudadanos, es el propósito. 
 
El gobierno ha insistido en que la verdadera savia del proceso de 
descentralización es la existencia de administraciones territoriales eficientes 
administrativamente y financieramente sólidas. Departamentos y Municipios 
saneados fiscalmente y con posibilidades reales de hacer una mayor inversión 
social es un objetivo fundamental del país y por supuesto de ésta administración. 
 
El Ministerio de Hacienda y Crédito Público espera que esta publicación contribuya 
de manera efectiva al fortalecimiento de las entidades territoriales y por ende del 
proceso de descentralización, propósito fundamental del país y norte de esta 
administración. 
 
 
 
Juan Camilo Restrepo Salazar 
 
Ministro de Hacienda y Crédito Público. 
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